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1) TEXTO DE LA CITACION 2) ASISTENCIA 


«Montevideo, 14 de diciembre de 2001. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión extraordinaria el próximo martes 18 a la hora 16, a 
fin de hacer cesar el receso y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1% por el que se transforma la Unidad Reguladora de 
Energía Eléctrica (UREE) en la Unidad Regulado- 
ra de Servicios de Energía y Agua (URSEA). 


(Carp. N* 619/01 - Rep. N* 365/01) 


2%) por el que se protegen los derechos de autor sobre 
programas de ordenador. 


(Carp. N* 307/00) 


3%) por el que se rebajan los aportes patronales a los 
seguros sociales de enfermedad en la industria ma- 
nufacturera. 


(Carp. N* 577/01 - Rep. N”* 329/01. Anexo l) 


4%) por el que se modifica la Ley N* 16.524, de 25 de 
julio de 1994, que creó un Fondo de Solidaridad 
para financiar un sistema de becas para estudiantes 
de la Universidad de la República y del nivel tercia- 
rio del Consejo de Educación Técnico-Profesional. 


(Carp. N* 671/01 - Rep. N* 368/01) 


5%) por el que se reconocen como efectivamente traba- 
jados los servicios prestados por los trabajadores 
de la actividad privada que fueron detenidos o com- 
pelidos a abandonar el país, y por los dirigentes 
sindicales que hubieren permanecido en la clan- 
destinidad, entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 de 
febrero de 1985. 


(Carp. N* 688/01 - Rep. N* 369/01) 


Mario Farachio 
Secretario.» 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Atchugarry, 
Brause, Cid, Correa Freitas, Couriel, de Boismenu, Fau, 
Fernández Huidobro, Gallinal, Garat, García Costa, Gar- 
gano, Heber, Korzeniak, Lescano, Michelini, Millor, Muji- 
ca, Núñez, Pereyra, Pou, Rubio, Sanabria, Scarpa, Singer y 
Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Larrañaga, 
Nin Novoa y Virgili. 


3) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 16 y 17 minutos.) 


-Corresponde votar si el Senado tiene voluntad de levantar 
el receso. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 


«La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rios mensajes del Tribunal de Cuentas comunicando ha- 
ber adoptado resolución sobre los siguientes expedien- 
tes: 


De las Intendencias Municipales de Durazno, Ro- 
cha, San José y Rivera relativos a sus Rendiciones de 
Cuentas correspondientes al Ejercicio 2000; 


de la Junta Departamental de Montevideo, relativo 
al informe de Auditoría solicitado por dicha Junta; 


de la Universidad de la República relacionado con 
las observaciones realizadas por la Contadora De- 
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legada en el Hospital de Clínicas “Dr. Manuel 
Quintela”; 


de la Comisión Honoraria Administradora del Fon- 
do de Solidaridad relacionado con el informe de Au- 
ditoría relativo a sus estados contables. 
-TENGANSE PRESENTES. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes comuni- 
cando la promulgación de los siguientes proyectos de 
ley: 


por el que se autoriza al Banco Hipotecario del Uru- 
guay a enajenar, a título gratuito, a la Intendencia 
Municipal de Río Negro, la fracción de terreno y 
sus construcciones situada en la 1* Sección Judicial 
del departamento de Río Negro, empadronada con 
el N* 2367; 


por el que se concede una pensión graciable a la 
señora Rosario Gandós Caravia; y, 


por el que se concede una pensión graciable a la 
señora Olga Hernández Barreto. 
-TENGANSE PRESENTES Y ARCHIVENSE. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


por el que se aprueban las enmiendas al Convenio 
Constitutivo de la Organización Marítima Interna- 
cional (OMD), adoptadas por la Asamblea de la men- 
cionada Organización, el 4 de noviembre de 1993; 


por el que se aprueba el Acuerdo entre la República 

Oriental del Uruguay y los Estados Unidos Mejica- 

nos para la Promoción y Protección Recíprocas de 

las Inversiones, suscrito en Montevideo, el 30 de 

junio de 1999. 

-A LA COMISION DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 


Por el que se establecen normas para el cálculo de 
intereses y reajustes en las operaciones de présta- 
mos en efectivo y financiación de bienes y servicios. 
-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


Por el que se les reconoce como efectivamente tra- 
bajados los servicios prestados por los trabajadores 
de la actividad privada que fueron detenidos o com- 
pelidos a abandonar el país, y por los dirigentes sin- 
dicales que hubieren permanecido en la clandestini- 
dad entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero 
de 1985. 

-POR RESOLUCION DEL CUERPO SE INCLUYO 

EN EL ORDEN DEL DIA DE LA SESION DE HOY. 


La Comisión de Transporte y Obras Públicas eleva 
informado el proyecto de ley por el que se establece 


que en las obras efectuadas mediante convenio con el 
Estado se deberá facilitar el acceso de las personas con 
capacidades diferentes. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva in- 
formado el proyecto de ley por el que se aprueba el 
Convenio entre el Gobierno de la República y el Go- 
bierno de la República de Hungría sobre Cooperación 
en el Area de la Sanidad Animal. 

-REPARTANSE. 


La Suprema Corte de Justicia remite mensaje dando 
respuesta al pedido de informes solicitado por la Comi- 
sión de Constitución y Legislación relacionado con los 
vehículos automotores propiedad del Poder Judicial. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGIS- 
LACION. 


De conformidad con lo establecido en el artículo 
172 del Reglamento del Senado, el señor Senador Car- 
los Julio Pereyra solicita se curse una exposición escrita 
al Ministerio de Salud Pública, relacionada con la vacu- 
na contra la meningitis. 

-HA SIDO DISTRIBUIDA Y SE VOTARA EL TRA- 
MITE SOLICITADO.» 


5) EXPOSICION ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador Carlos Julio Pereyra para la exposición 
escrita que oportunamente presentara y de la que se dio cuenta 
durante la lectura de los asuntos entrados. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita:) 
«Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 


Señor 

Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente 


Señor Presidente: 


Al amparo de las disposiciones que rigen el funcio- 
namiento de esta Cámara, solicito se curse la siguiente 
exposición escrita al Ministerio de Salud Pública: 


El ya suficientemente conocido episodio de los erro- 
res cometidos en la apreciación de la vacuna contra la 
meningitis y su ocultamiento por parte del Señor Direc- 
tor General de Salud Dr. Eduardo Touyá, pone de mani- 
fiesto la necesidad de severas medidas. Es obvio que 
esos errores revistan la máxima gravedad, por afectar, 
nada menos, que la salud de la población. 
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A ello se agregan otros errores -estos de carácter 
administrativo- pero que ponen de manifiesto la fla- 
grante violación de normas legales, por parte del citado 
jerarca y de funcionarios que actúan al amparo de tales 
irregularidades, cobrando, algunos de ellos abultados 
sueldos y actuando fuera de la legislación vigente. Esto 
último es así, porque las resoluciones se fundan en una 
reestructura administrativa y técnica aún no efectuada. 
Si no demostraran una enorme irresponsabilidad -por 
no hablar de ignorancia cuando los hechos están refren- 
dados por un profesional distinguido- el caso merecería 
figurar en los anales de Ripley. 


Entre los numerosos casos que podrían citarse están 
la designación del Director del Departamento de Medi- 
camentos, redactada en los siguientes términos, y con 
fecha 22 de julio de 2001: “La Dirección General de 
Salud informa que el Prof. Dr. Q.F. Roberto Lombardi, 
ha sido designado Director del Departamento de Medi- 
camentos en el marco de la reestructura en lo que 
concierne a productos de salud” (el subrayado es nues- 
tro) La reestructura en el ámbito del Ministerio, si bien 
está planteada presupuestalmente, no ha sido aún con- 
cretada (primera irregularidad). La segunda es que el 
mencionado nombramiento no lleva la firma del Señor 
Ministro de Salud Pública, sino de su subordinado, sin 
facultades para ello. 


Sin entrar a pretender menoscabar la capacidad del 
designado, cabe señalar que con un nombramiento in- 
dudablemente invalidado, se ha dedicado, a su vez, a 
designar nuevos funcionarios y distribuir otros, algunos 
de estos con indiscutible menoscabo de su jerarquía pro- 
fesional. 


Las pruebas de lo aquí mencionado obran en mi 
poder. Espero que no sean necesarias otras instancias 
parlamentarias para que el Poder Ejecutivo corrija estas 
anomalías. 

Saludo a Ud. muy atentamente. 

Carlos Julio Pereyra. Senador.» 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Nin Novoa solicita licencia por el 
día de la fecha.” 


-Léase. 


(Se lee:) 


CAMARA DE SENADORES 


de 


18 de Diciembre de 2001 


«Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 
Don Luis Hierro López 
Presidente del Senado 
Presente 


De mi consideración: 


Por la presente solicito licencia por la sesión del día 
de hoy, 18 de diciembre, por razones particulares. 


Por ese motivo solicito también se cite a mi suplente 
el Dr. Héctor Lescano. 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamente, 
Rodolfo Nin Novoa. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 


licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor Senador Héctor Lescano, quien 


ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontra- 
ra en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Lescano.) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Cid solicita licencia por los días 
19 a21 de los corrientes.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente quien suscribe solicita 
al Sr. Presidente se le conceda licencia al Cuerpo por el 
lapso comprendido entre los días miércoles 19 y viernes 
21 de diciembre del año en curso. Asimismo, solicito se 
proceda en esta oportunidad a la convocatoria del su- 
plente correspondiente. 


18 de Diciembre de 2001 


Sin otro particular, hago propicia la oportunidad para 
saludar al Sr. Presidente con mi más alta estima y consi- 
deración. 


Alberto Cid. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocada a partir del día 19 la señora Susana Dal- 
más. 


-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Larrañaga solicita licencia por 
los días 18 y 19 de los corrientes”. 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 18 de diciembre de 2001. 


Sr. Presidente del Senado 
Don Luis Hierro López 
Presente 


Por la presente solicito a usted licencia por razones 
de índole personal para los días 18 y 19 de diciembre 
del presente año, solicitando se cite a mi suplente res- 
pectivo. 


Sin más, saluda a Ud. muy atte. 
Dr. Jorge Larrañaga. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Oportunamente será convocado el suplente respectivo. 
7) FUNCIONAMIENTO DE LAS COMISIONES PER- 
MANENTES DEL CUERPO DURANTE EL PERIO- 
DO DE RECESO 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-601 


SEÑORA XAVIER.- Solicito autorización para que la Co- 
misión de Salud Pública pueda recibir al señor Ministro del 
ramo el día miércoles 26 de diciembre a la hora 12. 


SEÑOR PEREYRA.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA.- Con respecto a la moción de la seño- 
ra Senadora Xavier, quisiera solicitar que todas aquellas Comi- 
siones que lo requieran puedan reunirse durante el receso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presenta- 
da por la señora Senadora Xavier ampliada por el señor Sena- 
dor Pereyra. 


(Se vota:) 
-18 en 20. Afirmativa. 


S) UNIDAD REGULADORA DE SERVICIOS DE ENER- 
GIA Y AGUA (URSEA) 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al Orden del 
Día con la consideración del asunto que figura en primer tér- 
mino: “Proyecto de ley por el que se transforma la Unidad 
Reguladora de Energía Eléctrica (UREE) en la Unidad Regu- 
ladora de Energía y Agua (URSEA). (Carp. N* 619/01 - Rep. 
N* 365/ 01 y Anexo 1)” 


(Antecedentes: ) 


«Carp. N* 619/01 
Rep. N* 365/01 


Ministerio de Industria, 
Energía y Minería 
Ministerio de Economía y 
Finanzas 
Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente 


Montevideo, 31 de octubre de 2001. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley por el que se completa el marco jurídi- 
co de la actividad regulatoria del Estado, en aquellos 
aspectos de dicho marco jurídico que, como los institu- 
cionales y tributarios, pertenecen al ámbito de reserva 
de la ley. 
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El Capítulo 1 del Proyecto transforma la Unidad 
Reguladora de la Energía Eléctrica (UREE) creada por 
el artículo 2% de la Ley N* 16.832 de 17 de junio de 
1997 (marco regulatorio del sistema eléctrico nacional), 
asignándole la regulación y el control en las actividades 
referidas al gas, a los combustibles derivados de hidro- 
carburos, al agua potable y al saneamiento, además de 
la regulación y el control en relación con las actividades 
de la industria eléctrica de que ya es titular. 


A partir de esta extensión de competencia, la activi- 
dad regulatoria del Estado se desarrollará a través de 
dos órganos reguladores: la Unidad Reguladora de Ser- 
vicios de Comunicaciones (URSEC) creada por el artí- 
culo 70 de la Ley de Presupuesto Nacional N* 17.296 
de 21 de febrero de 2001, con competencia en las áreas 
de telecomunicaciones y servicios postales, y la Unidad 
Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA), 
con competencia en las áreas de electricidad, gas, com- 
bustibles, agua y saneamiento antes mencionadas. 


La teoría regulatoria discute las ventajas y desventa- 
jas de optar por la creación de órganos reguladores para 
cada actividad o hacerlo por entidades de carácter mul- 
tisectorial. En general se entiende que en países como 
el nuestro, atendiendo a su dimensión y realidad econó- 
mica, es aconsejable la existencia de entidades regula- 
doras de naturaleza multisectorial que desarrollen su 
competencia en relación con actividades agrupadas en 
función de características comunes. 


En esta línea de razonamiento se ubicó la creación 
de la ya citada URSEC y se orienta la propuesta de 
extensión de atribuciones de la UREE que así devendrá 
URSEA. 


El artículo 1” del Proyecto, además de disponer di- 
cha extensión de competencia, hace aplicables a las ac- 
tividades comprendidas en la misma, los principios 
previstos en el artículo 72 de la Ley N* 17.296, consa- 
grados para la URSEC. 


El artículo 2” establece los cometidos y poderes 
jurídicos generales de la Unidad, adoptando con leves 
adecuaciones que resultan necesarias en consideración 
a la naturaleza propia de las tareas que se le cometen, o 
a los antecedentes normativos, soluciones análogas a las 
recogidas para la URSEC. A vía de ejemplo, en el lite- 
ral j) se asigna a la URSEA la atribución de “pronun- 
ciarse en las controversias que sean sometidas a su 
consideración por cualquiera de las partes en conflicto, 
suscitadas en virtud de la actuación de los participantes 
en las actividades reguladoras, o que le sean planteadas 
en relación con la gestión técnica y económica de los 
sistemas de dichas actividades, pudiendo constituir el 
Tribunal Arbitral que dirimirá los conflictos...” 
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Esta potestad, que no fue consagrada para la 
URSEC, tiene como antecedentes el artículo 3%, nu- 
meral 5” de la Ley N* 16.832 y el artículo 45 de su 
Decreto reglamentario N* 22/999 de 26 de enero de 
1999, agregando la posibilidad de designar árbitro sin- 
gular o de conferir el ejercicio de la función arbitral a la 
URSEA. Con esta posibilidad se busca habilitar vías de 
solución de controversias que resulten menos onerosas 
para las partes en conflicto. 


El artículo 3” agrega los cometidos y poderes jurí- 
dicos específicos para cada rama de actividad. 


La aplicación a la actuación de la URSEA, de los 
principios generales y reglas de procedimiento adminis- 
trativo vigentes para la Administración Central, que re- 
sulta del artículo 4” se explica por la ubicación de la 
Unidad en ese ámbito. En este artículo se consagran, 
asimismo, la potestad delegatoria de su Comisión direc- 
tora y el estatuto de sus integrantes, adoptando un crite- 
rio de analogía con la URSEC. 


El artículo 5” faculta el pase en comisión y la redis- 
tribución a la URSEA, de funcionarios provenientes de 
cualquier dependencia estatal; también permite la con- 
tratación de personal seleccionado por concurso públi- 
co, previendo preferencias a favor de funcionarios 
provenientes de las Administraciones cuyos cometidos 
son atribuidos a la Unidad. Se trata de una disposición 
que tiene por objeto habilitar diferentes mecanismos para 
dotar al ente regulador, de los recursos humanos indis- 
pensables para el desarrollo de sus cometidos. 


El artículo 6” prevé los recursos de que dispondrá 
la URSEA, consagrando una solución analógica con la 
establecida para la URSEC, y crea la Tasa de Control 
del Marco Regulatorio de Energía y Agua como fuente 
de financiamiento de la actividad regulatoria en los sec- 
tores en los que se le asigna competencia, ubicándose 
en la línea señalada como necesaria por la doctrina en 
la materia, en el sentido de que resulta imprescindible 
asegurar la autonomía técnica de los organismos regula- 
dores, dotándolos de los medios económicos y financie- 
ros requeridos para su funcionamiento. 


El artículo 7* y el 8” realizan las adecuaciones pro- 
gramáticas y presupuestarias que resultan necesarias 
como consecuencia de la extensión de competencia que 
de dispone. 


El artículo 9” es de carácter transitorio y tiene por 
objeto dar respaldo normativo a las tareas de control de 
las actividades reguladas a que refiere la ley, en tanto 
continúen siendo ejecutadas por los órganos que son 
actualmente titulares de esa competencia, hasta que la 
URSEA asuma su desempeño, debiendo ajustarse, sin 
embargo, a las instrucciones que ésta imparta, en la 
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forma que disponga la reglamentación a dictarse por el 
Poder Ejecutivo. 


El artículo 10 prevé la redistribución a la Adminis- 
tración del Mercado Eléctrico (ADME), del personal 
poseedor de la idoneidad necesaria para operar el Des- 
pacho Nacional de Cargas (funcionarios públicos de la 
UTE que a la fecha de vigencia de la ley presten funcio- 
nes en la Gerencia de División Despacho Nacional de 
Cargas y Planificación de la Explotación y Estudios, y 
que sean invitados a prestar funciones en la ADME). 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente con su 
mayor consideración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Sergio Abreu, Alberto Ben- 
sión, Carlos Cat. 


PROYECTO DE LEY 
CAPITULO 1 
Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua 


Artículo 1”. - Transfórmase la Unidad Reguladora 
de la Energía Eléctrica (UREE) creada por el artículo 2* 
de la Ley N* 16.832 de 17 de junio de 1997, en Unidad 
Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA), 
cuya competencia de regulación y control se extenderá, 
además de las actividades referidas a la energía eléctri- 
ca, a la actividades referidas al gas, a los combustibles 
derivados de hidrocarburos, al agua potable y al sanea- 
miento, las que deberán ajustarse a los principios pre- 
vistos en el artículo 72 de la Ley N* 17.296 de 21 de 
febrero de 2001, en lo pertinente. 


Art. 2”. - La URSEA dispondrá de los siguientes 
cometidos y poderes jurídicos generales: 


a) hacer cumplir la presente ley, sus reglamentaciones, 
disposiciones emanadas de ella misma, y actos jurí- 
dicos habilitantes de la prestación de servicios com- 
prendidos dentro de su competencia; 


b) establecer los requisitos que deberán cumplir quie- 
nes realicen actividades comprendidas dentro de su 
competencia; 


c) dictaminar preceptivamente en los procedimientos 
de selección de concesionarios y autorizados a pres- 
tar servicios comprendidos dentro de su competen- 
cia, los que deberán basarse en los principios gene- 
rales de publicidad, igualdad y concurrencia; 


d) preparar y presentar al Poder Ejecutivo para su apro- 
bación, un pliego único de bases y condiciones para 
la celebración de los contratos habilitantes de la pres- 
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8) 


h) 


1) 


j) 


k) 


1) 


C.S.-603 


tación de servicios comprendidos dentro de su com- 
petencia, al que deberán ajustarse los pliegos parti- 
culares que las Administraciones competentes con- 
feccionen en cada caso; 


emitir reglas generales e instrucciones particulares 
que aseguren el funcionamiento de los servicios 
comprendidos en su competencia con arreglo a los 
principios enunciados en el artículo 72 de la Ley 
N* 17.296 de 21 de febrero de 2001, en lo pertinente; 


dictar normas técnicas con relación a dichos servi- 
cios; 


controlar el cumplimiento por parte de los operado- 
res públicos y privados, prestadores de servicios com- 
prendidos dentro de su competencia, de las normas 
jurídicas y técnicas aplicables, pudiendo requerirles 
todo tipo de informaciones y realizar verificaciones 
cualitativas y cuantitativas de dichos servicios; 


realizar las inspecciones que considere necesarias 
con el fin de confirmar la veracidad de la informa- 
ción que a su solicitud le sea aportada; 


recibir, instruir y resolver las denuncias y reclamos 
de los usuarios y consumidores respecto a los servi- 
cios comprendidos dentro de su competencia que no 
hayan sido atendidos por los prestadores; 


pronunciarse en las controversias que sean someti- 
das a su consideración por cualquiera de las partes 
en conflicto, suscitadas en virtud de la actuación de 
los participantes en las actividades reguladas, o que 
le sean planteadas en relación con la gestión técnica 
y económica de los sistemas de dichas actividades, 
pudiendo constituir el Tribunal Arbitral que dirimirá 
los conflictos en el marco de lo establecido en los 
artículos 472 y siguientes del Código General del 
Proceso, procediéndose a la designación de los árbi- 
tros según lo dispuesto en el numeral 5) del artículo 
3” de la Ley N* 16.832. Los sujetos del conflicto 
tendrán la facultad de acordar la designación de un 
Arbitro singular o conferir el ejercicio de la función 
arbitral a la URSEA, quien designará al Arbitro sin- 
gular o a los miembros del Tribunal Arbitral que 
resuelva la contienda a un costo razonable; 


proteger los derechos de usuarios y consumidores, 
pudiendo ejercer las atribuciones conferidas a las 
autoridades administrativas por la Ley N* 17.250 de 
11 de agosto de 2000; 


examinar en forma permanente las tarifas y precios 
correspondientes a los servicios comprendidos den- 
tro de su competencia, formulando las determinacio- 
nes técnicas y recomendaciones que entienda del 
caso; 
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m) aplicar las sanciones previstas en los literales a) a e) 
del artículo 89 de la Ley N* 17.296 de 21 de febrero 
de 2001 en lo pertinente, y recomendar a los órga- 
nos competentes la adopción de las previstas en los 
literales f) y g) de dicha norma; 


n) convocar a audiencia pública cuando lo estime nece- 
sario, previa notificación a todas las partes interesa- 
das, en los casos de procedimientos iniciados de ofi- 
cio o a instancia de parte; 


0) prevenir conductas anticompetitivas y de abuso de 
posición dominante en las actividades de la industria 
respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en las nor- 
mas vigentes en materia de servicios públicos y mo- 
nopolios legalmente establecidos; 


p) asesorar al Poder Ejecutivo en materia de convenios 
internacionales u otros aspectos comprendidos en su 
competencia o conexos con ella; y 


q) cumplir toda otra actividad que le sea asignada por 
la ley o por el Poder Ejecutivo, o que sea necesaria 
para el mejor cumplimiento de sus cometidos. 


Art. 3”. - Asimismo la URSEA dispondrá de los 
siguientes cometidos y poderes jurídicos específicos: 


A) En materia de energía eléctrica, tendrá los siguientes 
cometidos y poderes jurídicos específicos: 


a) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


b) ejercer los cometidos y poderes jurídicos atribui- 
dos por el artículo 3? de la Ley N* 16.832 de 17 
de junio de 1997. 


B) En materia de gas, la URSEA tendrá los siguientes 
cometidos y poderes jurídicos específicos: 


a) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


b) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios así como 
de los materiales, instalaciones y dispositivos a 
utilizar en las diversas actividades que compren- 
de la industria del gas; 


c) fijar los requisitos necesarios para la autoriza- 
ción de la prestación con seguridad de los servi- 
cios comprendidos en la industria del gas, tanto 
por entidades públicas como por empresas priva- 
das, controlando su cumplimiento; 


d) determinar reglas y procedimientos técnicos de 
medición y facturación de los consumos, así como 
de control y uso de medidores y reconexión de 
servicios; y 
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e) fijar reglas y patrones industriales que aseguren 
el libre acceso a las redes de los agentes, así 
como el correcto y seguro funcionamiento de las 
conexiones, controlando su cumplimiento. 


C) En materia de combustibles derivados de hidrocar- 
buros, la URSEA tendrá los siguientes cometidos y 
poderes jurídicos específicos: 


a) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


b) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios, así como 
de los materiales, instalaciones y dispositivos a 
utilizar; y 


c) fijar las condiciones mínimas para la autoriza- 
ción de la prestación con seguridad de activida- 
des del sector, tanto por entidades públicas como 
por empresas privadas, controlando su cumpli- 
miento. 


D) En materia de agua potable y saneamiento, la 
URSEA tendrá los siguientes cometidos y poderes 
jurídicos específicos: 


a) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


b) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios así como 
de los materiales, instalaciones y dispositivos a 
utilizar; y 


c) determinar reglas y procedimientos técnicos de 
medición y facturación de los consumos, así como 
de control y uso de medidores y reconexión de 
servicios. 


Art. 4”. - La URSEA ajustará su actuación a los 
principios generales y reglas de procedimiento adminis- 
trativo vigentes para la Administración Central. 


Su Comisión directora podrá delegar atribuciones en 
sus subordinados por unanimidad de sus miembros y 
tendrá la calidad de ordenador secundario de gastos y 


pagos. 


Los integrantes de dicha Comisión directora durarán 
seis años en el ejercicio de sus cargos, pudiendo ser 
designados nuevamente por igual período y les serán 
aplicables las disposiciones contenidas en los artículos 
76 a 79 de la Ley N* 17.296 de 21 de febrero de 2001. 


Art. 5%. - Facúltase, con carácter de excepción a 
las limitaciones dispuestas en el artículo 20 de la Ley 
N* 15.903 de 10 de noviembre de 1987 con las modi- 
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ficaciones introducidas por el artículo 40 de la Ley 
N* 16.320 de 1” de noviembre de 1992, y en el artícu- 
lo 33 de la Ley N* 16.736 de 5 de enero de 1996, el 
pase en comisión y la redistribución de funcionarios 
públicos provenientes de cualquier dependencia esta- 
tal, a la URSEA. 


El pase en comisión o la redistribución será dispues- 
to por el Poder Ejecutivo a propuesta fundada de la 
Comisión que dirige la unidad reguladora. 


En caso de redistribución, los funcionarios se incor- 
porarán en el escalafón, grado y denominación, que co- 
rrespondan según la estructura de puestos de trabajo de 
la unidad. Si la remuneración del cargo o función de 
origen fuera inferior a la de destino, percibirán esta 
última, y si fuera superior mantendrán la remuneración 
de origen con todos sus componentes. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos prece- 
dentes, el personal de la URSEA podrá integrarse con 
quienes contrate el Poder Ejecutivo en función de los 
resultados de los concursos públicos realizados al efec- 
to, con bases formuladas por la URSEA y en las que 
podrán establecerse preferencias a favor de los funcio- 
narios provenientes de las Administraciones cuyos co- 
metidos son atribuidos a ella por la presente ley. 


Art. 6”. - Para el cumplimiento de sus cometidos, la 
URSEA dispondrá, en su ámbito, de las mismas fuentes 
de recursos previstas por la Ley N* 17.296 de 21 de 
febrero de 2001 para la Unidad Reguladora de Servi- 
cios de Comunicaciones (URSEC), sin perjuicio de los 
atribuidos a la UREE que se transferirán de pleno dere- 
cho. 


Créase la Tasa de Control del Marco Regulatorio de 
Energía y Agua, que se devengará por la actividad de 
control de la participación en las actividades reguladas 
a que refiere la presente ley. Serán sujetos pasivos quie- 
nes desarrollen dichas actividades y serán agentes de 
retención o percepción los que el Poder Ejecutivo defi- 
na, debiendo destinarse el monto total de lo recaudado, 
exclusivamente a la financiación del presupuesto apro- 
bado de la URSEA. 


El total de lo recaudado por dicha tasa en base a 
liquidaciones conforme a la reglamentación dictada por 
el Poder Ejecutivo, no podrá superar el 3 0/00 (tres por 
mil) del total de ingresos brutos de la industria respectiva. 


Exceptúase del pago de la tasa, a aquellas activida- 
des que a la fecha de vigencia de la presente ley, se 
encuentren gravadas por el mismo concepto en virtud 
de lo establecido en el contrato de concesión respecti- 
vo. Las sumas correspondientes se destinarán igualmen- 
te a la financiación del presupuesto aprobado de la 
URSEA. 
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Art. 7”. - Créase en el Inciso 02 “Presidencia de la 
República” el Programa 006 “Regulación de Servicios 
de Energía y Agua”. 


Transfórmase la Unidad Ejecutora 006 “Unidad Re- 
guladora de la Energía Eléctrica” del Programa 002 “Pla- 
nificación, Desarrollo y Asesoramiento Presupuestal del 
Sector Público” del Inciso 02 “Presidencia de la Repú- 
blica” en la Unidad Ejecutora 006 “Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua”, encargada de la ejecu- 
ción del Programa 006 “Regulación de Servicios de Ener- 
gía y Agua”. 


Art. 8”. - Transfiéranse los créditos y cargos presu- 
puestales y recursos aprobados por la Ley N* 17.296 de 
21 de febrero de 2001 para la Unidad Ejecutora 006 
“Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica” del Pro- 
grama 002 “Planificación Desarrollo Asesoramiento Pre- 
supuesto Sector Público” del Inciso 02 “Presidencia de 
la República” al Programa 006 “Regulación de Servi- 
cios de Energía y Agua”, Unidad Ejecutora 006 “Uni- 
dad Reguladora de Servicios de Energía y Agua”, del 
mismo Inciso. 


Asígnase una partida anual de $ 19:042,000 (pesos 
uruguayos diecinueve millones cuarenta y dos mil) con 
destino a la Unidad Ejecutora 006 “Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua”, complementaria de la 
transferencia en el inciso primero de este artículo. 


Esta partida anual será financiada con cargo a la tasa 
creada por el artículo 6? de la presente ley. 


La URSEA comunicará a la Contaduría General de 
la Nación la desagregación de la referida partida en 
Proyectos de Inversión y Gastos de Funcionamiento, a 
nivel de Grupos y Objetos del Gasto. 


Incorpóranse al patrimonio de la URSEA, los bienes 
inmuebles, muebles, y demás derechos afectados a la 
actual UREE. La URSEA tomará a su cargo todas las 
deudas y obligaciones contraídas por dicho Organismo, 
así como sus servicios, recibiendo los fondos o recursos 
afectados a los mismos. 


Art. 9”. - UTE, ANCAP, OSE y demás órganos de 
control de las actividades reguladas a que refiere la 
presente ley, continuarán realizando el control operati- 
vo de dichas actividades cumplidas por ellos mismos o 
por agentes privados hasta tanto la URSEA asuma su 
desempeño, debiendo ajustarse a las instrucciones que ésta 
les imparta, en la forma que disponga la reglamentación a 
dictarse por el Poder Ejecutivo, al que compete la fijación 
y control de las políticas sectoriales involucradas. 


Art. 10. - Los funcionarios públicos de la Adminis- 
tración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas 
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(UTE) que a la fecha de vigencia de la presente ley 
prestan funciones en la Gerencia de División Despacho 
Nacional de Cargas y Planificación de la Explotación y 
Estudios, y que sean invitados a prestar funciones en la 
Administración del Mercado Eléctrico (ADME) creada 
por el Art. 4” de la Ley N* 16.832 de 17 de junio de 
1997, podrán optar por permanecer en UTE o por in- 
corporarse a la ADME, dentro de un plazo máximo de 
noventa días a contar de la fecha en que ésta asuma la 
operación de dicho Despacho en cumplimiento de lo 
establecido en el artículo 10 del Decreto-Ley N* 14.694 
de 1” de setiembre de 1977 en la redacción dada por el 
artículo 6” de la Ley N* 16.832. 


Sergio Abreu, Alberto Bensión, Carlos Cat. 
URSEA 
Texto tentativo 
11 de diciembre de 2001 


Artículo 1”. - Créase como órgano desconcentrado 
del Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad de avo- 
cación de este último, la Unidad Reguladora de Servi- 
cios de Energía y Agua (URSEA). 


La competencia de control de la Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua (URSEA), se extenderá 
a las actividades: 


a) las referidas a la energía eléctrica, en el marco de lo 
dispuesto en la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 
1997, y sus normas modificativas y concordantes. 
La generación en cualquiera de sus modalidades es- 
tará comprendida en aquellos aspectos y circunstan- 
cias que afecten el funcionamiento competitivo del 
marco; 


b) las referidas a la importación de gas natural, el 
transporte, el almacenamiento y la distribución de 
gas -cualquiera sea su origen- por redes; 


c) las referidas a la aducción y distribución de agua 
potable a través de redes en forma regular o perma- 
nente en cuanto se destine total o parcialmente a 
terceros, y la producción de agua potable, entendida 
como la captación y tratamiento de agua cruda y su 
posterior almacenamiento, en cuando su objeto sea 
la posterior distribución; 


d) las referidas a la recolección de aguas servidas a 
través de redes, la evacuación de éstas y su trata- 
miento, en cuando sean prestados total o parcial- 
mente a terceros en forma regular o permanente; y 


e) las referidas a la importación, refinación, transporte, 
almacenamiento y distribución de petróleo, combus- 
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tibles y otros derivados de hidrocarburos. 


Art. 2". - Las actividades comprendidas en el artícu- 
lo anterior, se cumplirán de conformidad con los si- 
guientes objetivos: 


a) las referidas a la energía eléctrica, en el marco de lo 
dispuesto en la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 
1997, y sus normas modificativas y concordantes. 
La generación en cualquiera de sus modalidades es- 
tará comprendida en aquellos aspectos y circunstan- 
cias que afecten el funcionamiento competitivo del 
mercado; 


b) las referidas a la importación de gas natural, el 
transporte, el almacenamiento y la distribución de 
gas -cualquiera sea su origen- por redes; 


c) las referidas a la aducción y distribución de agua 
potable a través de redes en forma regular o perma- 
nente en cuanto se destine total o parcialmente a 
terceros, y la producción de agua potable, entendida 
como la captación y tratamiento de agua cruda y su 
posterior almacenamiento, en cuando su objeto sea 
la posterior distribución; 


d) las referidas a la recolección de aguas servidas a 
través de redes, la evacuación de éstas y su trata- 
miento, en cuando sean prestados total o parcial- 
mente a terceros en forma regular o permanente; y 


e) las referidas a la importación, refinación, transporte, 
almacenamiento y distribución de petróleo, combus- 
tibles y otros derivados de hidrocarburos. 


Art. 2". - Las actividades comprendidas en el artícu- 
lo anterior, se cumplirán de conformidad con los si- 
guientes objetivos: 


a) la extensión y universalización del acceso a los ser- 
vicios que ellas implican; 


b) el fomento del nivel óptimo de inversión, para la 
prestación de los servicios en las condiciones que 
fije la regulación sectorial; 


c) la adecuada protección de los derechos de los usua- 
rios y consumidores; 


d) la promoción de la libre competencia en la presta- 
ción, sin perjuicio de los monopolios y exclusivida- 
des legalmente dispuestos; 


e) la prestación igualitaria, con regularidad, continui- 
dad y calidad de los servicios; 


f) la libre elección por los usuarios entre los diversos 
prestadores, en base a información clara y veraz; y 
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g) la aplicación de tarifas que reflejen los costos eco- 
nómicos, en cuanto correspondiere. 


Art. 3”. - La Unidad Reguladora de Servicios de 
Energía y Agua (URSEA) funcionará en el ámbito de la 
Comisión de Planeamiento y Presupuesto -literal O de 
las Disposiciones Transitorias y Especiales de la Cons- 
titución- y actuará con autonomía técnica. 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Minis- 
tros, en uso de las facultades que le confiere el artículo 
174 de la Constitución, determinará la vinculación de la 
URSEA en el mismo a todos los efectos, inclusive los 
previstos en los artículos 118 y 119 de la Constitución. 


Podrá comunicarse directamente con los Entes Au- 
tónomos, Servicios Descentralizados y demás órganos 
del Estado. 


Art. 4”. - La URSEA estará dirigida por una Comi- 
sión integrada por tres miembros designados por el Pre- 
sidente de la República actuando en Consejo de 
Ministros, entre personas que, por sus antecedentes per- 
sonales, profesionales y conocimiento en la materia, ase- 
guren independencia de criterio, eficiencia, objetividad 
e imparcialidad en su desempeño. 


Durarán seis años en el ejercicio de sus cargos, pu- 
diendo ser designados nuevamente. 


El presidente de la URSEA tendrá a su cargo la 
representación del órgano. 


Art. 5”. - Los integrantes de la Comisión podrán ser 
cesados por el Presidente de la República actuando en 
Consejo de Ministros mediante resolución fundada. 


Art. 6”. - Los integrantes de la Comisión no podrán 
desempeñar actividades profesionales o de representa- 
ción en el ámbito público o privado vinculadas a la 
competencia del órgano, con excepción de la actividad 
docente. 


Cuando al momento de su designación ocuparan otros 
cargos públicos, quedarán suspendidos en los mismos a 
partir de su aceptación y por todo el tiempo que actúen 
como integrantes de la Comisión, de acuerdo a lo esta- 
blecido en el artículo 1% del Decreto-Ley N* 14.622, de 
24 de diciembre de 1976, con las modificaciones intro- 
ducidas por el artículo 43 de la Ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990. 


Estarán comprendidos en la obligación establecida 
en el artículo 10 y concordantes de la Ley N* 17.060, 
de 23 de diciembre de 1998. 


Art. 7”. - No podrán tener vinculación profesional 
-ya directa O indirecta- con Directores, síndicos o per- 
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sonal gerencial de primera línea de operaciones alcan- 
zados por la competencia del órgano. 


Art. 8”. - Los integrantes de la Comisión no podrán 
ser candidatos a ningún cargo electivo hasta transcurri- 
do un período de gobierno desde su cese. 


Art. 9”. - La Comisión tendrá la calidad de ordena- 
dor secundario de gastos y pagos. 


Presentará anualmente su Rendición de Cuentas al 
Poder Ejecutivo, quien la incluirá en el INCISO 02 “Pre- 
sidencia de la República”. 


Art. 10. - La URSEA ajustará su actuación a los 
principios generales y reglas de procedimiento adminis- 
trativo vigentes para la Administración Central. 


Art. 11. - Sus actos administrativos podrán ser recu- 
rridos de conformidad con lo que disponen los artículos 
317 y concordantes de la Constitución y artículo 4* y 
concordantes de la Ley N* 15.869, de 22 de junio de 
1987, con las modificaciones introducidas por los ar- 
tículos 40 a 42 de la Sección VI “Recursos Administra- 
tivos” de la Ley N* 17.292, de 25 de enero de 2001. 


Art. 12. - La Comisión de la URSEA podrá delegar 
atribuciones en sus subordinados por unanimidad de sus 
miembros, pudiendo avocar por mayoría simple los asun- 
tos que fueran objeto de delegación. 


Art. 13. - La URSEA dispondrá de los siguientes 
cometidos y poderes jurídicos generales: 


a) controlar el cumplimiento de la presente ley, sus 
reglamentaciones, sus propias disposiciones y actos 
jurídicos habilitantes de la prestación de servicios 
comprendidos dentro de su competencia; 


b) establecer los requisitos que deberán cumplir quie- 
nes realicen actividades comprendidas dentro de su 
competencia; 


c) dictaminar preceptivamente en los procedimientos 
de selección de concesionarios y autorizados a pres- 
tar servicios comprendidos dentro de su competen- 
cia, los que deberán basarse en los principios gene- 
rales de publicidad, igualdad y concurrencia; sin per- 
juicio de lo establecido por el artículo 6” del Decre- 
to-Ley N* 14.694, de 1” de setiembre de 1977; 


d) preparar y presentar al Poder Ejecutivo para su apro- 
bación, un pliego único de bases y condiciones para 
la celebración de los contratos habilitantes de la pres- 
tación de servicios comprendidos dentro de su com- 
petencia, al que deberán ajustarse los pliegos parti- 
culares que las Administraciones competentes con- 
feccionen en cada caso; 
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e) 


8) 


h) 


1) 


j) 


k) 


1) 


m 


= 


dictar reglas generales e instrucciones particulares 
que aseguren el funcionamiento de los servicios com- 
prendidos en su competencia con arreglo a los prin- 
cipios enunciados en el artículo 2"; 


dictar normas técnicas con relación a dichos servi- 
cios; 


controlar el cumplimiento de las normas jurídicas y 
técnicas aplicables por parte de los operadores pú- 
blicos y privados, prestadores de servicios compren- 
didos dentro de su competencia, pudiendo requerir 
la información necesaria para el cumplimiento de 
sus cometidos; 


realizar las inspecciones que sean necesarias para el 
cumplimiento de sus cometidos; 


recibir, instruir y resolver en vía administrativa y sin 
perjuicio, las denuncias y reclamos de los usuarios y 
consumidores respecto a los servicios comprendidos 
dentro de su competencia que no hayan sido atendi- 
dos por los prestadores; 


constituir, cuando corresponda, el Tribunal Arbitral 
que dirimirá en los conflictos entre partes, en el marco 
de lo establecido en los artículos 472 y siguientes 
del Código General del Proceso, procediéndose a la 
designación de los árbitros según lo dispuesto en el 
numeral 5) del artículo 3” de la Ley N* 16.832, de 
17 de junio de 1997; 


proteger los derechos de usuarios y consumidores, 
pudiendo ejercer las atribuciones conferidas a las 
autoridades administrativas por la Ley N* 17.250, 
de 11 de agosto de 2000; 


examinar en forma permanente las tarifas y precios 
correspondientes a los servicios comprendidos den- 
tro de su competencia, formulando las determinacio- 
nes técnicas y recomendaciones que entienda del 
caso; 


aplicar las sanciones previstas en los literales a), b), 
c) y e) del artículo 89 de la Ley N* 17.296, de 21 de 
febrero de 2001, en lo pertinente, y recomendar a 
los órganos competentes la adopción de las previs- 
tas en los literales d), f) y g) de dicha norma. Las 
sanciones aplicadas deberán surgir de un procedi- 
miento ajustado a derecho en el cual se garantice a 
las partes el acatamiento a las normas del debido 
proceso; 


convocar a audiencia pública cuando lo estime nece- 
sario, previa notificación a todas las partes interesa- 
das, en los casos de procedimientos iniciados de ofi- 
cio o a instancia de parte; 


prevenir conductas anticompetitivas y de abuso de 
posición dominante en las actividades de la industria 
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respectiva, según lo dispuesto en los artículos 13 y 
siguientes de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 
2000, y 157 y siguientes de la Ley N* 17.296, de 21 
de febrero de 2001, en materia de defensa de la 
competencia; 


o”) en las actividades comprendidas en esta ley y en el 
artículo 71 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 
2001, sujetas a la libre competencia, no podrán esta- 
blecerse regulaciones discriminatorias que coloquen 
a algún agente, cualquiera sea su naturaleza jurídica, 
en inferioridad de condiciones con respecto a los 
agentes que desarrollan actividades similares. 


p) asesorar al Poder Ejecutivo en materia de convenios 
internacionales u otros aspectos comprendidos en su 
competencia o conexos con ella; 


q) cumplir toda otra actividad que le sea asignada por 
el Poder Ejecutivo. 


Art. 14. - Asimismo la URSEA dispondrá de los 
siguientes cometidos y poderes jurídicos específicos: 


A) En materia de energía eléctrica: 


1) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


2) ejercer los cometidos y poderes atribuidos por el 
artículo 3” de la Ley N* 16.832, de 17 de junio 
de 1997. 


B) En materia de gas: 


1) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


2) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios así como 
de los materiales, instalaciones y dispositivos a 
utilizar en las diversas actividades que compren- 
de la industria del gas; 


3) fijar los requisitos necesarios para la autoriza- 
ción de la prestación con seguridad de los servi- 
cios comprendidos en la industria del gas, tanto 
por entidades públicas como por empresas priva- 
das, controlando su cumplimiento; 


4) determinar reglas y procedimientos técnicos de 
medición y facturación de los consumos, así como 
de control y uso de medidores y reconexión de 
servicios; y 


5) fijar reglas y patrones industriales que aseguren 
el libre acceso a las redes de los agentes, así 
como el correcto y seguro funcionamiento de las 
conexiones, controlando su cumplimiento. 
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C) En materia de petróleo, combustibles y otros deriva- 
dos de hidrocarburos: 


1) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


2) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios, así como 
de los materiales, instalaciones y dispositivos a 
utilizar; y 


3) fijar las condiciones mínimas para la autoriza- 
ción de la prestación con seguridad de activida- 
des del sector, tanto por entidades públicas como 
por empresas privadas, controlando su cumpli- 
miento. 


4) regular el mercado conforme a las políticas que 
le encomiende el Poder Ejecutivo. 


D) En materia de agua potable y saneamiento: 


1) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


2) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios así como 
de los materiales, instalaciones y dispositivos a 
utilizar; y 


3) determinar reglas y procedimientos técnicos de 
medición y facturación de los consumos, así como 
de control y uso de medidores y reconexión de 
servicios. 


Art. 15. - Facúltase, con carácter de excepción a 
las limitaciones dispuestas en el artículo 20 de la Ley 
N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 con las mo- 
dificaciones introducidas por el artículo 40 de la Ley 
N* 16.320, de 1” de noviembre de 1992, y en el artícu- 
lo 33 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, el 
pase en comisión y la redistribución de funcionarios 
públicos provenientes de cualquier dependencia esta- 
tal, a la URSEA. 


El pase en comisión o la redistribución será dispues- 
to por el Poder Ejecutivo a propuesta fundada de la 
Comisión que dirige la Unidad Reguladora. El organis- 
mo al cual pertenece el funcionario cuyo pase en comi- 
sión o redistribución se solicite, podrá oponerse al mismo 
en caso de considerar que el funcionario resulta impres- 
cindible para el cumplimiento de sus cometidos. 


En caso de redistribución, los funcionarios se incor- 
porarán en el escalafón, grado y denominación, que co- 
rrespondan según la estructura de puestos de trabajo de 
la unidad. Si la remuneración del cargo o función de 
origen fuera inferior a la de destino, percibirán esta 
última, y si fuera superior mantendrán la remuneración 
de origen con todos sus componentes. 
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Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos prece- 
dentes, el personal de la URSEA podrá integrarse con 
quienes contrate el Poder Ejecutivo en función de los 
resultados de los concursos públicos realizados al efec- 
to, con fases formuladas por la URSEA y en las que 
podrán establecerse preferencias a favor de los funcio- 
narios provenientes de las Administraciones cuyos co- 
metidos son atribuidos a ella por la presente ley. 


Art. 16. - Para el cumplimiento de sus cometidos, la 
URSEA dispondrá, en su ámbito, de las mismas fuentes 
de recursos previstas por la Ley N* 17.296, de 21 de 
febrero de 2001, para la Unidad Reguladora de Servi- 
cios de Comunicaciones (URSEC), sin perjuicio de los 
atribuidos en la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 1997. 


Créase la Tasa de Control del Marco Regulatorio de 
Energía y Agua, que se devengará por la actividad de 
control de la participación en las actividades reguladas 
a que refiere la presente ley. Serán sujetos pasivos quie- 
nes desarrollen dichas actividades y serán agentes de 
retención o percepción los que el Poder Ejecutivo defi- 
na, debiendo destinarse el monto total de lo recaudado, 
exclusivamente a la financiación del presupuesto apro- 
bado de la URSEA. 


El total de lo recaudado por dicha tasa en base a 
liquidaciones conforme a la reglamentación dictada por 
el Poder Ejecutivo, no podrá superar el 2 0/00 (dos por 
mil) del total de ingresos brutos de la actividad sujeta a 
control. 


Exceptúase del pago de la tasa, a aquellas activida- 
des que a la fecha de vigencia de la presente ley, se 
encuentren gravadas por el mismo concepto en virtud 
de lo establecido en el contrato de concesión respecti- 
vo. Las sumas correspondientes se destinarán igualmen- 
te a la financiación del presupuesto aprobado de la 
URSEA. 


Art. 17. - Suprímese la Unidad Ejecutora 006 “Uni- 
dad Reguladora de la Energía Eléctrica” del Programa 
002 “Planificación, Desarrollo y Asesoramiento Presu- 
puestal del Sector Público” del Inciso 02 “Presidencia 
de la República” y créase el mismo Inciso, el Programa 
006 “Regulación de los Servicios de Energía, Agua Po- 
table y Saneamiento”. 


Art. 18. - Transfiérense los créditos y cargos presu- 
puestales y recursos aprobados por la Ley N* 17.296, 
de 21 de febrero de 2001 para la Unidad Ejecutora 006 
“Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica” del Pro- 
grama 002 “Planificación Desarrollo Asesoramiento Pre- 
supuesto Sector Público” del Inciso 02 “Presidencia de 
la República” al Programa 006 “Regulación de Servi- 
cios de Energía y Agua”, Unidad Ejecutora 006 “Uni- 
dad Reguladora de Servicios de Energía y Agua”, del 
mismo Inciso. 
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Asígnase una partida anual de $ 19:042.000 (pesos 
uruguayos diecinueve millones cuarenta y dos mil) con 
destino a la Unidad Ejecutora 006 “Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua”, complementaria de la 
transferida en el inciso primero de este artículo. 


Esta partida anual será financiada con cargo a la tasa 
creada por el artículo 16 de la presente ley. 


La URSEA comunicará a la Contaduría General de 
la Nación la desagregación de la referida partida en 
Proyectos de Inversión y Gastos de Funcionamiento, a 
nivel de Grupos y Objetos del Gasto. 


Incorpóranse al patrimonio de la URSEA, los bienes 
inmuebles, muebles, y demás derechos afectados a la 
actual UREE. La URSEA tomará a su cargo todas las 
deudas y obligaciones contraídas por dicho Organismo, 
así como sus servicios, recibiendo los fondos o recursos 
afectados a los mismos. 


Art. 19. - Las personas públicas estatales y los orga- 
nismos que actualmente tienen competencia continuarán 
efectuando el control operativo de las actividades pres- 
tadas por ellos mismos o por agentes privados hasta 
tanto la URSEA asuma su desempeño. 


Art. 20. - Los funcionarios públicos de la Adminis- 
tración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas 
(UTE) que a la fecha de vigencia de la presente ley 
prestan funciones en la Gerencia de División Despacho 
Nacional de Cargas y Planificación de la Explotación y 
Estudios, y que sean invitados a prestar funciones en la 
Administración del Mercado Eléctrico (ADME) creada 
por el artículo 4? de la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 
1997, podrán optar por permanecer en UTE o por in- 
corporarse a la ADME, dentro de un plazo máximo de 
noventa días a contar de la fecha en que ésta asuma la 
operación de dicho despacho en cumplimiento de lo 
establecido en el artículo 10 del Decreto-Ley N* 14.694, 
de 1” de setiembre de 1977 en la redacción dada por el 
artículo 6” de la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 1997. 


Art. 21. - Suprímese la Unidad Reguladora de la 
Energía Eléctrica (UREE) creada por el artículo 2* de la 
Ley N* 16.832, de 17 de junio de 1997, cuyas compe- 
tencias serán ejercidas por la Unidad que se crea por la 
presente ley. 


El Poder Ejecutivo dará posesión de sus cargos a los 
integrantes de la URSEA, en un plazo de treinta días a 
partir de la promulgación de la presente ley, plazo máxi- 
mo dentro del que la UREE continuará ejerciendo sus 
cometidos. 


Art. 22. - Sustitúyense los artículos 74 y 76 de la 
Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, que quedarán 
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redactados de la siguiente manera: 


“ARTICULO 74. - La Unidad Reguladora de Servi- 
cios de Comunicaciones (URSEC) funcionará en el ám- 
bito de la Comisión de Planeamiento y Presupuesto 
-literal O de las Disposiciones Transitorias y Especiales 
de la Constitución- y actuará con autonomía técnica. 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Minis- 
tros, en uso de las facultades que le confiere el artículo 
174 de la Constitución, determinará la vinculación de la 
URSEC con el mismo a todos los efectos, inclusive los 
previstos en los artículos 118 y 119 de la Constitución. 


Podrá comunicarse directamente con los Entes Au- 
tónomos, Servicios Descentralizados y demás órganos 
del Estado”. 


“ARTICULO 76. - Los integrantes de la Comisión 
podrán ser cesados por el Presidente de la República 
actuando en Consejo de Ministros mediante resolución 
fundada”.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- La Comisión de Servicios Pú- 
blicos analizó un Mensaje del Poder Ejecutivo relativo a la 
transformación de la Unidad de Regulación del Mercado Eléc- 
trico (UREE) en una Unidad Reguladora de más amplio espec- 
tro que refiera a todos los servicios de agua, saneamiento y 
energía. 


La Comisión, que entre otros aspectos tenía que informar 
también el proyecto de ANCAP -tema que fue objeto de trata- 
miento por este Senado durante la semana pasada- hizo un 
trabajo importante al estudiar este asunto en una Comisión que 
fue elaborando un texto sustitutivo al del Poder Ejecutivo que, 
a mi juicio, es de calidad superior al enviado. 


Hago estas observaciones porque curiosamente, dado el trá- 
mite realizado, en última instancia el proyecto no se sometió a 
votación en función de que los miembros de la Comisión, el 
día en que se iba a proceder a votar, acordamos intentar un 
entendimiento sobre el tema de ANCAP. 


En consecuencia, señor Presidente, sobre nuestras mesas de 
trabajo, además del proyecto original del Poder Ejecutivo, se 
va a encontrar un texto que ya fue repartido en ocasión de la 
sesión extraordinaria anterior. 


Como dice allí, se trata del texto tentativo fechado el 11 de 
diciembre de los corrientes que, por lo menos la mayoría de 
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los miembros de la Comisión -aunque no hicimos la votación 
ni el informe formal- recomendamos sea aprobado por el Cuer- 
po, pues es el resultado del trabajo de dicha Comisión, ámbito 
en el cual se realizaron varios aportes. 


El principio de esta iniciativa del Poder Ejecutivo es seguir 
la orientación más moderna que supone jerarquizar la activi- 
dad regulatoria de los mercados con prescindencia de si son 
más o menos abiertos, más o menos monopólicos o exclusivos, 
en función de las disposiciones de la ley. En cualquier caso, 
señor Presidente, aún en presencia de operadores públicos que 
tengan exclusividades, se entiende que la actividad regulatoria 
debe ser explícita, clara y, en general, organizada por un orga- 
nismo autónomo o, por lo menos, independiente del organismo 
que presta los servicios, a los efectos de velar con mayor trans- 
parencia a favor del usuario. 


Es notorio, señor Presidente, que en muchos casos el pro- 
pio organismo prestador de un servicio se ha visto en la nece- 
sidad de hacer su regulación, por contratos, como lo veíamos 
en la sesión anterior en el caso de ANCAP, o por resoluciones 
del organismo. Naturalmente, no hay una contraposición de 
intereses, aun cuando se trate del propio Estado, entre los fun- 
cionarios encargados de prestar el servicio y quienes deberían 
ejercer la tarea de regulación, para que dicho servicio sea pres- 
tado según las normas usuales, o sea, con regularidad, eficacia, 
eficiencia y universalidad de acceso. 


Debemos decir que en la mayoría de los Estados hay una 
práctica moderna en el sentido de ir generando unidades con 
mayor o menor autonomía, que pretenden regular el servicio. 
Precisamente, en la ley de 1997, referida al marco regulatorio, 
se creó la primera unidad que, de aprobarse este proyecto de 
ley, resultará sustituida. Posteriormente, en la instancia del Pre- 
supuesto Nacional, se dio forma a la URSEC, otra unidad re- 
gulatoria referida a las telecomunicaciones, que hoy está fun- 
cionando. De alguna manera, buena parte de la arquitectura de 
sus normas sirvió de ejemplo o de inspiración para realizar las 
modificaciones que se fueron introduciendo en Comisión. 


Por lo tanto, señor Presidente, el planteo que traemos tiene 
que ver con una opción que tomó la Comisión en el sentido de 
realizar una transformación, desdoblando ese acto en uno de 
creación de esta nueva unidad y otro de supresión de la UREE, 
relacionada con la regulación del mercado eléctrico. 


Por otro lado, debemos señalar que siempre se dio un rico 
intercambio en Comisión, así como una tensión dinámica entre 
la necesidad de dotar a estas unidades de cierta independencia 
técnica y la de un cierto control parlamentario de las mismas. 
Nuestro ordenamiento constitucional no tiene una solución cla- 
ra para este aspecto. Si bien se propone que la Unidad esté 
ubicada en la órbita de la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto, tuvimos un buen intercambio, porque, en una teoría de 
máxima independencia -que formaba parte del planteo origi- 
nal- estaríamos en presencia de técnicos designados por un 
período de seis años, que sólo podrían ser removidos por las 
causales propias por las que podría serlo un funcionario con 
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estabilidad constitucional, esto es, las causales de omisión, de- 
lito y afectación del buen nombre del organismo. Naturalmen- 
te, la intervención del Poder Ejecutivo en sus decisiones sólo 
podría darse por la vía de los recursos administrativos previs- 
tos por el artículo 317 de la Constitución. Esa arquitectura 
institucional que plantea el Poder Ejecutivo, garantizaría que 
este grupo de técnicos sería más independiente e incluso más 
durable en sus cargos que quienes aquí estamos o quienes inte- 
gran dicho Poder. 


La dificultad que se analizó es que, con este tipo de arqui- 
tectura, no habría un control efectivo o un llamado de respon- 
sabilidad efectivo por parte del Parlamento. Mal podría maña- 
na el Parlamento llamar al señor Ministro de Industria, Energía 
y Minería, por ejemplo, y reclamarle por tal o cual política en 
materia de energía desarrollada por la unidad regulatoria. Ante 
esa circunstancia el titular de esa Cartera diría algo así: “No 
puedo cesar a nadie, no puedo indicar las políticas y ni siquie- 
ra puedo alterar las resoluciones; entonces, ¿cómo quiere que 
yo sea responsable ante usted, señor parlamentario?” . 


En consecuencia, el planteo de la Comisión sacrifica en 
algo esa independencia, a través de dos instrumentos: por un 
lado, la posibilidad de avocar por parte del Poder Ejecutivo 
cada resolución, esto es, volver a traer a la órbita de la deci- 
sión de este Poder las decisiones. Debemos decir que no es 
que no haya una facultad regulatoria antes de estas unidades; 
la hay y normalmente está en las facultades del Poder Ejecuti- 
vo. Por lo tanto, si bien hay una desconcentración administrati- 
va, existe ese límite, es decir, no sólo se va a proceder en 
función de los recursos administrativos, sino que si el Poder 
Ejecutivo entiende que un asunto es relevante y que no está 
siendo llevado de acuerdo con la orientación que él y el Parla- 
mento desean imprimir, puede avocar el asunto y resolverlo. 


A su vez, debemos hacer referencia a la posibilidad de 
cesar, ya no por una omisión o un delito, a los integrantes de 
este organismo. Digamos que se trata del punto de equilibrio, 
aunque no deseable. Naturalmente, se desea que los integran- 
tes de estos organismos puedan desarrollar su tarea con la más 
amplia independencia posible, pero también se acepta que nues- 
tro orden constitucional hace que la orientación de las políticas 
de estado radique en forma compartida en el Poder Ejecutivo y 
el Poder Legislativo. Por esto, se desea resolver un eventual 
litigio entre las orientaciones de esta Comisión y las de los 
Poderes mayores. 


Asimismo, debemos señalar que se han introducido una 
serie de cambios, ante todo distinguiendo claramente las acti- 
vidades que serán objeto de esta regulación. 


Estas refieren a todas las formas de energía: la eléctrica 
-que ya era el ámbito natural- el gas natural y los combustibles. 
Asimismo, en estas actividades están incluidos los servicios 
públicos de agua potable y de saneamiento, naturalmente en la 
medida en que sean prestados a terceros. A su vez, se estable- 
cen los cometidos y las funciones de la Unidad, la cual estará 
dirigida por un conjunto de funcionarios nombrados en base a 
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sus competencias técnicas, por parte del Poder Ejecutivo ac- 
tuando en Consejo de Ministros. 


En consecuencia, señor Presidente, hay una absorción tam- 
bién de los créditos, obligaciones y aspectos presupuestales de 
la actual Unidad de Regulación de Mercado Eléctrico. Asimis- 
mo, existen normas que actualizan nuevamente la posibilidad 
de que la administración del despacho de cargas pueda radicar- 
se en esta nueva Unidad llamada URSEA. Naturalmente, se 
dan las herramientas para regular no sólo el mercado eléctrico 
-que están incluidas en la ley de marco regulatorio eléctrico- 
sino también las nuevas actividades. Al respecto, en el análisis 
particular de estas propuestas tendremos oportunidad de obser- 
var una clara distinción en su artículo 14, de cuáles son los 
cometidos y funciones, además del mercado eléctrico. Vere- 
mos que allí se incorporan las reglas, procedimientos y el libre 
acceso de redes en materia de gas. 


Me interesa señalar que en materia de combustibles, ade- 
más de las normas usuales, técnicas, de seguridad, etcétera, se 
incluyen las relativas a la regulación del mercado, lo cual im- 
plica una participación más profunda que en los otros subsec- 
tores, porque se espera que esta Unidad tenga una regulación 
más afinada en un mercado que siempre ha estado regulado y 
que presenta particularidades que dan mérito a la creación de 
reglas de justa competencia. Cabe destacar que en estos merca- 
dos, los agentes suelen tener una fuerte integración vertical con 
diferencias muy significativas desde el punto de vista econó- 
mico, en los que, como sucede en muchos servicios públicos 
de esta naturaleza, hay que buscar el equilibrio entre un libre 
acceso a ser prestador del mercado, y una saturación de ese 
acceso al mercado, que lleve a niveles de ineficiencia por un 
exceso de oferta. 


También están incluidas las normas relativas al agua potable 
y al saneamiento, actividades que de por sí siempre han sido 
libres en nuestro país y que pasan a tener una regulación explíci- 
ta, más allá de la que hacen los propios prestadores del servicio. 


En materia de recursos, además de las partidas presupues- 
tales -que están referidas en los artículos 18 y siguientes- tam- 
bién se prevé la creación de una tasa del 2 por mil sobre los 
servicios que van a estar bajo su regulación. En una primera 
instancia, el Poder Ejecutivo había planteado una tasa del 3 
por mil, e incluso se señala que en cualquier caso de activida- 
des que están concesionadas en otros mercados, esta tasa suele 
ser más alta. Sin embargo, la Comisión se inclinó por ser pru- 
dente en esta fijación, a los efectos de cuidar al usuario y 
evitar un crecimiento burocrático desmesurado de esta Unidad. 


También quiero señalar que en las actividades que estamos 
procurando incorporar, los roles de regulación van a ser dife- 
rentes. En el mercado eléctrico se espera que a través de la 
administración del despacho haya un fluido funcionamiento de 
la ley de marco eléctrico, no porque ella esté incoporando 
normas de regulación nuevas, sino porque se pretende que se 
puedan llevar a la práctica. 
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En materia de gas, se esperan controles técnicos de calidad, 
de seguridad de las cañerías y de la prestación de servicios, 
que hasta ahora no han tenido un rol claro por parte del Esta- 
do. Hay que tener en cuenta que esta es una vieja compañía, 
que tiene una vieja cañería y que en los últimos diez años, con 
el cambio de la matriz energética, ha tenido un desarrollo to- 
talmente diferente. Se confía, además, que con el ingreso del 
gas natural, va a tener un desarrollo significativo en todo el 
país -como ya lo está teniendo en algunas zonas- con lo cual se 
vuelve necesario este tipo de controles de calidad y de seguri- 
dad, que en el pasado nunca se tuvieron, cuando estaba la vieja 
compañía del gas y era un área pequeña. Entonces, es razona- 
ble que ahora el Estado participe decididamente en un tema en 
el que, si mañana hubiera algún inconveniente, todos nos po- 
dríamos reprochar por no haber tomado las medidas del caso. 


En suma, creo representar el ánimo de la mayoría de la 
Comisión al proponer al Parlamento estas modificaciones en el 
texto del Poder Ejecutivo que, a nuestro juicio, lo esclarecen, 
lo mejoran y que han buscado, en especial, una posición 
institucional que, a mi modo de ver, plantea un justo equili- 
brio -diría, a la uruguaya- entre la independencia y el control 
político, en el sentido de política de Estado y política de Poderes. 


No deseo extenderme más, señor Presidente, pues segura- 
mente en el desarrollo de la discusión del articulado tendremos 
oportunidad de hacer más comentarios. 


SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: lo primero que 
quiero dejar en claro es que no hay informe de la Comisión. La 
Comisión examinó este tema, lo hizo en dos o tres oportunida- 
des, pero no decidió en torno a este aspecto. Esto debe quedar 
en claro desde el comienzo, porque me parece de mucha im- 
portancia lo que estamos tratando. No es un tema menor que 
no haya informe de Comisión. 


La propuesta que se acerca por parte del Poder Ejecutivo, y 
que con algunas variantes se propone en este texto que dice 
“Texto tentativo. 11 de diciembre de 2001”, abarca la regula- 
ción del área de la energía eléctrica, del gas, de los hidrocarbu- 
ros y los combustibles, del agua potable y del saneamiento. 


Por encima de las bien construidas frases que hay en el 
conjunto del esquema del Mensaje que el Poder Ejecutivo en- 
vía al Poder Legislativo, planea la idea de que aquí hay que 
regular porque en todos estos sectores, que son servicios públi- 
cos de primera magnitud, como el eléctrico, el del agua pota- 
ble y el del saneamiento, van a haber privatizaciones. De he- 
cho ya las hay porque, por ejemplo, el gas ha sido entregado al 
sector privado; asimismo, en algún departamento del interior, 
como por ejemplo Maldonado, también se ha entregado el agua 
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potable y el saneamiento. De conformidad con los lineamien- 
tos que el Poder Ejecutivo hace públicos a través de sus voce- 
ros, la idea es extender ese esquema a todo el país. Y no es 
menor, entonces, lo que tenemos entre manos, porque el Poder 
Ejecutivo plantea que una Unidad Reguladora integrada por 
tres miembros por él designados, sea la que regule absoluta- 
mente todo esto. 


Sé que hablamos nada más que para la versión taquigráfica, 
y realmente me importa que así sea porque es menester que 
después se conozca, por parte de nuestros sobrevivientes, cómo 
fue el proceso de elaboración de este proyecto de ley. En la 
discusión que hubo en la Comisión se habló de tres personas 
designadas por el Poder Ejecutivo que se van a encargar de 
controlar y dictar normas que van a regir a un conjunto de 
servicios públicos administrados por los Entes Autónomos. 


En una observación que hicimos en Comisión, que debati- 
mos y conversamos con nuestros compañeros de Bancada, exa- 
minábamos que en general, cuando hay una propuesta para 
designar un Director de un Ente Autónomo, le solicitamos al 
Poder Ejecutivo que fundamente las razones por las cuales se 
lo designa. Por otra parte, se exige un determinado número de 
votos del Senado (tres quintos), para su designación. Sin em- 
bargo, en este proyecto de ley, a quiénes les van a dar directri- 
ces para el cumplimiento de su mandato y el ejercicio de la 
dirección de sus cometidos, la designación se hace directamen- 
te por parte del Poder Ejecutivo. 


Me parece que hay mucho apresuramiento en un tema que 
es demasiado importante; estamos creando un superministerio 
dependiente del Presidente de la República, dándole poderes 
absolutos y totales que, además, de acuerdo con las normativas 
que aquí hay, si le parece que no va bien la cosa, puede susti- 
tuir y sacar sin más trámite a quien ha designado. ¿Cuál es la 
urgencia, incluso sin informe de Comisión, de gestar la apro- 
bación de esta normativa que comprende tantas cosas? 


Me voy a referir, en cuarto lugar, a algunos de los cometi- 
dos que se le asignan, no voy a abarcar todo el informe, porque 
el Miembro Informante se limitó a hacer una especie de bre- 
viario o epítome, como decía Justino Jiménez de Aréchaga 
cuando se refería a sus apuntes, que los estudiantes iban redu- 
ciendo a un tamaño menor; supongo que le pasará lo mismo al 
señor Senador Korzeniak con sus libros. 


Por ejemplo, el artículo 12 dice: “La Comisión de la UR- 
SEA podrá delegar atribuciones en sus subordinados” -que na- 
die sabe quiénes son porque no está especificado, o por lo 
menos no lo tengo demasiado claro; a lo mejor en un examen 
más detenido podemos saberlo- “por unanimidad de sus miem- 
bros, pudiendo avocar” -hace mucho tiempo que no veía este 
vocablo que quiere decir, en términos jurídicos, traer de nuevo 
a su conocimiento, de acuerdo con lo que estudié en los años 
cincuenta o sesenta en la Facultad de Derecho- “por mayoría 
simple los asuntos que fueran objeto de delegación”. 
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No me parece que estos cometidos y atribuciones los pueda 
delegar por sí, sin ninguna explicación o como sea. No creo 
que sea, digamos, una normativa regular; puede dar pie a com- 
plicaciones impensables en el cumplimiento de los cometidos. 


El artículo 13 agrega: “La URSEA dispondrá de los si- 
guientes cometidos y poderes jurídicos generales:” y, en el 
literal c) expresa: “dictaminar preceptivamente” -es decir que 
nadie se puede apartar de ellos- “en los procedimientos de 
selección de concesionarios y autorizados a prestar servicios 
comprendidos dentro de su competencia, los que deberán ba- 
sarse en los principios generales de publicidad, igualdad y con- 
currencia;”. Pienso que las atribuciones que tiene están condi- 
cionando la resolución del Poder Ejecutivo, o de los Entes que 
tengan materia o competencia dentro de las áreas sobre las 
cuales va a operar esta Unidad Reguladora. 


El literal d) dice: “preparar y presentar al Poder Ejecutivo 
para su aprobación, un pliego único de bases y condiciones 
para la celebración de los contratos habilitantes de la presta- 
ción de servicios comprendidos dentro de su competencia”. 
Cuando leía esto en Comisión, me preguntaba: “¿Puede ser 
que haya un pliego único de bases y condiciones para cometi- 
dos tan distintos en la prestación de servicios públicos como el 
gas, el agua potable, el saneamiento, los combustibles o la 
energía eléctrica?”. Mi impresión es que no se puede estable- 
cer un pliego único de bases y condiciones para la celebración 
de los contratos y que, más bien, es lo contrario de la norma. 
De acuerdo con los principios generales que ya están fijados 
en la Constitución de la República, pero también en los proce- 
dimientos que establecen las leyes y que tienen la obligación 
de controlar el Tribunal de Cuentas, en cada caso específico se 
debe dictar una normativa ajustada a la realidad concreta que 
se va a regular. 


No voy a ir más allá de estas observaciones. Me parece que 
no hay urgencia en establecer de buenas a primeras una norma- 
tiva de este porte, en estos veintidós artículos que están desa- 
rrollados en siete páginas y un pequeño agregado, sin hacer un 
mayor examen ni debate. 


Por el contrario, soy partidario de que el Estado regule 
efectivamente. Aun cuando los servicios sean prestados en for- 
ma monopólica, me parece importante que el Estado tenga 
órganos de regulación que observen y controlen la prestación 
de los servicios. Yo soy regulador. Creo que en materia de 
servicios públicos, así como de otras actividades del plano 
económico, el Estado, por mandato de la Constitución, tiene la 
obligación de vigilar y de controlar, porque incluso hay dispo- 
siciones constitucionales que obligan a evitar que existan “trust” 
o monopolios de hecho en el campo económico. Para ello hay 
que crear órganos reguladores que lleven adelante el control de 
la prestación de las actividades, aunque éstas se realicen en 
forma monopólica por parte de una empresa estatal. 


Entiendo que se debe tener mucho cuidado con los cometi- 
dos que tienen estas Unidades Reguladoras. 
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En la discusión que mantuvimos en oportunidad de apro- 
barse la ley sobre ANCAP, mencioné que habíamos recibido 
de parte del sindicato de trabajadores de UTE información 
acerca de que la Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica 
(UREE), había dictado una reglamentación a través de la cual 
insertaba disposiciones que limitaban o anulaban la posibilidad 
de inversión por parte de UTE en materia de generación y 
distribución de energía eléctrica. ¿Qué hacía la UREE en esa 
reglamentación? Aclaro que desconozco su destino; no sé si 
eso fue rechazado, devuelto al Poder Ejecutivo, si este lo reti- 
ró, o si esta Unidad Reguladora de Energía Eléctrica lo mantu- 
vo. Esa disposición dice, simple y sencillamente que UTE no 
podrá invertir en más -por ejemplo, en una usina o en el tendi- 
do de la red transportadora de energía- porque ya es poseedora 
de más del 25% de la inversión hecha en el campo de la 
energía eléctrica. Por lo tanto, no puede invertir más. Como el 
crecimiento de la demanda de energía se ubica anualmente en 
un 6%, se maneja la tesis de que, de aquí en más, la inversión 
se tendrá que hacer exclusivamente por parte del sector priva- 
do. No se trata de una reglamentación, sino de una imposición; 
se está dictando prácticamente una norma jurídica que limita 
los poderes de un Ente Autónomo, nada más ni nada menos. 


Creo que esto es absolutamente contrario a las normas cons- 
titucionales y a las disposiciones legales. Pero hay una entidad 
designada por el Poder Ejecutivo que se anima a hacer esto. 
No me parece que lo hayan hecho en un rapto de enajenación 
mental; en realidad, creo que lo pensaron muy bien y que se 
estableció eso con un objetivo declarado: impedir que UTE 
siga invirtiendo en el campo eléctrico. Esto levantó una tor- 
menta de verano, de verano, porque se disipó rápidamente. OÍ 
al señor Presidente de UTE rechazar en forma enfática este 
tipo de planteo. 


He observado que con relación al tema de la energía están 
pasando cosas que, a mi juicio, no están absolutamente claras. 
No creo que haya razones técnicas valederas para que el señor 
Presidente de la República, en un acto de autoridad -que, des- 
de luego, podrá o no ser compartido por el Directorio de UTE 
pero, al parecer, lo acató- haya dispuesto, por ejemplo, ante la 
decisión de este Ente de instalar, por su cuenta, la usina gene- 
radora de energía a gas, retirarse de un emprendimiento en el 
que ya se habían invertido más de U$S 20:000.000. 


Cuando uno piensa en esta medida, se pregunta si esto fue 
pensado desde el punto de vista técnico. ¿Se tuvo en cuenta 
que se le va a dar a un generador privado, que va a realizar una 
inversión muy importante, desde el punto de vista de la canti- 
dad de millones de dólares que va a colocar, la posibilidad de 
entrar en servicio solamente cuando falte energía producida 
por las centrales hidroeléctricas? ¿Acaso ese generador priva- 
do va a exigir estar permanentemente explotando su inversión 
y sacándole provecho? En cambio, si el Estado fuera el dueño 
de la empresa, podría cerrar la llave generadora de electricidad 
a partir del gas y dar entrada a la generación más barata que 
existe, que es la hidroeléctrica la cual, hasta ahora, es propie- 
dad del Estado. Sin embargo, en una decisión que no tiene 
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explicación válida -hasta ahora, no se ha dado ninguna- ha 
renunciado a eso y será el sector privado el que haga esta 
inversión. Además, habrá que comprarle a este sector la ener- 
gía que produzca, y me pregunto si va a admitir no entrar en 
servicio con su usina, sino cuando el Estado se lo diga. Enton- 
ces, va a querer generar siempre porque, de lo contrario, estará 
haciendo una inversión a pérdida y, en general, los privados no 
hacen esto; más bien quieren entrar en este sector, exclusiva- 
mente, para sacar ganancias de un campo que es un mercado 
cautivo, como es el de la energía eléctrica. 


Creo que no hay razones parar ingresar apresuradamente a 
la consideración de un tema tan complejo y delicado como es 
éste, ahora, al término del Período Legislativo. Además, no me 
explico la urgencia porque, en realidad, no hay plazos perento- 
rios para dictaminar en esta materia. 


En el día de hoy, tomé conocimiento de una resolución de 
la Mesa Política del Frente Amplio, la cual nos acercó el texto 
de un proyecto de ley sobre el marco regulatorio del sector 
hidrocarburos, que tenemos en nuestro poder. En general, com- 
parto la ideas básicas que allí están expuestas, en especial, el 
principio según el cual quienes integren esta Unidad Regulado- 
ra de un sector específico -es decir, el de hidrocarburos- sean 
designados a propuesta del Poder Ejecutivo, pero en las condi- 
ciones que establece la Constitución de la República para la 
designación de los Directorios de los Entes Autónomos, o sea, 
por mayorías especiales, con venia del Senado. Me parece que 
ese es el camino adecuado. Procuraremos que para el análisis 
de este tema -que nos ha sido traído a colación en forma tan 
urgente- se establezca un tiempo suficiente para analizarlo con 
detalle y quizás conseguir que no se cree este “super-Ministe- 
rio” con inmensos poderes que, en los hechos, borra la autono- 
mía de los Entes Autónomos y deja en manos exclusivas del 
Poder Ejecutivo y del Presidente de la República el manejo de 
un sector central de la economía del país, como son la energía 
eléctrica, los combustibles, el gas, el agua potable y el sanea- 
miento. Me parece que la perspectiva consiste en llevar ade- 
lante un proceso de privatizaciones, sin pausas, hasta que se 
complete la operativa de desmantelar la presencia del Estado 
en estos sectores claves y estratégicos de la economía del país. 


Con todo el respeto que, naturalmente, me merecen todas 
las posiciones políticas, he realizado un balance elemental. Ade- 
más de la política económica que el Poder Ejecutivo se ha 
trazado, y que está signada por la necesidad de recortar el 
gasto público y de incrementar la recaudación a través de nue- 
vos impuestos, lo único nuevo, lo único sobre lo cual hay 
iniciativa, lo único en lo que se legisla a trancas y barrancas es 
sobre las empresas públicas. ¡Y está el tema de ANTEL, de 
UTE, ahora del agua potable y vendrán otros capítulos! En el 
día de hoy escuché a un señor Legislador del Partido Colorado 
decir -tiene todo el derecho a hacerlo- que el próximo año 
vendrá lo de AFE, y después seguiremos con otra cosa. Me 
parece muy bien; la única estrategia que hay es desmantelar el 
Estado, tratar de tirar abajo todo su andamiaje y pasarlo a 
manos privadas. Es una estrategia y ha dado maravillosos re- 
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sultados en América. Acá se ha dicho: “Se ejemplifica siempre 
con Argentina”. Pero, ¡ejemplifiquemos con todos! Ejemplifi- 
quemos con Perú, Ecuador y Chile, con el Chile de Pinochet, 
que le gustaba tanto al señor Senador Heber!, con esa estrate- 
gla que los señores Senadores herreristas siempre nos mani- 
fiestan: “¡Ahora está el Presidente socialista!” El Presidente 
socialista tiene U$S 6.000:000.000, U$S 10.000:000.000, 
U$S 15.000:000.000 o U$S 20.000:000.000 para renacionali- 
zar todo lo que privatizó Pinochet. Cuando, en 1991, empujaba 
la privatización, le dije a la Bancada herrerista -e incluso a mis 
compañeros, muchos de los cuales eran partidarios de seguir 
un procedimiento distinto al del referéndum- lo siguiente: “Des- 
pués de que se privatizan estas cosas, no se pueden dar pasos 
atrás”. 


El doctor Ignacio de Posadas, en aquel entonces Senador y 
hoy Presidente de la Lista 71, decía que hay que ir tan adelante 
con el proyecto, que el que venga después no pueda volver al 
punto de partida. Esa es la estrategia; la conocemos; la tene- 
mos clarita y, en lo personal, la entendí desde el principio. 
Creo que ahora se está en lo mismo, porque no es igual conse- 
guir retrotraer caminos; no se vuelve atrás. En general, si se 
emprende un camino de ese tipo, después no hay recursos. 


Esto es lo que decía también el Presidente De la Rúa, hace 
cuatro meses, cuando designó a Cavallo como Ministro de 
Economía y Finanzas: “Debemos U$S 142.000:000.000, he- 
mos vendido todo y no tenemos absolutamente nada para ven- 
der.” Precisamente, lo que nosotros procuramos es que no se 
venda más de lo que se ha vendido en el Uruguay, que es 
bastante. 


Era cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para contestar una alu- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- No estoy seguro, pero parecería que el 
señor Senador Gargano persiste en una discusión bilateral, que 
hasta parece divertida, porque menciona expresiones del en- 
tonces señor Senador De Posadas, que cuando las pronunció, 
el que habla también estaba presente. 


Por otro lado, el planteo de gobierno del Partido Nacional 
en los años 1991 y 1992, refería a un proyecto que era válido 
en aquella instancia, pero no lo es ahora, e incluso hemos 
dicho públicamente -el propio doctor De Posadas lo dijo- que 
de tener oportunidad, no haríamos la misma propuesta de aquel 
momento. Ello no significa arrepentimiento, sino que obedece 
al hecho de que el mundo viene cambiando y también cambian 
los tipos de asociación. 


Lo cierto es que, a nuestro juicio, en esa instancia tampoco 
privatizábamos nada, sino que hacíamos una asociación, con lo 
que se podrá estar o no de acuerdo. También es cierto que 
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hemos perdido ese tren; ahora llegamos tarde al tema de las 
telecomunicaciones, y seguramente la subasta que se va a ha- 
cer de las nuevas líneas de telefonía celular no van a valer lo 
que podrían haber valido en aquella instancia si se hubiera 
hecho este tipo de emprendimientos. 


Entonces, señor Presidente, dentro de lo que puede ser la 
calificación de un proyecto privatizador, ese no fue nuestro 
planteo de aquel momento, sino que se trataba de un proyecto 
de asociación que lamentablemente no tuvo viabilidad y, ade- 
más, si se hubiera dado, hubiéramos logrado muchos ahorros 
en lo que puede ser el gasto público, porque se habría hecho 
una inversión considerable en el área social que hoy no ten- 
dríamos que financiar. 


Respecto a lo que se ha dicho sobre De la Rúa y sobre 
Chile, debo decir al señor Senador Gargano que no soy parti- 
dario de Pinochet, y al señor Senador le consta. Creo que no 
fue muy claro al referirse a lo que puede ser la posición de mi 
Partido que, como ninguno, ha condenado la dictadura de Pi- 
nochet. He dicho que los Presidentes constitucionales y ahora 
el Presidente Lagos no desandaron el camino de Pinochet. De 
acuerdo a lo que expresa el señor Senador Gargano, esto es así 
porque está todo hecho maquiavélicamente como para que no 
se pueda desandar. No es así; se puede estatizar. Sin embargo, 
el Presidente Lagos no lo hace, porque no es tonto; aparte de 
socialista, no es tonto, y creo que procede bien. 


(Dialogados) 
-Dije que aparte de ser socialista, no es tonto. 


También a estos temas se refirió Felipe González en su 
momento, e hizo muchas cosas que seguramente sabrá el señor 
Senador Gargano. 


Lo que sí es cierto, señor Presidente, es que el señor Sena- 
dor Gargano hace un acto fallido cuando se refiere al Presiden- 
te De la Rúa, en virtud de que éste pertenecía a las fuerzas 
progresistas que, del otro lado, fueron saludadas por su Partido 
al decir: “Ahora viene el progresismo”. 


¿Ese es el progresismo? ¿El de un Presidente que no sabe 
tomar decisiones? Este aspecto es otro que tenemos que tomar 
en cuenta, o sea, lo que cuesta no animarse a tomar decisiones. 
Sin embargo, ese gobierno fue saludado por su fuerza política 
como bienvenido; ¡ahí vienen los salvadores!, ¡ahora sí va a 
haber un gobierno progresista! Sin embargo, se están bajando 
jubilaciones y salarios. No son neoliberales y, reitero, el acto 
fallido del señor Senador Gargano es citar que De la Rúa con- 
fiesa públicamente que ahora no hay nada más para vender, 
porque lo vendió el otro. ¿Qué quiere decir esto? Que se queja 
de que vendió el otro y él ya no puede vender, porque si fuera 
posible, él también lo hubiera hecho. ¿Eso es lo que propone el 
señor Senador Gargano, es decir, que no hagamos nosotros la 
asociación y esperemos que ellos lleguen para hacerla? Si es 
así, hay que confesarlo porque, en definitiva, de eso se trata. 
De la Rúa dice: “no puedo hacer nada, porque no tengo nada 
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más para vender”. Entonces, confiesa que iba a vender. Esa 
confesión dramática demuestra que no hay otro camino, y los 
progresistas somos quienes, en definitiva, mantenemos una es- 
tabilidad que es la del salario y la de las jubilaciones, y no la 
de aquellos que hablan mucho pero que a la hora de tener que 
hacer son los que condenan al asalariado y a los jubilados, tal 
como lo estamos viendo en las fuerzas progresistas de Argenti- 
na. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Antes que nada una aclaración. Ob- 
viamente que en mi intervención anterior me referí a la prácti- 
ca de Pinochet en el campo económico y también en el políti- 
co, pero no hice alusión a que el Partido Nacional estuviera 
apoyando su sangrienta dictadura. Todo lo contrario; sé de la 
oposición del señor Senador Heber y de otros, y también de 
algunos que se callaron la boca y no dijeron nada. 


Por otro lado, quiero señalar que se equivoca el señor Se- 
nador Heber, porque lo que sostengo es que hubo muchas es- 
peranzas puestas en el Gobierno que ganó la elección frente al 
menemismo. Es así; el pueblo argentino lo votó mayoritaria- 
mente, a mi entender, buscando un cambio. Lo que sucede es 
que la herencia fue tan mortal, que no pudieron con ella; entre 
otras cosas, se encontraron con un país en recesión, una rece- 
sión que había comenzado en 1998 en Argentina, y De la Rúa 
asumió a fines del año 1999; a esa altura, ya habían pasado dos 
años de estancamiento, con una desocupación de más de 
3:000.000 de habitantes y asaltos a supermercados, que ahora 
se están reeditando. No se ha podido revertir esto, a lo que se 
suma que el gobierno ha tenido crisis políticas y no hay una 
fuerza coherente que pueda asumir una línea distinta. 


Lo que dije, señor Senador Heber -y es lo que debemos 
entender- es que no es fácil volver atrás después de andar esos 
caminos. Obsérvese que en algunos lugares se ha tenido que 
volver atrás y ha sido el conjunto de la sociedad el que ha 
debido cargar con ello. Por ejemplo, en Inglaterra, donde se 
vendieron todos los ferrocarriles, se armó un caos de tal mag- 
nitud que, al final, el Estado está interviniendo nuevamente -lo 
dijo aquí el señor Senador Nin Novoa hace un mes- para poder 
poner orden. 


En California, que es el Estado más avanzado de Estados 
Unidos que, a su vez, es el país más desarrollado tecnológica- 
mente a nivel mundial, privatizaron todos los servicios eléctri- 
cos. Tal como lo había previsto en una reunión de Tokio, el 
conjunto de expertos en materia de energía, propiciado por la 
ONU, ya en 1991 decía que si el sector privado entraba sola- 
mente con el afán de extraer lucro de un mercado cautivo, a la 
corta o a la larga se iba a producir una situación de dificultades 
energéticas muy grande. Eso fue, precisamente, lo que pasó en 
California, donde el famoso apagón se debió a eso, ya que los 
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sectores privados se dedicaron únicamente a extraer ganancias 
y no a invertir en la medida de lo necesario. Además, es nece- 
saria una inversión con una recuperación muy lenta -en el sec- 
tor eléctrico es así, no es rápida, pero es un mercado cautivo. 
Hoy, con la concepción del actual capitalismo financiero el 
objetivo central es lograr dividendos rápidos y en la forma más 
intensiva que se pueda. 


Esto era lo que yo quería decir. Difícilmente se puede vol- 
ver atrás, y no es buena la política de dar sectores estratégicos, 
en exclusiva, a privados. 


SEÑOR GALLINAL .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: en más de una 
oportunidad, nuestra Bancada ha alertado al Poder Ejecutivo y 
a los distintos sectores políticos sobre la necesidad que tiene el 
país de darse, en diferentes áreas, un organismo regulador y, 
como consecuencia de la conformación de organismos regula- 
dores, un marco regulatorio que fije el marco jurídico en fun- 
ción del cual se ingresa a los procesos de competencia. Ya en 
ocasión del Presupuesto Nacional, el Parlamento no solamente 
aprobó un conjunto de normas por medio de las cuales se creó 
el organismo regulador en materia de comunicaciones -que 
hoy está prestando funciones muy importantes- sino que en las 
últimas horas de consideración del Presupuesto, se optó por 
desglosar y dejar sin aprobación una serie de disposiciones 
referidas, precisamente, a buena parte de los temas que hoy 
ocupan la atención del Senado de la República. 


Todo proceso de desmonopolización requiere o necesita la 
conformación, por parcial que sea, de organismos que tengan a 
su cargo la responsabilidad de marcar las normas jurídicas y 
reglamentarias en función de las cuales se compite. Es más: 
aun en aquellos casos en que no se produzcan desmonopoliza- 
ciones, en que las tareas o servicios sean asumidas en régimen 
de monopolio por organismos del Estado, se hace necesaria la 
conformación de organismos reguladores. Bastante pesada es 
la carga que tiene que soportar el usuario o el consumidor por 
la existencia de monopolios que le fijan la calidad del servicio 
y el precio que tendrá que pagar para que, además, ese orga- 
nismo sea el que determine las normas técnicas que habilitan la 
prestación de determinados servicios. Esto es lo que ha venido 
sucediendo en el Uruguay desde hace muchos años en materia 
de telecomunicaciones, en donde ANTEL ejercía la doble fun- 
ción de, por un lado, organismo prestador de servicios y, por 
otro, regulador del mercado con potestades para fijar las nor- 
mas que reglamentan su propia actividad, lo cual siempre ter- 
mina conspirando contra el usuario, el consumidor, que no 
solamente no tiene otra alternativa que recurrir al servicio que 
ese único organismo le está prestando, sino que además éste, 
que funciona en régimen de monopolio, se fija a sí mismo las 
normas en función de las cuales tendrá que prestarlo, y cuando 
lo hace actúa más en función de sus intereses y de sus objeti- 
vos, que de la calidad del servicio que proporciona. 
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De allí la necesidad de proceder a la aprobación de un 
proyecto de ley de estas características, que hoy se ve urgido 
por la iniciativa que aprobamos en la última jornada del Sena- 
do en la que tuvimos oportunidad de participar, cuando se 
enviara a la Cámara de Representantes el proyecto de ley rela- 
tivo a la asociación de ANCAP. 


Ya cuando empezaron a insinuarse los primeros proyectos 
de ley referidos a ANCAP, nuestra Bancada le planteó al Po- 
der Ejecutivo la necesidad de estudiar simultáneamente la crea- 
ción del organismo regulador en materia de energía, no porque 
este vaya a fijar las primeras normas cuando se produzca el 
proceso de asociación, puesto que no tendrá el tiempo sufi- 
ciente para hacerlo. Por eso, inclusive, en el proyecto de ley 
que aprobamos tuvimos que incluir algunas disposiciones que, 
de haberse aprobado previamente el organismo regulador, no 
hubiesen sido necesarias, sobre todo, las que refieren al valor 
del precio de los combustibles en el período de transición que 
va desde la desmonopolización hasta la fecha que empiece a 
regir, en marzo de 2004, un precio máximo y el 1? de enero de 
2006 una desmonopolización total en materia de combustibles. 


De ahí que me parezcan absolutamente injustas las afirma- 
ciones realizadas por el señor Senador Gargano -que lamento 
no se encuentre en Sala en este momento- referidas al presunto 
apuro con que hoy llega a consideración del Senado el presen- 
te proyecto de ley, intentando señalar como un demérito que se 
haya traído sin un informe elaborado por la Comisión corres- 
pondiente cuando, en realidad -digamos las cosas como son- si 
el proyecto llega hoy en estas condiciones es porque la Banca- 
da del Encuentro Progresista nos solicitó reiteradas prórrogas a 
su consideración, a las que respondimos en forma afirmativa 
absolutamente a todas. Cada vez que el Frente Amplio nos 
planteó en la Comisión Especial de Servicios Públicos la nece- 
sidad de postergar para la siguiente sesión la consideración 
tanto del tema ANCAP, como del organismo regulador, quie- 
nes votamos en mayoría este proyecto accedimos a hacerlo. La 
última que concedimos fue en virtud de la sesión que iba a 
celebrar la Mesa Política que dirige los destinos de esa fuerza 
política en la jornada -si no me equivoco- del lunes 10 de 
diciembre. Pudiendo haber aprobado tanto este proyecto, como 
el de ANCAP en una jornada previa al 10 de diciembre, deci- 
dimos postergar su consideración para la mañana del martes 
11, de manera de brindar a esos señores Senadores la oportuni- 
dad de consultar a sus respectivos organismos ejecutivos sobre 
el voto que, en definitiva, iba a otorgar esa fuerza política a 
ambas iniciativas. 


Agrego algo más. Yo no tengo una larga experiencia parla- 
mentaria -por el contrario, apenas estoy en el Parlamento des- 
de el 15 de febrero del año pasado- pero en lo que he estado, 
sobre todo, en los trabajos en Comisión, he visto que pocos 
proyectos han recibido un tratamiento tan profundo, artículo 
por artículo, discutiéndolos con todos los que quisieron parti- 
cipar en su análisis, como este que hoy llega a consideración 
del Senado de la República. Mas aun: el proyecto fue consen- 
suado -el término que utilizamos en declaraciones de prensa 
después de culminar su tratamiento en la Comisión, fue que 
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había sido virtualmente aprobado en ésta - y contó con la 
participación de todos los sectores políticos con representación 
parlamentaria. Y en su redacción definitiva intervinieron Le- 
gisladores del Partido Colorado, del Nuevo Espacio, del En- 
cuentro Progresista - Frente Amplio y del Partido Nacional. O 
sea que vaya si hemos tenido oportunidad de intervenir en la 
discusión de este tema todos los que integramos, por lo menos, 
la Comisión Especial de Servicios Públicos, que es la que le ha 
dado el visto bueno a este proyecto de ley. Es verdad que en la 
jornada del martes no tuvimos el tiempo suficiente para apro- 
bar formalmente el proyecto consensuado, entre otras cosas, 
porque debimos dedicar aquellas horas a terminar de redactar 
la iniciativa que aprobáramos en la última sesión, en atención a 
que no se habían logrado las mayorías originales en virtud de 
las cuales se pensaba traerla a Sala. 


Este proyecto es, entonces, señor Presidente, una necesidad 
importante a la luz de la experiencia que ha vivido el país y, 
por sobre todas las cosas, a los pasos que inmediatamente va a 
dar en todas y cada una de las áreas que aquí están reguladas, 
algunas de carácter monopólico, como los combustibles, con 
las modificaciones que tenga -si así lo dispone la Cámara de 
Representantes- en el correr de los próximos tiempos. Pero 
también esto se va a dar en otras áreas que ya no son monopó- 
licas o que nunca lo fueron y que, entonces, con más razón, 
necesitan un marco normativo que regule la actividad, como es 
el caso del gas natural, del agua potable, de las aguas servidas 
y, también, de la energía eléctrica que, por lo menos, en lo que 
refiere a la etapa de generación y no a la de comercialización, 
no se practica en el Uruguay en régimen de monopolio. 


El problema más importante a que nos vemos enfrentados 
en el momento de definir la creación de un organismo de estas 
características es el de la naturaleza jurídica que debe tener y 
cuál debe ser su posición institucional en atención al marco 
constitucional que rige hoy a nuestro país. La experiencia de 
otros países del mundo ha sido la de crear, en temas tan impor- 
tantes como estos, inclusive Ministerios. Nosotros, en vista del 
texto constitucional y del ordenamiento jurídico vigente, esta- 
mos ante la posibilidad de crear un Ministerio que refiera a la 
regulación en estas áreas o bien un Ente Autónomo con el 
objetivo de darle la mayor autonomía técnica. Precisamente, 
ese es el objetivo principal que se persigue cuando se confor- 
man organismos de estas características. Además, hay que te- 
ner presente que no son organismos de naturaleza ni de inte- 
gración política, sino esencialmente técnicos, que tienen una 
enorme responsabilidad. Entonces, es bueno que en su ejerci- 
cio quienes las dirijan tengan no solamente los conocimientos 
suficientes, sino también la mayor autonomía u objetividad 
posible al momento de tomar sus decisiones. 


La posibilidad que encontramos al tratar de resolver un 
problema de estas características, es decir, por un lado darle la 
mayor autonomía posible y por otro no crear un Ministerio ni 
un Ente Autónomo -sería unánime la consideración en cuanto a 
que no sería oportuno crear institutos de esa naturaleza en 
estas circunstancias- fue darle la naturaleza que se le otorga 
por este proyecto, o sea, la de un organismo desconcentrado 
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del Poder Ejecutivo, integrado bajo la órbita de la Comisión de 
Planeamiento y Presupuesto, creada por la Constitución de la 
República del año 1966 a través de una disposición que expre- 
samente prevé una posibilidad de este tipo. Se trata de la mis- 
ma naturaleza jurídica que se dio al organismo regulador en 
materia de comunicaciones, en ocasión de la aprobación del 
Presupuesto Nacional. Allí se establece, entonces, la posibili- 
dad de un mandato por un período de seis años para sus Direc- 
tores, de manera que no coincida necesariamente con un perío- 
do de Gobierno. Esto va de la mano de los propósitos de 
autonomía técnica que se definían previamente de mi parte, 
aunque se han introducido algunas modificaciones en el seno 
de la Comisión Especial de Servicios Públicos, que vamos a 
acompañar porque es producto de un consenso que se fue ela- 
borando en el correr del tiempo. 


Con ello, de alguna manera se desnaturaliza por lo menos 
este mandato de seis años que se introdujo tanto al organismo 
de las comunicaciones como a este. La idea era que precisa- 
mente cambiaran los Gobiernos, pero que al menos durante 
cierto tiempo permanecieran en el ejercicio de sus cargos quie- 
nes ejercen estas responsabilidades, de manera tal que actuaran 
con la mayor objetividad y la autonomía técnica necesaria. 
Con ese propósito fue que se creó el organismo regulador en 
materia de comunicaciones y con esos objetivos se designó a 
quienes hoy son sus tres directores o representantes. 


Es un hecho público y notorio que los tres miembros actua- 
les del organismo regulador en materia de comunicaciones son 
profesionales con conocimientos técnicos profundos e impor- 
tantes en las materias respectivas y que están actuando con la 
autonomía del caso, aunque obviamente el Poder Ejecutivo se 
reserva en este tema, como en todas las instancias, la posibili- 
dad de una última palabra. También es cierto, aunque no sea 
tan público ni notorio, que esos tres ciudadanos que hoy inte- 
gran el organismo regulador en materia de comunicaciones, 
representan a su manera a las tres colectividades políticas prin- 
cipales que hoy tiene el país. Así es que hay allí un represen- 
tante del Partido Nacional; nuestra colectividad fue la que ofre- 
ció al Presidente de la República el nombre de Juan José Ca- 
melo para integrarla en atención a sus profundos conocimien- 
tos jurídicos, por haber sido Director Nacional de Comunica- 
ciones durante no menos de dos años y haber ejercido la jerar- 
quía máxima de la Jurídica de ANTEL durante muchos años. 
También está allí el señor Mario Bergara, vinculado política- 
mente al Encuentro Progresista - Frente Amplio, que tiene no- 
torios conocimientos en esta materia. De la misma manera, lo 
hace el señor Pérez Tabó, que tiene filiación colorada e integró 
la desaparecida Dirección Nacional de Comunicaciones, que 
precisamente desapareció en el momento en que se creó el 
organismo regulador en materia de comunicaciones. 


El proyecto de ley que llega hoy a consideración del Sena- 
do, se titula: “Proyecto de ley por el que se transforma la 
Unidad Reguladora de Energía Eléctrica (UREE) en la Unidad 
Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA)”. En 
realidad, ese fue el propósito original del Poder Ejecutivo, 
pero en el transcurso de su tratamiento en Comisión tuvo una 
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muy profunda modificación, porque ahora la Unidad Regula- 
dora de Energía no se transforma en la Unidad Reguladora de 
Servicios de Energía y Agua. A través de los artículos corres- 
pondientes se ha dispuesto la desaparición de la Unidad Regu- 
ladora de la Energía (UREE) y la creación de este organismo 
que asumirá las competencias que se le otorga a través de la 
presente ley más las que hasta el día en que se apruebe esta 
iniciativa tenía la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica. A 
fin que no quede ningún tipo de duda se agregó un artículo 
que se refiere especial y concretamente a esta situación, que 
es el 21, en cuyo inciso primero se establece la supresión de 
la Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica creada por el 
artículo 2” de la Ley N* 16.832, mientras que en su inciso 
segundo se señala que el Poder Ejecutivo dará posesión de sus 
cargos a los integrantes de la URSEA -que se crea por el 
presente proyecto de ley- en un plazo de treinta días a partir de 
la promulgación de la presente ley. Si así no fuere, por un 
plazo máximo de treinta días después de promulgada la ley, 
continuará ejerciendo sus funciones la UREE, vencido el cual 
la misma dejará de cumplir sus cometidos. Entonces, se desig- 
nen o no los integrantes de la URSEA, no tendremos más 
UREE. 


Reitero que estas disposiciones fueron introducidas en el 
proyecto de ley, diría que por el Partido Nacional con preme- 
ditación y alevosía. Precisamente con el propósito de lograr lo 
que se propone a través de este artículo la supresión de un 
organismo, que en muchas de sus decisiones últimas no ha 
conformado la opinión de, al menos, esta colectividad política. 


Los artículos que en general establecen los objetivos funda- 
mentales del proyecto de ley son de muy accesible lectura. 
Solamente me voy a referir a algunos de ellos porque, a mi 
juicio, son los que establecen los cometidos principales. 


El ya referido artículo 3", establece que será en el ámbito 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto -creada por el 
literal O) de las Disposiciones Transitorias y Especiales de la 
Constitución de la República- donde actuará la Comisión que 
hoy estamos creando, es decir, la Unidad Reguladora de Servi- 
cios de Energía y Agua, con autonomía técnica. En su inciso 
segundo, a través de una redacción introducida por la Comi- 
sión Especial de Servicios Públicos, se indica que el Poder 
Ejecutivo, actuando en Consejo de Ministros, en uso de las 
facultades que le confiere el artículo 174 de la Constitución, 
determinará la vinculación de la URSEA con el mismo -o sea, 
con el Poder Ejecutivo- a todos los efectos, inclusive los pre- 
vistos en los artículos 118 y 119 de la Constitución, que obvia- 
mente refieren a los pedidos de informes de los señores Legis- 
ladores y a la facultad de cada una de las Cámaras de llamar a 
Sala a los Ministros correspondientes. 


Lo que determina este artículo es que el Poder Ejecutivo 
deberá reglamentar, dentro de sus respectivas áreas, cuáles se- 
rán los Ministerios competentes y responsables ante el Parla- 
mento de las decisiones que se adopten a nivel del Poder Eje- 
cutivo dentro de la Unidad Reguladora que hoy estamos consi- 
derando. Así, cuando se trate de temas vinculados a los com- 
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bustibles, al gas y a la energía eléctrica, desde luego que el 
responsable será el Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
mientras que cuando se trate de normas referidas al agua, lo 
será el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Me- 
dio Ambiente. De manera que no existe una desconexión abso- 
luta entre la actuación que lleve adelante esta Unidad Regula- 
dora en representación y nombre del Poder Ejecutivo, y el 
Poder Legislativo. 


En el artículo 13 están contenidos los que a nuestro juicio 
son los cometidos y poderes jurídicos más importantes de que 
gozará la Unidad Reguladora que estamos creando. Es así que 
deberá controlar el cumplimiento de la presente ley y sus re- 
glamentaciones y establecer los requisitos que deberán cumplir 
quienes realicen actividades comprendidas dentro de su com- 
petencia, entre otros. Cabe destacar que en los literales c) y d) 
están establecidos dos de los cometidos más señalados. Uno de 
ellos es el de dictaminar preceptivamente en los procedimien- 
tos de selección de concesionarios y autorizados a prestar ser- 
vicios comprendidos dentro de su competencia, los que debe- 
rán basarse en los principios generales de publicidad, igualdad 
y concurrencia. Quiere decir que en todo procedimiento de 
selección de concesionarios y autorizaciones a prestar servi- 
cios dentro de las competencias que se establecen por la pre- 
sente ley, necesariamente deberá seguirse la filosofía que se 
fije a través de estos organismos reguladores. El otro, que 
figura en el literal d), es el de preparar y presentar al Poder 
Ejecutivo para su aprobación, un pliego único de bases y con- 
diciones para la celebración de los contratos habilitantes de la 
prestación de servicios comprendidos dentro de su competen- 
cia, al que deberán ajustarse los pliegos particulares que las 
Administraciones competentes confeccionen en cada caso. Vale 
decir que si en el día de mañana, en materia de energía eléctri- 
ca o de agua, las Administraciones estatales correspondientes 
procedieran a celebrar contratos habilitantes para la prestación 
de determinados servicios, los mismos deberán estar necesaria- 
mente regulados por un pliego único de bases y condiciones 
que será dictaminado previamente por la Unidad Reguladora 
en materia de servicios y energía. 


Asimismo, el literal g) de este artículo establece la respon- 
sabilidad de controlar el cumplimiento de las normas jurídicas 
y técnicas aplicables por parte de los operadores públicos y 
privados. 


Por su parte, el literal h) refiere a la realización de las 
inspecciones que sean necesarias para el cumplimiento de sus 
cometidos. Quiere decir que también cumplirá la función de 
policía que originalmente se le atribuyó al organismo regula- 
dor en materia de comunicaciones. 


A través del literal m) se le otorga una competencia que es 
singularmente importante y que fue motivo de especial preocu- 
pación al momento de definir la naturaleza jurídica del orga- 
nismo que hoy estamos estudiando. Esta Unidad tendrá la po- 
testad -tal como lo dispone el artículo 89 de la Ley de Presu- 
puesto N* 17.296- de aplicar sanciones a aquellos agentes pú- 
blicos o privados que incumplan la normativa que se habrá de 
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dictar en las materias que se le encomiendan por el presente 
proyecto de ley. Estas sanciones están graduadas en el propio 
artículo 89 al que hacíamos mención, y van desde la observa- 
ción, pasando por el apercibimiento, hasta la multa, la suspen- 
sión por hasta noventa días en la prestación de la actividad o la 
revocación de la autorización o concesión. También se estable- 
ce que las multas estarán basadas en el perjuicio económico 
que le ocasione a los usuarios recibir prestaciones en condicio- 
nes insatisfactorias. La cuantía de las mismas no podrá superar 
el 100% del perjuicio económico producido y su monto total 
se repartirá entre los usuarios afectados, más allá de las accio- 
nes que pudieran promover. A su vez, cuando no sea posible 
determinar los usuarios afectados, o no los haya, el monto 
máximo de la multa será de 50.000 Unidades Reajustables, lo 
que de por sí demuestra la importancia de la tarea que estos 
organismos cumplen y la gravedad de las sanciones que pue- 
den llegar a imponer. Por tal motivo, es simultáneamente im- 
portante cuidar mucho la constitucionalidad del organismo que 
hoy estamos creando, no sea cosa que en el día de mañana, 
quienes se vean afectados por las posibles sanciones que esta 
Unidad pueda determinar, cuestionen la legitimidad de sus re- 
soluciones, no por el fondo del asunto, sino por la legitimidad 
de su constitución. Por ese motivo se anduvo con tanto cuida- 
do al momento de ubicar institucionalmente al organismo que 
hoy estamos considerando. 


A manera de resumen, señor Presidente, estos son los as- 
pectos principales que a nuestro juicio integran la conforma- 
ción de este nuevo organismo. 


También cabe destacar que en el artículo 22 se introducen 
modificaciones a los artículos 74 y 76 de la Ley de Presupues- 
to Nacional, de manera tal que los mismos requisitos que se 
establecen para el organismo regulador en materia de energía y 
agua que hoy estamos creando, se fijen para el organismo re- 
gulador en materia de comunicaciones. 


En definitiva, señor Presidente, es cuanto teníamos que se- 
ñalar con respecto al proyecto de ley que estamos consideran- 
do, más allá de compartir también lo dicho por el señor Miem- 
bro Informante. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: en realidad creo 
que las motivaciones que señalaba el señor Senador Gargano 
para hacer uso de la palabra no han aumentado, sino que más 
bien han disminuido. Si bien cesó el ruido que había en Sala, 
cabe destacar que no hay demasiada presencia de señores Se- 
nadores. Aclaro que no señalo esto por mis defectos o caracte- 
rísticas profesionales -aunque puede haberlas- sino porque con- 
sidero que estamos tratando un tema muy serio y, como en 
otros que ha abordado este Senado, en esta Legislatura como 
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en la anterior, que provenían del Poder Ejecutivo y su plan de 
Gobierno, me parece muy malo -más allá de que ciertos analis- 
tas consideren que hubo un alto nivel de productividad y de 
trabajo del Parlamento Nacional- para la opinión pública, para 
los representados, y fundamentalmente para quienes impulsa- 
ron y apoyaron a este Gobierno de coalición, que cuando se 
traten estos temas, sus representantes partan de la base que 
está absolutamente liquidado, que se ató la resolución en algu- 
na parte y que, por lo tanto, se está esperando que alguno de 
nosotros deje de molestar para poder votar tranquilamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera informar a la señora Se- 
nadora que en forma previa a esta reunión había sido convoca- 
da la Comisión de Asuntos Internacionales a los efectos de 
recibir al Embajador de Israel. Por lo tanto, varios señores 
Senadores se encuentran fuera de Sala por ese motivo. 


Puede continuar la señora Senadora Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI.- Agradezco la información brin- 
dada. Me parece que por la trascendencia de la situación que 
se está viviendo en esa región en este momento, hubiera sido 
dable votar un cuarto intermedio y no opinar solamente para la 
versión taquigráfica, tal como decía el señor Senador Gargano. 


Por lo tanto, formulo moción en el sentido de que se realice 
un cuarto intermedio hasta que finalice la reunión de la Comi- 
sión de Asuntos Internacionales, que cuenta con una visita tan 
destacada, en una situación internacional tan riesgosa como la 
que existe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-9 en 20. Negativa. 
Puede continuar la señora Senadora Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI - Parecería que algunos señores Se- 
nadores no se encontraban en la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales, ya que aparecieron raudamente en Sala. 


Quisiera realizar un par de precisiones -no es la primera 
vez que se hacen- más allá de los divertimentos que pueda 
haber en Sala, fruto del verano y también del hecho de que en 
general nadie nos escucha, ni en la Barra ni en ninguna otra 
parte. 


Antes que nada, quiero decir que mi fuerza política, el 
Frente Amplio - Encuentro Progresista -sobre todo, el Frente 
Amplio- desde su nacimiento tiene una muy sabia disposición 
que, entre otras cosas, hizo posible en su origen que el Frente 
existiera, en el sentido de que en los temas de carácter interna- 
cional, salvo que tengamos consenso, no existe un posiciona- 
miento internacional de nuestra fuerza política como tal. Es 
decir que en cuanto a algunas disquisiciones que se hacen so- 
bre las opiniones que tiene o no el Frente acerca del Gobierno 
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argentino o chileno, no nos duelen prendas como Frente Am- 
plio porque son posicionamientos que cada sector o movimien- 
to tiene derecho a adoptar particularmente dentro del Frente, 
pero que no son vinculantes -como le gusta decir al señor 
Senador Sanabria, a quien no veo en Sala- para el resto de las 
fuerzas o de los partidos que lo integran, salvo aquellas que 
son adoptadas por consenso. Por lo tanto, los planteos en los 
que insiste el señor Senador Heber para molestar al señor Se- 
nador Gargano, con respecto a Lagos o a la Alianza en Argen- 
tina, no son motivo de preocupación para la fuerza política 
Frente Amplio, como estoy segura tampoco lo son para el 
señor Senador Gargano. 


Creo que lo que tenemos que entender es que en el caso del 
desmantelamiento del patrimonio del Estado, se trata de un 
modelo -como gusta decirse- o de una estrategia -como yo 
prefiero llamarla- que se aplica en todo el continente, ya que 
son países dependientes. No sucede lo mismo en Europa, don- 
de aquellas empresas, por ejemplo, de energía -que luego vie- 
nen a nuestros países- son estatales en su lugar de origen. Estas 
ejercen un fuerte control, protegen sus intereses y el patrimo- 
nio nacional en esos países y aprovechan el modelo totalmente 
privatizador en el continente para introducir sus capitales o, 
directamente, para adquirir determinadas empresas que fueron 
del Estado. Creo que el ejemplo más categórico que tiene que 
ver con lo que estamos discutiendo hoy, el más grave, el que 
en su momento, por muchas razones que no es del caso discu- 
tir, quedó fuera del referéndum sobre empresas públicas que se 
realizara el 13 de diciembre de 1992, es el vinculado a la 
Compañía del Gas. 


Como no tenemos Presidente, voy a suspender el uso de la 
palabra. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Contador Danilo 
Astori) 


SEÑOR PRESIDENTE (Cr. Danilo Astori).- Puede conti- 
nuar la señora Senadora Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI.- Uno de los ejemplos más claros 
que tendríamos que analizar antes de votar ningún artículo 
acerca del control que se ejerce -aclaro que estoy de acuerdo 
en que debe ejercerse un control- es lo que ha sucedido con la 
antigua Compañía del Gas en el Uruguay y lo que ha pasado 
con su apropiación -mediante el pago, naturalmente- por parte 
de Gaz de France, pasando así a lo que hoy es Gaseba Uru- 
guay. Allí no solamente se han violado todas las reglamenta- 
ciones municipales y todas las normas de seguridad, sino tam- 
bién el Derecho Laboral uruguayo. Asimismo, se han desoído 
expresamente las resoluciones de la Comisión Permanente del 
Poder Legislativo cuando se estaba viviendo un momento muy 
complejo, de conflicto con los trabajadores, vinculado no sola- 
mente a la situación laboral, sino también al despido de nada 
más ni nada menos que de su dirección sindical, circunstancias 
en las cuales hubo accidentes muy graves que fueron denuncia- 
dos por el sindicato. Este Parlamento, en su Comisión Perma- 
nente, por unanimidad -es decir, con la representación de todos 
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los lemas que integran el Parlamento Nacional- convocó a la 
empresa y a la otra parte a conformar una mesa de diálogo 
para discutir la situación de los trabajadores y las denuncias 
que éstos hacían con respecto a la falta de previsiones y a los 
elementos graves que habían sido denunciados incluso en la 
prensa. En aquel momento se contó con la presencia de la 
Ministra interina de Industria, Energía y Minería, la señora 
Primavera Garbarino, en esta misma Sala. Sin embargo, Gase- 
ba Uruguay, o sea, Gaz de France en su origen, continuó total- 
mente libre de cualquier tipo de control o de obligación, des- 
oyendo, inclusive, al Parlamento Nacional. 


Por lo tanto, nosotros estamos de acuerdo en que estas 
cosas deben ser discutidas y en que se deben tomar medidas 
de control; además, las modificaciones de la matriz energéti- 
ca, en nuestro país merecen un análisis de fondo. Es cierto, 
también -lo decíamos hace unos días cuando discutíamos el 
tema de ANCAP y la refinación de petróleo- que en el Uru- 
guay las cosas se hicieron a la uruguaya, es decir, de otra 
manera, hacia los mismos objetivos, aplicando la misma estra- 
tegia; la diferencia -esto corre por mi cuenta y por la de mi 
partido, porque es una valoración de tipo internacional que no 
obliga a los demás sectores del Frente a estar de acuerdo con 
lo que voy a decir- es que en el programa de Gobierno del 
Presidente de la Rúa y en su campaña electoral, desde mi 
punto de vista y del de mi partido, el único elemento distinto 
en sus contenidos era el vinculado a la lucha contra la corrup- 
ción, pero esencialmente se trataba de un programa de conti- 
nuidad de lo que había llevado adelante el Presidente Menem. 
Puede decirse que al lado del Gobierno de Menem un planteo 
anticorrupción no era menor; y también estaba lo relativo al 
tema de los derechos humanos. 


Por cierto que no es menor, como tampoco lo es en el 
Uruguay cuando nosotros resaltamos, destacamos y aprobamos 
los pasos que dio el Presidente de la República en ese sentido, 
más allá de que discrepemos frontalmente o de manera antagó- 
nica con él en otros temas, como este que estamos discutiendo, 
pero que valoramos ampliamente y cada vez que tenemos opor- 
tunidad destacamos el posicionamiento que ha tenido con res- 
pecto a los temas vinculados con los derechos humanos, tan 
caros para la inmensa mayoría de los uruguayos. 


Como decía, el programa de gobierno de De la Rúa, entre 
otras cosas, contenía estos elementos pero, por cierto, el pue- 
blo argentino no tenía y no tiene, lamentablemente, una fuerza 
política de unidad, progresista, de izquierda. Por el contrario, 
tiene una atomización total, no posee un movimiento sindical 
unido en una central y tras objetivos de defensa de los intere- 
ses del pueblo argentino y de los trabajadores y, por lo tanto, 
se suceden estallidos de frustración, de dolor, de rabia, de 
impotencia en distintas provincias y diversos lugares que no 
necesariamente tienen por qué ser trasladables al Uruguay por- 
que aquí, desde mi punto de vista, sí existe un movimiento 
sindical unido, sí existe una fuerza política alternativa a este 
proyecto de país que, tal como estamos convencidos, se llama 
Frente Amplio - Encuentro Progresista. Es decir que estas ex- 
periencias no se darían aquí y no debemos tratar de descentrar, 
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como sucedió en oportunidad de discutir el proyecto de ley de 
desmonopolización de ANCAP, lo que estamos discutiendo. 
Aquí estamos debatiendo sobre la matriz energética transfor- 
mada en el Uruguay, sobre las modificaciones que introduce el 
marco regulatorio energético a la generación de energía eléc- 
trica, sobre las modificaciones del papel del gas natural y de la 
comercialización del gas o del agua potable, del saneamiento, 
de las posibles asociaciones de ANCAP. Digo posibles, por- 
que en la Cámara de Representantes ni siquiera se trató este 
tema todavía. En tal sentido, podemos decir que somos muy 
eficientes, porque nos adelantamos al carnaval y decimos que 
vamos a votar estas cosas y que trabajamos rápidamente para 
que luego pasen a la Cámara de Representantes o porque en 
realidad se considera o se supone que el Parlamento nacional 
es un trámite. En tal sentido, la otra Cámara todavía no aprobó 
este proyecto de ley y, por lo tanto, estamos partiendo de la 
hipótesis de un proyecto que, al día de hoy, objetivamente, 
tiene media sanción. Claro que no se nos escapa que las mayo- 
rías que se conforman en el Parlamento, en función de un 
acuerdo o de una serie de puntos, seguramente se van a expre- 
sar a la hora de nombrar los Directores de esta Unidad Regula- 
dora. Quizá, hasta ya estén elegidos los nombres; no lo sé, 
pero puede ser que previsoramente se hayan adelantado. Asi- 
mismo, se van a expresar los acuerdos de la coalición. De paso 
digo -vayamos puntualizando- que tampoco me duelen pren- 
das cuando se dice por parte de integrantes del Partido Na- 
cional -no sé exactamente si fue el señor Senador Heber o 
Gallinal- que en la Unidad Reguladora de las Telecomunica- 
ciones está representada o expresada nuestra fuerza política. 
No me siento representada por nadie; me siento representada 
cuando mi fuerza política propone o designa democráticamen- 
te a alguien en algún lugar y luego es tenido en cuenta. La 
intención de voto o el voto de algún ciudadano que pueda estar 
en algún lado es muy legítimo; cada uno puede votar lo que 
quiera, libremente, pero no por eso me tengo que sentir repre- 
sentada en ningún lado, y aquí sí hablo como integrante del 
Frente Amplio - Encuentro Progresista. Además, cuando noso- 
tros nos sentimos expresados y representados es porque quien 
se encuentra en esa posición, de alguna forma, tiene un vínculo 
y no se maneja exactamente, porque no tiene que ser así en los 
organismos ejecutivos o de gestión, pero lleva adelante o im- 
pulsa una cierta orientación. Este no es el caso, porque lo dice 
el propio proyecto que tenemos a consideración, para el futuro. 
Lo dice la Constitución de la República reformada. Y en este 
aspecto también voy a hacer una puntualización. En este proyec- 
to de ley dice claramente que van a ser designados o cesados por 
el Poder Ejecutivo, es decir que hay una relación de dependen- 
cia total en la medida en que quien los nombra y quien los 
destituye, según las consideraciones que haga, será éste. 


En segundo lugar quiero hacer una aclaración, esta sí como 
Frente Amplio - Encuentro Progresista, no como Partido Co- 
munista ni 1001, porque fue mi fuerza política la que se expre- 
só así. Cuando en el Frente Amplio - Encuentro Progresista 
actuamos intensamente en la campaña en contra de la reforma 
constitucional, no solamente señalábamos el tema del balotaje. 
En aquella oportunidad nos tocó estar presentes en debates, 
por ejemplo, junto con el señor Senador Korzeniak y hacíamos 
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referencia -lo he dicho muchas veces y lo voy a seguir repitien- 
do acá porque, lamentablemente, la realidad nos ha dado la 
razón- a cómo se iba reforzando el peso del Poder Ejecutivo 
en desmedro del Legislativo. Allí decíamos que lo que no pudo 
hacerse en oportunidad de la reforma naranja -recordemos que 
también en aquella época algunos juntábamos firmas por la 
papeleta amarilla que representaba a los sectores sociales y a 
los sindicatos- tal como se puede leer en el debate de 1966, sí 
avanzó con las modificaciones que se hicieron en la última 
reforma constitucional, que es la actual. En aquel momento, 
como estábamos discutiendo el tema de UTE, poníamos el 
ejemplo de ese Ente y decíamos que los Directorios de los 
Entes Autónomos iban a tener recortada su autonomía, porque 
en el artículo 197 -si no me equivoco- la reforma incluía el 
hecho de que si el Poder Ejecutivo consideraba inconveniente 
o ilegal su gestión, podría hacerles las observaciones que cre- 
yera pertinentes. Como decía, en aquel momento nos refería- 
mos al Directorio de UTE que había venido al Senado y a las 
Comisiones especializadas -fundamentalmente a la de Indus- 
tria y Energía, como consta en la versión taquigráfica- a opinar 
muy fundadamente contra el marco regulatorio energético. En- 
tonces nos preguntábamos, qué va a hacer el Directorio de 
UTE después que se apruebe esta reforma y pensábamos que 
se iba a callar la boca, cosa que efectivamente hizo porque, 
obviamente, esas diferencias iban a hacer que se alineara con 
el Poder Ejecutivo o lo sacaban. Ya se nombran así. Recuerdo 
que cuando nuestro Frente Amplio - Encuentro Progresista so- 
licitó estar presente en los Entes Autónomos, la respuesta que 
se dio a su Presidente doctor Tabaré Vázquez fue no, porque 
había necesidad de una coherencia con la política económica y 
con el plan de Gobierno en general. También recuerdo que el 
doctor Tabaré Vázquez pidió participación en el SODRE y 
también se contestó que no. Ahora entiendo más el porqué de 
esa respuesta, porque el SODRE toma medidas de censura y 
cosas por el estilo -por lo menos a nivel de la televisión- quizá 
también porque hay que cumplir a rajatabla lo que el Poder 
Ejecutivo dice. ¿Por qué pongo arriba de la mesa estos ele- 
mentos? Porque no los quiero ver separados. No quiero sepa- 
rar este proyecto de ley que, aparentemente, con una premura 
inexplicable se pone sobre el tapete. 


Es lógico, respetable y coherente que en un plan de gobier- 
no las cosas no discrepen unas con las otras, ya sea en conti- 
nuidad o en desarrollo. Sin embargo, no aparecen así ante los 
ojos de la opinión pública. Entonces, ¿qué tiene que ver esto 
con el proyecto de ley que tenemos delante? En esta iniciativa 
los Directores también aparecen nombrados -tal como lo expli- 
caba el señor Senador Atchugarry- del mismo modo que su 
destitución queda a cargo del Poder Ejecutivo. Uno de los 
elementos que se ha manejado en todo este tiempo en contra 
de los Entes Autónomos es, como decía el señor Senador Gar- 
gano, que se recorta aun más la autonomía, desde el punto de 
vista legal porque, en los hechos, ya no la tienen cuando los 
Directores son nombrados en la forma en que decíamos. 


Comparto lo que decía el señor Senador Gallinal -quien no 
se encuentra en Sala en este momento- acerca de que los seis 
años tenían que ver con la anterior formulación y no con esta; 
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es cierto, eso se relacionaba con la propuesta del Poder Ejecu- 
tivo, no con las modificaciones que se hicieron. Además, debe- 
mos recordar que esto ya lo vivimos cuando se trató el tema de 
la Unidad Reguladora de las Telecomunicaciones. Esta inicia- 
tiva vino acompañada de la mano -pido disculpas por este 
término maestril- del contador Davrieux. El era quien nos con- 
testaba nuestras preguntas. Por eso, cuando se hacen determi- 
nados cuestionamientos -como ocurrirá mañana, sobre los saté- 
lites, las banderas y demás- se pasan papeles porque, en reali- 
dad, no son los que están al frente. 


Uno de los argumentos con respecto a los Entes Autóno- 
mos es que no pueden ser juez y parte si se desmonopolizan. 
¿Qué son estos organismos de contralor? En las comunicacio- 
nes -quedó evidente cuando se planteaba el tema de las bandas- 
se advirtió que generaban competencia con ANCEL. ¿Qué son, 
de acuerdo al proyecto de ley que estamos considerando? 
¿Cómo se puede hacer un estudio en serio y con profundidad 
para ver cómo se vinculan y cómo se relacionan? ¡Menuda 
cosa de la que estamos hablando! Aquí se plantea, directamen- 
te, que son parte de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
a la cual se le han ido dando sucesivas facultades, tal como ha 
ocurrido en distintos proyectos de ley. Si me guío por la expe- 
riencia del gas, tengo que concluir en que esto será un desas- 
tre, salvo que cambiemos radicalmente con respecto a esos 
elementos fundamentales de la vida de los seres humanos. Sin 
embargo, no avizoro eso. ¿Por qué no discutir este tema con 
un balance arriba de la mesa? Incluso -es lógico y coherente 
con lo que se ha venido haciendo- se ha dicho que esta expe- 
riencia se va a extender. ¡Vinieron a eso, no a comprar la 
pequeña compañía deteriorada que se caía en pedazos, como 
era la Compañía del Gas! ¡Vinieron pensando en la introduc- 
ción del gas natural! No vamos a controlar con esta medida a 
esos irresponsables que el único interés que tienen es ganancia 
tras ganancia, sin importar el riesgo, las casas que destruyen, 
las dificultades, los peligros, ni pasar por arriba a la legislación 
laboral de este país y al propio Parlamento. No son suficientes 
las medidas que se plantean. ¿Cuál es la inversión óptima? 


Recuerdo el interesante debate que existió en la Comisión 
-Incluso entre señores Senadores pertenecientes a la coalición 
de Gobierno, que saben mucho más que quien habla de aspec- 
tos jurídicos- sobre qué quería decir el literal c) del artículo 13 
cuando habla de dictaminar preceptivamente en los procedi- 
mientos de selección de concesionarios, autorizados a prestar 
servicios comprendidos dentro de sus competencias. Aprendí 
muchísimo de los señores Senadores de la colación de Gobier- 
no que participaban de la Comisión; entre otras cosas, aprendí 
que esto está mal. Si estos señores Senadores releen las versio- 
nes taquigráficas correspondientes, llegarán a la conclusión de 
que algo está mal. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Hierro López) 


-Me refiero a cuando se dice que la URSEA, entre sus 
cometidos y poderes jurídicos, podrá dictaminar preceptiva- 
mente los procedimientos de selección. He escuchado a los 
señores Senadores Brause, Correa Freitas y Gallinal verter sus 
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opiniones en un debate muy interesante. Pero eso no se plasma 
aquí, porque están tan apurados que ni siquiera se autocorrigen. 


También debo mencionar lo que tiene que ver con el Des- 
pacho Nacional de Cargas y Planificación de la Explotación y 
Estudios que tiene el ADME, sobre lo cual hemos hablado 
extensamente en el Senado, cuando se discutió el marco regu- 
latorio energético; el señor Senador Gargano ya se refirió a 
este tema hace unos instantes. Si me permiten, quiero decir qué 
Ministerio está involucrado: el de Industria, Energía y Minería 
o debería serlo. Lo que pasa es que antes de que ocurriera todo 
esto, lo desmantelamos; se suprimieron unidades reguladoras y 
se le restó recursos. Entonces, ahora vamos a inventar otra 
cosa, no un Ministerio, por todo lo que ello significa: la buro- 
cracia y la infraestructura. Pero, ¿por qué no le dejamos, en su 
momento, los cometidos que tenía el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería? No olvidemos que este es un brazo del 
Poder Ejecutivo. No entiendo el papel que va a jugar esta 
Cartera de Estado. 


Pienso que los temas -no del control ni el de la Unidad 
Reguladora- de la modificación de la matriz energética, el de- 
recho a la energía de todos los uruguayos, el saneamiento, el 
agua potable y los distintos elementos que componen la nueva 
matriz energética, exigen que se realice un debate mucho más 
profundo, porque no se resuelven con un conjunto de normas. 
En mi opinión, estas disposiciones deberían ser la consecuen- 
cia de un debate -y no el resultado de una decisión previa- 
sobre estos sectores estratégicos de la vida del país. 


Agradezco la tolerancia de la Presidencia en el tiempo que 
me ha concedido, al igual que a los señores Senadores que 
tuvieron intención de prorrogarme el término de que disponía. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: para variar, voy 
a dar un enfoque jurídico del tema, enfoque del que estoy muy 
convencido. 


En este texto que está a consideración del Senado, se pro- 
yecta la creación de una Unidad Reguladora -nombre que vie- 
ne del pasado y que está regulado por leyes anteriores- y se le 
otorga la naturaleza jurídica de organismo desconcentrado del 
Poder Ejecutivo, con una Comisión que funcionará dentro de 
la de Planeamiento y Presupuesto. Para ser más precisos, diga- 
mos que se trata de una Comisión dentro del Poder Ejecutivo. 


Seguidamente, voy a dar dos o tres definiciones, muy bre- 
ves, con el ánimo de expresar que la conclusión que tengo en 
esta materia es que estas Unidades Reguladoras, de acuerdo a 
las facultades con las que han sido creadas y a las que ya tenía, 
en algún caso, la Unidad Reguladora existente, a mi juicio -lo 
he conversado a nivel académico con mucha gente- son algo 
absolutamente inconstitucional. No tienen nada que ver con el 
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esquema de la Constitución uruguaya, que es bastante sencillo 
desde el punto de vista de las personas que integran el aparato 
estatal. Hay una persona jurídica mayor, que se denomina “Es- 
tado” en el lenguaje de la Constitución y está integrada por 
tres Poderes, los clásicos, y por los organismos de contralor, 
que son: la Corte Electoral, el Tribunal de Cuentas y el Tribu- 
nal de lo Contencioso Administrativo. Esta es una persona 
pública; la otra, está constituida por los Entes Autónomos y 
-habitualmente- los servicios descentralizados, que son perso- 
nas públicas menores. Después tenemos los Gobiernos Depar- 
tamentales, cada uno de los cuales también constituye otra 
persona. No hay otras fórmulas jurídicas de entidades, salvo 
aquellas que por vía de ley se han creado, me refiero a las 
llamadas personas públicas no estatales, a las que gran parte de 
la Doctrina, con un criterio que apunta a dar regularidad jurídi- 
ca a una figura que desde hace mucho se ha venido creando, 
les encuentra base en un artículo de la Constitución, más preci- 
samente, en una frase que refiere a “administraciones autóno- 
mas con patrimonio propio”. En esa parte podrían estar inclui- 
das las personas públicas no estatales, y no hay más figuras. 


Como acá se declara que se trata de un órgano desconcen- 
trado, conviene tener en cuenta qué quiere decir esto. En pri- 
mer lugar, cuando hablamos de órgano, significa que no se 
trata de una persona ni de una entidad y no tiene personería. 
En segundo término, el vocablo “desconcentrado” quiere decir 
que integra orgánicamente el Poder Ejecutivo y está sometido 
a su jerarquía, pero con cierta autonomía funcional que es, más 
o menos, lo que establece este proyecto de ley. Ahora bien 
¿hasta dónde puede ir esa autonomía funcional? Si leemos acá, 
vemos que puede dictar reglas generales e instrucciones parti- 
culares a Entes Autónomos, facultad atribuida expresamente al 
Poder Ejecutivo y no a una Unidad Reguladora. Me estoy refi- 
riendo a facultades que, en algunos casos, son exorbitantes 
porque, reitero, habla de dictar reglas generales e instrucciones 
particulares. En una palabra, es como si a integrantes de un 
Ente Autónomo se les dijera que deben conducirse de determi- 
nada manera y que después se los podrá fiscalizar -porque 
puede controlar- y sancionar si no se ajustan a ello. 


Frente a esto, sostengo que si a alguien que ha estudiado 
Derecho Público se le dice, de entrada: “¿usted cree que un 
órgano desconcentrado puede controlar los Entes Autónomos?”, 
seguramente se asustará. Creo que este tema, así planteado, es 
algo que realmente llama la atención. 


Por otro lado, en términos de organizaciones de tipo jerár- 
quico, ¿cuál es la arquitectura institucional de la Constitución 
uruguaya? Existe hasta una especie de nivel entre Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados, y todo el mundo lo sabe. 
Además, aunque la diferencia entre ellos ya se va desdibujan- 
do y es prácticamente mínima, se supone que el grado de auto- 
nomía del Ente Autónomo es un poco mayor que el del Servi- 
cio Descentralizado. Entre otras cosas, nombra y destituye fun- 
cionarios sin que el Poder Ejecutivo lo autorice o controle y, si 
es de naturaleza comercial o industrial, hace su propio presu- 
puesto con aprobación del Poder Ejecutivo. Pero, sin duda, en 
esa especie de orden jerárquico orgánico, un órgano descon- 
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centrado jamás puede estar en el sistema constitucional uru- 
guayo por encima de un Ente Autónomo. Esto surge, muy cla- 
ramente, de la Constitución. 


Por otro lado, sé que la ciencia de la administración, en 
alguna de sus vertientes -no en todas- ha sostenido, a lo mejor 
con razón, que una entidad que gestiona o presta una actividad, 
no puede ser la que a su vez la regula. Conozco el origen de 
esto y también lo voy a mencionar. No me refiero a la raciona- 
lidad administrativa, pero el origen ideológico es la Escuela de 
Chicago, donde nace la teoría de decir que no se puede ser 
juez y parte. Todos sabemos que eso era para liquidar los 
monopolios estatales; tendrá la razón o no, pero no discuto 
eso. Simplemente digo que ese es el origen real de la teoría de 
que no se puede ser juez y parte. La frase es jurídica y por eso 
me atrevo a profundizar en ella, en virtud de que tanto la 
palabra “juez” como “parte” son típicos vocablos que se utili- 
zan dentro del Derecho y en el aspecto procesal. Si esto fuera 
cierto -no lo es porque se trata de una aplicación muy barrial 
del Derecho- el Estado jamás podría litigar porque, cuando 
éste tiene un pleito, ¿quién lo falla? Lo hacen los jueces que, a 
su vez, son el Estado. En una palabra, los actos del juez impu- 
tan al Estado, como sucede también con los actos del Parla- 
mento con respecto al Estado, del Poder Ejecutivo y de los 
Ministerios. Quiere decir que, reitero, el Estado no podría liti- 
gar nunca porque es parte, ya sea en calidad de demandado o 
de demandante, cuando se defiende o hace una denuncia penal. 
En esos casos, el que falla es un juez. ¿Acaso se va a seguir 
profundizando la teoría para que el Poder Judicial pase a ser 
ejercido por algún estudio privado? Se trata de una propuesta 
que, seguramente, algún día va a aparecer, por ejemplo, rela- 
cionada con un estudio de abogados, de gente muy bien, muy 
honesta, que sepa mucho de Derecho, los que ejercerán como 
jueces. A veces, cuando se exagera lo relativo a los Tribunales 
Arbitrales, hasta cierto punto, en algunas cláusulas de tratados 
hay algunos atisbos de esto. 


Entonces, la teoría de que no se puede ser juez y parte es 
una versión popular que podría estar en el Martín Fierro. Del 
mismo modo que cuando se expresa “la ley es como el cuchi- 
llo, no corta al que lo maneja”. Ese es el concepto de Derecho 
con el que se maneja el argumento mencionado. 


La Escuela de Chicago trabajó mucho en este tema, no 
como elemento conceptual, sino como una argumentación -con 
razón o sin razón- para propugnar la eliminación de los mono- 
polios estatales. Este es el origen del concepto. Entonces, cuando 
se dice que dejemos eso, porque pertenece a la ciencia de la 
administración, debemos tener en cuenta lo que ocurre cuando 
se lo trae a una ley. Es decir que cuando se atribuye a un 
órgano desconcentrado la facultad de regular, sancionar y con- 
trolar a Entes Autónomos, se está yendo en contra de la Cons- 
titución que prevé que sea el Poder Ejecutivo quien lo haga. Sé 
que hay remedios para esto; se podría haber hecho lo mismo 
-no digo que esté bien- estableciendo que se le puede proponer 
al Poder Ejecutivo. En realidad, el que puede controlar a un 
Ente Autónomo es el Poder Ejecutivo porque los artículos 197 
y 198, para bien o para mal, establecen que les puede observar 
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los actos por razones de conveniencia o legalidad e, incluso, 
los puede promover o echar con venia del Senado. Esta es una 
facultad que no se puede sacar del Poder Ejecutivo y otorgarla 
a un órgano desconcentrado. A propósito de esto, la definición 
de desconcentración no es muy sencilla pero, por definición, 
un Órgano desconcentrado tiene facultades o competencias pro- 
pias. De lo contrario, tendría la calidad de centralizado, estaría 
dentro del Poder Ejecutivo y no tendría competencias propias. 
Me refiero al tipo de descentralización con competencias, que 
es el que aquí se trata. Eso es contrario a la Constitución. 


Le voy a pedir al señor Presidente que de ninguna manera 
interprete que estoy haciendo paralelismos o símiles, o buscan- 
do algún tipo de semejanza, pero voy a contar dos anécdotas. 
Una de ellas está relacionada con una época en la que trabaja- 
ba en el Departamento Jurídico del Banco Central -lo hice con 
mucho orgullo- en un momento en el que estábamos elaboran- 
do la Carta Orgánica de dicha institución. Trabajábamos de 
mañana en este tema, en virtud de que la tarde estaba reserva- 
da para actividades más rutinarias. Para hacer el trabajo nos 
encerrábamos en un cuartito, en el cuarto piso del edificio del 
Banco Central. 


Un día llegaron cuatro funcionarios del Fondo Monetario 
Internacional: uno de ellos, muy locuaz, que hablaba un exce- 
lente español a pesar de ser norteamericano; otro, checoslova- 
co, con quien nunca nos pudimos entender; un latinoamericano 
y un portorriqueño. Les dijimos que nos resultaba muy grato 
tomar un café con ellos, pero que queríamos saber qué hacían. 
Su respuesta fue que estaban recorriendo América Latina, por- 
que se estaban implantando leyes de Bancos Centrales y que 
ellos eran expertos en la materia. Uno de ellos, inclusive, era 
un economista que sabía mucho del tema. Esto ocurrió en la 
época de la Presidencia del contador Enrique Iglesias. Entonces, 
como no nos habían avisado nada, telefónicamente hablamos 
con la Presidencia y le dijimos que se habían presentado cuatro 
personas como funcionarios del Fondo Monetario Internacional 
para ayudarnos a elaborar la Ley Orgánica del Banco Central. El 
Presidente Iglesias nos contestó que cuando llegaron al Uruguay 
habían ido al Poder Ejecutivo, que éste se los había enviado y 
que él, a su vez, los enviaba a nuestra División Jurídica. 


Hicieron unas cuantas propuestas. Había uno que era muy 
gracioso, y no voy a relatar aquí todas las anécdotas de lo que 
le ocurría, pero sí me voy a referir a una con relación al desa- 
yuno: tenía ciertas aficiones por profundas y copiosas libacio- 
nes ya a esa hora. Este hombre, que sabía mucho de Bancos 
Centrales y que había ayudado en la elaboración de tres leyes 
en Centroamérica, nos proponía que pusiéramos en la ley que 
no debía haber Directorio, porque uno de los líos que había en 
los Bancos Centrales era la discusión política -por lo tanto, 
este organismo tenía que ser ajeno a los avatares políticos; a lo 
mejor tenía razón- y que para administrar la Institución debía 
haber un Director Gerente. Nosotros les decíamos que eso po- 
día ser cierto, pero que nuestra Constitución establece la exis- 
tencia de un Directorio, que lo que se acepta es un Director 
General y que casi todo el mundo opina que es sólo para los 
Servicios Descentralizados. 
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Asimismo, nos proponía un Departamento de Personal que 
nombrara, ascendiera y destituyera sin intervención de los Di- 
rectores -le comentamos que tenían que ser cinco- para evitar 
la política. Le explicamos, entonces, que el Directorio era el 
que tenía los poderes de administración. 


Y bien, nos hizo una cantidad de sugerencias que, reitero, 
podían ser buenas o malas, como también digo que la separa- 
ción entre entidades que gestionan algo y entes que la regulan 
o la controlan o la inspeccionan, puede ser buena; pero hay 
que mirar la Constitución. 


Como decía anteriormente el señor Senador Gargano, de 
alguna manera estamos hablando para la versión taquigráfica y 
el destino de este proyecto de ley -creo yo, no modificable- 
está sellado. Por eso, y sin que me esté tomando en broma 
esto, quiero relatar otra anécdota. 


Terminé mi carrera de Derecho como profesor de Filosofía 
del Derecho. En el plan de estudios de ese momento era la 
última materia, de manera que se suponía que el alumno ya 
tenía un conocimiento del Derecho; particularmente, debía ha- 
ber aprobado los dos cursos de Constitucional. Recuerdo que 
cuando estábamos por presentar el examen de Filosofía del 
Derecho, en una mesa presidida por el filósofo Antonio Grom- 
pone -he contado aquí una parte de esta anécdota y ahora voy a 
contar la otra- a un alumno al que le preguntaron si él no 
entendía que la herencia yacente era una excepción al principio 
general de que no puede haber un patrimonio sin un titular -la 
herencia yacente es una figura jurídica que no voy a explicar 
porque, más o menos, todo el mundo tiene una noción, aunque 
sea intuitiva- respondió que sí -era un gran improvisador, que 
no había estudiado nada- que sin duda, pero que en el Uruguay 
esa excepción estaba perfectamente justificada porque la Cons- 
titución regulaba las herencias yacentes. Por supuesto que la 
Constitución no contiene una sola palabra sobre esta materia; 
ni siquiera en una norma que habla indirectamente de las he- 
rencias, nunca se pensó en incluir eso. Recuerdo que el profe- 
sor Grompone miró asombrado a los dos profesores que tam- 
bién integraban la mesa, con una especie de asombro filosófi- 
co, y le preguntó de dónde sacaba eso. El muchacho le contes- 
tó: Yo leí a “Auriau”, en lugar de decir Hauriou. Entonces, 
Grompone le dijo: “Usted no puede decir *Auriau””. La con- 
testación fue: “Profesor: perdóneme, pero yo no conozco mu- 
cho el francés”, a lo que respondió Grompone: “Está bien 
muchacho, pero todo tiene su límite. Váyase a su casa, lea la 
Constitución y estudie un poco de francés”. 


No sé por qué me vino la evocación; quizás para hacer un 
poco menos monótona esta exposición. 


Digo que en 1967, como refería hace unos momentos nues- 
tra compañera de Bancada, la señora Senadora Arismendi, hubo 
un empuje de reforzamiento de los poderes jurídicos del Poder 
Ejecutivo frente al Parlamento, y una de las cosas que se hizo 
fue establecer que el grado de autonomía, tanto de los Entes 
Autónomos como de los Servicios Descentralizados, se regula- 
ría no sólo por la Constitución, sino también por la ley, por 
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mayoría absoluta de votos de los componentes de cada Cáma- 
ra. Antes era tradicional la afirmación de que el grado de auto- 
nomía de los Entes Autónomos está en la Constitución, y el de 
los Servicios Descentralizados en la ley. Eso se modificó en 
1967, y hoy día el grado de autonomía de los Entes Autóno- 
mos se puede fijar, no sólo por lo que dice la Constitución, que 
da los poderes de administración al Ente, sino también por la 
ley. Pero repito: por la ley, no por el Poder Ejecutivo. Lo que 
puede hacer éste es corregir, echar, tirar de las orejas a los 
Directores, pero no fijarle reglas que limiten su autonomía. 
¿Por qué? Porque la Constitución dice que eso lo hace la ley. 


Entonces, si la ley es quien tiene esa facultad, se me podrá 
decir que aquí se trata de una ley que limita el grado de auto- 
nomía de los que van a prestar esos servicios. Sí, pero no es la 
ley la que lo limita, sino que ésta está atribuyendo a un órgano 
desconcentrado, dentro del Poder Ejecutivo, la facultad de li- 
mitar la autonomía. Esa es una delegación de atribuciones, de 
Poder a Poder, que está prohibida por la Constitución: delega- 
ción de atribuciones del Poder Legislativo al Poder Ejecutivo. 


En la Constitución de 1967 también se incorporó la posibi- 
lidad de que el Poder Ejecutivo delegue atribuciones; todas las 
que quiera. El numeral 24) del artículo 168 -creo- dice: “las 
atribuciones que estime convenientes”. Pero bajo su responsabi- 
lidad política puede delegar todas las atribuciones que quiera. 


Entonces, me pregunto: si querían hacer una Comisión es- 
pecializada en esta materia, que está dentro del Poder Ejecuti- 
vo, ¿para qué todo esto? Basta con que el Poder Ejecutivo se 
reúna en Consejo de Ministros, delegue la atribución de con- 
trolar a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados ta- 
les y cuales -es decir, a los que prestan esa actividad- a una 
Comisión que creó ahí adentro, y punto. Pero aquí se está 
institucionalizando un organismo desconcentrado, y me parece 
que eso es gruesamente inconstitucional. Esta es la forma como 
veo el tema, porque acá no dice que actúan por delegación, ni 
que esta Comisión propondrá al Poder Ejecutivo. No; decide, 
y eso es irregular. Quiero recordar un antecedente histórico, 
que también tiene que ver con el Banco Central. 


Como es notorio en todo el mundo, una de las cosas que 
hacen los Bancos Centrales es regular, dictar reglas a la Banca. 
Son lo que se llama, en términos no muy precisos, “la autori- 
dad monetaria”. En cualquier país, el Banco Central es la auto- 
ridad monetaria. En el Uruguay, cuando se pensó en la crea- 
ción de un Banco Central -lo que viene de muy atrás; recuer- 
den aquella campaña de “Chico Tazo” para separar el Banco 
de la República, que era bicéfalo, es decir, por un lado, Banco 
comercial y, por otro, Banco Central- en los ámbitos académi- 
cos se discutía cómo se hacía en el Uruguay para que un Ente 
Autónomo pudiera dar normas, controlar o inspeccionar a otros 
Entes Autónomos, como serían el Banco Hipotecario o el Ban- 
co de la República. 


No había ninguna necesidad de resolver este tipo de pro- 
blemas tan complejo en otros países, porque no hay ningún 
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país en el mundo que tenga en su Constitución una sección tan 
profusa de normas, tan detalladas sobre Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados, o empresas públicas, como se dice 
en el lenguaje de la Economía. Entonces, para evitar esa in- 
constitucionalidad el día que se hiciera la Ley Orgánica del 
Banco Central, con la facultad de dictar reglas para toda la 
banca privada y pública, se la creó por la Constitución, lo que 
no es habitual; en el Uruguay sólo se mencionan el Banco de 
Previsión Social, el Banco Central y la Universidad, mientras 
que los demás Entes se crean por ley. En este caso, insisto, el 
Banco Central se creó en una Constitución, la de 1967, e inclu- 
so cuando llegó el 1” de marzo no tenía ni una pieza en donde 
funcionar; tuvo que instalarse dentro del propio Banco de la 
República. 


Entonces, si para que un Ente Autónomo, dentro del siste- 
ma constitucional uruguayo, pudiera ejercer controles, aplicar 
sanciones o dictar reglas para otros Entes Autónomos, como 
los Bancos de Seguros, Hipotecario y de la República, hubo 
que crearlo en la Constitución -porque al decir que se creaba el 
Banco Central se aclaró que eso suponía que fuera una autori- 
dad monetaria; ese es el nombre que llevan- ¿cómo puede una 
comisión desconcentrada dentro de una de las reparticiones del 
Poder Ejecutivo dictar reglas a los Entes Autónomos? He es- 
cuchado -y no lo discuto en absoluto- que la ley debe orientar- 
se a una política de sustitución de importaciones, y se ha dicho 
que en el mundo de hoy eso no se puede hacer. Habría que 
modificar la Constitución, o de lo contrario buscar otras fór- 
mulas legales para evitar esto. En este caso sucede lo mismo; 
hasta señalé una figura jurídica: por vía de delegación. 


En definitiva, quiero dejar la constancia de que a mi juicio 
esto es gruesamente inconstitucional. No entro al fondo del 
asunto, en cuanto a si es bueno o no lo es separar la actividad 
de regular de la de gestionar; este es un tema que depende de 
muchos factores y no pienso en dogmatismos. Pero sí hago 
esta observación desde el punto de vista constitucional. Se 
mencionó que se había tenido un gran cuidado en evitar que 
alguien a quien no le gustaran decisiones de este órgano pudie- 
ra hacer acciones de inconstitucionalidad, pero ese es un ries- 
go que existe siempre y no lo voy a usar como argumento. En 
el Uruguay los Entes Autónomos existieron desde 1830 a 1918, 
pese a que la Constitución no lo permitía; hubo que incluir un 
artículo en la Constitución de 1918 para permitir que quedaran 
como regulares Entes Autónomos que venían de muchos años 
atrás. De manera que estos hechos ocurren en la vida de los 
países y de los pueblos; la historia dirá si lo que se crea es 
bueno y sirve para algo, o en cambio se viola la Constitución. 
Hay otras figuras jurídicas que pueden usarse sin violar la 
Constitución con los mismos objetivos, y si los objetivos son 
correctos lo dirá la historia y lo veremos dentro de un tiempo. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR MUJICA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: buscando el rastro de 
estas cuestiones, he encontrado un pequeño texto de un autor 
insospechado, que voy a leer: 


“Quiero aclarar que cuando hablo a favor de la empresa 
privada, no hablo a favor de los empresarios. Muy por el con- 
trario, pocos hombres de negocios creen en la libre empresa y 
a menudo figuran entre sus peores enemigos. Todo hombre de 
negocios está a favor de la libre empresa para los demás, no 
para él. Quiere concesiones especiales del Gobierno, quiere 
que el Gobierno le dé crédito barato, que establezca barreras 
aduaneras que lo protejan de la competencia, que el Gobierno 
fije para él un precio de venta alto y que el precio al que debe 
comprar sea fijado en un punto bajo. No es culpa de ese hom- 
bre de negocios; nosotros esperamos que la gente busque su 
propio interés. El hombre de negocios es inteligente y trata de 
obtener estas ventajas. Es el público el culpable que le permite 
que lo haga, que le permitimos que lo logre.” 


Estas son palabras de Friedman en una conferencia que dio 
en Santiago de Chile en el año 1999. 


En la época en que estamos, de aparente desregulación de 
actividades más o menos monopólicas, existe un conjunto de 
actividades, sobre todo para los pequeños países, que hace 
desconfiar que, más allá de lo que diga el Derecho, las tenden- 
cias oligopólicas están presentes y existen monopolios de ca- 
rácter natural. No sé si en el futuro le compraremos el agua a 
OSE o a Mandrake, pero es casi seguro que no van a pasar tres 
sistemas de cañería en el barrio, compitiendo entre sí para que 
podamos optar. Es decir que existe una cantidad de servicios y 
actividades que de suyo tienden a establecer, por lo menos 
regional o localmente, una supremacía y parece natural que las 
tareas de desregulación aparezcan toda vez que la ideología 
contemporánea impulsa a que esas actividades no sean lleva- 
das adelante por el Estado. Entonces, parecería que los orga- 
nismos de desregulación pasan a ser algo central, con la justifi- 
cación de que alguien debe defender al consumidor. Sin em- 
bargo, creo que los uruguayos no tenemos todavía incorporada 
la importancia de esto, incluso por lo que dice el texto de la 
ley, porque el organismo va a estar de hecho jerárquicamente 
por encima de lo que han sido tradicionalmente las grandes 
actividades del Estado en la materia. Aquí salta la primera 
contradicción. Tenemos un mecanismo constitucional, bueno o 
malo, pero que quiere en alguna medida, y aunque sea formal- 
mente, respetar la presencia de la Nación. Se van a seguir 
votando en este Senado las venias para los Directorios futuros 
de UTE, ANTEL, ANCAP y la mar en coche. Sin embargo, el 
Parlamento no tiene arte ni parte en cuanto a estos organismos; 
quedan en la esfera del Poder Ejecutivo. La gran explicación 
es que estos organismos deben tener tal objetividad técnica 
que es un pecado pensar que puedan pasar por el Senado, que 
es un organismo eminentemente político. ¿Quién dijo que los 
ejecutivos de este país no son políticos? ¿Se puede conciliar 
con eso? 


Creo que aquí existe un primer problema. Hace muy poco a 
través del Senado recibimos respuesta a una intervención que 
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realizamos con respecto a la UREE. Al pasar, habíamos mani- 
festado que la mecánica de su nombramiento nos ofrecía dudas 
y, repito, a raíz de eso recibimos un paquete de información. Si 
bien no me voy a detener mucho en este tema, quiero recordar 
que con bombos y platillos se publicitó un concurso, el que fue 
monitoreado por una famosa empresa privada, KPMG, que 
demostró tener la mejor propuesta, y al que se convocaron a 
más de 500 técnicos del país. Finalmente, se nombró como 
gerenta general del nuevo organismo a una ingeniera que po- 
seía una carrera de veinte años en UTE. Observen los señores 
Senadores qué cosa curiosa. Ese concurso, que costó caro para 
el Uruguay, establecía un conjunto de exigencias para quienes 
participaban, entre las cuales podemos citar la de poseer un 
Master en Economía hecho en el exterior, hablar un par de 
horas en inglés fluidamente -no como yo- y toda otra cantidad 
de factores excluyentes. La UREE nos contesta que por unani- 
midad fue elegida fulana de tal, que tenía veinte años de expe- 
riencia. Cuando vemos los que quedaron por el camino y que 
en el concurso habían salido adelante, nos encontramos con 
técnicos que tenían Master en Economía y que habían trabaja- 
do más de veinte años en empresas de energía, incluso del 
exterior y que los habían pasado por arriba contra el criterio de 
KPMG y de la mar en coche. A raíz de esta situación nos 
surgieron dudas, y más aun cuando se nos dio esa respuesta 
con respecto a la contratación de una empresa asesora, a la que 
aludimos en este Senado. A su vez, tuvimos más dudas porque 
entendimos que esa prueba de suficiencia era eliminatoria para 
el resto del “staff” técnico, pero los hechos parecen decir lo 
contrario. Hay otros aspectos más en los que no voy a detener- 
me. Me parece estupendo que haya que luchar por capacidad 
técnica en la cabeza de estos organismos, y considero esplén- 
dido el método del concurso, pero para que una cosa y otra se 
conjuguen, creo que debería realizarse un concurso para la 
dirección de cualquier tipo de organismo como éste, donde 
luego se le presente al Senado de la República una nómina de 
ocho o diez candidatos técnicamente calificados, para que eli- 
ja. Entiendo que un debate nacional dará más seguridad que 
una decisión de carácter político; hay que tratar de aunar la 
calificación técnica con una decisión política, con el control 
que supone el Parlamento. Estimo que el Poder Legislativo 
está rescindiendo un brutal poder, y es un nuevo acto de con- 
centración de poder en manos del Poder Ejecutivo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Walter Riesgo) 


-S1 los Poderes Ejecutivos fueran Santos, sería espléndido, 
pero me parece que es mucho mejor dar garantías colectivas a 
este mecanismo. Insisto, advierto que en este proyecto de ley 
se refuerza la idea prístina de concentración de poder. Estos 
organismos van a laudar cosas de una importancia fenomenal y 
s1 bien comparto el criterio de que deben tener independencia 
y calidad técnica, también pienso que deberían ser controlados 
por lo más representativo de la Nación, más allá de sus virtu- 
des y defectos. Es más, hasta sería una garantía para el propio 
Poder Ejecutivo. ¿Por qué digo esto? ¿Por qué me preocupan 
estas cosas? El problema es que uno se va enterando de mu- 
chas cosas. La dependencia estricta del Poder Ejecutivo puede 
abrir puertas a errores muy grandes, sin ninguna clase de con- 
trol. Cabe preguntarse cómo es posible pensar en el contrato 
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de una futura generadora de gas, en una de cuyas cláusulas se 
piensa que va a consumir 1:200.000 metros cúbicos de gas por 
día, cuando a lo sumo Argentina nos podrá vender algo más 
que 1:700.000 metros cúbicos. Quiere decir que para Montevi- 
deo y el resto del famoso cambio de la matriz energética, va a 
quedar una cantidad ridícula. Estas cosas se pueden plantear 
sin pena ni gloria. ¿No merecen estas cuestiones un control 
Parlamentario y una discusión nacional? ¿De dónde va a salir 
gas para repotenciar, eventualmente, la vieja Central Batlle 
que puede transformarse en una central moderna con pocos 
recursos o la de La Tablada? Es aquí cuando vemos la impor- 
tancia que tienen estos organismos; no son cualquier cosa. En 
realidad, son mucho más importantes que la Dirección actual 
de cualquier Ente Autónomo. 


Por otro lado, me llama la atención que en ciertas discusio- 
nes primitivas algunos sectores plantearon su preocupación al 
respecto, y al parecer ahora están arreadas. Conocí la integra- 
ción del organismo que facturó el concurso de la UREE, cuyos 
miembros es muy probable que individualmente sean personas 
exquisitas, frente a las cuales no tengo ningún reparo de carác- 
ter ético que realizar. Sin embargo, el sentido común me indica 
que no puedo nombrar contadores y abogados para elegir un 
cuerpo técnico de ingenieros. En realidad, el sentido común 
me dice que debería haber acudido a aquellos viejos ingenieros 
que están más allá del bien y del mal -que los hay en este país- 
por un problema de conocimiento de la materia de la que se 
trata. 


En definitiva, los procedimientos concretos que se han apli- 
cado en todo lo que se ha hecho hasta hoy, me hacen dudar de 
s1 realmente no vamos a establecer un poder muy superior al 
de los Entes Autónomos que quede aparte y, en todo caso, 
subordinado a alguna oficina -como la Oficina de Planeamien- 
to y Presupuesto- del Poder Ejecutivo. 


Sinceramente, pienso que estos organismos deberían estar 
en el Ministerio de Industria, Energía y Minería y responder 
directamente al Parlamento. Digo esto en cuanto al enfoque 
general, desde el punto de vista práctico e institucional. 


Vaticino que vamos a tener grandes dolores de cabeza. 
Este no es el criterio que se ha aplicado en México, en Colom- 
bia, en Perú y en otros países subdesarrollados; incluso en 
áreas desarrolladas, a este asunto se le ha dado rango ministe- 
rial. 


Cuando miro el Ministerio de Industria, Energía y Minería 
del Uruguay, que cuenta con un presupuesto absolutamente 
ridículo para un país que quiere ser productivo -es casi una 
Cartera desperdiciada- observo que lo que vamos a hacer no es 
crear menos burocracia, sino todo lo contrario: crear más buro- 
cracia, más duplicación. 


En lo relativo al poder desconcentrado, está por verse si en 
la esfera del Poder Ejecutivo -o casi en su sombra- puede 
haber algo desconcentrado, por la propia naturaleza de los 
poderes ejecutivos. 
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Dejo estas anotaciones en general, para después entrar en 
lo particular. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LESCANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Walter Riesgo).- Tiene la pa- 
labra el señor Senador Lescano. 


SEÑOR LESCANO.- Señor Presidente: trataremos de com- 
prometernos a hacer economía de oratoria, entre otras razones 
porque, lamentablemente, el clima de la sesión no es el más 
acorde para el tratamiento de un tema de enorme relevancia 
como el que estamos considerando. 


Desde luego que nosotros tenemos una posición favorable 
a la existencia de organismos de regulación; en la medida en 
que los precios de los mercados no aseguran transparencia, 
equilibrio, igualdad de condiciones y de oportunidades “per 
se”, son necesarios organismos de carácter regulador para la 
más justa relación posible entre productores, vendedores, y 
usuarios en el otro extremo de la cadena. Es más; nuestra 
fuerza política, que por las razones que se expusieron oportu- 
namente no ha acompañado el proyecto de ley sancionado por 
la mayoría de esta Cámara, vinculado a la asociación de la 
empresa ANCAP, ha establecido como una de las condiciones 
fundamentales, la aprobación por la vía parlamentaria del pro- 
yecto de marco regulatorio y de Unidad Reguladora. Hago esta 
distinción porque, al menos en el concepto de los técnicos que 
nos asesoran, el proyecto que estamos considerando en la se- 
sión de hoy, si bien crea la Unidad Reguladora y establece 
competencias, funciones, etcétera, está lejos de constituir lo 
que podría llamarse un marco regulador, con el nivel de preci- 
sión que sería deseable en la sanción a nivel legislativo. 


Desde luego, de acuerdo con las manifestaciones del señor 
Senador Korzeniak y respetando, por cierto, la Constitución de 
la República, creemos que son necesarios órganos reguladores. 
Sin desmerecer los controles del Parlamento, del Tribunal de 
Cuentas, de la Auditoría Interna de la Nación, etcétera, las 
reglas a fijar ante la nueva situación de mercado a crearse, 
deberían ocupar un lugar principal. 


En un documento programático con el que estuvimos traba- 
jando un tiempo atrás, se expresaba -sin que en ello se agoten 
los puntos a considerar en la regulación- que: a) el ente regula- 
dor debe tener autonomía, pues ello tiene que ver con la segu- 
ridad jurídica, porque se debe asegurar la confiabilidad y la 
predictibilidad del sistema normativo e institucional, y porque 
el ente debe ser monitor y garante del nuevo equilibrio; b) la 
precedencia del ente regulador al inicio de las operaciones de 
desmonopolización -ya me he referido a esa precedencia- por- 
que en caso contrario se corre el riesgo de que las empresas 
determinen el marco del ente regulador o que puedan postergar 
o frenar la entrada en acción del ente; c) el marco del ente 
debe ser determinado por ley, cosa de impedir la impredictibi- 
lidad de sus acciones por posteriores decretos del Poder Ejecu- 
tivo. 
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En consecuencia, señor Presidente, estos organismos de con- 
tralor y regulación deben establecerse por ley y son deseables, 
naturalmente, en el marco de una concepción del Estado que 
brinde las mejores condiciones posibles a actividades de carác- 
ter estratégico a través de las empresas o, mejor llamados, 
servicios públicos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Luis Hierro López) 


-Ahora bien; ¿cuáles son las principales objeciones que nos 
merece este proyecto de ley que está a consideración del Cuer- 
po en la tarde de hoy? En primer lugar, lo que alguien ha 
llamado la falta de especificidad, es decir, el hecho de incorpo- 
rar en un mismo organismo actividades como la energía eléc- 
trica, la energía por combustible o hidrocarburos, el agua y el 
saneamiento. Esto que el Poder Ejecutivo y la mayoría de la 
Comisión correspondiente ha denominado como un organismo 
de carácter multisectorial, francamente no lo compartimos. La 
fundamentación de esta propuesta, tanto en el propio docu- 
mento -donde, como todos los señores Senadores saben, está 
referida la situación económica del país- como en la exposi- 
ción de motivos, señala que, en general, en países como el 
nuestro, atendiendo a su dimensión y realidad económica, es 
aconsejable la existencia de entidades reguladoras de naturale- 
za multisectorial, que desarrollen su competencia en relación 
con actividades agrupadas en función de características comu- 
nes. En ese sentido, coincidimos con lo que termina de expre- 
sar el señor Senador Mujica. Aquí se ha hablado de Ministe- 
rios; puede ser que nos falte información, pero no conocemos, 
por lo menos a nivel de la región y del continente, la existencia 
de Carteras que regulen prácticamente todas las actividades de 
servicios públicos considerados estratégicos. 


Al igual que seguramente todos los miembros de la Comi- 
sión, hemos tenido acceso a documentos elaborados por los 
cuadros gerenciales de ANCAP que proponen, precisamente, 
que haya una Unidad Reguladora específica para los hidrocar- 
buros, opinando en contra de este abordaje multisectorial y 
estableciendo, en el borrador o anteproyecto de ley, más de 
sesenta artículos vinculados con lo que ellos denominan marco 
regulatorio. 


En consecuencia, ni lo que está planteado en la exposición 
de motivos ni las explicaciones de algunos señores Senadores 
de la coalición de gobierno -a las que tuvimos acceso por la 
lectura de las versiones taquigráficas de las sesiones de la Co- 
misión Especial- nos convencen de que, dadas las dimensiones 
y las dificultades de naturaleza económica, lo más conveniente 
sea crear una superestructura que globalice un conjunto de 
actividades que requerirían una atención específica. 


La segunda razón tiene que ver con el nivel institucional 
que se plantean en este organismo. Si bien es de justicia reco- 
nocer que hay un adelanto, un avance en el proyecto que esta- 
mos considerando en relación con el proyecto original -y repi- 
to que hay un avance que es necesario admitir- a nosotros nos 
parece insuficiente en la medida en que se mantiene en la 
órbita del Inciso “Presidencia de la República”. Por el contra- 
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rio, tal como ha sido señalado por algún otro compañero de 
Bancada, creemos que este organismo debería formar parte de 
un servicio descentralizado, probablemente en la órbita del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería; como señalaba el 
señor Senador Mujica, un Ministerio que asuma mayor rango 
institucional, mayor dinamismo y mayor protagonismo en las 
políticas industriales, en las políticas energéticas que el país 
productivo requiere hacia adelante. 


Reconozco que este aspecto debe ser examinado más en 
particular, atento a disposiciones de carácter constitucional, 
pero esa es la propuesta que se presentaría en ocasión de dis- 
cutirse el tema en la Cámara de Representantes, de acuerdo 
con el anuncio que al inicio de la sesión realizara el señor 
Senador Gargano. La Dirección orgánica de nuestra fuerza po- 
lítica se ha expresado a favor de un proyecto de carácter alter- 
nativo, pero estamos en un sistema bicameral en el que, natu- 
ralmente, es necesario respetar los tiempos políticos y la discu- 
sión en la Cámara de Representantes. En esa ocasión, segura- 
mente tomará estado público, a través de la Bancada del En- 
cuentro Progresista - Frente Amplio, la propuesta de ubicación 
institucional en el Ministerio de Industria, Energía y Minería y 
la aplicación del artículo 187 de la Constitución de la Repúbli- 
ca, esto es, que los Directorios y los Directores Generales que 
no sean de carácter electivo, serán designados por el Presiden- 
te de la República en acuerdo con el Consejo de Ministros, 
previa venia de la Cámara de Senadores, otorgada sobre pro- 
puesta motivada en las condiciones personales, funcionales y 
técnicas. Aun admitiendo que el mecanismo de las venias par- 
lamentarias puede traer aparejadas ciertas complejidades y di- 
ficultades políticas, nos parece que constituye un mecanismo 
de seguridades institucionales de gran importancia a los efec- 
tos de brindar las garantías necesarias con que deben contar 
estos organismos de regulación. 


SEÑOR GALLINAL.- Nosotros lo votamos. 


SEÑOR LESCANO.- Me alegro de que así sea. Es proba- 
ble que alguno de los temas que apruebe el Senado regresen a 
este Cuerpo, y el Partido Nacional se ha comprometido a con- 
vocarlo para su consideración. Probablemente, haya algunas 
novedades al respecto como, por ejemplo, en el tema vincula- 
do con los derechos de los trabajadores. 


De manera que, aun reconociendo la mejora señalada, la 
ubicación institucional nos merece serios reparos. 


Otro elemento muy importante que está ausente en este 
proyecto de ley tiene que ver con la participación de trabajado- 
res, empresarios y usuarios en institutos que, por la vía de la 
asesoría o de la consulta, tengan la oportunidad de ser portavo- 
ces de sus sectores. Creo que la experiencia internacional de 
estos organismos ha demostrado que el carácter técnico e inde- 
pendiente, que desde luego deben tener los funcionarios res- 
ponsables, no asegura “per se” la garantía de ese justo equili- 
brio del que hablábamos al comienzo. En estos organismos, 
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además de recibir y de tratar adecuadamente la denuncia pro- 
veniente de cualquiera de los integrantes de la cadena -en este 
caso productiva- es conveniente y saludable la participación de 
los usuarios. En ese proyecto alternativo al que estamos ha- 
ciendo referencia, se propone algo así como la creación de una 
Junta Nacional de Hidrocarburos -naturalmente de carácter ho- 
norario, porque debemos tener en cuenta por todos los medios 
la austeridad y la economía del Erario- que asegure la partici- 
pación de trabajadores, empresarios y usuarios. Desde luego, 
reconocemos las dificultades que pueden existir para imple- 
mentar la representación, en especial de estos últimos, en al- 
gún organismo. Inclusive, en algunos temas y decisiones de 
carácter estratégico, la opinión de ese organismo de consulta y 
de asesoría, a nuestro juicio debería ser preceptiva. 


Este tema de la participación nos parece realmente algo 
muy importante, porque compartimos un juicio crítico que ha 
efectuado no sólo nuestro sector político, sino también otros 
integrantes del Cuerpo, pertenecientes a otros partidos. Me 
refiero a la actuación de las actuales Unidades Reguladoras en 
el campo de las comunicaciones y en el de la energía, que nos 
merece ciertas críticas. De acuerdo con nuestra información y 
dejando de lado todo juicio ético y moral sobre las personas 
que integran estos organismos -aclaro que estamos hablando 
en términos estrictamente políticos- sentimos que una serie de 
hechos que estamos analizando prolijamente, en particular las 
últimas propuestas regulatorias de la Unidad Reguladora de 
Energía, pueden comprometer a mediano plazo la propia exis- 
tencia vital de la UTE, Ente estatal que defendemos como el 
más idóneo para seguir desarrollando el estratégico servicio 
público que brinda. Como alguna vez hemos expresado, este 
Ente está tecnológica y financieramente en condiciones de lle- 
var a cabo las tareas de reconversión de las Centrales Térmi- 
cas, ahorrándole dinero al país y preservando el capital social 
acumulado de la empresa. 


De alguna manera sucede lo mismo con el tema de la uni- 
dad de las comunicaciones y, en ese sentido, últimamente he- 
mos escuchado un pormenorizado informe de los señores Se- 
nadores Fernández Huidobro y Korzeniak, quienes integran la 
Comisión de Defensa Nacional, en ocasión de convocar al Mi- 
nistro respectivo y a las autoridades correspondientes. En esa 
oportunidad se abocaron a la concesión de los espacios geofí- 
sicos para la instalación de satélites con el pabellón nacional. 
De la lectura de las actas correspondientes surgen, a nuestro 
modo de ver, irregularidades y anomalías que deben ser anali- 
zadas muy seriamente por el Parlamento. Con respecto a esto, 
ante una pregunta concreta realizada al Directorio de ANTEL 
-¡nada más ni nada menos que al Directorio de ANTEL!- de- 
clararon no tener la más mínima información al respecto y que 
tampoco fueron consultados en ningún momento. 


En consecuencia, más allá de las virtudes técnicas de los 
integrantes -lo cual no está en tela de juicio- creemos que la 
participación de los directamente involucrados asegurará que 
no se llegue a la denominada captura del regulador por parte 
de las grandes empresas concesionarias o, en su caso, del pro- 
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pio Gobierno. Más allá de la buena intención de las personas, 
los reguladores pueden terminar transformándose en instrumen- 
tos de las empresas que deberían ser las reguladas o del propio 
Gobierno que frecuentemente favorece los intereses de las em- 
presas mencionadas. Por nuestra parte, creemos que la partici- 
pación en algunas instancias de los usuarios y el control políti- 
co parlamentario a través de su ubicación institucional en el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, son instrumentos 
que ayudan a que estos organismos que, reitero, son fundamen- 
tales para garantizar los mecanismos de control, equilibrio, 
transparencia y equidad en el mercado competitivo, lo puedan 
hacer en las mejores condiciones, especialmente, en defensa de 
los intereses de la gente y del Estado. 


Por estas razones, que fundamentalmente tienen que ver 
con el carácter multisectorial del ente u organismo que se está 
proponiendo, por su ubicación institucional, por la falta de 
mecanismos de participación y a la luz de una experiencia que 
debe ser revisada por el Parlamento, nuestra opinión es contra- 
ria al proyecto de ley que estamos considerando. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: 
deseo formular algunas interrogantes con respecto a este pro- 
yecto de ley, a la vez que hago mías las palabras críticas que 
han pronunciado los compañeros de mi Bancada. Brevemente 
voy a explicar el motivo de mis preguntas. 


Actualmente en el mundo existe una moda antiestatal que 
se emparenta en algunos tramos, aunque sea por la derecha, 
con el viejo anarquismo. Hace muchos años soñé con la diso- 
lución del Estado, pero un economista, no hace mucho tiempo, 
me planteó el problema que ha descubierto la ecología en el 
sentido de que el bien más escaso por antonomasia que tene- 
mos hoy los seres humanos es nada menos que el planeta. 
Mientras ese bien siga siendo escaso -y parece que lo va a ser 
para siempre- aparentemente será necesario el Estado, por lo 
que para mí ha dejado de ser una cuestión de principios la 
lucha a largo plazo por su disolución. 


Justamente, creo que este proyecto de ley hace referencia a 
bienes escasos y menciona tres de ellos: los hidrocarburos, 
incluido el gas, el agua, y otra fuerza de energía, la eléctrica, 
que también es producida con combustible, con fuerza hidráu- 
lica o con la energía del sol. Por lo tanto, el proyecto encara la 
regulación de la administración de esos bienes escasos, lo que 
me ha generado algunas interrogantes. 


La crítica fundamental que tengo para agregar a las que ya 
han realizado algunos de mis compañeros con respecto a este 
proyecto de ley, es que lo considero un poco improvisado, 
desordenado y -dicho esto con todo respeto por el trabajo de 
quienes lo realizaron- un tanto ingenuo. Creo que en un país 
pequeño como el nuestro -territorial y poblacionalmente ha- 
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blando- es fácil apoderarse de cualquier renta monopólica por 
parte del Estado o de los privados. 


Hace poco tiempo tuve ocasión de codearme con gente de 
Hollywood, que querían comprarme un libro para hacer una 
película. Para ello tuve que asesorarme con buenos lectores de 
inglés con el fin de leer algunos contratos leoninos. Estos se- 
ñores yanquis perdieron su tiempo aquí, pero miraron televi- 
sión y me comentaron -con asombro para mí- que acá no había 
televisión. Entonces les pregunté por qué decían esto -no les 
hablé del monopolio virtual que existe en la televisión urugua- 
ya- porque quería que me dijeran, según ellos, cuál era la 
causa de que la televisión uruguaya fuera tan mala. Me señala- 
ron sin vacilar que acá no hay ricos, y que si los hubiera, 
abrirían un canal y fundirían a los existentes en pocas semanas. 
En ese momento me hicieron recordar a mi líder deportivo, el 
contador Damiani -aclaro que dije líder deportivo- que decla- 
raba que en este país no hay ricos sino “riquitos” y que Carras- 
co era el barrio del “tuvo”; tuvo estancia, tuvo fábrica, etcéte- 
ra, lo que le ocasionaba al país una serie de problemas. 


Personalmente estoy convencido de que eso es así y de que 
en este país es fácil apoderarse de rentas monopólicas, de eso 
que se discutió tanto en oportunidad de tratarse el tema de 
ANCAP. Por lo tanto, sinceramente, prefiero que las rentas 
monopólicas vayan a parar a manos del Estado, porque sigo 
pensando que es plural, y entonces de algún modo en él están 
representados todos los intereses del país. 


De ahí surge esa apreciación de ingenuidad o de improvisa- 
ción a la que aludía, ya que estoy convencido -es un convenci- 
miento nuevo- que el partido más poderoso del país y tal vez 
del mundo -aunque esto último no me arriesgo a afirmarlo- es 
el burocrático. Este es el que tiene el poder: no lo tenemos 
nosotros, ni los partidos Blanco, Colorado, Encuentro Progre- 
sista o Nuevo Espacio. El partido semiclandestino que rige los 
destinos del país es el burocrático, que ha subvertido el orden, 
ha hecho una revolución y la ha ganado sin que nos diéramos 
cuenta. Este partido controla a los otros sin que se den cuenta, 
por aquello que decía Víctor Hugo o Stendhal, de que los 
jesuitas, en la época de la Revolución Francesa, no querían 
tomar el poder sino controlarlo, porque eso era mucho más 
importante. Creo que el partido burocrático no se propone nunca 
dar la cara en los organismos de Gobierno porque lo que le 
interesa no es tanto tomar el poder, sino controlarlo eficazmen- 
te para sus propios intereses. 


Este partido subversivo -subversivo porque ha subvertido 
el orden- también va a tomar el poder indefectiblemente, si 
somos ingenuos, de estas Unidades Reguladoras. Aquí se ha 
dicho que las grandes empresas también pueden tomarlo y se 
ha leído a Friedman que dice que ningún empresario en parti- 
cular es partidario de la libre empresa. Por mi parte, estoy 
seguro de que si a alguno de ellos le ofrecen un monopolio lo 
toman enseguida, porque tiene una deformación burocrática y 
deja de ser empresario propiamente dicho. Esta es la más ten- 
tadoras de las deformaciones del ser humano en estas socieda- 
des y en otras, y ha causado grandes catástrofes. 
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Hay algunos argumentos que también se han utilizado en 
cuanto a que el organismo regulador es necesario. Yo creía 
que el organismo regulador por antonomasia era el Estado. Me 
dirán que estas son entidades estatales. En aquellos ámbitos 
donde el Estado compite o va a competir con empresas priva- 
das, o en aquéllos en los que compiten empresas privadas, el 
Estado no puede ser juez y parte. Repito que creo que el Esta- 
do es plural. Entonces, no me cierra ese argumento: ¿es plural 
o no lo es? Si es plural, es el único -recuerdo a aquél que dijo 
que la democracia es el peor de los Gobiernos, con excepción 
de todos los demás- que garantiza no ser un mal juez, aunque 
sea parte. 


Este país tiene tradición de haber formado entes testigos, 
incluso para regular el mercado entre privados. En esos casos, 
el Estado fundaba empresas para saber el precio, el costo de 
las cosas, a los efectos de regular la competencia o el abuso 
entre privados. El caso es que los ganaderos están pidiendo la 
caja negra para que los frigoríficos pesen bien las vacas, por- 
que los frigoríficos, que son privados, parece que tienen balan- 
zas que andan mal. 


Pregunto si este mismo argumento tendría que ser aplicado 
al Ministerio de Salud Pública, que compite con sanatorios 
privados, con mutualistas y con entidades no estatales, o a la 
escuela pública, o incluso a la policía, que compite con poli- 
cías privados. ¿A dónde llegaríamos? 


Vuelvo a lo del principio; aquí se hace un esfuerzo, a mi 
juicio desordenado e improvisado. Prueba de ello es el reparti- 
do que está sobre nuestras mesas y también el hecho de que la 
Comisión no haya traído un informe. Creo que estamos care- 
ciendo del entrenamiento necesario para que cuando se buscan 
consensos, y se da participación a todos los Partidos, luego se 
logre terminar ordenadamente. Como no estamos acostumbra- 
dos a ello, hacemos unos remiendos, unos parches y unas hojas 
de ruta -lo digo con todo respeto- que terminan siendo desor- 
denados y a veces ingenuos. 


En este proyecto de ley sigue existiendo un artículo 8” que 
establece la prohibición de presentarse a cargos electivos a los 
integrantes de la Comisión. El señor Senador García Costa no 
hace muchas horas descerrajó una frondosa argumentación en 
cuanto a la flagrante inconstitucionalidad de esta disposición 
que, por ley, limita los derechos ciudadanos de personas que 
van a estar ejerciendo una función. Parece que no hubo tiempo 
de corregir esta parte del asunto, volviendo a reiterar algo que 
me parece fue suficiente y contundentemente criticado en opor- 
tunidad de discutir el tema de ANCAP. 


Las preguntas concretas que quiero formular son las si- 
guientes. Aun colocándome en el espíritu de quienes apoyan 
este proyecto de ley y lo van a votar, quiero decir que el otro 
repartido que nos fue entregado, por lo menos está mal titula- 
do. Si fueran periodistas, los echaban del diario, y si fueran 
escritores, colocarían muy mal el título de los libros, porque 
cuando uno lo observa, lee lo siguiente: “Reguladora de los 
servicios de energía”. Me pregunto cuál es la razón de que, por 
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ejemplo, no se regula el biodiesel y todos los similares com- 
bustibles de carácter vegetal o agrícola que mañana puedan 
producirse. Hay que tomar en cuenta que estamos ante la ad- 
ministración de bienes escasos, como son los hidrocarburos, 
que sabemos que a breve plazo se van a agotar en el planeta; 
éstos cada vez son más escasos y van a dar lugar a conflictos 
más grandes. Por lo tanto, habrá un alza de los precios y se 
hará rentable producir otro tipo de consumos energéticos que 
no están regulados. 


Tampoco está incluida la energía eólica, la solar, la maríti- 
ma, la producida por los acumuladores que hoy mueven coches 
y Ómnibus en muchos países del mundo y que dan lugar a 
contaminaciones enormes. Puede tratarse, simplemente, de las 
pilas de la radio, pero también de otro tipo de acumuladores 
más importantes. Quiero recordar aquí el tema de la plombe- 
mia y todo lo que tiene que ver con la fabricación de baterías. 


Nada menos que la energía atómica, la nuclear, tampoco 
está regulada. No está regulada la energía del carbón, cuando 
aquí, en el MERCOSUR, tenemos una cuenca carbonífera que 
nos está contaminando a través de Candiota y mañana podría 
ocurrírsele a alguien utilizar ese carbón de piedra, la hulla. La 
leña, que ha sido una fuente energética muy utilizada a raíz del 
aumento del precio del petróleo, especialmente después de la 
crisis de 1973, es usada por grandes industrias en nuestro país 
-basta caminar y verlo- todo lo cual tiene que ver con la pro- 
tección de nuestros montes criollos, etcétera. Este aspecto no 
está regulado, como tampoco lo está el biogás. Es decir que 
ante el tratamiento de un bien escaso, nos olvidamos de regular 
en la misma ley que proponemos que regule la energía -según 
dice su título- todas las demás fuentes energéticas. Precisa- 
mente, en Florida hay un gran acontecimiento para el cual nos 
están invitando, en el que se va a discutir sobre biodiesel. Por 
su parte, el Brasil produce alconafta, etcétera. 


Pues bien; en materia de energía sólo nos interesa el gas y 
los hidrocarburos. Es extraño; parece una improvisación. Ma- 
ñana vamos a hablar con el Ministro Brezzo de otro bien esca- 
so, como son las posiciones satelitales y geoestacionarias y 
también la administración de las bandas electromagnéticas. Este 
es un bien escaso a nivel planetario y sobre el que no tenemos 
ley. El país está pidiendo a gritos por una unidad reguladora o 
por una ley que regule este tema, ya que casi todas las demás 
naciones del mundo cuentan con una normativa de este tipo. 


Por otro lado, cuando se refieren al agua, se olvidan del 
agua cruda, pues sólo se menciona el agua potable. No tene- 
mos que olvidar que no hace mucho hemos autorizado a OSE a 
vender agua cruda, que tiene que ver con el riego y que es otro 
bien escaso que también se está terminando en el planeta. En- 
tonces, no se trata sólo del agua potable, sino también del agua 
de riego, del agua dulce. Somos un país arrocero en el que 
existen empresas privadas que están vendiendo agua. La regu- 
lación del uso del agua, en un planeta que tiene que afrontar lo 
que se viene, es un tema imprescindible. Ni qué hablar que 
este aspecto reconoce antecedentes históricos en países más 
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viejos que el nuestro, que ha dado lugar a guerras y a proble- 
mas entre naciones vecinas, de inconmensurable magnitud. Sin 
embargo, aquí no figura. 


Entonces, quisiera saber cuáles son los motivos, repito, co- 
locándome en el espíritu de quienes van a votar este proyecto 
de ley -me hubiera gustado hacer estas preguntas cuando los 
miembros informantes estaban haciendo uso de la palabra- por 
los que el país sigue quedando ayuno de leyes reguladoras de 
todas estas cosas que tienen que ver con la energía y con el 
agua o, al menos, las que se tratan aquí, sin hablar de otras de 
las que nos ocuparemos probablemente mañana. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar, en general, el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-15 en 24. Afirmativa. 
SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: hemos votado en 
contra de este proyecto de ley por un mandato de nuestro 
movimiento político. Por lo tanto, nuevamente la disciplina 
partidaria para nosotros es muy importante en la unidad de 
acción de nuestro movimiento político y nos obliga a dar nues- 
tro voto negativo. 


De todas formas, quisiera dejar una constancia, en el senti- 
do de que en este tema la Comisión Especial de Servicios 
Públicos trabajó realmente muy bien. Hubo grados de avance, 
hubo profundidad y elementos que ayudan mucho a la tarea 
parlamentaria, sobre todo en aquello que tuvo que ver con la 
discusión de dónde ubicar la Unidad Reguladora y algunas de 
sus competencias. Nobleza obliga: el trabajo de la Comisión 
en este tema fue muy bueno y quería dejar esta constancia. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Lo que quería no era, precisamen- 
te, fundar el voto. Como se habrá advertido, voté en contra de 
este proyecto de ley, pero integro este Cuerpo y quiero decir 
que, a mi juicio, con 15 votos no resulta aprobado un proyecto 
de ley que tiene que ver con el grado de autonomía de un Ente 
Autónomo. Me parece que esto requiere mayoría absoluta, de 
acuerdo con el artículo 185 de la Constitución de la República. 


SEÑOR ASTORI.- Pido la palabra para fundar el voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI.- Señor Presidente: también he votado en 
contra de este proyecto de ley por fundamentos similares a los 
que ha expuesto el señor Senador Couriel. Sin embargo, debe- 
ría agregar que, tal como adelantó el señor Senador Lescano, 
desde un comienzo nosotros tuvimos una discrepancia de fon- 
do con la propuesta de agrupar en una sola Unidad Reguladora 
todos los ámbitos que refieren a la competencia de la que hoy 
se está creando por la vía de este proyecto de ley. 


En todo caso, quiero señalar que la creación de estas Uni- 
dades es una necesidad urgente que tiene el país, contraria- 
mente a otras opiniones que se han vertido en esta Sala. Es 
urgente, precisamente, porque ya funcionan simultáneamente 
en el Uruguay, desde hace bastante tiempo, servicios que son 
prestados por entidades públicas y privadas. Como creo que el 
Estado no puede ser Juez y parte en estas circunstancias, en- 
tiendo que se requieren Unidades Reguladoras como la que 
aquí se está creando. La urgencia se debe al hecho -incluso lo 
hemos fundamentado muchas veces- de que no es posible pro- 
ceder a las desmonopolizaciones sin que haya creaciones pre- 
vias de ámbitos reguladores como aquel al cual refiere este 
proyecto de ley. 


También considero que la Comisión trabajó muy bien en 
este sentido; incluso recogió algunas sugerencias nuestras para 
mejorar un tema que es uno de los más polémicos cuando se 
crea una Unidad de este tipo, que es el que refiere a su inser- 
ción institucional. Cabe destacar que la Comisión se detuvo 
bastante en este tema, y creo que la versión que hoy está vo- 
tando el Senado supera a la original presentada por el Poder 
Ejecutivo. Es verdad que las sucesivas prórrogas que se nos 
concedieron cuando procurábamos mejorar el tratamiento de 
este proyecto de ley y el de la asociación de ANCAP, de 
alguna manera limitaron el tiempo de la Comisión para presen- 
tar un informe. Quiero reconocer expresamente que esto es 
cierto y fue lo que expuso el señor Senador Gallinal en su 
momento. 


Por todas estas razones, he votado negativamente este pro- 
yecto de ley, pero reconozco que obedece a una necesidad 
urgente del país y pienso que, en definitiva, es un proyecto que 
culmina un trabajo adecuado de la Comisión Especial de Ser- 
vicios Públicos al respecto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Pido la palabra para una mo- 
ción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Formulo moción para que se 
rectifique la votación en general del proyecto de ley. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se rectifica la 
votación. 


(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

Se va a votar nuevamente en general el proyecto de ley. 
(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 


SEÑOR RIESGO.- Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RIESGO.- Formulo moción para que se suprima la 
lectura del articulado en la discusión particular. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-20 en 28. Afirmativa. 


La Mesa aclara que el Senado va a trabajar con el reparti- 
do: “URSEA - Texto tentativo - 11 de diciembre de 2001”. 


En consideración el artículo 1*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 3*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-17 en 28. Afirmativa. 
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En consideración el artículo 4”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 5”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 6”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 7”. 

SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Se trata de una cuestión de redac- 
ción. Entiendo que en lugar de “No tendrán vinculación profe- 
sional”, debería decirse: “Los integrantes de la Comisión no 
podrán tener vinculación profesional”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 6” venía hablando de 
“Los integrantes de la Comisión”, pero la repetición en el 


artículo 7 es adecuada. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 7* 
con la modificación propuesta por el señor Senador Michelini. 


(Se vota:) 

-15 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 8*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-16 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 9%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-16 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 10. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 11. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 12. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 27. Afirmativa. 

En consideración el artículo 13. 

SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- En el literal o”) -que luego va a 
ser modificado por la Mesa- está incorporada una modifica- 
ción relativa a las facultades regulatorias para que no discrimi- 
ne ningún agente, tal como fue planteado por el señor Senador 
Gallinal junto con otros señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa va a corregir los litera- 
les, como es habitual. 


SEÑOR BRAUSE.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BRAUSE.- Quiero hacer una aclaración respecto 
del significado de la expresión “tarifas y precios” señalada en 
el literal 1), tema que provocó un intercambio de opiniones 
muy interesante en la Comisión. De lo que allí se debatió, creo 
rescatar que el concepto de tarifas debe ser equivalente a pre- 
cios y no incluir el concepto de tributos, que podría llegar a 
pensarse, si se considera el significado de la palabra “tarifa” 
que consta en el Diccionario de la lengua española, que inclu- 
ye a los precios y a los tributos o impuestos. Por lo tanto, para 
que quede constancia en la versión taquigráfica y a los efectos 
aclaratorios de lo que, por cierto, fue una muy enriquecedora 
discusión en la Comisión, quiero decir que la expresión “tari- 
fas” es equivalente a “precios”. 
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SEÑOR CORREA FREITAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quiero dejar constancia de 
que nuestro sector político, el Foro Batllista, ha impulsado 
activamente en la Comisión Especial de Servicios Públicos la 
aprobación de una disposición que está contemplada en el lite- 
ral o”) de este artículo 13. 


Nos pareció de fundamental importancia proteger y dar ga- 
rantías a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
del dominio comercial e industrial del Estado, en especial para 
que el organismo regulador no establezca regulaciones de ca- 
rácter discriminatorio, como lamentablemente pudo haber su- 
cedido en la práctica. 


Esta era la constancia política que deseaba hacer. 
SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RUBIO.- Si me permiten, deseo aprovechar la opor- 
tunidad del tratamiento de este artículo, para dejar una cons- 
tancia. 


A mi juicio, con independencia del voto que hemos dado a 
este artículo -por razones políticamente conocidas- constituyen 
aciertos indudables el segundo inciso del artículo tercero -que 
somete los miembros de esta Unidad a lo que establecen los 
artículos 118 y 119 de la Constitución, o sea, la responsabili- 
dad parlamentaria por intermedio del Ministro correspondien- 
te, con la posibilidad de usar todos los márgenes que la Consti- 
tución da en materia de interpelaciones y demás- las incompa- 
tibilidades establecidas para presentarse como candidatos a car- 
gos políticos y las incompatibilidades en actividades profesio- 
nales y este literal 0), que señala que no se debe discriminar a 
través de la regulación, lo cual también incluye al sector públi- 
co. 


SEÑOR ASTORLI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORL.- Señor Presidente: sin ánimo de repetir, 
suscribo totalmente las palabras del señor Senador Rubio. Agre- 
go que, tanto la disposición que él citaba, contenida en el 
artículo 3%, como este literal, son ejemplos muy claros de las 
mejoras que tuvo el proyecto de ley durante su tratamiento en 
la Comisión Especial de Servicios Públicos. Naturalmente, es- 
toy convencido de que se trata de normas importantes y nece- 
sarias para el país. 


SEÑOR LESCANO.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LESCANO.- Señor Presidente: deseo dejar cons- 
tancia de que en otras condiciones políticas hubiéramos acom- 
pañado el artículo aditivo presentado oportunamente, que era 
más completo que éste, acerca del cual, de todos modos, tene- 


mos una opinión positiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 13. 


(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 14. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 15. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 16. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 17. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 18. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 19. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 

-17 en 28. Afirmativa. 

En consideración el artículo 20. 

SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Simplemente, deseo indicar que 
se ha presentado un aditivo al artículo 20, que dice lo siguien- 
te: “El Poder Ejecutivo podrá autorizar la reserva del cargo de 
los funcionarios que hagan uso de esta opción”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea aclarar que este 
aditivo ha sido repartido y está en poder de los señores Sena- 
dores. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- No deseo que el señor Senador Correa 
Freitas se sienta aludido y me conteste, en esta polémica que 
mantenemos desde hace varios días en la Comisión y en el 
Plenario. Pero confieso que nos alegra que el Poder Ejecutivo 
reconozca este sistema con la firma del señor Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, contador Davrieux. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 20 con el aditivo que se ha presentado. 


(Se vota:) 
-17 en 28. Afirmativa. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: hemos vo- 
tado afirmativamente este artículo, pero queremos dejar cons- 
tancia de que este mecanismo de reserva del cargo no es el 
mejor para este tipo de regulaciones, en especial la reserva sin 
plazo. Nos parece que sí sería bueno establecer este mecanis- 
mo si tuviera un plazo máximo de dos a tres años. Pero espera- 
mos que este tema tenga una solución diferente en el ámbito de 
la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 21. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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-17 en 28. Afirmativa. 


En consideración el artículo 22. 
SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- He solicitado ahora el uso de la pa- 
labra, para no hacerlo por la vía del fundamento de voto, por- 
que deseo realizar una moción de orden. 


Tengo la opinión -ya lo dije en la discusión general- de que 
este tema no se consideró bien; que se trató apresuradamente y 
que se está aprobando sin informe de la Comisión, porque allí 
no se votó. 


En general, trato de hablar con elementos de juicio al al- 
cance de mi mano. Por eso digo que estuve presente en dos de 
las tres sesiones de la Comisión donde se debatió este tema. 
No estuve en una de ellas, porque estaba de licencia. 


Creo que la mejor manera de probarle a la opinión pública 
que hemos trabajado a fondo, en forma técnica -como hicimos 
con el proyecto de ley de ANCAP, oportunidad en la cual 
fuimos tan técnicos que modificamos en Sala quince de los 
dieciséis artículos que tenía- y como se ha dicho que nuestra 
labor ha sido de primer nivel, formulo moción para que se 
agreguen las versiones taquigráficas de la Comisión a los ante- 
cedentes que se incluyen en el Diario de Sesiones del Senado, 
de modo que todo el mundo tenga una visión muy clara de 
cómo hemos considerado este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Primero corresponde votar el ar- 
tículo 22 y, posteriormente, la moción presentada por el señor 
Senador Gargano. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 22. 
(Se vota:) 
-17 en 28. Afirmativa. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


«Artículo 1”. - Créase como órgano desconcentrado 
del Poder Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad de avo- 
cación de este último, la Unidad Reguladora de Servi- 
cios de Energía y Agua (URSEA). 


La competencia de control de la Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua (URSEA), se extenderá 
a las actividades: 
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a) 


b) 


c) 


d) 


e) 


las referidas a la energía eléctrica, en el marco de lo 
dispuesto en la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 
1997, y sus normas modificativas y concordantes. 


La generación en cualquiera de sus modalidades es- 
tará comprendida en aquellos aspectos y circunstan- 
cias que afecten el funcionamiento competitivo del 
mercado; 


las referidas a la importación de gas natural, el 
transporte, el almacenamiento y la distribución de 
gas -cualquiera sea su origen- por redes; 


las referidas a la aducción y distribución de agua 
potable a través de redes en forma regular o perma- 
nente en cuanto se destine total o parcialmente a 
terceros, y la producción de agua potable, entendida 
como la captación y tratamiento de agua cruda y su 
posterior almacenamiento, en cuando su objeto sea 
la posterior distribución; 


las referidas a la recolección de aguas servidas a 
través de redes, la evacuación de éstas y su trata- 
miento, en cuando sean prestados total o parcial- 
mente a terceros en forma regular o permanente; y 


las referidas a la importación, refinación, transporte, 
almacenamiento y distribución de petróleo, combus- 
tibles y otros derivados de hidrocarburos. 


Art. 2”. - Las actividades comprendidas en el artículo 


2) 


anterior, se cumplirán de conformidad con los si- 
guientes objetivos: 


la extensión y universalización del acceso a los ser- 
vicios que ellas implican; 


el fomento del nivel óptimo de inversión, para la 
prestación de los servicios en las condiciones que 
fije la regulación sectorial; 


la adecuada protección de los derechos de los usua- 
rios y consumidores; 


la promoción de la libre competencia en la presta- 
ción, sin perjuicio de los monopolios y exclusivida- 


des legalmente dispuestos; 


la prestación igualitaria, con regularidad, continui- 
dad y calidad de los servicios; 


la libre elección por los usuarios entre los diversos 
prestadores, en base a información clara y veraz; y 


la aplicación de tarifas que reflejen los costos eco- 
nómicos, en cuanto correspondiere. 


Art. 3”. - La Unidad Reguladora de Servicios de 


Energía y Agua (URSEA) funcionará en el ámbito de la 
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Comisión de Planeamiento y Presupuesto -literal O de 
las Disposiciones Transitorias y Especiales de la Cons- 
titución- y actuará con autonomía técnica. 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Minis- 
tros, en uso de las facultades que le confiere el artículo 
174 de la Constitución, determinará la vinculación de la 
URSEA con el mismo a todos los efectos, inclusive los 
previstos en los artículos 118 y 119 de la Constitución. 


Podrá comunicarse directamente con los Entes Au- 
tónomos, Servicios Descentralizados y demás órganos 
del Estado. 


Art. 4”. - La URSEA estará dirigida por una Comi- 
sión integrada por tres miembros designados por el Pre- 
sidente de la República actuando en Consejo de Minis- 
tros, entre personas que, por sus antecedentes persona- 
les, profesionales y conocimiento en la materia, asegu- 
ren independencia de criterio, eficiencia, objetividad e 
imparcialidad en su desempeño. 


Durarán seis años en el ejercicio de sus cargos, pu- 
diendo ser designados nuevamente. 


El Presidente de la URSEA tendrá a su cargo la 
representación del órgano. 


Art. 5”. - Los integrantes de la Comisión podrán ser 
cesados por el Presidente de la República actuando en 
Consejo de Ministros mediante resolución fundada. 


Art. 6”. - Los integrantes de la Comisión no podrán 
desempeñar actividades profesionales o de representa- 
ción en el ámbito público o privado vinculadas a la 
competencia del órgano, con excepción de la actividad 
docente. 


Cuando al momento de su designación ocuparon otros 
cargos públicos, quedarán suspendidos en los mismos a 
partir de su aceptación y por todo el tiempo que actúen 
como integrantes de la Comisión, de acuerdo a lo esta- 
blecido en el artículo 1% del Decreto-Ley N* 14.622, de 
24 de diciembre de 1976, con las modificaciones intro- 
ducidas por el artículo 43 de la Ley N* 16.170, de 28 de 
diciembre de 1990. 


Estarán comprendidos en la obligación establecida 
en el artículo 10 y concordantes de la Ley N* 17.060, 
de 23 de diciembre de 1998. 


Art. 7”. - Los integrantes de la Comisión no podrán 
tener vinculación profesional -ya directa o indirecta- con 
Directores, síndicos o personal gerencial de primera lí- 
nea de operadores alcanzados por la competencia del 
Órgano. 
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Art. 8”. - Los integrantes de la Comisión no podrán 
ser candidatos a ningún cargo electivo hasta transcurri- 
do un período de gobierno desde su cese. 


Art. 9”. - La Comisión tendrá la calidad de ordena- 
dor secundario de gastos y pagos. 


Presentará anualmente su rendición de cuentas al Po- 
der Ejecutivo, quien la incluirá en el Inciso 02 “Presi- 
dencia de la República”. 


Art. 10. - La URSEA ajustará su actuación a los 
principios generales y reglas de procedimiento adminis- 
trativo vigentes para la Administración Central. 


Art. 11. - Sus actos administrativos podrán ser recu- 
rridos de conformidad con lo que disponen los artículos 
317 y concordantes de la Constitución y artículo 4” y 
concordantes de la Ley N* 15.869, de 22 de junio de 
1987, con las modificaciones introducidas por los artícu- 
los 40 a 42 de la Sección VI “Recursos Administrati- 
vos” de la Ley N* 17.292, de 25 de enero de 2001. 


Art. 12. - La Comisión de la URSEA podrá delegar 
atribuciones en sus subordinados por unanimidad de sus 
miembros, pudiendo avocar por mayoría simple los asun- 
tos que fueran objeto de delegación. 


Art. 13. - La URSEA dispondrá de los siguientes 
cometidos y poderes jurídicos generales: 


a) controlar el cumplimiento de la presente ley, sus 
reglamentaciones, sus propias disposiciones y actos 
jurídicos habilitantes de la prestación de servicios 
comprendidos dentro de su competencia; 


b) establecer los requisitos que deberá cumplir quienes 
realicen actividades comprendidas dentro de su com- 
petencia; 


c) dictaminar preceptivamente en los procedimientos 
de selección de concesionarios y autorizados a pres- 
tar servicios comprendidos dentro de su competen- 
cia, los que deberán basarse en los principios gene- 
rales de publicidad, igualdad y concurrencia; sin per- 
juicio de lo establecido por el artículo 6” del Decre- 
to-Ley N* 14.694, de 1” de setiembre de 1977; 


d) preparar y presentar al Poder Ejecutivo para su apro- 
bación, un pliego único de bases y condiciones para 
la celebración de los contratos habilitantes de la pres- 
tación de servicios comprendidos dentro de su com- 
petencia, al que deberán ajustarse los pliegos parti- 
culares que las Administraciones competentes con- 
feccionen en cada caso; 


e) dictar reglas generales e instrucciones particulares 
que aseguren el funcionamiento de los servicios com- 
prendidos en su competencia con arreglo a los prin- 
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h) 


j) 


k) 


1) 


8 


n) 


0) 


cipios enunciados en el artículo 2” de la presente 
ley; 


dictar normas técnicas con relación a dichos servi- 
cios; 


controlar el cumplimiento de las normas jurídicas y 
técnicas aplicables por parte de los operadores pú- 
blicos y privados, prestadores de servicios compren- 
didos dentro de su competencia, pudiendo requerir 
la información necesaria para el cumplimiento de 
sus cometidos; 


realizar las inspecciones que sean necesarias para el 
cumplimiento de sus cometidos; 


recibir, instruir y resolver en vía administrativa y sin 
perjuicio, las denuncias y reclamos de los usuarios y 
consumidores respecto a los servicios comprendidos 
dentro de su competencia que no hayan sido atendi- 
dos por los prestadores; 


constituir, cuando corresponda, el Tribunal Arbitral 
que dirimirá en los conflictos entre partes, en el marco 
de lo establecido en los artículos 472 y siguientes 
del Código General del Proceso, procediéndose a la 
designación de los árbitros según lo dispuesto en el 
numeral 5) del artículo 3” de la Ley N* 16.832, de 
17 de junio de 1997; 


proteger los derechos de usuarios y consumidores, 
pudiendo ejercer las atribuciones conferidas a las 
autoridades administrativas por la Ley N* 17.250, 
de 11 de agosto de 2000; 


examinar en forma permanente las tarifas y precios 
correspondientes a los servicios comprendidos den- 
tro de su competencia, formulando las determinacio- 
nes técnicas y recomendaciones que entienda del 
caso; 


aplicar las sanciones previstas en los literales a), b), 
c) y e) del artículo 89 de la Ley N* 17.296, de 21 de 
febrero de 2001, en lo pertinente, y recomendar a 
los órganos competentes la adopción de las previs- 
tas en los literales d), f) y g) de dicha norma. Las 
sanciones aplicadas deberán surgir de un procedi- 
miento ajustado a derecho en el cual se garantice a 
las partes el acatamiento a las normas del debido 
proceso; 


convocar a audiencia pública cuando lo estime nece- 
sario, previa notificación a todas las partes interesa- 
das, en los casos de procedimientos iniciados de ofi- 
cio o a instancia de parte; 


prevenir conductas anticompetitivas y de abuso de 
posición dominante en las actividades de la industria 
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respectiva, según lo dispuesto en los artículos 13 y 
siguientes de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 
2000 y 157 y siguientes de la Ley N* 17.296, de 21 
de febrero de 2001, en materia de defensa de la 
competencia; 


p) en las actividades comprendidas en esta ley y en el 
artículo 71 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 
2001, sujetas a la libre competencia, no podrán esta- 
blecerse regulaciones discriminatorias que coloquen 
a algún agente, cualquiera sea su naturaleza jurídica, 
en inferioridad de condiciones con respecto a los 
agentes que desarrollan actividades similares; 


q) asesorar al Poder Ejecutivo en materia de convenios 
internacionales u otros aspectos comprendidos en su 
competencia o conexos con ella; 


r) cumplir toda otra actividad que le sea asignada por 
el Poder Ejecutivo. 


Art. 14. - Asimismo la URSEA dispondrá de los 
siguientes cometidos y poderes jurídicos específicos: 


A) En materia de energía eléctrica: 


1) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


2) ejercer los cometidos y poderes atribuidos por el 
artículo 3” de la Ley N* 16.832, de 17 de junio 
de 1997. 


B) En materia de gas: 


1) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


2) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios así como 
de los materiales, instalaciones y dispositivos a 
utilizar en las diversas actividades que compren- 
de la industria del gas; 


3) fijar los requisitos necesarios para la autoriza- 
ción de la prestación con seguridad de los servi- 
cios comprendidos en la industria del gas, tanto 
por entidades públicas como por empresas priva- 
das, controlando su cumplimiento; 


4) determinar reglas y procedimientos técnicos de 
medición y facturación de los consumos, así como 
de control y uso de medidores y reconexión de 
servicios; y 


5) fijar reglas y patrones industriales que aseguren 
el libre acceso a las redes de los agentes, así 
como el correcto y seguro funcionamiento de las 
conexiones, controlando su cumplimiento. 
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C) En materia de petróleo, combustibles y otros deriva- 
dos de hidrocarburos: 


1) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


2) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios, así como 
de los materiales, instalaciones y dispositivos a 
utilizar; 


3) fijar las condiciones mínimas para la autoriza- 
ción de la prestación con seguridad de activida- 
des del sector, tanto por entidades públicas como 
por empresas privadas, controlando su cumpli- 
miento; y 


4) regular el mercado conforme a las políticas que 
le encomiende el Poder Ejecutivo. 


D) En materia de agua potable y saneamiento: 


1) velar por el cumplimiento de las normas secto- 
riales específicas; 


2) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios así como 
de los materiales, instalaciones y dispositivos a 
utilizar; y 


3) determinar reglas y procedimientos técnicos de 
medición y facturación de los consumos, así como 
de control y uso de medidores y reconexión de 
servicios. 


Art. 15. - Facúltase, con carácter de excepción a 
las limitaciones dispuestas en el artículo 20 de la Ley 
N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, con las mo- 
dificaciones introducidas por el artículo 40 de la Ley 
N* 16.320, de 1” de noviembre de 1992, y en el artícu- 
lo 33 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, el 
pase en comisión y la redistribución de funcionarios 
públicos provenientes de cualquier dependencia esta- 
tal, a la URSEA. 


El pase en comisión o la redistribución será dispues- 
to por el Poder Ejecutivo a propuesta fundada de la 
Comisión que dirige la Unidad Reguladora. El organis- 
mo al cual pertenece el funcionario cuyo pase en comi- 
sión o redistribución se solicite, podrá oponerse al mis- 
mo en caso de considerar que el funcionario resulta 
imprescindible para el cumplimiento de sus cometidos. 


En caso de redistribución, los funcionarios se incor- 
porarán en el escalafón, grado y denominación, que co- 
rresponda según la estructura de puestos de trabajo de 
la Unidad. Si la remuneración del cargo o función de 
origen fuera inferior a la de destino, percibirán esta 
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última, y si fuera superior mantendrán la remuneración 
de origen con todos sus componentes. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos prece- 
dentes, el personal de la URSEA podrá integrarse con 
quienes contrate el Poder Ejecutivo en función de los 
resultados de los concursos públicos realizados al efec- 
to, con bases formuladas por la URSEA y en las que 
podrán establecerse preferencias a favor de los funcio- 
narios provenientes de las Administraciones cuyos co- 
metidos son atribuidos a ella por la presente ley. 


Art. 16. - Para el cumplimiento de sus cometidos, la 
URSEA dispondrá, en su ámbito, de las mismas fuentes 
de recursos previstas por la Ley N* 17.296, de 21 de 
febrero de 2001, para la Unidad Reguladora de Servi- 
cios de Comunicaciones (URSEC), sin perjuicio de los 
atribuidos en la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 1997. 


Créase la Tasa de Control del Marco Regulatorio de 
Energía y Agua, que se devengará por la actividad de 
control de la participación en las actividades reguladas 
a que refiere la presente ley. Serán sujetos pasivos quie- 
nes desarrollen dichas actividades y serán agentes de 
retención o percepción los que el Poder Ejecutivo defi- 
na, debiendo destinarse el monto total de lo recaudado, 
exclusivamente a la financiación del presupuesto apro- 
bado de la URSEA. 


El total de lo recaudado por dicha tasa en base a 
liquidaciones conforme a la reglamentación dictada por 
el Poder Ejecutivo, no podrá superar el 2 0/00 (dos por 
mil) del total de ingresos brutos de la actividad sujeta a 
control. 


Exceptúase del pago de la tasa, a aquellas activida- 
des que a la fecha de vigencia de la presente ley, se 
encuentren gravadas por el mismo concepto en virtud 
de lo establecido en el contrato de concesión respecti- 
vo. Las sumas correspondientes se destinarán igualmen- 
te a la financiación del presupuesto aprobado de la UR- 
SEA. 


Art. 17. - Suprímese la Unidad Ejecutora 006 “Pla- 
nificación, Desarrollo y Asesoramiento Presupuestal del 
Sector Público” del Inciso 02 “Presidencia de la Repú- 
blica” y créase, en el mismo Inciso, el Programa 006 
“Regulación de los Servicios de Energía, Agua Potable 
y Saneamiento”. 


Art. 18. - Transfiérense los créditos y cargos presu- 
puestales y recursos aprobados por la Ley N* 17.296, 
de 21 de febrero de 2001, para la Unidad Ejecutora 006 
“Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica” del Pro- 
grama 002 “Planificación Desarrollo Asesoramiento Pre- 
supuesto Sector Público” del Inciso 02 “Presidencia de 
la República” al Programa 006 “Regulación de Servi- 
cios de Energía y Agua”, Unidad Ejecutora 006 “Uni- 
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dad Reguladora de Servicios de Energía y Agua”, del 
mismo Inciso. 


Asígnase una partida anual de $ 19:042.000 (pesos 
uruguayos diecinueve millones cuarenta y dos mil) con 
destino a la Unidad Ejecutora 006 “Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua”, complementaria de la 
transferida en el inciso primero de este artículo. 


Esta partida anual será financiada con cargo a la 
tasa creada por el artículo 16 de la presente ley. 


La URSEA comunicará a la Contaduría General de 
la Nación la desagregación de la referida partida en 
Proyectos de Inversión y Gastos de Funcionamiento, a 
nivel de Grupos y Objetos del Gasto. 


Incorpóranse al patrimonio de la URSEA, los bienes 
inmuebles, muebles, y demás derechos afectados a la 
actual UREE. La URSEA tomará a su cargo todas las 
deudas y obligaciones contraídas por dicho Organismo, 
así como sus servicios recibiendo los fondos o recursos 
afectados a los mismos. 


Art. 19. - Las personas públicas estatales y los orga- 
nismos que actualmente tienen competencia continuarán 
efectuando el control operativo de las actividades pres- 
tadas por ellos mismos o por agentes privados hasta 
tanto la URSEA asuma su desempeño. 


Art. 20. - Los funcionarios públicos de la Adminis- 
tración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas 
(UTE) que a la fecha de vigencia de la presente ley 
prestan funciones en la Gerencia de División Despacho 
Nacional de Cargas y Planificación de la Explotación y 
Estudios, y que sean invitados a prestar funciones en la 
Administración del Mercado Eléctrico (ADME) creada 
por el artículo 4? de la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 
1997, podrán optar por permanecer en UTE o por in- 
corporarse a la ADME, dentro de un plazo máximo de 
noventa días a contar de la fecha en que ésta asuma la 
operación de dicho despacho en cumplimiento de lo 
establecido en el artículo 10 del Decreto-Ley N* 14.694, 
de 1” de setiembre de 1977, en la redacción dada por el 
artículo 6” de la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 1997. 


El Poder Ejecutivo podrá autorizar la reserva del 
cargo de los funcionarios que hagan uso de esta opción. 


Art. 21. - Suprímese la Unidad Reguladora de la 
Energía Eléctrica (UREE) creada por el artículo 2* de la 
Ley N* 16.832, de 17 de junio de 1997, cuyas compe- 
tencias serán ejercidas por la Unidad que se crea por la 
presente ley. 


El Poder Ejecutivo dará posesión de sus cargos a los 
integrantes de la URSEA, en un plazo de treinta días a 
partir de la promulgación de la presente ley, plazo máxi- 
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mo dentro del que la UREE continuará ejerciendo sus 
cometidos. 


Art. 22. - Sustitúyense los artículos 74 y 76 de la 
Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, que quedarán 
redactados de la siguiente manera: 


“ARTICULO 74. - La Unidad Reguladora de Servi- 
cios de Comunicaciones (URSEC) funcionará en el 
ámbito de la Comisión de Planeamiento y Presupues- 
to -literal O de las Disposiciones Transitorias y Especia- 
les de la Constitución- y actuará con autonomía técnica. 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de Minis- 
tros, en uso de las facultades que le confiere el artículo 
174 de la Constitución, determinará la vinculación de la 
URSEC con el mismo a todos los efectos, inclusive los 
previstos en los artículos 118 y 119 de la Constitución. 


Podrá comunicarse directamente con los Entes Au- 
tónomos, Servicios Descentralizados y demás órganos 
del Estado”. 


“ARTICULO 76. - Los integrantes de la Comisión 
podrán ser cesados por el Presidente de la República 
actuando en Consejo de Ministros mediante resolución 
fundada.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada por el señor Senador Gar- 
gano. 


(Se vota:) 
-24 en 28. Afirmativa. 
SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- He votado afirmativamente la mo- 
ción del señor Senador Gargano, en el entendido de que la 
Comisión Especial de Servicios Públicos ha trabajado más de 
cuatro meses en torno a este y otros proyectos de ley. Es ver- 
dad que no hay proyecto de resolución de la Comisión, porque 
los señores Senadores miembros de la coalición, en especial 
quien habla, creímos en la sana vocación de contribución del 
Frente Amplio al proyecto de ANCAP y, por supuesto, al pro- 
yecto de creación de la Unidad Reguladora. 


En lo personal sentí -y me equivoqué- que la Unidad Regu- 
ladora ya tenía el beneplácito a través del análisis que había- 
mos hecho la coalición de Gobierno y también los representan- 
tes del Frente Amplio, a nivel de la Comisión. Es verdad lo 
que dice el señor Senador Gargano en el sentido de que modi- 
ficamos quince artículos, pero es una verdad que tiene que ser 
complementada con el aporte que realizó el Frente Amplio a 
esas quince modificaciones. Queda asentada ahí la voluntad 
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política, la apertura de la coalición, a los efectos de lograr 
mayoría para estos procesos de reforma que el país está proce- 
sando y, además, todos los uruguayos nos están pidiendo a 
gritos que nos juntemos para resolver los problemas. En ese 
ámbito realmente se trabajó y, en virtud de ello, se postergó la 
decisión del análisis en Comisión de la Unidad Reguladora, a 
efectos de introducirnos en la problemática de ANCAP. 


En este sentido, pienso que el aporte de las versiones taqui- 
gráficas le van a hacer mucho bien al proyecto de ley cuando 
éste se trate en la Cámara de Representantes, porque en ellas 
queda registrado el trabajo de todos los señores Legisladores. 
Dicho trabajo fue muy amplio, importante y, en el tiempo, muy 
generoso con el Encuentro Progresista Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa recuerda que en los fun- 
damentos de voto están prohibidas las alusiones políticas. En 
consecuencia, va a revisar la versión taquigráfica correspon- 
diente a las palabras del señor Senador Sanabria que anduvo 
en la cornisa. 


SEÑOR ATCHUGARRY-- Pido la palabra para fundamen- 
tar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY- En primer lugar votamos afir- 
mativamente porque nos parece que las versiones taquigráficas 
de la Comisión, si se desean agregar, demostrarán que se tra- 
bajó bastante. 


En segundo término, deseo salvar una omisión. Debo seña- 
lar que cuando hice referencia al artículo 20, es correcto lo que 
dice el señor Senador Correa Freitas porque esa fue la solución 
de transacción, en función de los planteos que reiteradamente 
el señor Senador y sus correligionarios habían hecho, preocu- 
pados por el asunto. En consecuencia, me pareció que no po- 
día terminar la consideración de este tema, sin dejar la cons- 
tancia del caso, de que efectivamente es como dice el señor 
Senador Correa Freitas respecto a sus esfuerzos en el tema. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Deseo hacer una aclaración cuasi 
festiva. Quiero decir que en el curso de la exposición y en 
varios artículos del proyecto de ley, está utilizada la expresión 
“Poder Ejecutivo”. Aclaro que cuando utilicé esa expresión, 
como el Poder Ejecutivo se integra con el señor Presidente y 
los Ministros, entiendo que el Poder Ejecutivo está integrado 
por el Partido Colorado y el Partido Nacional. 


(Versión taquigráfica correspondiente a las sesiones de la 
Comisión Especial de Servicios Públicos cuya inclusión en 
este Diario de Sesiones dispuso el Senado) 


«COMISION ESPECIAL DE SERVICIOS PUBLICOS 
(Sesión celebrada el día 8 de noviembre de 2001) 
ASISTENCIA 


Presiden: Senadores Wilson Sanabria y Marina Aris- 
mendi 


Miembros: Senadores Danilo Astori, Alejandro Atchu- 
garry, Alberto Brause, Ruben Correa Frei- 
tas, Alberto Couriel, Francisco Gallinal, Rei- 
naldo Gargano, Luis Alberto Heber y Jorge 
Larrañaga. 


Secretarias: Raquel Suárez Coll y Josefina Reissig 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 27 minutos.) 


- Esta Comisión tiene a estudio, entre otros temas, 
la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua 
(URSEA), cuyo repartido se efectuó la semana pasada. 
Por otro lado, en conversaciones con algunos señores 
Senadores, se vio la necesidad de analizar más deteni- 
damente la otra Carpeta vinculada con el tema de la 
desmonopolización del refinado del petróleo. 


Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, 
pasaríamos a analizar la Carpeta N* 619/01, referido a 
la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua 
(URSEA). 


SEÑOR GARGANO.- Voy a relatar lo que me ha 
ocurrido con este proyecto de ley. Este Distribuido lo 
he encontrado aquí cuando llegué a la Comisión. De 
modo que si los integrantes de la coalición de Gobierno 
tienen una opinión formada al respecto, sería bueno que 
la dieran a conocer. A partir de ahí, podríamos entrar a 
analizar artículo por artículo o capítulo por capítulo. 
Repito que, personalmente, recién encontré este Repar- 
tido; no lo vi el jueves pasado. Por tanto, quisiera tener 
una explicación general del texto, ya que supongo que 
los señores Senadores que están presentando este pro- 
yecto deben tener una idea acabada de lo que se propo- 
ne. De lo contrario, quien sepa más del asunto que ilus- 
tre a los demás. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- En realidad, este proyecto 
de ley integraba el Presupuesto Nacional, incluso fue 
aprobado en la Cámara de Representantes, aunque no 
recuerdo si con estos mismos textos. 
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SEÑOR GALLINAL.- El proyecto integraba el Men- 
saje Complementario. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Es cierto lo que me aco- 
ta el señor Senador Gallinal. Estaba incluido en el Men- 
saje Complementario que llegó al Senado, en función 
de una negociación que hubo entre el Poder Ejecutivo 
-estoy refrescando la memoria- y los integrantes de la 
coalición. En aquella oportunidad quedó desglosado 
-eso debe figurar, incluso, en los antecedentes- debido a 
distintas circunstancias, entre otras, la falta de tiempo. 


En consecuencia, señor Presidente, este es el con- 
texto del análisis que se está haciendo de ANCAP, aun- 
que esto refiere a todos los restantes servicios que no 
son regulados por la Unidad que refiere a telecomuni- 
caciones, es decir que está relacionado, como lo dice 
su artículo 1%, al agua potable, saneamiento, hidrocar- 
buros, combustibles y energía eléctrica. Esta última ya 
depende de la Unidad Regulatoria creada en la Ley de 
Marco Energético. En definitiva, este proyecto de ley lo 
que hace es, en el fondo, transformar y ampliar las com- 
petencias de la Unidad correspondiente. 


Esto es, más o menos, lo que uno entiende, a los 
efectos de que podamos ubicarnos un poco en el tema. 


SEÑOR ASTORI.- Quisiera formular una consulta 
muy general. Desde el punto de vista institucional, la 
creación de esta Unidad estaría absorbiendo a la actual 
Unidad Reguladora de Energía Eléctrica que está fun- 
cionando a partir de la Ley de Marco Regulatorio. Esto 
es, que dejaría de existir institucionalmente la otra Uni- 
dad, al ser absorbida por ésta. 


SEÑOR GALLINAL.- El artículo 19 emplea la ex- 
presión “transftórmase”. 


SEÑOR ASTORLI.- Es verdad, pero utilizo la pala- 
bra “absorción” - y de ahí surge mi consulta - porque, 
aunque no sé qué hay previsto al respecto, toda la es- 
tructura actual de la Unidad está actuando -incluso sus 
Directores, su Comisión Directiva, su Gerencia, etcéte- 
ra- y se supone que integrarían la nueva Unidad más 
amplia. Por este motivo formulo la pregunta de si se 
produciría una absorción. No tengo duda de que hay 
una transformación, pero me refiero a la Unidad actuan- 
te en el momento actual. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que en términos 
prácticos más bien se trata de una ampliación de los 
cometidos y competencias de la Unidad actual. En con- 
secuencia, no se alteraría la ubicación institucional y, en 
la medida de lo posible, esperamos que tampoco se mo- 
difique su burocracia. Creo, pues, que es la Unidad ac- 
tual a la cual se le amplían las competencias. 
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En síntesis, como este es un papel regulatorio, pien- 
so que con el equipamiento actual -o un poco más- la 
Unidad podrá atender estos asuntos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a con- 
siderar el artículo 1*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


SEÑOR GARGANO.- Adelanto que no estoy en con- 
diciones de hacerlo. 


SEÑOR COURIEL.- Yo tampoco, por lo que pedi- 
ría que los artículos se analizaran y discutieran, si es 
necesario, sin llegar a votarlos. Hagamos los comenta- 
rios del caso para interiorizarnos más de los diferentes 
textos, pero, repito, no votemos. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Seamos claros. El trata- 
miento de la Unidad Reguladora tiene notoriamente que 
ver con el proyecto de ANCAP y como todos sabemos, 
hemos decidido considerar el proyecto de este organis- 
mo la semana próxima. Entonces, dado que la Comisión 
tiene unas cuantas iniciativas a estudio, nos pareció útil 
tratar ésta. No obstante, somos conscientes de que todos 
los señores Senadores tienen derecho a recurrir a su 
asesoramiento. Por lo tanto, propongo que tratemos to- 
dos los artículos y pospongamos su votación hasta la 
semana próxima, sin perjuicio de que si surge alguna 
duda en torno a alguno de ellos, procuremos, como Co- 
misión, encontrar una solución. 


En resumen, el procedimiento sería que terminada la 
consideración de un artículo, pasemos a los siguientes y 
así sucesivamente, y que la votación sea diferida para la 
semana próxima, sin perjuicio de que pueda aparecer 
alguna dificultad. 


SEÑOR ASTORLI.- Entonces, haríamos una lectura 
comentada. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece lógico y obvio que 
haya Senadores que no estén en condiciones de comen- 
zar a votar el proyecto, porque no tenían conocimiento 
previo. No sé qué día llegó al Parlamento. Nosotros sí 
lo conocíamos, en primer lugar, porque fue elaborado 
en la órbita del Ministerio de Industria, Energía y Mine- 
ría -básicamente, contó con la intervención del señor 
Ministro- y hace ya unos cuantos meses que el Partido 
Nacional venía solicitando que se enviara a considera- 
ción del Parlamento. Era así porque pensábamos que en 
forma simultánea con la aprobación de las iniciativas 
que refieren a la parcial desmonopolización de ANCAP, 
era necesario aprobar la Unidad Reguladora de Energía. 
Lo hicimos en base a la experiencia que hemos tenido 
en los últimos meses en torno al tema de las telecomu- 
nicaciones, materia en la que se ha logrado una desmo- 
nopolización parcial. 
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Hay algunas áreas que van ingresando a ámbitos de 
competencia y no es posible hacerlo si previa y simultá- 
neamente no se van marcando las normas en virtud de 
las cuales se va a realizar esa competencia. Además, 
tradicionalmente en nuestro país, en materia de teleco- 
municaciones al igual que ahora en materia de energía 
-básicamente en lo que tiene que ver con los combusti- 
bles- el propio organismo que produce, comercializa y 
distribuye los combustibles es el que fija el marco regu- 
latorio en función del cual se realiza esa actividad. Como 
no va a quedar como única institución en la prestación 
de esos servicios, entonces, parece lógico que se con- 
forme, también en materia de energía, un organismo 
regulador de estas características. 


El temor que tenemos, dadas las urgencias que nos 
ha planteado el Directorio de ANCAP, básicamente su 
Presidente, es que quizás no dispongamos de los tiem- 
pos suficientes para aprobar el organismo regulador que 
empiece a trabajar y dictar las normas correspondientes, 
para que recién allí se produzca el proceso de asocia- 
ción de ANCAP. Al parecer, tendrían que ser procesos 
simultáneos, por lo menos en base a las urgencias que 
se nos han planteado. Quizás esto no sea así; habría que 
discutirlo. 


Por este motivo, entre otros, en la sesión del Senado 
del próximo martes presentaremos un proyecto de ley 
referido a todo el proceso de asociación de ANCAP. En 
primer lugar, lo haremos porque consideramos necesa- 
rio que haya un marco legal para que, por lo menos, se 
establezcan las condiciones mínimas indispensables y 
fundamentales en función de las cuales se va a producir 
el proceso de asociación. En segundo término, conside- 
ramos que el mercado, el país y el futuro socio tienen 
que saber cuáles son las etapas cronológicas previstas 
en materia de desmonopolización. No alcanza sólo con 
aprobar un proyecto de ley como el que se ha presenta- 
do por los señores Senadores del Partido Colorado, en 
el cual se establece la desmonopolización parcial del 
refinado y la importación de petróleo, sino que es nece- 
sario saber en qué momento -ya que ingresamos en este 
proceso de desmonopolización- esos monopolios caen 
todos definitivamente. Se trata de un dato muy impor- 
tante para el socio así como también lo es para la socie- 
dad uruguaya. Nos parece que es una información que 
el Gobierno tiene que brindar para ponerse a cubierto 
de eventuales demandas que mañana se puedan produ- 
cir contra el Estado de parte del socio que se vaya a 
involucrar con ANCAP. 


En esta tesitura es que hemos impulsado insistente- 
mente la necesidad de conformar el organismo regula- 
dor. Creo que sus funciones y cometidos están dentro 
de las mismas características y alcance que tiene la Uni- 
dad Reguladora de Comunicaciones. Quizás todavía no 
hemos tenido oportunidad de valorar la importancia de 
su actuación, pero creemos que ya en lo poco que lleva 
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realizado nos ha dado una pauta muy significativa sobre 
la necesidad de que exista un organismo de esas carac- 
terísticas. De todas maneras, lo veremos con mayor cla- 
ridad cuando se otorguen los permisos para la presta- 
ción de servicios de telefonía internacional, teniendo en 
cuenta que hay no menos de 25 solicitudes pendientes 
de resolución. Obviamente, tiene que haber alguien que 
marque las reglas de juego en función de las cuales se 
va a dar esa competencia. Esto, según se ha anunciado, 
lo veremos antes de fin de año a través de la subasta de 
las frecuencias que están en la órbita de 1.800, 1.900 y 
2.100 Mega Hertz. 


En el caso de la energía, la filosofía es la misma y 
apunta a un mismo objetivo. Si uno compara este pro- 
yecto con el que aprobamos en su momento en el Presu- 
puesto Nacional sobre telecomunicaciones, estructural- 
mente no existen mayores diferencias más allá de las 
que hizo el señor Senador Astori, donde era necesario 
transformar la Unidad Reguladora de Energía Eléctrica 
en virtud de la Ley de Marco Regulatorio. 


En consecuencia, señor Presidente, dejamos plantea- 
do que el próximo martes daremos ingreso formal al 
Senado del proyecto de ley referido a ANCAP y cree- 
mos que sería bueno que en forma simultánea el Parla- 
mento se expidiera sobre ambos temas: el de la asocia- 
ción de ANCAP y el del proceso de desmonopolización 
y, concomitantemente, el de la conformación de una 
Unidad Reguladora encargada de regular los ámbitos 
futuros de competencia. 


SEÑOR COURIEL.- Quería hacer una consulta por- 
que he observado que junto al tema de energía está el 
de agua potable y saneamiento, por lo que desearía sa- 
ber cuál es la fundamentación y por qué se agregaron 
estos asuntos en esta Unidad Reguladora. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Este es un asunto sobre 
el cual, por ejemplo, la Oficina de Planeamiento y Pre- 
supuesto tiene bastante convencimiento, fundamental- 
mente, habida cuenta de que en la realidad hay más de 
un operador en materia de agua potable y saneamiento. 
Hace mucho tiempo -desde que me conozco- que en El 
Pinar el agua está en manos privadas porque no hay 
monopolio. Hay razones económicas por las cuales no 
hay operadores pero, en realidad, cualquier ciudadano, 
de hecho, se abastece de agua potable. Hay otros casos 
en los que simplemente han hecho fraccionamientos, 
han abastecido de agua potable y están habilitados. Por 
lo tanto, había una preocupación en el sentido de incor- 
porar todos estos aspectos. Además, creo que hay un 
tema que tiene que ver con los tiempos. En estos mo- 
mentos, estamos en el mundo de las Unidades Regulato- 
rias, donde el tema regulación goza de buen nombre y 
por eso existe la preocupación de generar estas Unida- 
des. En definitiva, lo importante es que las regulaciones 
sean buenas y si las Unidades ayudan, serán bienvenidas. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el ar- 
tículo 22. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quería hacer una con- 
sulta porque tengo una duda con respecto al literal c) 
del artículo 2” cuando dice “dictaminar preceptivamente 
en los procedimientos de selección de concesionarios y 
autorizados a prestar servicios comprendidos dentro de 
su competencia”. En realidad, tengo dudas con respecto 
a la utilización de la expresión “dictaminar preceptiva- 
mente”, porque los dictámenes y asesoramientos, en ge- 
neral, pueden ser consultivos, vinculantes u obligato- 
rios. Y un dictamen es facultativo cuando puede o no 
requerir el asesoramiento; es obligatorio cuando requie- 
re ese asesoramiento y es vinculante cuando, además de 
ser obligatorio, es necesario seguir la opinión del dicta- 
men que se emite, de la consulta o del asesoramiento. 


Entonces, cuando se habla de “dictaminar precepti- 
vamente”, quisiera saber si se está aludiendo al dicta- 
men obligatorio o existe otra finalidad. Sería conve- 
niente que este punto quede aclarado a los efectos de la 
historia fidedigna de la ley, ya que se trata de uno de los 
temas jurídicos que después tendremos que analizar. 


SEÑOR GALLINAL.- A mi entender, el término está 
mal usado. Se trata de resolver y no existe la necesidad 
de llevar a cabo un dictamen para que otro después 
resuelva. Como corrección, esto se debería eliminar, ya 
que forma parte de los cometidos. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: me 
alegro de haber hecho esta consulta porque, indudable- 
mente, resuelve el tema de las competencias de la futura 
Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua dado 
que entre sus competencias no va a tener que dictami- 
nar, asesorar ni emitir un dictamen, sino que deberá 
resolver. Entonces, como bien decía el señor Senador 
Gallinal en respuesta a la interrogante que hemos for- 
mulado, allí tendremos que buscar una redacción que 
aclare que la Unidad resuelve y no dictamina. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese sentido, la Mesa 
apela a la correspondiente modificación de redacción. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Señor Presidente: creo 
que el tema es un poco más complejo, porque en los 
procedimientos de concesión de un Ente Autónomo esto 
no puede ser resuelto por la autoridad reguladora. 


Se trata, a mi juicio, de una disposición según la 
cual lo que hoy puede ser competencia del Poder Ejecu- 
tivo, puede desconcentrarse o delegarse en una Unidad 
Regulatoria. A su vez, el Poder Ejecutivo puede delegar 
o desconcentrar la facultad para que ella resuelva, lo 
que no me parece que genere objeciones jurídicas, más 
allá de la conveniencia o no del asunto. En lo que refie- 
re a concesiones o autorizaciones de los Entes Autóno- 
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mos, está claro que la ley normalmente requiere que se 
someta a la aprobación del Poder Ejecutivo, pero no 
que se otorgue el acto en forma directa. Por lo tanto, 
creo que no deberíamos hacer esa desconcentración. 


En definitiva, hay que trabajar un poco más sobre el 
tema para aclarar el alcance de la disposición. Por su 
parte, el literal d) prevé que haya un pliego único al 
cual deberán ajustarse las Administraciones; o sea que 
se parte de la base de que hay servicios que pueden ser 
concesionados o autorizados con la intervención de los 
Entes. Por ello, creo que en esta materia existirían dos o 
tres niveles distintos de participación. En algunos casos, 
como dice el señor Senador Gallinal, la Unidad puede 
resolver porque existe una delegación. 


SEÑOR GALLINAL.- Obviamente, los organismos 
reguladores -el que creamos anteriormente y este- ac- 
túan bajo la desconcentración, que es un principio gene- 
ral en el funcionamiento de los mismos. 


Lo que señalaba con respecto al literal c) no está 
referido a las concesiones o a las licitaciones, sino a los 
procedimientos. Es obvio que la resolución la mantiene 
el organismo correspondiente, ya que no le estamos qui- 
tando a un Ente Autónomo la facultad de decidir, ni se 
la estamos otorgando a una Unidad Reguladora. Sí esta- 
mos estableciendo que en los temas que se encuentran 
en el ámbito de las competencias se celebre un proceso 
de selección de concesionarios o de autorizaciones para 
prestar servicios dentro de ese ámbito de competencia; 
los procedimientos en virtud de los cuales se convoca a 
los interesados, son establecidos por la Unidad Regula- 
dora. En definitiva, esa es la función que le correspon- 
de. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Por mi parte, entiendo 
lo que expresa el señor Senador, pero no lo que señala 
el artículo; por eso, creo que debemos trabajar sobre el 
tema. Pienso que resolver un procedimiento de adjudi- 
car es, concretamente, adjudicar. Reitero que comparto 
lo que dice el señor Senador Gallinal, pero debemos 
hacer arreglos en lo que hace a la redacción de la nor- 
ma. Esto lo puso de manifiesto el señor Senador Correa 
Freitas y lo reforzó el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GARGANO.- He leído el artículo 2% y me 
genera algunas interrogantes. Por ello me interesaría co- 
nocer la opinión de los integrantes del Gobierno sobre 
este punto. 


Por ejemplo, en el literal c) del artículo 2* se esta- 
blece: “dictaminar preceptivamente en los procedimien- 
tos de selección de concesionarios y autorizados a pres- 
tar servicios”. Obsérvese que se está estableciendo un 
mecanismo para determinados rubros donde las conce- 
siones todavía no están autorizadas. ¿Se está de acuerdo 
con esto? Este es un tema que me he planteado reitera- 
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damente en los últimos tiempos. Si no me equivoco, el 
Gobierno que estuvo en el poder entre los años 1990 y 
1995 formuló una iniciativa y sancionó una ley relativa 
a las privatizaciones. Ahora también estamos estudian- 
do ese tema, porque creo que todos estos proyectos de 
ley se podrán convertir en leyes de privatización. Por 
ello, este Cuerpo debería llamarse Comisión de Privati- 
zación y no Especial de Servicios Públicos; claro está, 
esta es una observación de carácter político general. 


En la Exposición de Motivos que hace el propio 
Poder Ejecutivo se dice que como se van a hacer tales y 
cuales cosas, se va a crear una gran entidad reguladora 
que maneje el comportamiento de los sectores privados 
que han concesionado servicios públicos. Entiendo que 
algunos todavía no están comprendidos, ¿pero ya los 
estaríamos introduciendo en la ley? No sé si los señores 
Senadores me entienden, pero me parece que puede ha- 
ber sectores que todavía la ley no haya establecido que 
pueden ser concesionados y aquí ya los estaríamos re- 
gulando. Entonces, creo que nos estaríamos adelantan- 
do. Me llama la atención que el Gobierno anuncie que 
va a dar en concesión las carreteras. Ante esto, me pre- 
gunto dónde está la base legal que le permite hacer eso. 
¿Cuáles son las disposiciones en que se fundamenta? 
De pronto tiene razón y puede dar en concesión todo, 
inclusive la caminería rural. Insisto, es algo que me he 
preguntado muchas veces. Uno puede hacer determina- 
das cosas en la medida en que la ley lo autorice, pero de 
pronto puede no estar en condiciones de hacerlo o nece- 
sitar un instrumento legal a tales efectos. En aquella ley 
de 1991, en los artículos 1” y 2”, se establecían princi- 
pios de carácter general que autorizaban al Poder Eje- 
cutivo a vender o dar en concesión, pero luego fueron 
derogados por el pronunciamiento de la gente el 13 de 
diciembre de 1992. Ahora se han ido elaborando leyes 
por sector como, por ejemplo, las que se están analizan- 
do aquí respecto a la desmonopolización de la importa- 
ción de crudo o de la refinación, o los artículos 612 y 
613 del Presupuesto Nacional que dispusieron normas 
legales que permiten el traspaso a privados de la presta- 
ción del servicio de telecomunicaciones. Lo que queda 
claro es que no hay normas de carácter general, mien- 
tras que aquí estamos regulando de esa manera. 


Por otro lado, deseo plantear una interrogante por- 
que no he podido terminar de leer todo el material, 
aunque sí le di una primera lectura. Por ejemplo, esta 
entidad va a absorber -creo que lo decía el señor Sena- 
dor Astori- el papel que tiene la Unidad Reguladora del 
sector eléctrico. Si no recuerdo mal, en aquella Ley de 
Marco Regulatorio, dicha Unidad tenía funciones espe- 
cíficas, no sólo la de normatizar la competencia y de- 
más, sino la de decidir cuándo entraba en el circuito 
eléctrico determinada empresa y no otra. Esas mismas 
tareas las va a tener esta Unidad que, además, va a 
regular el gas, el agua potable, etcétera. Me pregunto si 
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no estaríamos creando una inmensa entidad o una pe- 
queña con una enorme responsabilidad, porque no es 
poca cosa controlar a diario la entrada en servicio de tal 
estación generadora de electricidad en lugar de tal otra. 


SEÑOR ASTORI.- Deseo aclarar que la entrada en 
servicio, en realidad, la controla otra institución, ADME, 
tal como también está previsto en el Marco Regulatorio. 
La Unidad Reguladora solamente está llamada a super- 
visar las condiciones de funcionamiento de los distintos 
operadores en el mercado, pero no regula la entrada en 
funcionamiento de los diferentes servicios. Insisto en 
que de eso se encarga la Administración del Mercado 
Eléctrico. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: voy a 
hacer algunos comentarios generales, más que a dar una 
contestación particular. 


En primera instancia, cabe destacar que el régimen 
de las concesiones en el Uruguay tiene base constitucio- 
nal -artículo 52 de la Carta- y aproximadamente 130 ó 
140 años de historia. Quiere decir que no es algo que se 
haya creado en tal o cual ley. Toda la infraestructura del 
país fue armada en el siglo XIX sobre la base de conce- 
siones. 


En segundo lugar, a ese asunto de las concesiones 
refiere prácticamente todo nuestro ordenamiento. Por 
ejemplo, la ley de contratación estatal alude a ello reite- 
radamente y habilita a los organismos. Es más; la regla 
del Texto Ordenado de contratación administrativa que 
nace en 1985, en su texto inicial mantiene la posición 
contraria, esto es, que la Administración debe demos- 
trar que está en condiciones de hacer algo en forma 
directa, porque de lo contrario no lo puede realizar. Es 
decir que la regla es que debe mandarlo hacer. Estamos 
hablando del texto formal que regula las contrataciones 
del Estado. Por lo tanto, queda claro que en este tema 
no se está innovando. 


Por otro lado, considero que las Unidades Regulato- 
rias no alteran los monopolios y exclusividades, como 
bien dice el artículo 72 de la ley que creó la Unidad 
Regulatoria de Servicios de Comunicaciones, a la que 
se remite este proyecto. Allí se habla de la promoción 
de la libre competencia en la prestación, sin perjuicio 
de los monopolios y exclusividades legalmente dispues- 
tos. Insisto, no altera la situación de exclusividad de los 
monopolios existentes ni pretende hacerlo. 


La tesis de las Unidades Regulatorias, básicamente, 
es la regulación, que incluso en algunos casos ya existe 
porque es una de las funciones que normalmente tiene 
el Poder Ejecutivo y que a veces tienen los Entes, que 
además de prestar el servicio, en ausencia de regula- 
ción, la terminan realizando. Un ejemplo típico lo cons- 


C.S.-645 


646-C.S. 


tituye el régimen de distancia entre estaciones de servi- 
cio, lo que está regulado por ANCAP, no porque la ley 
se lo haya encargado, sino porque tiene el monopolio y 
porque no había quien lo hiciera. A mi juicio, el espíritu 
de las Unidades Regulatorias es defender al usuario. 


Tengo la impresión de que el énfasis de crear una 
Unidad aparte es para que no se confunda el interés del 
Poder Ejecutivo o de la empresa tal o cual, que fue 
creada a favor del usuario y que a veces la Administra- 
ción termina olvidando. Incluso, esto no sólo ocurre 
acá, sino en todas partes del mundo. Repito, considero 
que el objetivo básico de las Unidades Regulatorias es 
procurar la defensa del usuario, más allá de que se trate 
de una Unidad estatal y de que la prestadora también lo 
sea. Aun en una hipótesis de prestaciones estatales, la 
contraposición de puntos de vista es lo que se procura 
con estas Unidades, a fin de rescatar el papel del consu- 
midor. 


Este es mi punto de vista acerca de cuál es el alcan- 
ce. Como dije, no hay una alteración de las exclusivida- 
des, asunto que normalmente está en todos los servicios 
públicos, que por regla están cometidos al Estado, el 
que siempre los puede permisar, como sucede, por ejem- 
plo, con el transporte urbano. Se trata de concesiones o 
permisos que son revocables en cualquier momento, aun- 
que normalmente son para toda la vida, como suele ocu- 
rrir en el Uruguay; no hay nada más permanente que los 
permisos revocables y precarios. También podemos ci- 
tar como ejemplo el transporte interdepartamental, el 
barrido y la recolección de residuos, etcétera. Son todas 
concesiones y tienen la misma base que las nacionales: 
la Constitución. Son exclusividades porque en principio 
no está habilitado al resto, salvo cuando la autoridad 
concede o autoriza. Hay otras actividades que se en- 
cuentran en régimen de libre competencia, salvo que 
una ley establezca el monopolio. 


Insisto, este proyecto no altera las exclusividades 
provenientes de la ley ni los monopolios; no es eso lo 
que está en discusión. Lo que está en discusión es cómo 
se hace explícita esta regulación que existe. Ocurre que 
muchas veces resulta confusa por quien la hace, o pro- 
viene de la historia, y de ahí el esfuerzo por regular, tal 
como se establece en este proyecto de ley. Lo mismo 
sucede con otros proyectos, porque existe una especie 
de buena onda en el mundo a favor de estas Unidades 
dado que en el fondo lo que se procura es proteger un 
poco más al usuario. 


En consecuencia, ubicaría esta iniciativa en el mis- 
mo escaparate que las leyes de Relaciones de Consumo 
y de Defensa de la Libre Competencia que también he- 
mos aprobado y que forman parte de una organización 
que en las sociedades modernas se va dando, a efectos 
de evitar los abusos de posición dominante y las admi- 
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nistraciones monopólicas, aunque lo sigan siendo. De 
todos modos, las Unidades Regulatorias procuran que 
el usuario tenga algún otro canal y no la única ventani- 
lla que es la que le presta el servicio, lo regula y le 
cobra o, en su defecto, no le da el servicio. 


Estas son, señor Presidente, las constancias que in- 
dican con qué enfoque estamos centrando este tema que 
no integra, a nuestro juicio, la discusión de público o 
privado porque, además, no lo altera. Sí existe una fuer- 
te intención de ordenar, volver todo más eficaz y, fun- 
damentalmente, apuntar a la defensa del usuario. 


SEÑOR GARGANO.- Efectivamente, el artículo 51 
de la Constitución establece que “El Estado o los Go- 
biernos Departamentales, en su caso” -obsérvese que 
distingue Estado de Gobiernos Departamentales, y a pro- 
pósito de ello cabe recordar la discusión que tuvimos 
hace unos días- “condicionarán a su homologación, el 
establecimiento y la vigencia de las tarifas de servicios 
públicos a cargo de empresas concesionarias. Las con- 
cesiones a que se refiere este artículo no podrán darse a 
perpetuidad en ningún caso.” Sin embargo, no establece 
el método; en una palabra, no determina si esto se hará 
por decreto que dictará el Poder Ejecutivo, o por ley. 
Es una pregunta que me planteo. 


SEÑOR GALLINAL.- La Intendencia Municipal de 
Montevideo hace concesiones. 


SEÑOR GARGANO.- Efectivamente, las hace, pero 
a través de decretos que son homologados por la Junta 
Departamental. Es así; de lo contrario, cítese alguna 
otra forma de ver esto. Es más, hubo muchas discusio- 
nes en torno a si se debe hacer o no, pero no se discute 
el procedimiento que es, precisamente, lo que yo me 
pregunto. Simplemente, es un interés de carácter jurídi- 
co destinado al buen funcionamiento del Estado, porque 
si lo puede hacer el Poder Ejecutivo, seguramente tam- 
bién lo puede hacer el Parlamento, que es donde el 
primero tiene votos mayoritarios. 


Mi pregunta concreta es cómo se hace esto. ¿Sim- 
plemente a través de un decreto se puede establecer la 
concesión del peaje de ocho carreteras nuevas del Uru- 
guay? A mi entender, el artículo 51, que es el que refie- 
re al tema, no indica cuál es el procedimiento y, por lo 
tanto, debería dilucidarse el punto, porque mi interés es 
que quede claro. 


SEÑOR ASTORI.- Simplemente voy a agregar al- 
gunos comentarios de carácter general, en ellos no me 
voy a referir a este proyecto de ley que, entre otras 
cosas, no conozco y estoy leyendo ahora junto a los 
demás señores Senadores. 


De todas maneras, en una situación como la de la 
prestación de servicios públicos, donde hay operadores 
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públicos y privados, siempre es mejor que haya Unida- 
des Reguladoras. Además, en todos los servicios que 
están involucrados en este proyecto de ley hay operado- 
res privados; los hay en energía eléctrica, en agua y 
saneamiento -como señalaba hace instantes el señor Se- 
nador Atchugarry- y, al menos hasta ahora, en la fase de 
distribución, también los hay en el área de combusti- 
bles. Por lo tanto, siempre es bueno, desde el punto de 
vista del interés público, que haya una Unidad que re- 
gule el funcionamiento de estos servicios. 


Ahora bien; la función de controlar es de carácter 
público y lo que se pretende crear por la vía de estos 
proyectos son instituciones públicas. Sin embargo, te- 
niendo en cuenta la defensa del interés de los usuarios a 
que se hacía referencia hace un momento, lo que entra- 
ña conceptualmente un proyecto de ley de este tipo es la 
separación de las funciones de prestación y control, que 
antes estaban fusionadas solamente en una institución. 
Esto significa que la función de regulación, en este caso, 
no deja de ser pública, sino que sigue siéndolo, pero 
separada y con autonomía respecto a los operadores 
directos que el propio sector público tiene en cada ám- 
bito controlado. Entonces, este carácter de mantenimiento 
dentro de la órbita pública pero con autonomía real res- 
pecto al operador público, es quizás el fundamento más 
importante que tiene la creación de Unidades de este 
tipo. 


SEÑOR COURIEL.- En cuanto al literal 1) quería 
preguntar, en el caso de una asociación que pueda reali- 
zar ANCAP para los combustibles, como hay una sola 
refinería y es difícil que vuelva a haber otra, ¿la asocia- 
ción puede significar el pasaje de un monopolio público 
actual a uno privado? Una de las formas de controlar 
que no haya un monopolio privado es mediante la regu- 
lación, intervención, decisión o determinación del pre- 
cio de los combustibles. Probablemente la Unidad Re- 
guladora podría cumplir un papel relevante en la fija- 
ción del precio de los combustibles en una futura aso- 
ciación. Entonces, lo que pregunto es si cuando se dice 
“examinar”, la utilización de esta expresión le permite a 
la Unidad Reguladora decidir directamente sobre la fi- 
jación de precios. Esto lo digo con relación al comenta- 
rio que realicé con anterioridad a los efectos de limitar 
la función que puede tener la refinería asociada que 
pudiera representar un monopolio privado. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con relación a la con- 
sulta del señor Senador Couriel, sin duda que en la 
formación del precio hay dos niveles. Si el precio va a 
estar administrado por el Estado -cosa que surgirá en el 
caso concreto de ANCAP de la ley y del pliego- y si 
hubiera una situación de monopolio que hace obligato- 
rio el control porque también lo pide la Constitución 
-allí se establece que en caso de haber monopolio tiene 
que haber control estatal- reitero, no sólo tiene que ha- 
ber un precio sino que debe existir un control más am- 
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plio, no sólo determinación del primero. Sin duda, la 
Unidad Regulatoria tendrá que tener esas funciones pues- 
to que si no existiera, estas potestades las tendría el 
Poder Ejecutivo. Digo esto, suponiendo que hubiera mo- 
nopolio como el que hoy existe. Si se mantiene, tiene 
que haber, sin duda, el control estatal que establece la 
Constitución y, además, es necesario. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Se refiere a un monopolio de 
hecho o legal? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- No, señor Senador, me 
estoy refiriendo a uno legal. Si hay un monopolio legal 
como el actual, por ejemplo, con referencia a la impor- 
tación de refinado, que sería la única vía práctica para 
controlar por la vía de mercado el precio, de no existir 
la derogación de éste, podríamos hablar de un monopo- 
lio absoluto, más allá de que teóricamente se podría 
poner otra refinería. En tal caso, sería obligatorio el 
control y, seguramente, esta Unidad participaría activa- 
mente, no solamente en la fijación del precio. Aun cuan- 
do no hubiera cambio alguno, si existiera la Unidad 
Regulatoria, la legislación siguiera igual y no hubiera 
asociación, en cualquier caso, dicha Unidad, por ejem- 
plo, regularía el sistema de estaciones. En este caso, 
ANCAP es proveedora, una de las distribuidoras y, a su 
vez, regula el sistema de estaciones. Este es un ejemplo 
claro que, independientemente de las decisiones que to- 
memos sobre ANCAP, parece una buena idea hacer ex- 
plícita en cualquier caso la regulación cuando estamos 
en situaciones de monopolio, aun cuando éste no se 
cambie. 


En concreto, la pregunta es oportuna y creo que efec- 
tivamente mientras exista monopolio, sin duda, debe 
haber regulación y, evidentemente, la Unidad va a parti- 
cipar. Habrá que ver en una etapa posterior si ésta ase- 
sora y el Poder Ejecutivo resuelve o si directamente 
toma decisiones, que fue uno de los puntos que trata- 
mos hoy. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que en la oportuna pre- 
gunta del señor Senador Couriel habría dos o tres ideas 
básicas. Una de ellas es el tema de la situación de com- 
petencia. No creo que la Unidad Reguladora tenga que 
tener potestades para fijar tarifas. En todo caso, las tie- 
ne para controlar o impedir los monopolios o los oligo- 
polios, los subsidios cruzados. Quizás en algún caso 
podría tener potestades para fijar techos de tarifas pero 
no al punto de poder ser ella -ni siquiera el Poder Eje- 
cutivo- la que las estipule. 


En el caso concreto que plantea el señor Senador 
Couriel, es un tema que hay que estudiar. Nosotros lo 
hemos estado analizando justamente con la presenta- 
ción del proyecto de ANCAP, porque tenemos un pro- 
blema, ya que vamos a tener -durante un período que 
hay que definir- un monopolio de hecho porque nadie 
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va a instalar una refinería. Lo que pensamos es -y es 
una de las razones por las que presentamos este proyec- 
to de ley- que todo el proceso de asociación tiene que 
tener un objetivo muy claramente definido, tanto para el 
país como para el socio, que es el de llegar a una rebaja 
de los precios de los combustibles. ¿Bajo qué paráme- 
tros? En principio, bajo los parámetros de los precios 
de la región excluyendo los impuestos. Esto en la ini- 
clativa que estamos considerando lo pensamos poner 
como condición, es decir, autorizar a ANCAP a realizar 
una licitación pública internacional para asociarse con 
el objetivo o bajo la condición que en determinado lap- 
so de tiempo, el precio de los combustibles que comer- 
cialice, deberá tener un valor similar, excluidos los im- 
puestos, a los de la región. Como contrapartida -porque 
debe tener alguna sanción que el socio debe conocer de 
antemano- si no se cumpliere antes de determinada fe- 
cha, ANCAP recobra la potestad de importar el com- 
bustible y comercializarlo. Obviamente, esta comercia- 
lización la va a realizar a un precio inferior al actual. 
Me parece que esa sería una solución que, evidente- 
mente, no va por la Unidad Reguladora. En lo personal, 
no me parece que legalmente corresponda darle la fa- 
cultad de que sea ella la que fije las tarifas de los pro- 
ductos. 


SEÑOR COURIEL.- Reitero la pregunta. En el caso 
que haya un monopolio legal, la Unidad Reguladora 
interviene. En esto no hay problema. No se trata de un 
monopolio legal, sino de una asociación donde hay una 
única refinería y, por lo tanto, un monopolio de hecho. 
¿El precio lo fija la nueva sociedad o se regula y lo fija 
la Unidad Reguladora? Cuando tratemos el tema con- 
creto de ANCAP y estudiemos el proyecto de ley del 
que habla el señor Senador Gallinal, analizaremos esta 
situación. Lo que necesito saber es si la palabra “exami- 
nar” me da la posibilidad de poder fijar el precio en el 
caso de ANCAP. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- En el programa o borra- 
dor del documento, la idea del proyecto de ANCAP es 
que, mientras no exista libertad de importación, hay un 
sistema de fijación de precios máximos, particularmen- 
te, ex-refinería y al público. Esto sucede en cualquier 
caso. Inclusive, si recordamos el documento, allí figura- 
ba una tablita con dos períodos. 


Existirá un período en el que no habrá libertad de 
importar y en el que regiría la regulación natural que se 
produce al importar, ya que se supone que el precio 
será el mejor que se pueda obtener por la competencia. 
La idea es que si hay una regulación, seguramente lo 
fije el Poder Ejecutivo. Además, hay que separar las 
cosas; en realidad, el Poder Ejecutivo participa en la 
regulación del precio junto con la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto. El precio no lo determina 
ANCAP como monopolio, libremente, sino que lo some- 
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te a aprobación del Poder Ejecutivo, con asesoramiento, 
reitero, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


A mi modo de ver, esta Unidad va a sustituir el 
asesoramiento que actualmente brinda la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto. Creo que el que debe seguir 
determinando el precio máximo es el Poder Ejecutivo, 
porque se trata de una decisión de mucho peso. Lo que 
aquí estamos sustituyendo, de alguna manera, es el ase- 
soramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to por el de una Unidad especializada que, además, tie- 
ne un conjunto de otras facultades. 


El literal 1), además de admitir esto también estable- 
ce otro tipo de cosas más útiles que se relacionan con el 
armado del precio como, por ejemplo, si se trata de un 
precio nacional o no y si la incidencia del transporte va 
a ser repartida y prorrateada en el precio global, como 
sucede actualmente. Esto está vinculado con el cálculo 
del precio teórico máximo. La idea de ese borrador es, 
asimismo, que por lo menos en el primer período conti- 
nuemos teniendo un precio nacional, lo que supone al- 
gunos subsidios explícitamente adoptados con el fin de 
determinar el mismo precio del combustible en toda la 
República, lo que ha sido una opción que Uruguay ha 
adoptado reiteradamente y que otros países no toman. 
En este aspecto coincido con el señor Senador Gallinal 
en cuanto a que el día que haya libre importación, la 
intervención sobre el precio será excepcional en el caso 
de verificarse oligopolios y monopolios al amparo de 
las normas correspondientes. De todos modos, reitero, 
no tengo dudas de que en el primer período la Unidad 
participa del asesoramiento y el Poder Ejecutivo dicta- 
mina un precio máximo; por lo menos esto es así en la 
óptica del proyecto de ANCAP que hemos expuesto y 
que coincide con la visión de algunos señores Legisla- 
dores. 


SEÑOR BRAUSE.- Comparto la interpretación de 
los señores Senadores Atchugarry y Gallinal respecto 
de este literal, porque está claro que esta Unidad habrá 
de examinar y aconsejar en definitiva al Poder Ejecuti- 
vo en el tema de la fijación de los precios. 


Respecto del aspecto consultado por el señor Sena- 
dor Couriel y respondido por quienes han intervenido, 
siempre surge una explicación relacionada al precio, y 
es correcto que así se haga, por cuanto desde el punto 
de vista estrictamente jurídico, el mismo supone que 
existe un acuerdo de voluntades entre quien lo fija y 
quien lo utiliza o no, ya que puedo no utilizar el servi- 
cio y, por lo tanto, no pagar el precio. 


La pregunta que me formulo ahora es qué quiere 
decir “tarifa”, lo que constituye una antigua discusión. 
Aquí, el análisis ha girado en torno al concepto de pre- 
cio, pero se agrega el término “tarifa”. No es un tributo 
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y de ello no cabe ninguna duda, porque el tributo es 
competencia del Poder Legislativo. Entonces, reitero, 
pregunto qué quiere decir “tarifa”. Esta no es una cues- 
tión nueva y se ha reiterado en el tratamiento de otras 
normas de índole legal en las que hemos podido apre- 
ciar la utilización de este vocablo. Por lo tanto, desearía 
que se me explique, si es posible, qué quiere decir “tari- 
fa” y, de no existir una explicación satisfactoria -como 
creo anticipar- en todo caso eliminemos ese vocablo y 
sustituyámoslo por el de “precio” que es, justamente, el 
concepto al que el proyecto quiere aludir. 


SEÑOR ASTORI.- Quería recordar que en una dis- 
cusión reciente -que creo se realizó por enésima vez- se 
terminó usando la denominación “tarifa de saneamien- 
to” para lo que está cobrando la Intendencia Municipal 
de Montevideo en el momento actual. Eso es una tarifa. 
En todo caso es un tema recurrente. Ahora, en todos los 
casos involucrados en esta Unidad, ya sea en el de los 
combustibles, en el del agua, el saneamiento, la energía 
eléctrica, etcétera, estamos ante precios públicos. 


Sobre el tema precedente, me parece que las Unida- 
des Reguladoras, en términos generales -y vuelvo a se- 
pararme un poco de este proyecto- nunca fijan precios 
porque no está en sus cometidos, al menos en la moder- 
na concepción de lo que son estas Unidades Regulado- 
ras. En este proyecto de ley, interpreto el literal 1) como 
referido a una función asesora, porque incluso termina 
señalando “recomendaciones que entienda del caso”. 


Por otro lado, si no recuerdo mal, no obstante la Ley 
de Marco Regulatorio -o mejor dicho, reafirmándola 
por esa vía- el Poder Ejecutivo sigue fijando los precios 
de la energía eléctrica en el país. Dicha ley, no sólo no 
asigna esta responsabilidad a la Unidad Reguladora que 
ahora está funcionando, sino que ratifica la determinación 
de los precios por parte del Poder Ejecutivo. Si no recuer- 
do mal esto es lo que expresa el propio texto de la ley. 


Finalmente, siendo que las Unidades Reguladoras -y 
ésta en particular- determinan criterios y controles, no 
debemos olvidar que tienen poder sancionatorio, como 
lo indica el propio literal m) que alude tanto a la Ley de 
Presupuesto -donde se establecen fuertes sanciones re- 
feridas a la URSEC y que aquí se toman como referen- 
cia- como a la Ley N* 17.250, de 11 de agosto de 2000, 
que asimismo prevé la posibilidad de que la Unidad 
establezca sanciones -aquí sí tiene competencias para 
hacerlo- cuando se violen, a mi juicio, algunos de los 
criterios de su recomendación. Entonces, si nos pone- 
mos a examinar la influencia que puede tener esta Uni- 
dad en el funcionamiento del mercado, me parece que 
considerar su poder sancionatorio es un dato relevante. 


SEÑOR GALLINAL.- Voy a referirme a la inter- 
vención del señor Senador Brause. Creo que los térmi- 
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nos “tarifa” y “precio” en el proyecto de ley tienen la 
misma acepción que se les ha dado hasta el día de hoy. 
Se parte de la base de que el hecho de que se produzcan 
áreas de desmonopolización no significa que vayan a 
dejar de existir organismos públicos que presten servi- 
cios y que por ello cobren determinado precio que apa- 
rece bajo la denominación de “tarifa”. El concepto será 
equivocado, pero se seguirá utilizando en los mismos 
términos en que se ha hecho hasta ahora, por ejemplo, 
en el tema de la telefonía celular. En ese caso, se abren 
áreas de desmonopolización, se van a rematar frecuen- 
cias, lo que provocará el ingreso de otros operadores, 
pero ANCEL va a seguir operando. ¿Y qué cobra 
ANCEL por la prestación de sus servicios? ¿Un pre- 
cio o una tarifa? En todo caso, lo que se pretende a 
través de esta disposición es dejar claro que tanto el 
precio como la tarifa no escapan a la regulación esta- 
blecida en el proyecto de ley. 


Creo que ese es el alcance, aunque aclaro que, como 
es obvio, no soy el auténtico interpretador del proyecto; 
aquí todos estamos tratando de sacarnos dudas sobre un 
tema complejo que, por otra parte, es nuevo para el 
Uruguay. 


SEÑOR GARGANO.- Del análisis hecho por los 
señores Senadores Astori y Gallinal parecería ser que la 
diferencia entre los dos vocablos está en que se usa 
“tarifa” cuando el precio lo cobra un organismo público 
y “precio” cuando un privado aplica el valor de la pres- 
tación del servicio. No hay otro elemento de distinción. 
Uno puede distinguir entre “impuesto” y “tasa”, porque 
la tasa se aplica, por ejemplo, por la contraprestación 
de un servicio, mientras que el impuesto es una contri- 
bución obligatoria que se hace por parte del ciudadano 
al sostenimiento del aparato del Estado o del Gobierno 
Departamental. 


En resumen, me parece que la cosa va por ahí, que 
no es mucho más de lo que quiere decir. 


Ahora bien, en el caso de la tarifa, parece ser que 
hay una intervención preceptiva de un organismo públi- 
co en su aplicación, que será el Poder Ejecutivo u otro; 
pero en el caso del precio, más bien parecería que eso 
queda librado al acuerdo tácito que pudiera existir entre 
el prestador del servicio y el consumidor. En la tarifa, el 
consumidor es un tomador del valor que se le cobra. Es 
lo que creo entender de esto que parece ser un tema 
semántico que no hace al fondo del asunto. 


SEÑOR BRAUSE.- Me permito discrepar con el se- 
ñor Senador Gargano. No se trata de un tema semántico 
sino, sin duda, conceptual, en donde la Doctrina tributa- 
ria y administrativa han trabajado largamente. Permíta- 


seme, entonces, ingresar en este tema con un poco más 
de detalle. 
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Tanto el impuesto como la tasa son especies dentro 
del tributo, que está definido en el Código Tributario 
como aquella imposición del Estado en ejercicio de su 
potestad de imperio, a la que no puede quedar excluido 
el contribuyente una vez establecida. Me explico. El 
contribuyente no se puede negar a efectuar esa presta- 
ción. 


El precio tiene otra naturaleza jurídica: el acuerdo 
de voluntades. Ahora bien, hay distintas especies dentro 
del concepto precio en general. Así, se puede hablar de 
“precio público” y de “precio privado”; pero no deja de 
tener el mismo fundamento jurídico porque a diferencia 
del tributo, en el precio público el usuario no está obli- 
gado a hacer uso de la prestación que lleva a tener que 
pagar el precio. No cabe duda de que el precio de los 
combustibles es un precio público, pero si yo no lo 
consumo, no lo pago. Por lo tanto, ahí está el acuerdo 
de voluntades que es necesario que exista para que se 
configure el precio y el usuario lo pague, mientras que 
en el caso del tributo no es así. Lo tenemos que pagar si 
somos sujeto pasivo de la obligación tributaria, quera- 
mos oO no, porque es obligatorio. 


Esa es la diferencia conceptual. 


Insisto en que esta no es una cuestión de fondo; pero 
lo cierto es que, enmarcado dentro de estos conceptos, 
la tarifa no tiene ninguna participación. Entonces, aquí 
me permito discrepar con quienes quieren darle al pre- 
cio público la designación de tarifa. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece lógica la interpre- 
tación que hace el señor Senador Brause, pero yo me 
guío por la forma como hemos venido aplicando los 
conceptos en los últimos tiempos. 


Por otra parte, quisiera señalar que el hecho de con- 
formarse Unidades Reguladoras y entrar en un ámbito 
de competencia no significa que desaparezca la posibi- 
lidad de que un organismo público preste un servicio y 
cobre un precio determinado y que la interpretación ge- 
neral que hemos hecho es que ese precio lo denomine- 
mos tarifa, aunque el concepto sea equivocado. 


Creo que también debemos dejar en claro que, por 
ahora -salvo que modifiquemos la legislación; quizá sea 
conveniente estudiar el tema- y aun en esos ámbitos de 
competencia, cuando, por ejemplo, ANTEL vaya a pres- 
tar el servicio de telefonía celular y tenga que definir el 
precio que va a cobrar por él, esa definición se tendrá 
que hacer, a diferencia de la empresa privada, por el 
mismo mecanismo que se viene realizando en la actuali- 
dad. Esto es, que lo va a definir ANTEL y lo va a elevar 
a consideración del Poder Ejecutivo para que establez- 
ca el precio. 
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SEÑOR ASTORI.- Señor Presidente: básicamente, 
comparto el razonamiento del señor Senador Brause. 
Inclusive, utilizaba la expresión “precio público” para 
dar ese pequeño matiz que puede haber de diferencia 
entre instituciones públicas y empresas privadas. 


También comparto lo que señala el señor Senador 
Gallinal. Creo que el objetivo de esta redacción es que 
no quede afuera ningún caso polémico, y el saneamien- 
to lo es; es evidente que está comprendido en las tareas 
de la Unidad. 


Siguiendo el razonamiento conceptual del señor Se- 
nador Brause, aquí, en el caso de Montevideo, quienes 
estamos pagando esa contribución o como se le llame, 
tampoco podemos negarnos a hacerlo. Es típicamente 
una resolución del Gobierno Municipal de Montevideo 
que va más allá del acuerdo entre partes. 


SEÑOR BRAUSE.- Entonces, ¿no será una tasa? 


SEÑOR ASTORL.- No. No hay una contraprestación 
identificable exactamente entre el pago del tributo y... 


No es mi intención ingresar en esa polémica, pero 
que la hay, la hay. Recordaba que la polémica culminó 
denominando a esa contribución “tarifa de saneamien- 
to”; hoy se llama así. 


Entonces, compartiendo el razonamiento, creo que 
la redacción de este proyecto procura que nada quede 
afuera, y si tenemos en cuenta que el saneamiento es 
precisamente una de las responsabilidades de esta Uni- 
dad, comprendo el porqué de la redacción del literal, 
sin dejar de compartir el razonamiento conceptual del 
señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Lo que conozco, al me- 
nos de la práctica de administración, es que desde el 
punto de vista legal y conceptual no hay diferencia en- 
tre precio y tarifa. Hay una costumbre por la cual cuan- 
do yo determino el precio de, por ejemplo, los combus- 
tibles, le llamo precio, y cuando hablando de servicios, 
digamos de trato sucesivo -la energía eléctrica, el agua, 
etcétera- la costumbre es hablar de tarifas que, en reali- 
dad, quiere decir tabla de precios. Esa es la costumbre 
vernácula de nuestros organismos, lo que uno ve en los 
decretos de fijación de precios. Algunos le llaman pre- 
cio y otros tarifa, pero no creo que jurídicamente haya 
mayor diferencia entre un caso y otro. Insisto que esa es 
la costumbre que hay en el Uruguay. 


Otra cosa es la tasa, donde si bien hay una contra- 
prestación, no está el elemento de formación voluntaria 
del precio. Más allá de las dudas que esta terminología 
pueda plantear, creo que no se está refiriendo a las si- 
tuaciones de tasa porque, además, no podría ser objeto 
de esta regulación. 
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En cuanto al tema del saneamiento, en principio cuan- 
do no hay obligación de conectar no tengo dudas de que 
se trata de un precio, más allá de lo que se ha discutido, 
y esto lo vengo sosteniendo desde hace muchos años a 
veces en solitario. La situación se complica cuando hay 
una obligación de conectar y se dificulta aún más cuan- 
do se quiere cobrar sin estar conectado. Ese sí es un 
elemento diferencial. Es más vidriosa la situación cuan- 
do se intima con una multa si no se conecta, porque en 
ese caso hay de por medio razones bromatológicas, de 
higiene y demás que pueden motivar este asunto. Ahora 
bien; cuando se plantea que al estar conectado se va a 
cobrar lo mismo y un porcentaje del agua, no hay duda 
que en esta situación nos salimos del precio. Esta fue 
una de las versiones que circuló en Montevideo. No 
conozco en detalle la actual reglamentación que fue ob- 
jeto de discusión en la Cámara de Representantes, pero 
en cualquier caso tampoco los precios -por el hecho de 
ser tales- si son abusivos pueden dejar de violar las 
normas desde que se aprobó la Ley de Defensa del 
Consumidor. Entonces, tendríamos que hacer un análi- 
sis distinto que tiene que ver con las tasas, en el sentido 
de si hay o no una razonable equivalencia entre las 
prestaciones e, inclusive, cuando estamos en presencia 
de un precio -con un contrato de adhesión- que es de 
fijación unilateral y que está soportado por una multa 
en el caso de que la persona no se conecte. 


En definitiva, este asunto quedó laudado por la Cá- 
mara de Representantes pero quería, dado que se rozó 
el tema, dejar una constancia porque, si bien teórica- 
mente es claro, en la práctica se complica. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En la mañana de hoy 
hemos hecho un debate sobre tarifas y precios que al 
parecer ha sido muy proclive para discutir sobre temas 
jurídicos y muy académicos, lo cual ha servido para 
refrescar algunos conocimientos. 


En primer lugar, comparto en todos sus términos las 
expresiones y aclaraciones que ha hecho en Sala el se- 
ñor Senador Brause. Desde el punto de vista conceptual 
sin ninguna duda ello es así y la Doctrina de Derecho 
Financiero y Tributario hace mucho tiempo que ha acla- 
rado estos conceptos. Quizás, el tema de tarifas provie- 
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disposiciones que vienen desde 1830 por lo que induda- 
blemente se utilizan vocablos que en su momento esta- 
ban en boga o eran aceptados, pero la Doctrina de De- 
recho Público, ya sea en Derecho Constitucional, Admi- 
nistrativo, Financiero o Tributario, ha ido evolucionan- 
do. Indudablemente, cuando hablamos de tarifas o cuan- 
do la Constitución se refiere a ellas, estamos hablando 
de precios. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR COURIEL.- Quiero dejar una constancia. 


Una de las funciones de las Unidades Reguladoras 
es defender la competencia y, al hacerlo, se defiende al 
consumidor y al usuario, por lo que su tarea de contra- 
lor de precios es importante. Por este motivo, entre otras 
cosas, quería ver la legislación comparada para saber 
cómo están funcionando otras Unidades Reguladoras. 
En estos momentos, cuando no hay competencia, estas 
Unidades cumplen un papel fundamental, fije o no el 
precio, pero si la legislación se lo permite, lo puede 
hacer. Si su carácter es solo de asesoramiento, como lo 
explicó el señor Senador Correa Freitas, el mismo po- 
dría ser vinculante y, por lo tanto, obligatorio para la 
decisión del Poder Ejecutivo. Lo que estoy manifestan- 
do es casi doctrinario. Simplemente quería que quedara 
constancia en la versión taquigráfica. 


SEÑORA ARISMENDI.- Mociono para que se le- 
vante la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay opinión contra- 
ria, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 47 minutos.) 
COMISION ESPECIAL DE SERVICIOS PUBLICOS 
(Sesión celebrada el día 22 de noviembre de 2001) 

ASISTENCIA 


Presiden: Senadores Wilson Sanabria 
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ne también-y esto lo conversé precisamente con el se- Miembros: Senadores Danilo Astori, Alejandro Atchu- 
ñor Senador Brause- de que la Constitución de la Repú- garry, Alberto Brause, Ruben Correa Frei- 
blica utiliza concretamente en cuatro disposiciones los tas, Alberto Couriel, Francisco Gallinal, Rei- 
vocablos tarifas y precios. A su vez, también nuestra naldo Gargano, Luis Alberto Heber, Jorge 
Carta Magna utiliza términos como, por ejemplo, “con- Larrañaga, Rafael Michelini y Enrique Ru- 


tribuciones” en el artículo 85 numeral 4%, cuando estric- bio. 
tamente la definición conceptual actual que figura en el 
Derecho Tributario habla de tributos. Quiere decir que Concurren: Senador Carlos Julio Pereyra, Prosecretaria 


del Senado, Quena Carámbula y Director Ge- 
neral Legislativo, Luis M. Paravis 


el Parlamento tiene las competencias para fijar los tri- 
butos y no las contribuciones, como dice el artículo 85, 
numeral 4. Debemos tener en cuenta que la Constitu- 


ción uruguaya de 1967, con la reforma de 1997, tiene Secretarias: Raquel Suárez Coll y Josefina Reissig 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 51 minutos.) 


-La Comisión Especial de Servicios Públicos da ini- 
cio a esta reunión saludando a los funcionarios del Se- 
nado, que en el día de hoy celebran su día. 


La Mesa propondría que se formara una Subcomi- 
sión con el fin de recibir a una delegación de la Unión 
de Vendedores de Nafta que ha solicitado entrevista a 
efectos de tratar temas relacionados con los proyectos 
que están a estudio. Si no hay inconveniente, dicha Sub- 
comisión se podría integrar, luego de levantada esta se- 
sión, con un delegado por Partido y su coordinación de 
trabajo se realizaría por parte de Secretaría. 


La Comisión tenía previsto, a solicitud de varios 
señores Senadores, comenzar a analizar -a efectos de su 
aprobación- la Carpeta N* 619/01, referida a la Unidad 
Reguladora de Servicios de Energía y Agua. En este 
sentido, solicito a la Secretaría que efectúe los reparti- 
dos relacionados con las propuestas de pequeñas modi- 
ficaciones que plantea el Foro Batllista, las que podría- 
mos ir analizando al llegar al estudio de cada artículo. 


SEÑOR COURIEL.- Hemos estudiado el tema de la 
Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua, y 
debo decir que existen varios elementos que quisiera 
poner arriba de la mesa. 


En primer lugar, pensamos que las disposiciones son 
muy genéricas. Entonces, desde ese punto de vista, te- 
nemos algunas inquietudes. 


En segundo término, en el caso del Ente Regulador 
de los combustibles, sentimos que, probablemente, ha- 
bría que agregar algunos aspectos como, por ejemplo, 
las condiciones que debieran tener los distribuidores o 
la posibilidad de una nueva refinería. Se trata de ele- 
mentos, básicamente, para agregar o complementar a lo 
que está expuesto. De todos modos, no tengo observa- 
ciones, salvo la que ya dije, de que se trata de algo muy 
genérico. 


En tercer lugar, está lo concerniente a lo que podría- 
mos llamar el período de transición para los combusti- 
bles, que va desde la etapa actual hasta el momento en 
que se elimine el monopolio de importación de refina- 
do. En dicho período, seguramente, la Unidad Regula- 
dora va a tener un papel importante en la determinación 
del precio del combustible. En este tema quiero hacer 
una pregunta y es si conviene trabajar el papel de la 
Unidad Reguladora en el precio del combustible en esta 
ley de regulación o en la ley de asociación. 
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En concreto, tengo la sensación de que hay dos tipos 
de precios en este período de transición. Habiendo una 
sola refinería, no tendría sentido fijar precios máximos, 
sino que sería mejor que el Poder Ejecutivo, con el 
asesoramiento del Ente Regulador, estableciese el pre- 
cio correspondiente hasta el momento en que se libera- 
lice el monopolio de refinado. En cambio, el Ente Re- 
gulador sí podría - junto con el Poder Ejecutivo, si así 
se considera pertinente - fijar el precio máximo de ven- 
ta al público, permitiendo que haya una cierta compe- 
tencia entre los distribuidores, los fleteros y los posee- 
dores de estaciones de servicio. Entonces, el precio máxi- 
mo sería aplicable al combustible con destino al consu- 
midor final. Pero existiría otro precio, que es al que se 
le vende a los distribuidores en la refinería y es el que 
debiera fijarse por medio de la Unidad Reguladora en el 
período de transición hasta que se abra el monopolio 
del refinado. 


Entonces, podría ser que esta disposición relativa al 
precio sea para el proyecto de asociación que presentó 
el Partido Nacional, porque es algo bien específico a 
propósito del combustible, aunque también podría in- 
cluirse en la iniciativa de la Unidad Reguladora. Es 
decir que puede tenerse en cuenta en cualquiera de las 
dos iniciativas, pero en algún lado tiene que estar. 


Por último, quiero decir que estoy analizando en 
estos momentos la Administración Nacional de Petróleo 
de Brasil, que consta de una gran cantidad de disposi- 
ciones que nos pueden ayudar para el proyecto de la 
Unidad Reguladora. No he podido terminar esa tarea, 
de forma que creo que podríamos avanzar todo lo que 
sea necesario en la discusión de esta iniciativa -al igual 
que en la de asociación- pero no votarla todavía. 


En resumen y para que quede claro, no tengo ningún 
elemento negativo que señalar a este proyecto; simple- 
mente quiero complementar esa iniciativa con otras dis- 
posiciones del estilo de las que acaban de plantearse. 


SEÑOR GARGANO.- Nosotros habíamos acordado 
pedir que no se votara este proyecto de ley en el día de 
hoy, lo que no quiere decir que no consideremos en 
general y en particular el tema. La solicitud se debe a 
que tenemos necesidad de ajustar las decisiones políti- 
cas previamente; me refiero al Encuentro Progresista- 
Frente Amplio. 


De todos modos, quiero hacer a título personal -en 
ese entendido estamos hablando cada uno de los inte- 
grantes de nuestra fuerza- algunas consideraciones que 
me parece que vienen al caso en la discusión general. 


En primer lugar, la prestación de servicios públicos 
es una de las áreas de la economía donde el Estado 
normalmente interviene con la finalidad de regularla, 
como también interviene en la parte de carácter produc- 
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tivo, muchas veces para regular la comercialización de 
los productos y en otros casos para derogar las regula- 
ciones existentes. De modo que no puede haber una 
postura dogmática en cuanto a la conveniencia de la 
regulación o no de la prestación de los servicios. Pero 
aquí se parte de la base de que todos los servicios públi- 
cos son privatizables, en todo o en parte. Por ejemplo, 
el literal d) del artículo 2* dice: “preparar y presentar al 
Poder Ejecutivo para su aprobación, un pliego único de 
bases y condiciones para la celebración de los contratos 
habilitantes de la prestación de servicios comprendidos 
dentro de su competencia, al que deberán ajustarse los 
pliegos particulares que las Administraciones compe- 
tentes confeccionen en cada caso.” 


Luego se agrega en el literal g): “controlar el cum- 
plimiento por parte de los operadores públicos y priva- 
dos”. 


A su vez, el artículo 3* dice: “la URSEA dispondrá 
de los siguientes cometidos y poderes jurídicos especí- 
ficos: 


A) En materia de energía eléctrica... 

B) En materia de gas... 

C) En materia de combustibles... 

D) En materia de agua potable y saneamiento.” 


Es decir que comprende prácticamente todas las áreas 
existentes donde el Estado presta algún servicio; hay 
otros que ya están regulados por leyes específicas. Por 
tanto, no me parece bueno que se vote una disposición 
como ésta sin antes definir qué rol va a tener el Estado 
y el sector privado en la prestación de estos servicios. 
Parecería que antes deberíamos ponernos de acuerdo en 
si hay algunos que deberían ser de competencia com- 
partida entre el sector estatal y el privado, y otros de 
competencia exclusiva del sector estatal. Yo, por ejem- 
plo, estoy en contra de que el sector privado participe 
en la prestación del servicio de saneamiento o de agua 
potable; creo que es un servicio de naturaleza impres- 
cindible y que el Estado debe garantizar su llegada a 
toda la población, incluyendo a los que no tienen capa- 
cidad para pagar, opinión que naturalmente puede no 
ser compartida. 


En consecuencia, no me parece bueno que dictemos 
una norma que va a regular esto partiendo de la base de 
que el sector privado va a estar. Se me podrá decir que 
ya está, y entonces aquí vamos a otro tema. El Poder 
Ejecutivo, a mi juicio salteándose la Constitución de la 
República, ha otorgado mediante concesión en Maldo- 
nado la prestación del servicio de agua potable y de 
saneamiento. Creo que no tiene la facultad para hacer 
este tipo de concesiones; no puede concesionar todo a 
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través de Decretos. Hace algunos días planteé este tema 
y el señor Senador Gallinal me respondía que las Inten- 
dencias Municipales -y ejemplificaba con la de Monte- 
video- otorgan concesiones mediante Decretos, pero evi- 
dentemente está equivocado, porque la Constitución de 
la República expresamente exige un decreto de la Junta 
Departamental para la concesión de servicios, es decir, 
una decisión del legislativo departamental, lo que por lo 
menos en el caso de la Intendencia Municipal de Mon- 
tevideo se ha cumplido siempre. Si esto es exigible a un 
servicio de carácter departamental, mucho más impor- 
tante es que se cumpla con este requisito cuando el 
servicio es de naturaleza nacional y afecta a todo el 
país, porque además no hay ninguna disposición especí- 
fica en la Constitución de la República que autorice al 
Poder Ejecutivo a hacer esto. El artículo 51 de la Cons- 
titución dice que las concesiones no podrán ser dadas a 
perpetuidad y que el Poder Ejecutivo deberá fijar las 
tarifas de la prestación de los servicios, pero no dice 
que tiene la facultad de otorgarlos en concesión. Por lo 
tanto, creo que hay otro tema a dirimir previamente, 
que es éste. 


Por último, creo que son muy importantes las facul- 
tades que tienen estas Unidades Reguladoras. Tengo aquí 
un texto -hoy leí algo en la prensa también- relativo a la 
actuación de la Unidad Reguladora de la Energía Eléc- 
trica, que ha hecho un proyecto de reglamento donde, 
entre otras cosas, se toma la atribución de decir que 
UTE, al dominar más del 25% del mercado generador 
de energía eléctrica, no puede invertir más en transmi- 
sión o tener una contratación mayor con los usuarios de 
gran porte. Esto es absolutamente ilegal; lo dice un in- 
forme del órgano de asistencia jurídica que tiene UTE, 
aparecido hoy en la prensa. Incluso, he leído un repor- 
taje al señor Presidente de UTE, escribano Scaglia, en 
el que expresa que si se hace lo que dice la Unidad 
Reguladora, es la muerte de UTE. Entonces, me parece 
que es muy importante no dictar resoluciones de carác- 
ter genérico como las que incluye este proyecto de ley. 
Por ejemplo, en materia de energía eléctrica, se dice: 
“a) velar por el cumplimiento de las normas sectoriales 
específicas; b) ejercer los cometidos y poderes jurídicos 
atribuidos por el artículo 3” de la Ley N* 16.832 de 17 
de junio de 1997”. 


En materia de gas la disposición es muy general, y 
en materia de combustibles también establece: “a) velar 
por el cumplimiento de las normas sectoriales específi- 
cas”. ¿Cuáles son? Es decir que además de estas dispo- 
siciones hay que dictar otras leyes que dispongan las 
normas sectoriales específicas. 


Estas son las consideraciones que quería hacer en 
general; después me gustaría intervenir en la discusión 
particular. Pero llamo la atención en cuanto a que ya se 
han planteado problemas muy graves en relación nada 
menos que a la energía eléctrica, al sector de UTE. 
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Tengo en mi poder un distribuido de la agrupación de 
UTE donde dice que el proyecto limita al Ente en lo 
que tiene que ver con la generación al definirla como 
“generador dominante” por tener más del 25% del mer- 
cado; le prohibe invertir en el sector, impidiéndole con- 
traer nuevas centrales de generación; le prohibe comer- 
cializar energía de terceros, pero en cambio a los priva- 
dos no; el Ente no podrá contratar potencia de respaldo 
cuando tenga problemas de disponibilidad; deberá des- 
tinar su condición prioritariamente para el mercado in- 
terno; es el productor del 60% del consumo de nuestro 
país y Salto Grande queda fuera de esta exigencia. Digo 
esto para que los señores Senadores vean que no es 
poca cosa lo que está en juego cuando legislamos sobre 
las Unidades Reguladoras. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: deseo expresar 
algunas preocupaciones en torno a este tema. En el mun- 
do existen muy diversas experiencias sobre las Unida- 
des Reguladoras y, por mi parte, soy partidario de la 
regulación en aquellos casos en que hay varios opera- 
dores públicos, privados o mixtos. Reitero que conside- 
ro muy clara la necesidad de la regulación y de la inde- 
pendencia institucional de la misma en relación con los 
actores, porque no se puede estar de un lado y del otro 
del mostrador cuando existe pluralidad de actores. 


Ahora bien, sobre este tema existen muy diversas 
experiencias. La idea de los técnicos o tecnócratas to- 
mando esto como una especie de suprapoder que deli- 
mita las reglas de juego, tiene virtudes y debilidades. 
Hay experiencias internacionales que muestran que, en 
realidad, a veces tienen tanta debilidad y tan poco so- 
porte que son muy influidas por los actores. Entonces, 
en algunos casos, los resultados han sido pésimos. 


Este es un punto extremadamente delicado porque 
acá juegan los “tigres”, y los intereses son muy podero- 
sos. Por ello, creo que el problema de la inserción insti- 
tucional del órgano regulador es un punto clave. En este 
proyecto de ley se sigue la línea de la Unidad Regula- 
dora de las Telecomunicaciones o de la anterior Unidad 
Reguladora de la Energía Eléctrica, que ahora se trans- 
forma, porque hay tres miembros directamente designa- 
dos por el señor Presidente de la República, por el Po- 
der Ejecutivo. Frente a esto, me pregunto ante quién se 
tiene responsabilidad y cómo el Parlamento puede tener 
competencia en esta cuestión. Si esto no se encuentra 
dentro del ámbito del Ministerio, ¿quién tiene la res- 
ponsabilidad frente a las decisiones que toma la Unidad 
Reguladora? Se me podrá decir que le corresponde al 
Ministro de Industria, Energía y Minería, pero eso no lo 
tengo claro, ya que en este caso el ámbito de competen- 
cia supera a esa Cartera porque incluye el agua y el 
saneamiento. Entonces, deberíamos convocar a los Mi- 
nistros de Industria, Energía y Minería y de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Me pare- 
ce que este es un problema que debemos afrontar. En la 
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actualidad, ambos Ministros representan al mismo par- 
tido político, pero ello no tiene que ser siempre así. 


Por otra parte, me pregunto por qué no se designan 
con venia parlamentaria. Pienso que se eligió la vía más 
centralista de todas, cuando se dice que el Presidente de 
la República “designa”. Además, hay que tener en cuen- 
ta que esto va más allá del mandato de su Gobierno, 
porque los miembros de la Unidad Reguladora actua- 
rían durante seis años. Este también es un problema 
porque, en cierta medida, se les otorga independencia, 
pero como la designación es directa se puede estar in- 
fluyendo directamente sobre el próximo Gobierno. 


En síntesis, el problema de la inserción institucional 
me preocupa. 


Asimismo, tengo una segunda inquietud. En algunos 
casos, se ha optado por la representación de los usua- 
rios ya que se entiende que hay intereses que proteger, 
porque hay que saber si las reglas de juego son una 
garantía para los usuarios y los consumidores. En este 
caso, no se toma ese camino. 


Existe un problema con relación a la amplitud de las 
competencias que tiene esta Unidad Reguladora. En rea- 
lidad, creo que tomar el agua y el saneamiento es algo 
extremadamente complicado. No estamos hablando de 
la energía, sino de una extensión temática o de cuestio- 
nes demasiado extensas. 


Me pregunto cuál es el marco legal. No hay un mar- 
co regulatorio ni una ley en tal sentido, por lo que se 
crea un conjunto de confusiones y dudas. ¿Qué con- 
gruencia tiene esto con la Ley N* 17.243 en cuanto a las 
normas de defensa de la competencia? En el artículo 13 
de esa norma se dice que las empresas que desarrollan 
actividades económicas, cualquiera fuere su naturaleza 
jurídica, están sujetas a las reglas de la competencia, sin 
perjuicio de las limitaciones que se establezcan por ley 
y por razones de interés general o que resulten de carác- 
ter de servicio público de la entidad de que se trate. 
Hay que ver cómo se aplica todo esto, porque también 
se pueden restringir los márgenes de las Unidades Re- 
guladoras. Si se interpreta lo contrario, como no hay 
una Ley Marco regulatoria, las competencias son extre- 
madamente extensas. 


En conclusión, antes de ingresar en los cometidos y 
en los alcances de esta norma sería conveniente discutir 
sobre la inserción institucional de estas Unidades Regu- 
ladoras y, en particular, conversar sobre las competen- 
cias del Parlamento. ¿Cómo podemos tener garantías y 
hacer un seguimiento llamando a responsabilidad cuan- 
do, en realidad, hemos escuchado a algunos prominen- 
tes miembros de alguna Unidad Reguladora existente y 
a otros que se sienten candidatos a reguladores que tie- 
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nen opiniones sobre el mercado cuyas reglas son, a mi 
juicio, sorprendentes y extremadamente diversas? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: a fin 
de ordenar el trabajo de la Comisión, quiero señalar que 
hoy teníamos previsto trabajar sobre la Unidad Regula- 
dora, ya que se había pedido un poco de tiempo para 
atender el proyecto relativo a ANCAP. Por nuestra par- 
te, desearíamos considerar, como se expresó días atrás, 
en la próxima semana el proyecto de ANCAP. Por ello, 
comenzamos el trabajo sobre esta Unidad Reguladora 
que, por cierto, para nosotros también reviste un similar 
interés. 


Entrando al análisis del proyecto de ley sobre la 
creación de la URSEA, debo señalar que se han reparti- 
do diferentes sugerencias de modificaciones por parte 
de algunos señores Senadores. Por ello, sugiero comen- 
zar a considerar los artículos y conversar sobre las mo- 
dificaciones, sin perjuicio de las discusiones generales 
sobre algunos temas que son realmente muy vastos y 
otros que, en realidad, son ajenos a la Unidad Regula- 
dora. Me refiero, por ejemplo, al marco de las conce- 
siones, que es un tema de interés. En alguna oportuni- 
dad anterior no hemos compartido el punto de vista que 
se manejaba en esta misma Comisión, pero nos parece 
que sería de interés, para poder avanzar en el proyecto 
de ley, pasar a la consideración del articulado, tratando 
de realizar una comparación con las normas vigentes 
para la Unidad que se transforma y de analizar las mo- 
dificaciones que se proponen por parte del Poder Ejecu- 
tivo y de algunos señores Senadores. Creo que esto nos 
va a aportar algunos aspectos a todos. Además, en una 
alocución del señor Senador Couriel, él reclamaba algu- 
nos puntos que incluso son compartibles por ser especí- 
ficos del tema combustible y merecen formar parte del 
proyecto de ley de ANCAP, punto sobre el que no hacía 
cuestión. Me refiero, sobre todo, a algunos aspectos 
referidos a regulaciones de precios y a otros que hacen 
al proyecto que, insisto, deberían estar en la iniciativa 
de ANCAP. 


Mi propuesta concreta es que cuando no haya otro 
señor Senador anotado para estas consideraciones gene- 
rales, entremos en la discusión de cada uno de los artícu- 
los, y al final la Comisión decidirá si los quiere someter o 
no a votación. Me parece que para ganar la mañana po- 
dríamos proceder de ese modo, salvo mejor opinión. 


SEÑOR RUBIO.- Se nos ha repartido una serie de 
modificaciones muy extensas que no hemos tenido tiem- 
po de leer. Entonces, pediría a los señores Senadores 
del Foro Batllista un comentario sobre los alcances. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es hacer un análi- 
sis franco y detallado de todo el tema. Preferiríamos 
trabajar artículo por artículo, para que el señor Senador 
Correa Freitas pueda ir comentando las propuestas que, 
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aclaro, son abiertas y vinculantes al mejoramiento del 
proyecto de ley y que estamos dispuestos a compartir 
con la Comisión. 


En consecuencia, si no hay oposición a la propuesta 
del señor Senador Atchugarry, que recoge la voluntad 
expresada por la Comisión en su sesión anterior en cuan- 
to a avanzar lo más que se pueda en este proyecto de 
ley, se procedería a leer los artículos y posteriormente 
se harían los comentarios sobre las modificaciones pro- 
puestas, para seguir adelante en ese sentido. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes de pasar a la lectura de 
las disposiciones y de entrar a un estudio más detallado 
de cada una de ellas, quiero hacer algunas consideracio- 
nes. 


Como se recordará, en la sesión anterior se explicó 
-creo que con cierta profundidad- la necesidad de tener 
un organismo regulador y los motivos que nos llevan a 
ello. Me parece, por otra parte, que es indiscutible la 
necesidad de un organismo de estas características. En 
ese sentido, quiero decir -sobre todo ahora que ha re- 
gresado el señor Senador Gargano- que debemos tener 
cierto cuidado en no rotular las cosas de manera tal que 
luego hagan imposible la negociación y nos presente 
ante la opinión pública -a la que nos debemos- en forma 
que no es tal. Aquí se llegó a decir que esta tendría que 
ser la Comisión de las privatizaciones y, en alguna me- 
dida, las reflexiones hechas por el señor Senador Gar- 
gano en cuanto al organismo regulador parecería que 
van en el mismo sentido, cuando no es así. Pienso que 
la necesidad de tener un organismo regulador admite e, 
inclusive, está motivada por la presencia del Estado en 
la prestación de determinados servicios que no se priva- 
tizan; por el contrario, se mantienen en manos del Esta- 
do y se protegen en función de la existencia de un orga- 
nismo de estas características. 


También habíamos señalado la necesidad -y lo re- 
planteo hoy- de legislar en esta materia. Creo que todos 
estamos conscientes de las urgencias que hay en materia 
de combustibles. La idea es ver si podemos aprobar un 
organismo regulador y, a su vez, un proyecto de ley 
referido a la asociación de ANCAP en el transcurso de 
este año, para lo cual no tenemos mucho tiempo por 
delante. 


Acepto que se pueda postergar hoy la votación del 
proyecto sobre el organismo regulador, entre otras co- 
sas, porque hay consideraciones nuevas del Foro Bat- 
llista que se trajeron por escrito. También sería bueno 
que se procediera del mismo modo con las considera- 
ciones del señor Senador Rubio, de modo de tener una 
oportunidad previa a la siguiente sesión de la Comisión 
-Inclusive, se podrían distribuir en el transcurso de las 
próximas horas o días- para venir con una posición asu- 
mida. El señor Senador Rubio ha hecho planteamientos 
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interesantes sobre algunos de los cuales me animo a 
adelantar opinión, porque me parece que verdaderamente 
valen la pena. Me refiero, por ejemplo, a la posición 
institucional del organismo regulador. 


En fin, sería interesante recibir esas propuestas por 
escrito, lo cual facilitaría la posibilidad de hasta llegar a 
acuerdos para la sesión del próximo jueves, momento 
en el que creo que indefectiblemente tendríamos que 
votar el proyecto sobre el organismo regulador y seguir 
avanzando en el de asociación de ANCAP. 


O sea que comparto lo propuesto por el señor Sena- 
dor Atchugarry y también creo que son de recibo los 
planteamientos hechos por los demás Senadores en cuan- 
to a la incorporación de modificaciones al proyecto o 
de normas que no han sido previstas o no estén contem- 
pladas. De todos modos, creo que en ese sentido debe- 
ríamos fijarnos algunos plazos, dadas las urgencias por- 
que, además, el tema ya ha tenido algunas instancias en 
la Comisión. 


En otro orden, quiero señalar que la posición institu- 
cional del organismo regulador es un tema verdadera- 
mente complicado. En otros países del mundo, la solu- 
ción que se ha dado ha sido hasta la creación de Minis- 
terios. En materia de telecomunicaciones, hay países 
que tienen Ministerios, que en el caso son los regulado- 
res. Ahora bien, nosotros creemos que no es el momen- 
to Oportuno para crear un nuevo Ministerio o para se- 
guir creando organismos públicos; pero hay quienes han 
llegado a sostener que admitirían la posibilidad de crea- 
ción de un Ente Autónomo como organismo regulador. 


De acuerdo con lo que establece la Constitución de 
la República, toda decisión tiene como último responsa- 
ble al Poder Ejecutivo; en todos los casos, así lo dispo- 
ne nuestro sistema constitucional. Entonces, quizás ten- 
dríamos que ver la posibilidad de buscar una vincula- 
ción un poco más directa. En ese sentido, puede ser de 
recibo que ante el Parlamento haya una Secretaría de 
Estado responsable de las actividades que se desarro- 
llan a nivel de estos organismos reguladores. 


Respecto a la venia sostuvimos, insistimos y discuti- 
mos con el Poder Ejecutivo, en oportunidad de analizar 
lo referente al organismo de las comunicaciones, la ne- 
cesidad de que existiera venia. Pero el señor Presidente 
de la República no compartió el criterio y, finalmente, 
terminamos transando en la designación a través del 
Consejo de Ministros, que fue la solución que se dio a 
la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones. 
En el caso concreto, me genera alguna duda el artículo 
1? en cuanto a la transformación de la Unidad Regula- 
dora de la Energía Eléctrica en la Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua. No sé si no sería más 
conveniente la eliminación de la Unidad Reguladora de 
la Energía Eléctrica y la creación de este organismo en 
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concreto. Pienso que de este modo damos la misma 
posición institucional que dimos a la Unidad Regulado- 
ra de Comunicaciones, establecemos la facultad de ad- 
vocación por parte del Poder Ejecutivo y fijamos el 
mismo sistema de designación que en el artículo 75 de 
la Ley de Presupuesto concedimos a la Unidad Regula- 
dora de los Servicios de Comunicaciones. 


En realidad, mi intención no era introducirme en el 
articulado, sino ver si podemos llegar -no es necesario 
tener un pronunciamiento hoy- a avanzar en el sentido 
propuesto por el señor Senador Atchugarry, es decir, 
discutir en particular el proyecto de ley sin votarlo aho- 
ra y fijarnos como itinerario, como hoja de ruta, para el 
próximo jueves alcanzar un pronunciamiento definitivo 
de la Comisión en cuanto al organismo regulador. Hoy 
seguiríamos avanzando en la asociación de ANCAP y 
luego veremos en qué instancias nos pronunciamos en 
torno a ese tema. 


Quiero señalar que el propósito que nos anima, tan- 
to respecto al organismo regulador como a la asocia- 
ción de ANCAP, es tener una ley en el año 2001. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Comparto lo señalado por 
el señor Senador Gallinal y también me pregunto -por- 
que basta mirar el calendario para ver lo limitado de 
nuestras opciones- si la semana que viene, dado que no 
hay Senado, podríamos fijarnos un régimen de trabajo 
más ambicioso. En ese sentido, propongo trabajar el 
martes, de mañana o de tarde -quizá en el horario habi- 
tual del Senado- para ir pensando en una doble jornada 
el día jueves. En verdad, nuestra intención es dar todas 
las oportunidades posibles para discutir estos temas y, 
en ese sentido, hemos tratado de acompasar los tiempos 
para plantear las consultas que sean necesarias. No de- 
bemos olvidar que la semana próxima es la última del 
mes de noviembre y aún no tenemos una fecha definiti- 
va para terminar el trabajo relacionado con estos dos 
proyectos, en particular el de ANCAP, que hace tres o 
cuatro meses que está a consideración de esta Comi- 
sión, y este otro, que es más reciente. 


En consecuencia y aun sabiendo que es difícil coor- 
dinar los horarios, pediría a la Mesa que posteriormente 
nos consultara a los efectos de saber si podemos ajus- 
tarnos a un régimen de trabajo en los mismos días o en 
otros, agregando horas, de modo tal de poder cumplir 
los dos objetivos, o sea, llevar a Sala estos proyectos de 
ley en diciembre y, al mismo tiempo, dar la posibilidad 
de profundización y discusión que se desea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, la Presiden- 
cia consulta a los señores Senadores si es posible que 
nos reunamos para trabajar los días martes y jueves. 


SEÑOR GARGANO.- Muy brevemente, quisiera re- 
ferirme a una alusión que formulaba el señor Senador 
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Gallinal. Por cierto, la afirmación de que la Comisión 
debería llamarse de privatización y no de servicios pú- 
blicos es una opinión personal, un juicio derivado de 
los contenidos de los proyectos presentados. Puede ser 
o no compartida, pero es mi honrada opinión. 


Por otra parte, con relación al juicio que me merece 
el funcionamiento de algunas de las disposiciones del 
proyecto de ley y la experiencia de UTE que acabo de 
mencionar, debo decir que he recogido la opinión de las 
personas directamente involucradas en esto, entre otras, 
el Presidente del Ente, quien ha salido a la prensa a 
decir que la Unidad Reguladora va más allá de sus com- 
petencias y que se traspasan sus funciones. La misma 
posición es sostenida por el sindicato de trabajadores, y 
en este caso creo que sería bueno escuchar lo que ellos 
nos puedan decir acerca de la experiencia con la Uni- 
dad Reguladora y así poder opinar con certeza sobre 
este proyecto que generaliza todas las áreas a través del 
funcionamiento de una Unidad Reguladora. 


Aprovecho para decir también que una de las cosas 
que me parece importante a tener en cuenta es que esa 
Unidad Reguladora va a tener un área de funcionamien- 
to para cubrir espacios tremendamente complejos. A 
este respecto, el señor Senador Gallinal señalaba que en 
otros lados por ejemplo hasta organismos ministeriales 
se encargaban de esa función. Pienso si esto no termina- 
rá siendo un superministerio -como señalaba el señor 
Senador Rubio- controlado por nadie más que el Presi- 
dente de la República, que es el responsable de designar 
sus miembros y en última instancia de su funcionamien- 
to, quien seguramente va a tener grandes dificultades 
para cumplir con sus funciones. 


En cuanto al planteo de trabajar el día martes, ade- 
lanto que puedo hacerlo. Además me excuso, pues voy 
a tener que solicitar que el señor Senador Núñez me 
sustituya porque no voy a poder concurrir el día jueves. 


SEÑOR ASTORLI.- Quiero señalar que el día martes 
tendríamos problemas, al menos por la mañana, ya que 
está citada la Comisión de Industria, Energía y Minería 
que tiene la responsabilidad de finalizar un proyecto de 
ley que yo considero importante, que es el de parques 
industriales. 


SEÑOR COURIEL.- Quiero dejar constancia de que 
el día martes no voy a estar en Montevideo lo que por 
supuesto no quiere decir que la Comisión no se pueda 
reunir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia sugiere que 
nos reunamos el día miércoles a la hora 16. 


SEÑOR BRAUSE.- Propongo que la Comisión se- 
sione el día miércoles a la hora 15 y 30. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Otra consulta que quería 
hacer es si los señores Senadores están de acuerdo en 
que nos reunamos el día jueves a las 10 y a las 14 
horas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Debo aclarar que la 
Comisión de Hacienda ha sido convocada para recibir a 
la hora 10 a la Asociación Uruguaya de Fútbol, que ha 
solicitado una entrevista especial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, estaríamos de 
acuerdo en trabajar el jueves de mañana; después la 
Presidencia intentará coordinar una sesión para otro día 
de la semana que viene para trabajar toda la jornada. 


A los efectos de seguir avanzando en este proyecto 
de ley, si los señores Senadores lo estiman conveniente, 
podríamos pasar a considerar los artículos e ir explican- 
do las modificaciones que nuestro sector ha planteado 
por escrito. 


En consideración el artículo 1”. 


Concretamente, en el artículo 1%, después de la fe- 
cha iría una coma y luego la expresión “así como los 
establecidos en la Ley 16.832, de 17 de junio de 1997, 
en lo pertinente”. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Este agregado que 
proponemos refiere, concretamente, a la Ley de Marco 
Regulatorio de Energía Eléctrica. Nos parece importan- 
te hacer referencia no sólo a las disposiciones de la Ley 
N* 17.296, sino también a esta Ley N* 16.832. Esta es 
la razón básica y fundamental de esta propuesta. 


SEÑOR ASTORL.- En primer lugar, quiero decir que 
me parece perfecto e imprescindible que se agregue esta 
disposición. 


Por otro lado, en materia de agua, saneamiento y 
combustible, esta es la ley de marco regulatorio porque 
no hay otra, o sea que está cumpliendo la doble misión 
de establecer un marco regulatorio y, al mismo tiempo, 
instaurar la Unidad Reguladora correspondiente. 


Ya que estamos abordando este tema a partir de 
algunos comentarios que se hicieron, aprovecho para 
señalar que sin hacer de esto una cuestión fundamental 
ni mucho menos, estoy convencido de que todo lo rela- 
tivo a los precios -aspecto que planteó el señor Senador 
Couriel- debería estar incluido en este proyecto y no en 
el de asociación, que no tiene por objeto regular el mer- 
cado. El tema precios es típico de regulación del merca- 
do y tiene por objeto otra cosa, es decir, definir las 
orientaciones fundamentales sobre cuya base la empre- 
sa ANCAP se va a asociar con otra u otras. De todas 
maneras, como mencioné al principio, no pretendo ha- 
cer cuestión ni mucho menos. 
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Creo que las disposiciones que proponía el señor 
Senador Couriel efectivamente deben aprobarse en al- 
guno de los ámbitos institucionales correspondientes, y 
me parece que éste es el más indicado. Es más; la Ley 
de Marco Regulatorio de la Energía Eléctrica que aquí 
estamos citando cuenta con estas disposiciones en mate- 
ria de precios y establece cuáles son los criterios de 
fijación. 


Mi intervención está dirigida a apoyar la inclusión 
de esta ley de referencia y al mismo tiempo a señalar 
que hay que tener en cuenta que desde el punto de vista 
del agua, saneamiento y combustibles, estamos fusio- 
nando, en una sola instancia, la Ley de Marco Regulato- 
rio y la Unidad Reguladora. 


SEÑOR GALLINAL.- Con respecto al artículo 1, 
vamos a sugerir que empiece diciendo: “Créase como 
órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo, sin perjui- 
cio de su facultad de avocación, la Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua”. 


Al mismo tiempo, propongo que se establezca que 
las competencias que hoy tiene la Unidad Reguladora 
de Energía Eléctrica sean asumidas por la Unidad que 
se crea. De esta manera, se agregaría un artículo 2% o 1* 
bis, en el cual se dispondría que la URSEA estará diri- 
gida por una Comisión integrada por tres miembros de- 
signados por el Presidente de la República, actuando en 
Consejo de Ministros -aquí recojo el artículo 73 de la 
Ley de Presupuesto Nacional, donde se crea la URSEC- 
entre personas que, por sus antecedentes personales, pro- 
fesionales y conocimientos en la materia, aseguren in- 
dependencia de criterio, eficiencia, objetividad e impar- 
cialidad en su desempeño. También se establecería que 
durarán seis años en el ejercicio de sus cargos, pudien- 
do ser designados nuevamente por igual período. Ade- 
más, el Presidente de la URSEA tendrá a su cargo la 
representación del órgano. 


De todas formas, haré llegar esta redacción a todos 
los integrantes de la Comisión. Se trata de los artículos 
70 y 75; no obstante, habría que hacer una revisión 
general de los artículos para ver si no falta hacer una 
suerte de adaptación. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Considero que la pro- 
puesta formulada por el señor Senador Gallinal es muy 
oportuna, pues soluciona un problema jurídico impor- 
tante en cuanto a la naturaleza jurídica del órgano que 
se crea. Más allá de que sin ninguna duda es un órgano 
desconcentrado, debemos destacar que actualmente la 
Unidad Regulatoria de Energía Eléctrica, la UREE es 
un Programa que está dentro de la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto, razón por la cual, por más que la 
ley le asigna competencias propias y en consecuencia 
desde el punto de vista jurídica es un órgano descon- 
centrado, la propuesta que formula el señor Senador 
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Gallinal tiende a crear mayor seguridad jurídica en lo 
que tiene que ver con la naturaleza jurídica del órgano. 


Otro problema que fue planteado en Sala por varios 
miembros de la Comisión -entre los que se encuentran 
los señores Senadores Rubio y Gallinal- es el de la de- 
pendencia, la ubicación y, sobre todo, la responsabili- 
dad política. Naturalmente, si está dentro de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto, como todos sabemos, 
su Director no tiene responsabilidad política ante el Par- 
lamento, en cuyo caso, si el Parlamento desea interpelar 
O llamar a Sala al Ministro competente, lo tendrá que 
hacer en función de la materia que se esté tratando. Este 
es uno de los caminos. Por ejemplo, podrá llamarse a 
Sala al Ministro de Industria, Energía y Minería, al de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
o a ambos. Es importante que este tema quede definido; 
de lo contrario, tendríamos que pensar que esta Unidad 
debería estar ubicada dentro de uno de los Ministerios. 
Sin embargo, al ser competente en varias materias, creo 
que la ubicación institucional bajo la órbita de la Ofici- 
na de Planeamiento y Presupuesto es correcta porque 
permite igualmente el ejercicio por parte del Parlamen- 
to de las facultades de contralor y de exigencia de la 
responsabilidad política consiguiente. 


SEÑOR BRAUSE.- El agregado que se sugiere in- 
corporar al final del artículo 1” me parece correcto; sin 
embargo, deseo plantear un aspecto formal. Teniendo 
presente que desde el punto de vista conceptual esta 
Unidad se crea dentro del marco regulatorio legal esta- 
blecido por la Ley N* 16.832 -que le sirve de funda- 
mento- y, además, considerando una razón cronológica, 
por ser ésta una Ley anterior, creo que la redacción de 
la parte final de este artículo debería invertirse, de ma- 
nera de poner primero que se deberán ajustar a los prin- 
cipios establecidos en la Ley N* 16.832, de 17 de junio 
de 1997, en lo pertinente, y además, en lo previsto en el 
artículo 72 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 
2001. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa da por entendi- 
das las correcciones, que seguramente se podrán hacer. 


SEÑOR ASTORLI.- Creo que por este camino mejo- 
ramos la propuesta, sobre todo desde el punto de vista 
de la inserción institucional de la nueva Unidad. 


Por otro lado, quisiera saber cómo operaría una even- 
tual remoción de los Directores de esta Unidad. Desde 
la óptica de nuestro ordenamiento institucional, ¿opera 
de la misma manera que la Constitución prevé para los 
Directores de Entes Autónomos o habría que estable- 
cerlo? 


SEÑOR GALLINAL.- Justamente, estaba pidiendo 
la palabra para referirme a ese aspecto. 
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Los señores Senadores tienen en la página 19 del 
Distribuido que contiene el Mensaje del Poder Ejecuti- 
vo relativo a la Unidad Reguladora de Servicios de Ener- 
gía y Agua, los artículos que refieren a la Unidad Regu- 
ladora de Servicios de Comunicaciones. De ahí no sólo 
tenemos que rescatar aquellos a los que hice referencia, 
sino también muchos otros. Por ejemplo, el artículo 74 
aclara lo planteado por el señor Senador Correa Freitas 
en cuanto a la posición institucional del organismo. Des- 
pués, en la página 20 existen algunas disposiciones re- 
lativas a los integrantes de la Comisión -eso correspon- 
de a una de las preguntas planteadas por el señor Sena- 
dor Astori- tanto en lo que refiere a las posibles formas 
de destitución -esto figura en el artículo 76- como a las 
inhibiciones e incompatibilidades, entre las que está la 
imposibilidad de ser candidato a ningún cargo electivo 
hasta transcurrido un período de Gobierno desde su cese, 
tal como sucede en el caso de los Directores del Banco 
de Previsión Social. 


SEÑOR ASTORI.- Como el señor Senador Gallinal 
ha estado desarrollando un aspecto absolutamente fun- 
damental sobre este tema, quería dejar una brevísima 
reflexión en cuanto a que no tendría sentido que hubiera 
diferencias, desde estos puntos de vista, entre las distin- 
tas Unidades Reguladoras que van a operar. Debería 
haber una equivalencia conceptual total, y supongo que 
ese es un espíritu compartido por la Comisión. Quiere 
decir que desde esa perspectiva no debe haber distin- 
ciones entre las distintas Unidades Reguladoras. 


SEÑOR GALLINAL.- Justamente para ajustar los 
términos en el sentido que señala el señor Senador As- 
tori, por lo menos desde el artículo 74 al 83 inclusive, 
deberían incorporarse al proyecto de ley que estamos 
discutiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay otros aportes so- 
bre el artículo 1*, se pasa a considerar el artículo 2*. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Proponemos una mo- 
dificación al literal a) del artículo 2” que en el texto 
remitido por el Poder Ejecutivo dispone, como compe- 
tencia de la URSEA, hacer cumplir la ley. Nosotros 
consideramos pertinente cambiar esa redacción por “con- 
trolar el cumplimiento de la presente ley”. Pensamos 
que es más ajustado a Derecho utilizar esta expresión. 


En cuanto al literal c) proponemos que al final se 
agregue la frase “sin perjuicio de lo establecido por el 
artículo 6” del Decreto-Ley N* 14.694, de 1” de setiem- 
bre de 1977, y la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 
1997, en lo pertinente”. 


Aclaro que la inclusión de estas disposiciones, en 
primer lugar, obedece a que el Decreto-Ley N* 14.694 
es la Ley Nacional de Electricidad y la Ley N* 16.832 
es la que establece el Marco Regulatorio Energético. 


CAMARA DE SENADORES 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente, para recordar- 
le al señor Senador Correa Freitas que no se había he- 
cho un aporte muy importante en la primera parte de 
este literal en cuanto a dictaminar preceptivamente. Quizá 
también podríamos aprovechar para realizar la modifi- 
cación. Seguramente, la propuesta del señor Senador 
Correa Freitas va a ser aceptada. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- El literal c) del pro- 
yecto de ley establece “dictaminar preceptivamente en 
los procedimientos de selección de concesionarios y au- 
torizados a prestar servicios comprendidos dentro de su 
competencia, los que deberán basarse en los principios 
generales de publicidad, igualdad y concurrencia”. 


Respecto a esto, oportunamente hicimos una obser- 
vación en cuanto a la naturaleza de este dictamen, es 
decir, si se trata de un dictamen facultativo, obligatorio 
O si, por el contrario, es vinculante. 


Creo que la respuesta del señor Senador Gallinal fue 
que aceptaba que este dictamen fuera de carácter vincu- 
lante. ¿Es así, señor Senador? 


SEÑOR GALLINAL .- Sí, señor Senador. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quiere decir que de- 
berá dictaminar, con carácter vinculante, en los procedi- 
mientos de selección. Esa sería, exactamente, la correc- 
ción que proponemos. Lo digo, para que quede claro en 
la historia fidedigna del proyecto de ley. Ello significa 
que el dictamen de la Unidad Reguladora de Servicios 
de Energía y Agua no sólo será obligatorio, sino que 
además vinculará, o sea que necesariamente el Poder 
Ejecutivo habrá de seguir lo que establezca ese dicta- 
men. 


SEÑOR GARGANO.- Simplemente, para hacer una 
observación. 


Creo que en la primera sesión que tratamos este tema 
mencioné que, de conformidad con la redacción, de he- 
cho, el procedimiento de concesión queda en manos de 
esta Unidad Reguladora. Ya no era la interpretación 
inicial según la cual “dictaminará” quería decir “dará su 
dictamen”, lo que puede ser una recomendación para el 
Poder Ejecutivo, pero éste la podía cambiar. Si ahora el 
señor Senador Gallinal agrega la expresión “vinculan- 
te”, de hecho, quien toma la resolución es la Unidad 
Reguladora y no el Poder Ejecutivo. Si es vinculante, 
quiere decir que necesariamente se debe seguir su dicta- 
men y el Poder Ejecutivo no se puede apartar de él. 
Esto, desde el punto de vista constitucional es contra- 
dictorio, porque no puede ser que un organismo descon- 
centrado dicte normas al Poder Ejecutivo acerca de lo 
que debe resolver. En todo caso, puede dar recomenda- 
ciones, pero no decirle “Pase por acá”. En general, el 
único que puede hacer eso, a través de la ley, es el 
Poder Legislativo. 
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SEÑOR GALLINAL.- En realidad, ya había hecho 
una aclaración en esta Comisión cuando el tema fue 
planteado por el señor Senador Correa Freitas e, inclu- 
so, hubo alguna intervención del señor Senador Atchu- 


garry. 


En realidad, la Unidad Reguladora no es la que re- 
suelve. Aquí lo que estamos estableciendo es que cada 
vez que haya que instrumentar un procedimiento de se- 
lección de concesionarios para la prestación de determi- 
nados servicios que están comprendidos dentro del área 
referida a la Unidad Reguladora y se ponga en marcha 
un mecanismo o procedimiento que tiene por objetivo 
esa selección, tiene que haber un pronunciamiento de la 
Unidad Reguladora donde se establezcan los principios 
y bases en función de los cuales se hace la selección; 
pero ello no quiere decir que la Unidad Reguladora 
decida, lo va a decidir el organismo que convoca para 
otorgar la concesión correspondiente. Todos los proce- 
dimientos tienen que tener un conjunto de principios 
que los regule, los rija, y que son de carácter esencial, y 
-Justamente- deberán basarse en esos principios genera- 
les de publicidad, igualdad y concurrencia. 


Ese es el significado que pretendemos darle a este 
literal. No pretendemos sustituir a ningún organismo 
aunque muchas veces se van a ver en la necesidad de 
tener -cosa que hoy no sucede- al llamar en el día de 
mañana para una concesión de servicios, por ejemplo, 
UTE, en el procedimiento que ponga en práctica, la 
opinión de la URSEA en torno a las reglas y principios 
fundamentales a partir de los que se hace la convocato- 
ria. Ese es el alcance del literal en cuestión. 


SEÑOR ASTORI.- Luego de esta explicación tan 
clara del señor Senador Gallinal, mi opinión es que el 
texto debe quedar exactamente como está, es decir, “dic- 
taminar preceptivamente en los procedimientos”. En caso 
contrario, entra a operar el razonamiento del señor Se- 
nador Gargano, que me ha convencido absolutamente. 
Si lo que queremos es que haya pronunciamiento de 
esta Unidad Reguladora, el texto está perfectamente bien 
redactado. En consecuencia, la expresión “carácter vin- 
culante” sencillamente no me convence y me parece 
que deberíamos sacarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconveniente, 
quedaría la redacción de este literal tal como está. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Respecto de las modifi- 
caciones que se están discutiendo, en algunos casos no 
vamos a efectuar comentarios en función de que traba- 
jaremos en forma técnica con los representantes del Po- 
der Ejecutivo analizando el tema. 


Sobre este último aspecto, recuerdo que mi proble- 
ma no era con la palabra “preceptivo” sino con “dicta- 
minará”. 
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SEÑOR CORREA FREITAS.- Partiendo de la cla- 
sificación que hace Santi Romano de los dictámenes o 
asesoramientos, el carácter del dictamen es obligatorio, 
es decir que no será un dictamen o asesoramiento que 
vincule al Poder Ejecutivo, pero sí será de carácter obli- 
gatorio, según expresa el texto: “preceptivamente”. En- 
tonces, es un dictamen que indudablemente, necesaria- 
mente y obligatoriamente tendrá que expedir la UR- 
SEA. Dicho en otros términos, significa que no se pue- 
den realizar los procedimientos de selección de conce- 
sionarios y autorizados a prestar servicios, sin el aseso- 
ramiento obligatorio por parte de la URSEA. 


Con respecto al literal d), proponemos suprimirlo, 
dado que se entiende que constituye una especie de afec- 
tación de las competencias que tienen los diferentes or- 
ganismos del Estado. No nos parece adecuado que un 
organismo regulador prepare un pliego único de bases y 
condiciones porque, de alguna manera, se estaría lesio- 
nando la autonomía de los Entes Autónomos y Servi- 
cios Descentralizados. 


Es en ese sentido, que proponemos la supresión del 
literal d). 


SEÑOR COURIEL.- Basado en la misma preocupa- 
ción del señor Senador Correa Freitas, adhiero a su pro- 
puesta de supresión del literal d). 


SEÑOR ATCHUGARR Y .- En primer lugar, creo que 
la preparación de bases de pliegos únicos en materia de 
servicios públicos es una competencia muy clara del 
Poder Ejecutivo en lo que refiere a todos los servicios 
públicos y así ha sido desde siempre. Además, el Poder 
Ejecutivo también tiene la facultad de reglamentar el 
TOCAF y los servicios puestos a su cargo. Esto no 
tiene relación con las facultades de la Unidad Regulato- 
ria en ese proceso. Me parece que son dos temas dife- 
rentes. Aquí se trata de las funciones del Poder Ejecuti- 
vo en materia normativa de servicios públicos, donde a 
menudo el Ente Autónomo está en competencia -en es- 
tos servicios y prácticamente en todos- ya que en lo 
relativo al saneamiento, al agua corriente y a la energía 
eléctrica no existen monopolios ni exclusividades. En- 
tonces ¿quién va a regular el servicio? El Ente Autóno- 
mo naturalmente que no. El que debe hacerlo es el Po- 
der Ejecutivo, porque es su función. Entonces, si -como 
se piensa- se realizan llamados de esta naturaleza, el 
Poder Ejecutivo puede plantear, por ejemplo, que no 
existan en esos llamados condiciones de exclusividad o 
de alteración del mercado o tantas otras características 
sobre las que tiene una competencia natural en el servi- 
cio. 


Otra cosa es discutir cuál es el grado de interven- 
ción de la Unidad Regulatoria en el procedimiento del 
literal anterior, porque tendría muy poco sentido que 
ella no pudiera expresarse a propósito de un planteo 
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general y abstracto, pero sí tuviera participación en los 
procedimientos particulares, que parece ser una injeren- 
cia mucho mayor. 


Por lo tanto, solicitaría a los señores Senadores que 
reflexionen sobre ambos literales, porque creo que hay 
que mantener esa posibilidad. Es cierto que la misma se 
puede acotar, estableciendo una frase como “acorde a 
las facultades propias del Poder Ejecutivo normativas 
en materia de servicios” para especificar que el Poder 
Ejecutivo no se va a poner, por ejemplo, a medir los 
kilovatios, aunque en algunos casos también podría ha- 
cerlo. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En cuanto al literal 
e), simplemente quería proponer una modificación de 
semántica. 


Los órganos públicos no emiten reglas generales; las 
dictan o las aprueban. Por lo tanto, me parece que debe- 
ría decirse “dictar reglas generales” en lugar de “emitir 
reglas generales”. Es solamente una contribución que 
deseo hacer para mejorar la redacción del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores 
están de acuerdo, el artículo quedaría con la expresión 
“dictar reglas generales”. 


Respecto del literal f), no se han planteado modifi- 
caciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, pasamos al lite- 
ral g). 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Vamos a proponer 
que en la parte final, en lugar de decir “pudiendo reque- 
rirles todo tipo de informaciones y realizar verificacio- 
nes cualitativas y cuantitativas de dichos servicios”, se 
establezca: “pudiendo requerir la información necesaria 
para el cumplimiento de sus cometidos”. Entendemos 
que esta redacción es más amplia y general y cumple 
mejor con la finalidad del proyecto de ley. 


SEÑOR COURIEL.- Para entender, señor Presiden- 
te, quisiera saber si lo que pretende el señor Senador 
Correa Freitas con su propuesta es eliminar la realiza- 
ción de verificaciones cualitativas y cuantitativas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Exactamente. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Por qué no puede verificar y 
sólo puede informar? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Hemos considerado 
conveniente suprimir estas verificaciones cualitativas y 
cuantitativas por cuanto puede entenderse que afectan 
la información reservada que deben tener las empresas 
en este sentido. Nos parece mejor recurrir a esta redac- 
ción que habla exclusivamente de “información necesa- 
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ria”, dentro de la cual pueden estar las verificaciones 
cualitativas y cuantitativas; es el caso, por ejemplo, de 
la cañería de gas o de las redes de transmisión de ener- 
gía eléctrica que tuvieran problemas y quisieran verifi- 
carse. 


De todas maneras, con mucho gusto estaremos a las 
observaciones que formule la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconveniente, 
la Mesa propone que la Comisión trabaje hasta la hora 
12 y 30. 


En consideración el literal h). 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Originalmente había- 
mos pensado proponer la supresión de este literal, pero 
en una reflexión posterior entendimos conveniente su- 
gerir una modificación a esta redacción. 


Concretamente, el texto que proponemos es el si- 
guiente: “h) realizar las inspecciones que sean necesa- 
rias para el cumplimiento de sus cometidos.” En otros 
términos, consideramos que debe mantenerse la facul- 
tad de la URSEA para realizar inspecciones, pero nos 
parece conveniente esta redacción, dado que la original 
establecía “con el fin de confirmar la veracidad de la 
información que a su solicitud le sea aportada.” 


SEÑOR BRAUSE.- En nuestra opinión era impor- 
tante que la Unidad Reguladora conservara el cometido 
de informar; de manera que desde el punto de vista 
personal no íbamos a aceptar su supresión, pero escu- 
chadas las consideraciones del señor Senador Correa 
Freitas, nos avenimos a la modificación de la redacción 
que él sugiere. 


SEÑOR COURIEL.- Mi preocupación es que el Ente 
regulador es una institución importante, por lo que con- 
sidero que hay que darle la mayor fuerza posible. En 
consecuencia, tiendo a que no se le limiten funciones, 
es decir que tenga el máximo de funciones posible. Si 
las inspecciones se realizan por considerar que la infor- 
mación recibida no es la adecuada, me parece mejor 
que se mantenga que la inspección sea para confirmar la 
veracidad de la información y no ese texto más genérico 
que propone el señor Senador Correa Freitas. 


SEÑOR RUBIO.- En la misma línea de lo que ex- 
presa el señor Senador Couriel, creo que ya se están 
planteando problemas. Hay algunos enfrentamientos a 
esta altura -de los que en su momento daremos cuenta- 
por ejemplo, entre distintos operadores de zonas fran- 
cas en relación con los convenios celebrados por Entes 
Autónomos con algunas de ellas en torno a si las condi- 
ciones son o no privilegiadas. En lo que refiere a la 
competencia en el mercado de las telecomunicaciones, 
en la actualidad hay algunos aspectos que son bastante 
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preocupantes. En realidad, cuando los operadores pri- 
vados creen que son discriminados por relaciones de 
privilegio, apelan al conocimiento de los acuerdos y, a 
su vez, las partes -es decir, los Entes públicos y priva- 
dos que han intervenido en los acuerdos- se amparan en 
las reglas del carácter confidencial de los acuerdos. Esto 
hoy está en una especie de marasmo jurídico. Si se crean 
Unidades Reguladoras y no tienen algún orden de com- 
petencia importante para ver si hay reglas de juego trans- 
parentes, podemos estar desvirtuando los mecanismos 
de mercado y, en general, de la acción regulatoria y el 
interés público. 


Desde este punto de vista, me parece importante que 
el marco de competencia sea realmente amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el literal 
1). 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Nosotros queremos 
perfeccionar el literal 1) del artículo 2” y aclarar que 
“recibir, instruir y resolver” es en vía administrativa y 
sin perjuicio. Es decir que estamos de acuerdo en que la 
URSEA reciba, instruya y resuelva las denuncias, pero 
no en darle el carácter jurisdiccional, que no lo puede 
tener. Entonces, es exclusivamente en vía administrati- 
va, lo que significa que esto queda sometido a las reglas 
del procedimiento y a los recursos administrativos co- 
rrespondientes, conforme a las normas constitucionales 
y legales en vigencia. 


Además, entendemos que debe aclararse que las de- 
nuncias y reclamos de los usuarios y consumidores de- 
ben estar vinculadas estrictamente a la prestación de los 
servicios comprendidos dentro de sus competencias y 
no con la generalidad prevista en el literal 1) que viene 
en el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. 


Quiere decir que son dos las modificaciones que 
sugerimos para el literal 1) del artículo 2* del proyecto 
de ley. La primera consiste en incluir “en vía adminis- 
trativa y sin perjuicio” y la segunda refiere a incluir la 
expresión “vinculadas estrictamente a la prestación de 
los servicios”. 


Es todo cuanto quería manifestar. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Comprendo lo que se 
quiere hacer, pero francamente no entiendo por qué se 
omitió el final del literal 1) que dice: “que no hayan sido 
atendidos por los prestadores”, porque, en realidad y en 
última instancia, se trata de una competencia residual y 
no para que cada usuario que tenga una queja se presen- 
te ante la Unidad. 


Creo que sería bueno dejar esa frase final, ya que se 
trata de una última instancia administrativa. Si un usua- 
rio quiere plantear una queja, la Unidad le preguntará si 
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intentó concurrir al organismo; en caso de que la con- 
testación sea negativa, se le dirá que se presente allí, y 
si eso no le da resultado, podrá formular su queja ante 
la Unidad. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Estoy de acuerdo, se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Escuché con atención las mo- 
dificaciones propuestas por el señor Senador Correa Frei- 
tas, pero creo que si realmente las protestas o las de- 
nuncias de los consumidores o de quienes reciben los 
servicios se van a tramitar por la vía administrativa, se 
termina la capacidad correctiva de la Unidad Regulado- 
ra. Reitero: si se le va a dar el carácter de trámite admi- 
nistrativo con un recurso para ser cumplido frente a un 
jerarca dentro de un plazo, si no hay pronunciamiento 
en ese lapso -que ahora es de 45 días, pero antes era de 
6 meses- la respuesta de la denuncia puede insumir un 
tiempo infinito. Personalmente, me parece que la vía 
administrativa no sirve y, en todo caso, debe ser la re- 
glamentación la que establezca los plazos en los cuales 
se va a procesar la denuncia. De lo contrario, se puede 
dejar fácilmente de lado la capacidad correctiva de la 
Unidad. 


Esta es una reflexión y no un aporte, ya que simple- 
mente estoy pensando en voz alta. 


SEÑOR GALLINAL.- Si el señor Senador Correa 
Freitas está de acuerdo, pienso que podríamos eliminar 
la expresión “en vía administrativa”, porque en realidad 
siempre se trata de un procedimiento administrativo. 


Con respecto a la frase “vinculadas estrictamente a 
la prestación de los servicios”, aclaro que no me moles- 
ta, pero es obvio que tiene que ser así, porque obvia- 
mente si en el día de mañana se reclama por un servicio 
vinculado a las comunicaciones, no se va a hacer lugar. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- De acuerdo, señor 
Senador. 


Entonces, el literal 1) quedaría redactado de la si- 
guiente manera: “1) recibir, instruir y resolver las de- 
nuncias y reclamos de los usuarios y consumidores vin- 
culados estrictamente a la prestación de los servicios 
comprendidos dentro de su competencia que no hayan 
sido atendidos por los prestadores”. De esta forma, que- 
dan recogidas las inquietudes de los señores Senadores 
Atchugarry, Gallinal y Gargano. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el literal 
j. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Esta es, quizás, una 
de las disposiciones que merece mayor objeciones. 
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Sin perjuicio de que el literal j) del artículo 2” es 
muy largo, nosotros proponemos una redacción mucho 
más sencilla, que se adecua a lo que realmente debe ser 
el procedimiento arbitral. No nos parece bien que la 
URSEA sea la que resuelva las controversias, sino que 
debe quedar claro que “a solicitud de las partes y por 
sorteo se constituye el Tribunal Arbitral que dirimirá el 
conflicto entre las mismas, en el marco de lo estableci- 
do por los artículos 472 y siguientes del Código Gene- 
ral del Proceso, procediéndose a la designación de los 
árbitros según lo dispuesto en el numeral 5) del artículo 
3” de la Ley N* 16.832”. 


Creemos que esta redacción es mucho más ajustada 
a Derecho y es más correcta en cuanto a la eventual 
solución arbitral de los conflictos que se puedan plan- 
tear. 


SEÑOR ASTORI.- Voy a realizar una consulta. Si 
no me equivoco, estamos extendiendo el procedimien- 
to de designación arbitral que rige en la energía eléc- 
trica -esto es, en el Marco Regulatorio- a los casos del 
agua y la energía. Mi duda surge porque no sé si el 
Marco Regulatorio de la Energía Eléctrica tiene un pro- 
cedimiento de designación arbitral que es aplicable sin 
ningún problema a los demás casos. Realmente no re- 
cuerdo cuál es el sistema de designación; por eso, plan- 
teo esta inquietud. 


SEÑOR BRAUSE.- Efectivamente, como señala el 
señor Senador Astori, en el numeral 5) del artículo 3* 
de la Ley N* 16.832, que crea el Marco Regulatorio de 
la Energía Eléctrica, se establece como cometido de la 
Unidad Reguladora constituir por sorteo el Tribunal que 
dirimirá los conflictos que se susciten por la participa- 
ción de los agentes, es decir que acude a la solución del 
Tribunal Arbitral a la hora de resolver o dirimir diferen- 
cias, lo que a mi modo de ver es correcto. 


Considero que el proyecto de ley que estamos discu- 
tiendo debería utilizar ese mismo instrumento por cuan- 
to, desde el punto de vista conceptual, no sólo tiende a 
encontrar soluciones de manera rápida y objetiva, sino 
que además no encarece el procedimiento. Si se trata de 
situaciones conflictivas importantes desde el punto de 
vista económico, tanto por el contenido como por las 
partes involucradas, acudir al procedimiento del Código 
General del Proceso, me parece correcto; sin embargo, 
se pueden producir situaciones de escasa envergadura 
económica o donde alguna de las partes no sea econó- 
micamente trascendente y, por medio de este proyecto 
de ley, estamos ofreciendo un procedimiento costoso 
para solucionar la diferencia. Por eso estimo que debe- 
ría existir otro procedimiento por medio del cual las 
partes, de común acuerdo o con la intervención de la 
Unidad Reguladora, eligen un árbitro para que solucio- 
ne la diferencia. 
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De modo que me avengo a la sugerencia del señor 
Senador Astori y pido que tratemos de aplicar la misma 
solución de resolución de controversias que fue precep- 
tuada en la Ley de Marco Regulatorio del mercado eléc- 
trico. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pienso que la controver- 
sia es parte de la regulación; dicho de otro modo, las 
zonas de controversia son parte de la actividad regula- 
toria. Seguramente, las partes que uno regula y que no 
generan controversia deben ser las menos importantes. 
En general, las que uno regula y realmente valen la 
pena dan lugar a alguna controversia sobre, por ejem- 
plo, la interpretación. Si no fuera así, permanentemente 
se sacarían las cosas de la órbita de la Unidad. Basta 
con que yo diga que controvierto, para que se vaya 
siempre al Tribunal Arbitral. Pienso, por lo tanto, que 
el tema es relevante. 


Yo sería restrictivo para el otro lado, porque dejaría 
bien claro que lo que se puede someter a controversia 
no es la regulación sino el conflicto de intereses, siem- 
pre y cuando las dos partes estén de acuerdo. Segura- 
mente, las controversias van a ser en cuanto a cómo 
interpretar la regulación o cómo incide. En otros casos, 
habrá controversias de tipo diferente, pero más bien se 
trata de acuerdos comerciales. Lo que normalmente con- 
trovertimos es la regulación, cómo se me aplica o de 
qué manera se interpreta. 


De todos modos, uno siempre puede recurrir ante el 
Poder Ejecutivo -el mecanismo está previsto- y, en últi- 
ma instancia, ante el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo. Es decir que hay garantías del debido proce- 
so. En consecuencia, sería bueno dejar claramente esta- 
blecido que lo que se va a someter a controversia no 
supone una interpretación de la regulación, que seguirá 
siendo la misma. 


SEÑOR GALLINAL.- Como teóricamente queda- 
mos en que íbamos a eliminar la Unidad Reguladora de 
Energía Eléctrica, cuyas competencias vamos a adjudi- 
car a la nueva Unidad, quizás deberíamos adecuar algu- 
nas de las normas de la ley en que se crea el organismo. 


De todas maneras, creo que este es un tema que 
podemos analizar en la próxima sesión, cuando traiga- 
mos las modificaciones por escrito. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Me señala la Mesa que, 
hechas las consultas del caso, habría ambiente para tra- 
bajar el jueves en horas de la mañana y de la tarde, en 
lugar de adelantar algo el martes. 


SEÑOR ASTORI.- El martes nosotros no podemos. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Como nuestro propósito 
es considerar ambos proyectos, lo único que pido es 
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que los señores Senadores hagan una reserva en sus 
agendas para que si el jueves -espero que sea posible, 
porque hemos trabajado bastante en torno al proyecto y 
sólo debemos tomar una definición política- no alcanza- 
ra, pudiéramos continuar el viernes. En realidad, tene- 
mos la esperanza de terminar el jueves, pero de pronto 
eso no es posible. 


En principio, yo había planteado celebrar tres sesio- 
nes: el martes y el jueves de mañana y de tarde. Pero se 
quedó en realizar dos, una el jueves de mañana y otra 
en horario vespertino, y si fuera necesario una tercera. 
Repito, entonces, que lo único que pido es prever esto 
en nuestras agendas; el jueves decidiremos si es o no 
preciso trabajar de este modo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que pediría- 
mos a la Comisión de Hacienda la eventual posterga- 
ción de la reunión, a los efectos de que nosotros poda- 
mos comenzar a trabajar a partir de las 9 y 30 el próxi- 
mo jueves, para disponer de un tiempo mayor en la 
aprobación de estos proyectos. Asimismo, el señor Se- 
nador Atchugarry ha propuesto que en caso de no al- 
canzar el tiempo, nos volvamos a reunir el viernes a las 
10 horas. 


Se levanta la sesión. 
(Así se hace. Es la hora 12 y 35 minutos.) 
COMISION ESPECIAL DE SERVICIOS PÚBLICOS 
(Sesión celebrada el día 29 de noviembre de 2001.) 


ASISTENCIA 


Presiden: Senadores Wilson Sanabria, Luis Alberto 
Heber y Ruben Correa Freitas, Presidente y 


Presidente ad hoc, respectivamente. 


Miembros: Senadores Danilo Astori, Alejandro Atchu- 
garry, Alberto Brause, Alberto Couriel, Fran- 
cisco Gallinal, Rafael Michelini y Enrique 


Rubio. 


Concurren: Senador Manuel Núñez; Secretario del Se- 
nado, Mario Farachio y Director General Le- 


gislativo, Luis M. Paravis. 
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Invitados 

Especiales: Presidente, Vicepresidente y Secretario de la 
Unión Nacional de Vendedores de Nafta del 
Uruguay, Héctor Parrella, Guillermo Bandeira 
y Daniel Añón, respectivamente. 

Secretaria: Josefina Reissig. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 58 minutos) 


-Tenemos a estudio la Carpeta N* 619/01, corres- 
pondiente a la Unidad Reguladora de Servicios de Ener- 
gía y Agua, URSEA. Si los señores Senadores no tienen 
una propuesta distinta que realizar, seguiríamos traba- 
jando sobre el proyecto comparativo y las modificacio- 
nes planteadas, concretamente el literal j), que en la 
sesión pasada ya estábamos tratando. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Señor Presidente: noso- 
tros desearíamos empezar nuevamente el trabajo -a par- 
tir de los aportes vertidos en la reunión anterior- con la 
consideración y aprobación de los artículos de la Uni- 
dad Regulatoria, porque sería nuestra aspiración culmi- 
nar el trabajo entre la mañana y la tarde de hoy. Como 
sabrán los señores Senadores, estamos citados para la 
hora 15 a fin de recibir a la Unión de Vendedores de 
Nafta, no sé si a nivel de la Comisión o de una Subco- 
misión. 


Nuestro propósito, entonces, es finalizar el tratamien- 
to de este asunto en el día de la fecha para posibilitar 
que a partir del lunes de la semana que viene -salvo 
mejor opinión de los integrantes de la Comisión- poda- 
mos llegar a una resolución sobre el tema de ANCAP. 
Motiva esta aspiración el interés y la necesidad que 
tenemos de dejar aprobadas las reglas de juego en el 
mes de diciembre, de tal manera que en los meses de 
febrero y marzo la ANCAP cuente con un marco para 
poder desarrollarse, por las razones que todos conoce- 
mos. 


En consecuencia, haríamos una primera sugerencia 
de trabajo en ese sentido, comenzando con el análisis 
de los aportes realizados en la reunión pasada en rela- 
ción al artículo 1%, introduciendo las modificaciones que 
se estimen del caso y, en función de ello, aprobar o no 
en Comisión los distintos aspectos. 


SEÑOR ASTORI.- Esta propuesta del señor Sena- 
dor Atchugarry se encuadra en una manifestación de 
intenciones que el propio señor Senador ya había hecho 
en sesiones anteriores. 


Tengo que decir que nuestra fuerza política está de- 
sarrollando una última etapa de análisis y decisión so- 
bre este tema que, como se podrá apreciar, es muy com- 
plejo y abordable por lo menos desde tres puntos de 
vista; uno es éste, el que se propone para hoy, otro es el 
de la discusión de la posible asociación de ANCAP, de 
la derogación de los monopolios, y el tercero es el lan- 
zado por el Partido Nacional cuando presentó su pro- 
yecto de parlamentarizar el tema y discutirlo desde el 
Poder Legislativo. 


Soy consciente de que ya hemos reiterado este pedi- 
do más de una vez y, por lo tanto, de las características 


18 de Diciembre de 2001 


18 de Diciembre de 2001 


que esto tiene para el avance del proceso de discusión. 
Sin embargo, quisiera presentar un último pedido de 
prórroga en nombre de nuestra fuerza política para así 
poder tomar las definiciones que nos están faltando y 
no quedar excluidos de esta discusión. 


No es un pedido desmesurado ni mucho menos. Nues- 
tra intención es la de poder estar dilucidando este tema 
a comienzos de la próxima semana. En este sentido es- 
tamos desarrollando una serie de reuniones importantes 
en estos días; nuestro Órgano de conducción ejecutiva 
se reúne los lunes de tarde. Pienso que con este último 
pedido, si es que se habilita, podríamos estar partici- 
pando de todos los aspectos de esta discusión la semana 
próxima, en función del cronograma de trabajo que se 
aprobara entre todos. 


En consecuencia, presentamos esta solicitud por las 
razones que acabamos de exponer. Lamentablemente, 
no estamos en condiciones de votar en la tarde de hoy. 
Sin embargo, no pensamos retirarnos de la Comisión, 
sino trabajar junto a todos los señores Senadores tratan- 
do de colaborar para avanzar en la consideración de los 
temas a estudio. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: el Partido 
Nacional ha entendido -y entiende- que si bien bastaba 
con aprobar un artículo a través del cual se derogaran 
algunos de los monopolios vigentes en materia de com- 
bustibles y de petróleo -es decir, eso era suficiente para 
abrir el terreno de modo que pudieran producirse todos 
esos mecanismos de asociación, ya que una vez aproba- 
do ese artículo, el Poder Ejecutivo y la Administración 
dispondrían de las facultades necesarias para llevar a 
cabo un proceso de esas características- el hecho de dar 
estado parlamentario al tema y caminar en busca de una 
ley, significaba aportar al país en su conjunto, o sea, a 
los potenciales inversores y, fundamentalmente, a la co- 
munidad, un conjunto de certezas jurídicas que, a nues- 
tro juicio, son esenciales. 


Pensamos que el Parlamento debe fijar aquellas pre- 
misas que son fundamentales en los temas más impor- 
tantes. Desde luego, no me refiero a que se deba entrar 
en detalles; lo que quiero decir es que es necesario fijar 
un marco en función del cual se puedan procesar aso- 
ciaciones de estas características, y más allá de éstas, 
dejar establecido un régimen paulatino de derogación 
de monopolios que, a su vez, dé a nuestras empresas 
públicas los tiempos y herramientas necesarios para que 
puedan fortalecerse en el camino hacia esa desmonopo- 
lización total. 


El Partido Nacional considera también que el hecho 
de dar estado parlamentario a todo esto facilita la parti- 
cipación de todos los sectores políticos que tienen re- 
presentación parlamentaria. Así que, si bien este tema 
viene siendo estudiado en el país desde hace muchos 


CAMARA DE SENADORES 


meses -esta Comisión, por su parte, lo está consideran- 
do desde hace algunas semanas- pensamos que es de 
recibo un pedido de prórroga como el que acaba de 
solicitar el Encuentro Progresista - Frente Amplio, en 
atención, además, a las vías que se nos han marcado por 
parte del señor Senador Astori, y considerando que el 
lunes de tarde sesiona el órgano de dirección de dicha 
agrupación política. Además, aquí lo importante es reci- 
bir las opiniones que existen en torno al tema y, si fuera 
posible, por escrito, en forma de proyectos de ley. 


Entonces, creo que perfectamente podríamos entrar 
en la etapa resolutiva del tema de ANCAP en la sesión 
de esta Comisión que se llevará a cabo el jueves próxi- 
mo. De ese modo, entre el lunes y el jueves habría 
tiempo suficiente para hacernos llegar proyectos de ley 
O ideas alternativas, y en la jornada del jueves se defini- 
ría el tema en lo que refiere a la votación. Si se logra 
consenso o unanimidad, mejor; de no ser así, caminare- 
mos por el lado de las mayorías, como hemos hecho 
tantas veces. 


Adelanto también -me parece que en esta materia 
debemos sincerarnos todos- que haremos un gran es- 
fuerzo por contar con una ley este año. Es decir, no se 
realizará un esfuerzo solamente por parte de la Comi- 
sión Especial de Servicios Públicos, sino también de las 
dos Cámaras parlamentarias. Trataremos en estos días 
de buscar los acuerdos con nuestros colegas Diputados, 
de manera que, tan pronto como el proyecto sea aproba- 
do en el Senado, ingrese a la otra Cámara, llegando 
eventualmente a sesionar extraordinariamente durante 
el receso legislativo. 


Estoy hablando de hacer el esfuerzo para poder te- 
ner una ley este año. Este es el propósito que nos ani- 
ma, y no por un capricho, sino porque la aprobación de 
la ley es el paso previo para que ANCAP culmine la 
elaboración de los pliegos y ponga en marcha el proce- 
so de licitación, que también llevará su tiempo. Aquí la 
urgencia es rebajar el precio de los combustibles cuanto 
antes. 


En definitiva, si podemos hacer compatible el pedi- 
do de prórroga que ha realizado el Encuentro Progresis- 
ta - Frente Amplio, con el objetivo de llegar a aprobar 
en el año 2001 una ley en esta materia y en la que tiene 
que ver con los organismos reguladores -en la medida 
de las posibilidades y del esfuerzo que cada uno esté 
dispuesto a realizar y, en este sentido, adelanto desde 
ya la disposición del Partido Nacional- realizaremos un 
gran aporte a todo este proceso que está siendo nego- 
ciado e impulsado, lo que sería loable y bienvenido. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: com- 
parto totalmente lo expresado por el señor Senador Galli- 
nal. Precisamente, estaba mirando con angustia el calen- 
dario, contabilizando las sesiones que restan en el año. 
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SEÑOR RUBIO.- Existen problemas que pueden ser 
simplemente de procedimiento o de algunas reglas de 
juego que estamos analizando. También hay otros que 
son un poco más medulares y que tienen relación con la 
Unidad Reguladora, por ejemplo, con la inserción insti- 
tucional, tema que estamos discutiendo en el interior de 
nuestra fuerza política. En mi opinión, esta Unidad Re- 
guladora debería ser una especie de servicio descentra- 
lizado en el marco del Ministerio de Industria, Energía 
y Minería y no abarcar el agua y el saneamiento. A su 
vez, por ejemplo, sus miembros deberían ser designa- 
dos con venia parlamentaria otorgada por algo así como 
los dos tercios de la Cámara de Senadores o de los 
Senadores electos, en la medida en que se trata de orga- 
nismos que tienen una tremenda importancia. Si noso- 
tros consideramos la reglamentación que se está discu- 
tiendo en relación con la Unidad Reguladora de energía 
eléctrica, de la Ley N” 16.832 -que ha provocado seria 
preocupación en el sindicato de AUTE y también en el 
Encuentro Progresista, en la medida en que propondría 
reglas tales que implicarían que de alguna manera se 
topee la posibilidad de que UTE se desarrolle- anali- 
zando las cuestiones en juego en el caso de la regula- 
ción de las comunicaciones y viendo que acá se propo- 
ne un órgano que se designa directamente por la Presi- 
dencia de la República, que dura seis años y en el cual 
no aparece un control parlamentario claro y demanda- 
do, hemos llegado a la conclusión de que podría ser 
riesgosa la existencia de organismos que son designa- 
dos sin venia parlamentaria. Esto debería precisarse mu- 
cho más desde el punto de vista institucional. Entonces, 
este tipo de cuestiones no tienen que ver solamente con 
un problema de reglas de juego o procedimientos, sino 
que tienen que ver con los primeros artículos de este 
proyecto, en este caso el artículo 1”. Esta sería nuestra 
preocupación. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Justamente estamos in- 
cursionando ya en los cometidos. Como podemos ver, 
en realidad esto es bastante independiente de la posi- 
ción que se tenga con respecto a la ANCAP. Se trata de 
posturas atendibles y en ese sentido todos podemos con- 
siderar que hay más de una opción sobre ese tema. Por 
esta razón, considero que debemos allanarnos al criterio 
propuesto por el señor Senador Gallinal en todos sus 
aspectos, o sea, considerar hoy esta Unidad Reguladora, 
con la aspiración, naturalmente, de llevar este tema al 
Pleno el miércoles 3 de diciembre -excepto que hubiera 
entendimiento de carácter político antes de esa fecha- y 
tratar el tema de ANCAP el jueves de la semana próxi- 
ma con la esperanza de poderlo llevar la siguiente se- 
mana -quizás el martes 11 o el miércoles 12 de diciem- 
bre- al Senado. En principio, nuestros tiempos serían 
los máximos, con lo cual propondríamos comenzar a 
trabajar sobre lo acordado. Quisiera aclarar que en base 
a los aportes realizados en la pasada reunión de la Co- 
misión -particularmente, me refiero a alguno que entre- 
gó por escrito el señor Senador Gallinal- el Poder Eje- 
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cutivo me hizo llegar hoy de mañana algo que recoge y 
trata de compaginar un poco dichos aportes con lo que 
ya estaba previsto; esto está siendo repartido a tales 
efectos. 


En definitiva, propondría comenzar a considerar el 
artículo 19, que ya tiene analizada su redacción, pues 
con esto seguramente saldrán a la luz muchos de los 
temas que planteaba el señor Senador Rubio. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que 
se considere ahora lo relativo a la Unidad Reguladora, 
intercambiando opiniones, me parece inconveniente vo- 
tar en el día de hoy tanto este tema como el de ANCAP. 
Digo esto porque un sector parlamentario no está pi- 
diendo postergar esto hasta al jueves, sino que lo que 
nos expresa es que el lunes próximo va a tener una 
decisión trascendente. Entonces, el día martes se sabrá 
s1 hay un clima de negociación o no. Por lo tanto, si se 
piensa que el clima no está dado, la coalición de Go- 
bierno podrá incluir este punto en el orden del día de la 
sesión del martes, aunque no haya informe de la Comi- 
sión, y después en todo caso se podrá esperar hasta el 
jueves para trabajar el tema de ANCAP. En cambio, si 
hay clima de negociación, se podría esperar hasta el 
jueves, porque no creo que el Parlamento se vaya a 
detener porque comienza el receso, cuando hay cuestio- 
nes tan importantes para aprobar. 


Creo que si el proyecto se vota en el día de hoy, la 
señal que se va a estar dando es que hay determinados 
aspectos que no son negociables, por lo cual supongo 
que las cartas van a estar echadas. De manera que me 
parece que el mejor camino es comenzar a intercambiar 
opiniones sobre los artículos, esperar hasta el lunes próxi- 
mo para conocer la opinión de determinadas fuerzas 
políticas, y si hay clima de negociación continuar por 
esa vía; en caso contrario la coalición de Gobierno tiene 
todo el derecho de incluirlo en el orden del día, si lo 
entiende necesario. En definitiva, se está hablando de 
esperar tres días más para que una ley trascendente cuen- 
te con un respaldo sumamente importante. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece muy injusto que 
se diga que, si acaso se votara hoy este proyecto de ley, 
hay aspectos que no son negociables. En particular, en 
este tema del organismo regulador, hemos dado sucesi- 
vas y reiteradas prórrogas. Hemos recibido al Ministro 
de Industria, Energía y Minería y al Directorio de AN- 
CAP; con todos ellos hemos hablado de estos temas, y 
teníamos previsto votar este proyecto hace dos sema- 
nas. El tema de ANCAP es ligeramente distinto; since- 
ramente había interpretado que el planteamiento del se- 
ñor Senador Astori estaba referido a todo el proceso de 
asociación de ANCAP. Acepto que tienen alguna vincu- 
lación entre sí, pero no es justo señalar que hay aspec- 
tos que no son negociables si hoy votamos el proyecto. 
Además, lo que ha señalado el señor Senador Atchuga- 
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rry en cuanto a las fechas que tenemos por delante es 
muy evidente; rompe los ojos. 


Para la sesión del Senado del martes 4 está prevista 
una exposición del señor Senador Rubio sobre la Comi- 
sión para la Paz, y muy probablemente ese tema nos 
lleve toda la sesión, por lo cual estamos impedidos de 
incluir este punto en ese día; podríamos haberlo hecho, 
pero por la relevancia del tema que plantea el señor 
Senador Rubio no nos parece conveniente postergarlo. 
Entonces, estamos pensando en la sesión del miércoles 
para tratar este tema, de modo de tener después tiempo 
para el tema de ANCAP, que seguramente en su discu- 
sión en el Plenario lleve más de una sesión. Incluso, 
deberíamos ir pensando para cuándo para vamos a con- 
vocar esta Comisión, porque probablemente la sesión 
del miércoles 5 finalice a medianoche, y puede haber 
inconveniente para sesionar el jueves de mañana, por lo 
que quizás tengamos que reunirnos en la tarde. 


En definitiva, creo que existe la más plena disposi- 
ción a negociar y a buscar mayorías superiores a las que 
se podrían conseguir en una primera instancia, e incluso 
unanimidades, pero con un objetivo claramente delimi- 
tado y preanunciado: vamos a hacer el esfuerzo de que 
este proyecto de ley se apruebe este año. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comenzamos con la con- 
sideración del proyecto. 


Léase el artículo 1*. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Propongo que se lea la 
redacción propuesta por el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase. 
(Se lee:) 


“Artículo 1*.- Créase como órgano desconcentrado 
del Poder Ejecutivo, sin perjuicio de su facultad de avo- 
cación, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y 
Agua (URSEA). 


Suprímese la Unidad Reguladora de la Energía 
Eléctrica (UREE) creada por el artículo 2* de la Ley 
N* 16.832, de 17 de junio de 1997, cuyas competencias 
serán ejercidas por la Unidad que se crea por la presen- 
te ley. 


Las competencias de contralor y control de la 
Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua 
(URSEA), se extenderán a las actividades referidas 
a la energía eléctrica, al gas, a los combustibles deriva- 
dos de hidrocarburos, al agua potable y al saneamiento”. 


SEÑOR RUBIO.- Sin perjuicio de que creo incon- 
veniente votar este proyecto de ley en el día de hoy, por 
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las dificultades a las que aludí, no tenemos interés en 
trabar esta iniciativa. Pero quiero que quede claro que, 
s1 no votamos, es porque hay determinados tiempos po- 
líticos. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Está entendido. 


SEÑOR RUBIO.- Hago esta aclaración porque el 
hecho de no votar puede tener varias lecturas. 


Había manifestado que, a mi juicio, en esto hay una 
dificultad importante. 


En primer lugar, la amplitud de los temas y las cues- 
tiones a abarcar nos parece inconveniente; realmente, 
mezclar el tema del saneamiento y del agua con el de la 
energía, no nos parece adecuado. 


En segundo término, creo que es necesario que se 
introduzca la venia parlamentaria, porque en realidad 
quien fija las reglas de juego puede tener un peso deci- 
sivo en los mercados. Realmente, no me imagino cómo 
tres técnicos calificados quedan con la capacidad de 
adoptar decisiones en situaciones en las cuales además 
van a estar en juego volúmenes muy importantes de 
capitales y de intereses, sin tener una especie de susten- 
to o de respaldo mucho más amplio. Esto puede dar 
lugar a decisiones que se tomen con cierta impregna- 
ción tecnocrática, más que con un análisis meditado y 
con cierto contexto de la sociedad. Incluso, por las pre- 
siones que se van a desatar -que van a ser muy impor- 
tantes- en esto hay riesgos muy fuertes. Basta analizar 
la realidad internacional y la historia reciente para tener 
una idea de los niveles de cuestionamientos y de presio- 
nes que se dan en estos casos. Entonces, me da la im- 
presión de que si no existe la venia parlamentaria o al- 
gún otro dispositivo o mecanismo, esto puede atar a un 
Gobierno que venga después y puede desfasarse de los 
tiempos políticos, por lo cual, con la buena intención de 
darle independencia, se puede generar una contradicción 
muy fuerte con las orientaciones del Gobierno. 


SEÑOR COURIEL.- A pesar de que estamos en la 
discusión del artículo 1%, quisiera dejar una constancia 
de carácter más general. 


En lo que me es personal -y no creo que mi fuerza 
política tenga una posición distinta- no tengo absoluta- 
mente ningún problema en que se cumpla con el objeti- 
vo de que en el año 2001 se apruebe esta ley. 


Es verdad lo que dice el señor Senador Gallinal en 
cuanto a que este proyecto se está por votar desde hace 
varias semanas, pero tampoco es un tema sencillo. Ten- 
go arriba de la mesa borradores de gerentes de ANCAP 
que trabajaron en el tema, por lo que, en este momento, 
no estoy en condiciones de aportar estos datos. Recién 
se los facilité al señor Senador Gallinal para que él 
también los estudie. 
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Tengo la sensación de que esta Unidad Reguladora 
está más pensada para la parte que tiene que ver con 
UTE, que con ANCAP. En ese sentido, si fuese facti- 
ble, propondría avanzar todo lo que se pueda en el arti- 
culado, pero no votarlo, porque la decisión que vamos a 
tomar el lunes es sobre los dos proyectos de ley es 
decir, sobre la Unidad Reguladora y sobre ANCAP. 
Entonces, podemos trabajar toda la mañana e incluso 
incorporar nuevos elementos. Personalmente, repito, 
cuento con los borradores de los gerentes y con el tra- 
bajo de Brasil, que refiere a esta materia; quizás podría- 
mos incorporar algo de estos dos trabajos. Asimismo, 
yo no he podido trabajar suficientemente sobre este tema. 
Entonces, reitero, propongo avanzar todo lo que sea 
necesario y, si fuese posible, no votar hasta la semana 
que viene. 


SEÑOR GALLINAL .- En el mismo sentido que plan- 
tea el señor Senador Couriel, quiero decir que podría- 
mos darle forma al proyecto, redactando los artículos 
correspondientes, votarlo el martes de mañana e incluir- 
lo en el orden del día de la sesión del miércoles. Vir- 
tualmente, lo votaríamos hoy, porque le estaríamos dan- 
do una forma. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- En este último aspecto, 
no tengo ningún inconveniente en votar este proyecto el 
martes de mañana. También me parece oportuno y ade- 
cuado trabajar hoy; efectivamente, en esta jornada esta- 
mos realizando una verdadera labor parlamentaria, que 
no es simplemente venir a votar algo que está “cocina- 
do”. Entonces, hoy no votaríamos formalmente pero 
aprobaríamos “ad referéndum” con respecto a la reunión 
del martes. 


(Apoyado) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone sesionar 
el martes a las 10 horas. 


(Apoyado) 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Me voy a referir al ar- 
tículo 1”. Creo que si nosotros ponemos el acento en 
que no exista Unidad Reguladora, las funciones regula- 
torias residen en el Poder Ejecutivo, en mayor o menor 
medida. Por lo tanto, el concepto que está detrás de este 
artículo 1? es la desconcentración, es decir, se descon- 
centra un poder preexistente. Aclaro que estas faculta- 
des pueden ser ampliadas, a su vez, por la ley. Cero que 
la otra llave para considerar este asunto es la facultad 
de avocación del Poder Ejecutivo, asunto sobre el cual 
varios señores Senadores hemos insistido. Esto creo que 
resuelve algunas de las dudas. Por ejemplo, nos pregun- 
tamos cómo se hace para que haya responsabilidad par- 
lamentaria, a lo que podemos contestar que es el Poder 
Ejecutivo el que la tiene, porque se trata de competen- 
cias sobre las cuales dicho Poder no sólo posee la facul- 


CAMARA DE SENADORES 


tad de intervenir, por medio de recursos administrati- 
vos, sino que también puede avocar el asunto. Por ello 
lo relativo a la avocación es sustantivo, a mi juicio, para 
consolidar la cadena de responsabilidad del Poder Eje- 
cutivo en el Parlamento. Si no tenemos herramientas 
para poder modificar una decisión de una Unidad Regu- 
ladora, no podemos ser responsables políticamente. Si 
creamos una Unidad en la que no se pueda intervenir de 
ninguna manera en sus decisiones, tampoco podemos 
reclamar responsabilidades al Ministro. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que un buen ejemplo de 
esto era lo que sucedía en materia de comunicaciones. 
Desde el punto de vista de la técnica legislativa, de la 
institucionalidad y del propio Parlamento ¿qué es me- 
jor? ¿Que haya un organismo regulador en materia de 
comunicaciones como existe hoy, o que esa área esté en 
manos de una dependencia del Ministerio de Defensa 
Nacional, como era la Dirección Nacional de Comuni- 
caciones? Creo que es mucho mejor lo que tenemos hoy 
que lo que poseíamos en aquel entonces. 


Me parece que podríamos establecer -recién consul- 
té al señor Senador Correa Freitas al respecto- en el 
propio texto de la ley lo que habíamos conversado en la 
última sesión, es decir, que en cada una de las áreas, la 
vinculación del organismo con el Poder Ejecutivo se 
realice a través del Ministerio correspondiente. De esta 
forma, todo lo que sea energía, ya sea eléctrica, a gas o 
que provenga de combustibles derivados de hidrocarbu- 
ros, estaría en la órbita del Ministerio de Industria, Ener- 
gía y Minería, y todo lo demás, estaría a cargo del Mi- 
nisterio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. Así, se establecería la responsabilidad políti- 
ca correspondiente. El señor Senador Correa Freitas me 
señalaba que no habría inconveniente desde el punto de 
vista institucional. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- El asunto relativo a la 
vinculación es muy interesante y creo que deberíamos 
dejarlo establecido en la normativa actual, diciendo que 
el Poder Ejecutivo determina las dependencias por Con- 
sejo de Ministros. Esto surge de un decreto del año 
1974, que luego fue cambiado por uno del año 1987. 
Entonces, creo que asiste razón al señor Senador Galli- 
nal y pienso que es mejor que ese aspecto se vaya aco- 
modando con el tiempo cuando se vea cómo funciona. 


SEÑOR RUBIO.- Solicitaría al señor Senador At- 
chugarry si podría abundar sobre la facultad de avoca- 
ción, en cuanto a su alcance, a los efectos de poder 
comprender un poco más lo que propone este artículo. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Supongamos que se tie- 
ne que tomar una decisión sobre energía eléctrica y la 
UTE dispone un acto que es observado por la Unidad, 
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porque expresa que está en contra del Reglamento. La 
UTE, o un particular, puede recurrir por la vía de los 
recursos, pero también el Poder Ejecutivo puede avocar 
el asunto, esto es, reclamarlo para su decisión, aunque 
no haya sido recurrido, ya sea porque el afectado no 
quiso hacerlo o porque todavía está en trámite. En defi- 
nitiva, se reivindica que esa desconcentración es más 
bien de carácter técnico, porque el Poder Ejecutivo puede 
retomar su competencia originaria y, por lo tanto, puede 
ser responsabilizado políticamente. Sin embargo, sólo 
podría ser responsabilizado en los asuntos donde hubie- 
ra un recurso jerárquico. De lo contrario, cómo se po- 
dría hacer responsable a alguien si no tuviera forma de 
intervenir. Por eso en la Unidad Reguladora de los Ser- 
vicios de Telecomunicaciones se insistió en el tema. 
Hay bibliotecas técnicas que dicen que esto no debería 
ser así, pero en nuestro sistema pareció lo más adecua- 
do. Por tanto, me afilio más al texto planteado por el 
señor Senador Gallinal que al que envió la Unidad. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En cuanto al tema de 
los órganos desconcentrados y a la facultad de avoca- 
ción, en primer lugar, debemos decir que la desconcen- 
tración se da dentro de un sistema jerárquico. Es decir 
que cada vez que estamos dentro de la desconcentra- 
ción, estamos dentro de la jerarquía. Un órgano descon- 
centrado está sometido a jerarquía y una de sus caracte- 
rísticas es que tiene algunas competencias propias. Por 
tanto, creo que es bueno que el proyecto de ley esta- 
blezca que el Poder Ejecutivo, que es el jerarca, se 
pueda avocar en los asuntos en que la ley le asigna 
competencia a la Unidad Reguladora de Servicios de 
Energía y Agua. Me parece que esto es importante por- 
que en definitiva nos da la tranquilidad y seguridad de 
que ante una actuación considerada inconveniente, ile- 
gítima o inoportuna por el Poder Ejecutivo, dada su 
trascendencia, pueda abocarse al tema. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Creo que el señor Sena- 
dor Correa Freitas puso el acento donde debía ponerlo. 
Se refirió a la desconcentración cuando tiene competen- 
cias asignadas por ley al organismo desconcentrado. Para 
poner un ejemplo, puedo decir que en la Dirección Ge- 
neral Impositiva pasa esto. Es muy bueno que el señor 
Senador haya señalado que cuando se habla de la avo- 
cación se refiere a las competencias que se le han asig- 
nado a esta Unidad. 


Me gustaría revisar el artículo 5%, porque creo que 
además de que el Poder Ejecutivo tiene la facultad de 
proceder a la destitución por actos que afectan el buen 
nombre y demás, también el Consejo de Ministros, por 
unanimidad, puede hacer la sustitución. Digo esto por- 
que, por ejemplo, el Poder Ejecutivo puede cambiar su 
orientación. Tampoco sería razonable una circunstancia 
donde el Poder Ejecutivo tuviera que entrar a avocar 
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absolutamente todo porque la Unidad Reguladora tiene 
una orientación y el mencionado Poder otra. Entonces, 
si el Consejo de Ministros cambia, porque hubo una 
elección o un reordenamiento del Gabinete y, por lo 
tanto, a las políticas en materia de energía, agua y sa- 
neamiento, que no son menores, se les quiere dar otro 
ámbito, no estaría mal que se dijera que, por acto fun- 
dado o por unanimidad del Consejo, se puede sustituir a 
los técnicos -aunque generalmente, si se les pide, renun- 
cian- sin que éstos hayan incurrido en una mala acción. 
Si atáramos el artículo 1% con el 5%, creo que quedaría 
claro el alcance que se le da a la desconcentración y a la 
responsabilidad política del Poder Ejecutivo frente al 
Parlamento por cómo se da esa circunstancia. Hay una 
clara y abierta autonomía técnica, y si el Poder Ejecuti- 
vo va a avocar lo hace por excepcionalidad y en forma 
fundada. De todos modos, también hay una responsabi- 
lidad del Poder Ejecutivo, porque desde que decide no 
intervenir ni sustituir está asumiendo la responsabilidad 
política por el actuar de la organización. Por lo tanto, 
los señores Legisladores que se opongan a la política 
podrán llamar a los Ministros respectivos, hacerlos res- 
ponsables y, eventualmente, reclamarles un cambio. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto lo que decía el se- 
ñor Senador Atchugarry y no veo por qué habíamos 
establecido la condición de ineptitud, omisión o delito. 
Pienso que el artículo 5” se puede mantener perfecta- 
mente estableciendo que: “Los integrantes de la Comi- 
sión podrán ser sustituidos por el Presidente de la Re- 
pública actuando en Consejo de Ministros, mediante re- 
solución fundada”. Eso facilitaría la sustitución ante un 
cambio de gobierno o ante ciertas circunstancias. Por 
otra parte, no me parece conveniente pedir que haya 
unanimidad del Consejo de Ministros. 


SEÑOR ASTORL.- Cambiaría la palabra “sustitui- 
dos” por “cesados” o “removidos”. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Se podría utilizar la pa- 
labra “cesados”. 


SEÑOR MICHELINI.- Con relación al artículo 1? 
-no sé si nos vamos a basar en la propuesta completa 
del señor Senador Gallinal- tengo una duda que no se 
refiere a la vinculación con el Ministerio correspon- 
diente o a la forma como el Poder Ejecutivo nombre, 
sino a lo que abarca la URSEA. No hay duda que tiene 
que haber una Unidad Reguladora para los servicios 
públicos, pero no es una sola para todos los servicios. 
En el caso de las comunicaciones se hizo una y en el 
caso de la energía, parecería lógico que hubiera otra. En 
la medida en que se va a hacer una apertura es bueno 
que existan reglas claras. 


De todos modos, no termino de entender el tema del 
agua potable que, seguramente, en algún momento de- 
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berá contar con una Unidad Reguladora. Quizás esto se 
colocó acá porque no se le encontró un lugar, pero no- 
toriamente es el servicio público que tiene menos ““mer- 
cado emergente”, “mercado en apertura” o “mercado en 
competencia”. El proyecto del señor Senador Gallinal 
no tiene las referencias que existen en el Mensaje del 
Poder Ejecutivo y en las modificaciones propuestas por 
el Foro Batllista. 


SEÑOR GALLINAL .- Quiero aclarar que lo que pre- 
senté no es un proyecto, sino un aditivo al proyecto. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- El señor Senador Miche- 
lini se refiere a los principios que se deberán ajustar y, 
como en la versión corregida y ampliada esos princi- 
pios se incorporan, resulta innecesario mencionarlos. 
Podría decirse que el primer proyecto del Poder Ejecu- 
tivo era muy resumido y en un mismo artículo se mez- 
claba la creación o sustitución con los principios a los 
cuales se debería ajustar el actual. Ahora estaríamos 
ante un proyecto más largo que tiene artículos propios 
-luego los discutiremos- que establecen cuáles son los 
principios. Por tanto, no se trata de un cambio de opi- 
nión, sino del armado del articulado. De todos modos, 
pienso que esto quedará más claro cuando discutamos 
los artículos siguientes. 


SEÑOR MICHELINI.- Notoriamente, sobre el tema 
del agua potable es el que menos se ha trabajado. Creo 
que se ha hablado muy poco a nivel de la opinión públi- 
ca sobre lo relativo a los mercados de agua potable. 
Tampoco se ha avanzado a nivel del área regional, y si 
bien las inversiones públicas no se han dado muchas en 
la región, en la iniciativa se incluye una serie de dispo- 
siciones -después se verá cuáles resultan aprobadas- re- 
lativas a los temas eléctrico, de gas y de hidrocarburos, 
pero que están menos pensadas para el agua potable. 


Si bien es importante tener reglas claras en lo que 
hace a los servicios públicos para saber cómo funcionan 
los mercados, también es relevante reconocer los mer- 
cados de hecho y, si es posible, desregular y regular 
para que cuando no exista monopolio las reglas estén 
claras. Tampoco sería conveniente inventar mercados 
artificiales en los que después se genera una serie de 
cosas sin que haya masa crítica, inversiones o lugares 
en los que notoriamente pueda existir competencia. Es 
decir que se inventan actores artificiales que luego ge- 
neran componentes o costos adicionales en función de 
una normativa que se aprobó porque no se sabía dónde 
incluirla. Se trata, pues, de encender una “luz amarilla” 
pero, quizás, otros señores Senadores conocen a fondo 
la temática y pueden brindar una respuesta. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: los ser- 
vicios de agua y saneamiento nunca tuvieron un mono- 
polio. De hecho, existen algunas circunstancias, situa- 
ciones o regiones donde, inclusive, existen compañías 
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privadas que brindan el agua. Por razones hasta históri- 
cas heredadas de los ingleses, existe una posición muy 
predominante con respecto al tema del agua. 


En cualquier caso, creo que no es en el agua ni en el 
saneamiento -que generalmente es una actividad de ren- 
tabilidad negativa- hacia donde deben orientarse las pre- 
ocupaciones que señala el señor Senador que, incluso, 
han recorrido otras áreas como la eléctrica en cuanto a 
inventar o no competencias. No pienso que la inclusión 
del agua y del saneamiento estén orientadas en ese as- 
pecto. Creo sí que no está mal que haya Unidades Re- 
guladoras que, en algunos casos, velen por el usuario, 
en especial porque hay servicios de esta naturaleza que 
llevan a cabo los organismos públicos donde a veces no 
está mal que venga un tercero a mirar cómo se brindan. 
Me refiero a controlar si las conexiones cuentan con los 
materiales necesarios y si hay servicios de saneamiento 
privado que tienen o no problema. Pienso que difícil- 
mente existe en esto un tema de competencia porque no 
hay masa crítica. Sí entiendo que hay problemas de com- 
petencias, que después analizaremos, en algún agregado 
que tiene el proyecto de ley del Foro Batllista relativo a 
la otra circunstancia a la que hacía referencia el señor 
Senador. 


Por mi parte, me parece que no está mal que se 
incluya algo relativo al agua potable y al saneamiento 
en la Unidad Reguladora. No necesariamente regular 
significa fomentar la competencia. Siento que aquí se 
trata más de defender al usuario que de pensar que pue- 
da existir competencia en este sentido. 


SEÑOR GALLINAL.- Además, agregaría que en el 
país y en el mundo existe una gran preocupación por el 
tema del agua y de las reservas acuíferas, sobre todo 
con vistas hacia el futuro. En ese sentido, de alguna 
manera, podríamos obtener de este organismo alguna 
regulación respecto al uso del agua que podría ser muy 
importante, claro está, sin perjuicio de la competencia 
que en alguna medida tiene en el área el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Entiendo que nadie quiere seguir creando nuevos 
organismos públicos. Por eso, se utiliza un criterio res- 
trictivo a la hora de crear organismos reguladores y se 
intenta incluir en uno solo varias actividades que pue- 
den tener cierta vinculación. Además, los futuros direc- 
tores están especializados en estas áreas y continuarán 
profundizando en temas que les son muy comunes. A la 
hora de la regulación, a veces, las diferencias no apare- 
cen tan marcadas entre la energía eléctrica y el agua o 
alguna de las otras áreas. Me parece que es mejor tener 
un organismo regulador que tenga el agua entre sus com- 
petencias que no tenerlo. En todo caso, veríamos en el 
futuro la posibilidad o la necesidad de tener un organis- 
mo regulador dedicado específicamente al tema del agua. 
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Simplemente, comparto las apreciaciones que hace 
el señor Senador Michelini, pero me parece que en este 
caso lo que abunda no daña. 


SEÑOR MICHELINI.- Por mi parte, podría com- 
partir que en la medida en que hay servicios públicos 
exista una Unidad Reguladora que, incluso, vele por el 
interés de los ciudadanos. Puedo tener alguna duda si 
hay que incluir el tema ahora, pero eso no define la 
opinión sobre el proyecto de ley. Todos estamos po- 
niendo especial hincapié en los temas eléctrico, de hi- 
drocarburos y de gas, pero lo relativo al agua se incluyó 
en la iniciativa aun cuando es muy complejo. Se refiere 
al agua potable y, en función de algún texto de cierto 
artículo, se habla de toda el agua. Hace poco se aprobó 
un texto vinculado al riego que, aunque no sé cómo está 
funcionando, notoriamente era mejor que el anterior. 
También se podría generar la duda en el sentido de si 
esto se estaría incluyendo o no; por mi parte, creo que 
no. Ahora bien, el señor Senador Gallinal acaba de ha- 
blar sobre el tema de los acuíferos. 


Independientemente de que puedan existir diferen- 
cias políticas sobre los temas de energía eléctrica, hi- 
drocarburos y gas, los asuntos a estudio son muy impor- 
tantes y el agua vendría como un elemento secundario 
al que nadie le estaría prestando atención. De esta for- 
ma, podríamos generar una distorsión o una dinámica 
futura que me preocupa. No sé si no será necesario 
pedir a la Unidad Reguladora, a través de alguna dispo- 
sición, que si se necesitan mayores herramientas con 
respecto al tema del agua proponga un articulado más 
estudiado, que amplíe sus facultades y las afine. Creo 
que nos estamos introduciendo en un tema más comple- 
jo al que no le estamos prestando la debida atención; se 
trata, pues, de un asunto que hace a la vida de los ciuda- 
danos. Todos conocemos los conflictos que generaron 
una serie de hechos, que ahora abordará la Unidad Re- 
guladora sin que le prestemos mucha atención. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quisiera plantear a 
la Comisión un tema de técnica legislativa que, si bien 
no es sustancial, sí reviste cierta importancia. 


El inciso segundo del artículo 1” dice: “Suprímese la 
Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica (UREE) crea- 
da por el artículo 2” de la Ley N* 16.832, de 17 de junio 
de 1997, cuyas competencias serán ejercidas por la Uni- 
dad que se crea por la presente ley.” 


El inciso primero crea como órgano desconcentrado 
del Poder Ejecutivo, sin perjuicio de su facultad de avo- 
cación, a la Unidad Reguladora de Servicios de Energía 
y Agua (URSEA). 


A su vez, el artículo 21 del proyecto de ley estable- 
ce lo siguiente: “Sin perjuicio de lo establecido en la 
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presente ley, la UREE continuará efectuando la regula- 
ción y el control que le asigna la Ley N* 16.832, de 17 
de junio de 1997 hasta tanto la URSEA asuma su des- 
empeño.” 


Al decir del doctor Echegoyen, me rechina que en el 
inciso primero se crea, como órgano desconcentrado 
del Poder Ejecutivo, sin perjuicio de su facultad de avo- 
cación, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y 
Agua y, en el inciso segundo, se suprime la Unidad 
Reguladora de la Energía Eléctrica. A su vez, en el 
artículo 21 se dice que sin perjuicio de lo establecido en 
la presente ley, esta Unidad continuará en funciones 
hasta tanto la URSEA asuma su desempeño, lo cual es 
lógico. Lo que quiero proponer es que este inciso se- 
gundo del artículo 1” pase a ser inciso primero del 
artículo 21 y, al mismo tiempo, que el actual artículo 21 
quede como inciso segundo diciendo que sin perjuicio 
de lo establecido, la UREE continuará efectuando la 
regulación y el control, hasta tanto la URSEA asuma su 
desempeño. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto lo manifestado por 
el señor Senador Correa Freitas en cuanto a que el inci- 
so segundo relativo a la supresión de la Unidad Regula- 
dora de la Energía Eléctrica, pase a ser el artículo 21. 
Con respecto al inciso segundo del artículo 21, en vez 
de lo que actualmente dice, en lo personal establecería 
que el Poder Ejecutivo dará posesión de los cargos a los 
integrantes de la URSEA en un plazo máximo de treinta 
días a partir de la promulgación de la presente ley. Du- 
rante ese plazo seguirá cumpliendo funciones la UREE. 


Concretamente, lo que el Partido Nacional pretende 
es frenar la actividad de la actual Unidad Reguladora de 
la Energía Eléctrica; ese es el objetivo que estamos bus- 
cando. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En tal sentido acom- 
paño la propuesta del señor Senador Gallinal que com- 
plementa la que hemos hecho sobre el pasaje del inciso 
segundo del artículo 1” al artículo final del proyecto de 
ley. 


SEÑOR COURIEL.- Pienso que la creación de la 
Unidad Reguladora es un tema, sin ninguna duda, rele- 
vante en cualquier proceso de desmonopolización que 
se realice en esta materia. Ojalá hubiéramos tenido una 
Unidad Reguladora trabajando desde hace tiempo, por- 
que de ese modo habríamos adquirido experiencia. 


En algún momento, el Presidente actual del Brasil 
me dijo en una conversación que en cualquier proceso 
de privatización o de desmonopolización, antes que nada 
es preciso crear una Unidad Reguladora para que deter- 
mine que esos procesos mantengan los beneficios bási- 
cos para los usuarios y los consumidores. De manera 
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que, desde este punto de vista, a mi juicio lo más im- 
portante es que la Unidad Reguladora no se partidice y 
uno pueda decir que ubica en ella a quienes más cono- 
cen de este tema, es decir a los más calificados. Si esas 
personas pertenecen al Partido Colorado o al Partido 
Nacional, eso no tiene importancia. Este punto me pare- 
ce de gran importancia. Es posible también que la ubi- 
cación institucional ayude a lograr esa despartidización. 


SEÑOR HEBER.- Totalmente de acuerdo. 


SEÑOR COURIEL.- Por otra parte, creo que es im- 
portante encontrar algún mecanismo a través del cual el 
Parlamento pueda ejercer algún tipo de contralor. Por 
ejemplo, no sé si está en sus funciones que la Unidad 
Reguladora de la Energía Eléctrica diga que UTE no 
puede invertir. Por consiguiente, debe haber alguna ac- 
titud del Poder Ejecutivo y también tiene que existir la 
posibilidad de que el Parlamento intervenga por alguna 
vía de modo que ejerza cierto control. 


Entonces, creo que los dos objetivos básicos de esta 
iniciativa son la despartidización y la creación de algún 
mecanismo de contralor por parte del Poder Legislati- 
vo. Aclaro que no estoy proponiendo algo concreto, 
sino que simplemente estoy planteando mi preocupa- 
ción en cuanto a la resolución de este tema. 


SEÑOR HEBER.- Quiero manifestar que esta inter- 
vención del señor Senador Couriel, a mi entender, nos 
obliga a decir algo sobre este punto. En primer lugar, 
coincido plenamente con lo que el señor Senador ha 
dicho, sobre todo en lo que respecta al nivel de selec- 
ción de la gente que se desempeñará en la Unidad Re- 
guladora. Esto no es una actitud empresarial, sino una 
condición técnica de regulación de un organismo que 
nos da garantías a todos. Por lo tanto, resulta tan impor- 
tante el organismo como las personas que lo integran. 
Repito que coincido plenamente con la idea de que di- 
cha Unidad no puede estar partidizada y, además, de 
ningún modo puede constituir un elemento de control 
partidario. Por el contrario, repito, debe ser un elemen- 
to de garantía técnica en un mercado al que, precisa- 
mente, debe regular, tanto en el tema de telecomunica- 
ciones como en lo que tiene que ver con este organismo 
que se crea para la energía y el agua. 


Por lo tanto, simplemente quería dejar constancia de 
nuestro total acuerdo en cuanto a que no debe existir 
ningún tipo de visión partidaria en la designación de 
aquellas personas que van a integrar la Unidad Regula- 
dora, sino la garantía técnica de que se trata de expertos 
en la materia. 


SEÑOR BRAUSE.- A efectos de continuar en la 
línea de las preocupaciones expuestas por los señores 
Senadores Couriel y Heber, quiero señalar que estamos 
de acuerdo con esa postura. Asimismo, quiero agregar 
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frente a la segunda preocupación planteada por el señor 
Senador Couriel, que el establecimiento del control po- 
lítico por parte del Parlamento también merece nuestro 
acuerdo ya que siempre detrás de decisiones mediante 
las que el Poder Ejecutivo designa a los miembros de 
las Unidades Reguladoras, debe haber una intervención 
por parte del Poder Legislativo, por tratarse precisa- 
mente de decisiones de carácter político. Es así que el 
Parlamento ejerce esa posibilidad de control a través de 
los llamados a Sala de los Ministros correspondientes. 
También el Poder Legislativo, eventualmente, ejerce con- 
trol sobre las acciones del Presidente de la República, 
tal cual está previsto en la Constitución. En consecuen- 
cia, coincido con la preocupación del señor Senador 
Couriel en el sentido de que el control legislativo, en 
estos casos, es de orden. 


SEÑOR COURIEL.- Me gustaría que el señor Sena- 
dor Brause citara un ejemplo sobre la forma en que 
actuaría el control sobre el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BRAUSE.- Naturalmente, ante una decisión 
adoptada por el Presidente de la República en Consejo 
de Ministros el Parlamento tiene, en principio, la posi- 
bilidad de convocar a Sala a los Ministros para que den 
explicaciones de esa decisión. Incluso, es posible que se 
convoque no sólo a un Ministro, si es que el asunto 
refiere a una Cartera en particular, sino a varios de ellos 
o a todos, de forma tal que el control desde el punto de 
vista político es esencial. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Coincido plenamen- 
te con lo que ha expresado el señor Senador Brause y 
voy a dar un ejemplo, tal como lo ha solicitado el señor 
Senador Couriel. Precisamente, si el Parlamento quiere 
ejercer responsabilidades políticas sobre el Director de 
la Oficina Nacional del Servicio Civil -cargo que ocupé 
en dos oportunidades- debe llamar al Ministro compe- 
tente en la materia. Naturalmente, esto no puede hacerlo 
con el Presidente de la República, con el Secretario de 
la Presidencia ni con el Director de la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto. Reitero que lo que sí puede 
hacer es convocar al señor Ministro de Economía y Fi- 
nanzas. Es más: de acuerdo con el reglamento de los 
Ministerios, quien tiene la competencia residual es el 
Ministerio del Interior, lo que quiere decir que asuntos 
que no pertenecen a ninguna Cartera corresponden al 
titular de dicho Ministerio. Si se trata de un tema de 
economía y finanzas, habrá que convocar al señor Mi- 
nistro de Economía y Finanzas; si el tema tiene relación 
con el medio ambiente o, por ejemplo, con el agua po- 
table, se llamará al titular del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; y si esta- 
mos abordando un problema relativo a la energía, obvia- 
mente se citará al señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería. O sea que en ese aspecto, digamos, el Poder 
Legislativo tiene todas las posibilidades de controlar a 
través de los trece Ministros del Poder Ejecutivo. 
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SEÑOR HEBER.- No solamente coincido con lo que 
acaban de señalar los señores Senadores Brause y Co- 
rrea Freitas sino que, además, a mi juicio se trata de una 
actividad regulatoria y, por lo tanto, particular. La fija- 
ción de las políticas generales sobre la energía pertene- 
ce al Ministro y no a la Unidad Reguladora. Me acotan 
los señores Senadores que, en realidad, esa facultad co- 
rresponde al Poder Ejecutivo; es así, pero el responsa- 
ble es el señor Ministro. La Unidad Reguladora no esta- 
blece dichas políticas, sino la actividad particular de 
regular la situación interna, sobre todo del mercado. 


Simplemente, quería aclarar este punto. 


SEÑOR BRAUSE.- Coincido con las opiniones aquí 
vertidas. 


Para terminar, señor Presidente, quiero señalar que 
las dos preocupaciones indicadas por el señor Senador 
Couriel son enteramente compartibles y, en definitiva, 
la Constitución de la República en materia de control al 
Poder Ejecutivo, le asigna competencias muy amplias al 
Poder Legislativo. 


SEÑOR ASTORLI.- Señor Presidente: ojalá pudiéra- 
mos extender esto de la despartidización a otros ámbi- 
tos de conducción del sector público y no sólo a las 
Unidades Reguladoras. También sería muy importante 
que la conducción de las empresas públicas estuviera 
despartidizada. De todas maneras, creo que esto tiene 
mucho que ver con lo que hemos llamado la ubicación 
institucional de esta Unidad Reguladora. 


Y en aras de ayudar al proceso de despartidización, 
me pregunto si no habría que incorporar a este proyecto 
algunas de las disposiciones constitucionales que rigen 
para los Directores de Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. Es una pregunta que me planteo. Una 
de esas condiciones es la venia del Senado, quizás por 
tres quintos, como lo marca la Constitución para los 
Directores de Entes Autónomos. 


SEÑOR BRAUSE.- De esa forma no se despartidi- 
za, señor Senador. 


SEÑOR ASTORL.- Simplemente, reitero, es una pre- 
gunta que me formulo, cuya respuesta ignoro. Personal- 
mente, pienso que hay menos garantías de despartidiza- 
ción cuando todas las decisiones quedan en manos de 
una sola persona o de pocas. 


(Intervención del señor Senador Brause) 


- No seamos ingenuos, señor Senador Brause: el Pre- 
sidente y el Consejo de Ministros no son iguales al 
Parlamento concediendo venias. 


Por otra parte, me pregunto si el artículo 187 de la 
Constitución, que establece las condiciones de la venia 
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y al mismo tiempo refiere a la propuesta motivada en 
las condiciones personales, funcionales y técnicas, po- 
dría ser complementado con la presentación de algún 
plan de trabajo por parte de los candidatos en cuanto a 
su visión acerca del funcionamiento de la Unidad Regu- 
ladora, como mecanismos de evaluación. Esto ya se ha- 
bía propuesto alguna vez en el país, con relación a los 
Directores de los Entes Autónomos. 


Me pregunto también si se podría aplicar o no el 
artículo 193, que establece la necesidad de rendir cuen- 
tas por parte de los miembros de esta entidad al Poder 
Ejecutivo, previo dictamen del Tribunal de Cuentas. 
Creo, además, que las disposiciones que alejan a esta 
función de la participación electoral -por cierto, este 
proyecto tiene una de ellas, la otra es la duración del 
Período de Gobierno, que es distinta- contribuyen al 
proceso de despartidización. Alguna vez discutimos este 
tema, cuando tratamos lo relativo al Banco Central, en 
el Período 1990-1995. Luché por eso y perdí. Precisa- 
mente, quería que los Directores de esa institución du- 
raran ocho años en sus funciones, con sustitución rotati- 
va, de modo que siempre hubiera independencia. Sin 
embargo, el propio sistema se encargó de rechazar esto, 
y el rechazo fue despartidizado, porque todos adoptaron 
esa actitud; no hubo un partido político que apoyara 
esto, ni siquiera el mío, por supuesto. A mi entender, el 
sistema se defiende de esas cosas; tiene anticuerpos. 


SEÑOR HEBER.- Por ese motivo aludió a la venia. 


SEÑOR ASTORLI.- Sinceramente -aunque puede ser 
que esté equivocado- creo que la venia da más garantías 
que la decisión que queda en manos de pocas personas 
de una misma orientación. A mi entender, el Presidente 
y el Consejo de Ministros no es lo mismo que un Parla- 
mento, donde están representadas todas las fuerzas 


SEÑOR BRAUSE.- Desde el punto de vista jurídico 
e institucional no cabe duda de que el asentimiento o la 
venia del Parlamento da un valor indiscutible y eso, 
señor Senador, no está en tela de juicio. Lo que ocurre 
desde el punto de vista práctico es que la experiencia 
está demostrando otra cosa. 


SEÑOR ASTORLI.- Sinceramente, no puedo enten- 
der que un órgano esencialmente político y pluripartida- 
rio como el Parlamento, dé menos garantías de desparti- 
dización que un Poder Ejecutivo actuando en Consejo 
de Ministros. Repito que no lo entiendo pero, de todas 
maneras, respeto mucho todas las opiniones. 


En todo caso, mi intervención estaba dirigida a ver 
s1 podemos, en este sentido, fortalecer las disposiciones 
de estos proyectos. Creo sinceramente -insisto- que ten- 
dría que haber venias -este tema se puede discutir- qui- 
zás rendición de cuentas ante el Poder Ejecutivo, dicta- 
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men previo del Tribunal de Cuentas y presentación de 
un programa de trabajo. Además, tal vez habría que 
fortalecer el tema de los períodos, tanto de pertenencia 
a la Dirección de la Unidad, como de separación res- 
pecto al proceso electoral. 


SEÑOR BRAUSE.- Ante las expresiones del señor 
Senador Astori quisiera hacer una aclaración. 


En cuanto a que desde el punto de vista jurídico e 
institucional es preferible la venia del Poder Legislati- 
vo, no puedo más que coincidir; mi duda es en cuanto al 
planteo que hace el señor Senador, en el sentido de 
despartidizar las designaciones y de que eso es posible 
a través de la venia del Poder Legislativo. Realmente, 
no sé si se puede alcanzar el objetivo con ese procedi- 
miento. Esa es mi duda, pero desde el punto de vista 
jurídico e institucional no le quiero restar la categoría y 
la importancia que tiene la intervención del Parlamento. 


SEÑOR ASTORI.- Entiendo que debería operar un 
conjunto de normas; no creo que sólo ese elemento ayu- 
de, pero en el marco de un conjunto de disposiciones 
como las mencionadas precedentemente, quizás pueda 
ser mejor. 


SEÑOR RUBIO.- No veo que surja del texto -por 
eso apelo a algún distinguido constitucionalista que te- 
nemos en la Comisión- pero entiendo que estamos tra- 
tando de compatibilizar tres tipos de cuestiones: lo im- 
portante que sería que el componente técnico fuera fuer- 
te, con independencia de lo partidario; el hecho de que 
si no hay una coincidencia con las orientaciones del 
Poder Ejecutivo, en última instancia éste pueda retro- 
vertir en algunos aspectos esta función -eso se salvaría 
con esta facultad de avocación-; y que hubiera algún 
orden de responsabilidad ante el Poder Legislativo. Es- 
tos son los tres elementos que están en juego. El proble- 
ma es que el capítulo de relacionamiento con el Poder 
Legislativo no aparece en el texto. Ya me veo en el 
futuro discutiendo con algún miembro del Poder Ejecu- 
tivo respecto a si un parlamentario puede hacer uso del 
artículo 118 de la Constitución para formular un pedido 
de informes, o del siguiente traer a Sala a la Unidad a 
través de la persona del Ministro. Por ejemplo, si hoy 
quisiéramos llamar a esta Unidad Reguladora de la Ener- 
gía Eléctrica, por este reglamento entiendo que debería- 
mos llamar al señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería, pero no sé si está tan claro. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que el trabajo de 
la Comisión es bueno, porque estamos discutiendo so- 
bre el fondo de los asuntos. 


En primer lugar, el concepto de desconcentración 
autártica -como se le llama en los manuales- autónoma 
o descentralizada, la Constitución lo pensó para el do- 
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minio comercial e industrial del Estado, sin perjuicio de 
los ámbitos educativos, sobre los que hay un capítulo 
aparte. Considero que estas funciones reguladoras son 
esencialmente del Poder Ejecutivo, con el control del 
Parlamento, como todo lo que hace el Poder Ejecutivo, 
que está sujeto al control y a la censura del Poder Le- 
gislativo. Creo que ese es el equilibrio básico que tiene 
nuestra Constitución y nuestra práctica política, que a 
veces es más importante que la letra fría. En consecuen- 
cia, no me parecería razonable hacer evolucionar esto 
hacia las reglas de los Entes Autónomos. 


Lo que estamos haciendo es, simplemente, descon- 
centrar una función que es de esencia del Poder Ejecuti- 
vo. Por lo tanto, los mecanismos de designación tienen 
que ser los mismos que usa el Poder Ejecutivo para los 
Ministros, que duran hasta que el Parlamento dice lo 
contrario, según nuestra práctica política. Siempre se ha 
discutido si debe haber presentación del Consejo de 
Ministros o si tiene que tener el respaldo práctico, pero 
en los hechos dura hasta que el Parlamento lo censura. 


(Dialogados) 


- En definitiva, creo que es correcto que las reglas 
de designación las establezca el Poder Ejecutivo, y es 
sustantivo que mantenga la facultad de avocar, así como 
lo que plantea la última redacción que suministró el 
señor Senador Gallinal en cuanto a que pueda hacer la 
sustitución cuando hay un cambio de orientación políti- 
ca. La idea de que el contrato sea por seis años es para 
que resulte atemporal en cuanto a los cambios políticos, 
es decir, que no integre las listas de consideración polí- 
tica; pero es razonable que si hay un cambio sustantivo 
en la orientación del Poder Ejecutivo -por elección o 
reconformación del Gabinete o de la coalición- pueda 
haber una sustitución de personas. 


No tengo dudas de que el control lo tiene el Poder 
Legislativo -después podemos ver si lo dejamos más 
claro- y los Ministros del ramo, que en este caso serían 
los de Industria, Energía y Minería, y de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente, e incluso el 
de Transporte y Obras Públicas, al que se hace referen- 
cia en varios de estos artículos. Y no es la primera vez 
que por un asunto se trae a dos, tres o cuatro Ministros, 
porque tienen competencias conexas. 


Ese es el esquema y siento que, en la práctica políti- 
ca, el hecho de que pase por el Parlamento, lo que 
asegura es menos objetividad y mucho más politiza- 
ción. Eso no quiere decir que no la haya en el Poder 
Ejecutivo, pero se puede elegir un poco más en función 
de las condiciones técnicas. A los hechos me remito: es 
notorio que quien representa al sector de Gobierno en la 
otra Unidad Reguladora es una persona notoriamente 
no militante -ni en nuestro sector ni en nuestro Partido- 
porque nos pareció que era competente. O sea que tam- 
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poco son ajenos a la práctica política ejemplos de esta 
naturaleza, y fue nombrado por el mecanismo de desig- 
nación del Poder Ejecutivo. Lo demás está en la volun- 
tad de los hombres. Ya sea que pase por el Poder Legis- 
lativo o por el Poder Ejecutivo, siempre estamos ante 
ciudadanos que son designados por ser políticos y no 
por otra cosa, y en última instancia estaremos a su vo- 
luntad. Creo que por más reglas que pongamos, al final 
es la voluntad de las personas. De todas maneras, el 
hecho de pasar por el Parlamento no da más garantías 
-tampoco me atrevería a decir que dé menos- de despo- 
litización que hacerlo por la vía del Poder Ejecutivo. 


Insisto en que fundamentalmente estamos en una ac- 
tividad desconcentrada de regulación y fijación de polí- 
ticas y, por lo tanto, de alguna manera tiene que seguir 
los mecanismos propios de designación y responsabili- 
dad política de los Ministros. La forma de participación 
del Parlamento es a través de los Ministros, y si se 
quiere se puede dejar en claro en alguna otra disposi- 
ción que se puede pedir informes y llamar a responsabi- 
lidad a los Ministros. No creo que sea necesario poner 
un artículo, sino que basta con hacer una constancia. Si 
el Poder Ejecutivo no pudiera avocar o remover, ahí sí 
tendríamos dificultad en saber cómo ejercemos nuestras 
potestades. 


Pienso que esta charla ha sido de interés, porque nos 
ha permitido reafirmar las ideas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Heber) 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: des- 
de el punto de vista constitucional, el Parlamento tiene 
tres institutos básicos para el control de la actividad del 
Poder Ejecutivo y de los demás órganos del Estado que 
son, respectivamente, el pedido de datos o informes, el 
llamado a Sala de los Ministros y la formación de Co- 
misiones parlamentarias, con fines legislativos o de in- 
vestigación. El llamado a Sala está previsto exclusiva- 
mente para los Ministros porque así lo establece el régi- 
men constitucional. Es decir que si el Parlamento quiere 
llamar a responsabilidad al Poder Ejecutivo, necesaria- 
mente tiene que llamar a un Ministro de Estado. En el 
caso de los Entes Autónomos y de los Servicios Des- 
centralizados, el Ministro puede estar acompañado por 
los Directores respectivos. 


SEÑOR COURIEL.- El señor Senador Correa Frei- 
tas señala que en el caso de los Entes Autónomos el 
Ministro podrá estar acompañado por el Directorio co- 
rrespondiente para explicar la situación concreta en el 
ámbito parlamentario. Me gustaría saber si cuando el 
problema existe con la Unidad Reguladora, también se 
llama al Ministro que corresponde de acuerdo con el 
tema que se está tratando y si éste puede o debe concu- 
rrir con los integrantes de dicha Unidad Reguladora. 
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SEÑOR CORREA FREITAS.- La Constitución no 
lo prevé, pero sí sabemos que es de práctica parlamen- 
taria que los Ministros pueden concurrir acompañados 
con los asesores que estimen conveniente. Así lo hemos 
visto realmente en los llamados a Sala o en régimen de 
Comisión General. Quiere decir que tanto el Senado 
como la Cámara de Representantes puede autorizar al 
Ministro -repito, se hace en la práctica parlamentaria- a 
que ingrese a Sala acompañado de los asesores que él 
considere necesarios. O sea que en este caso los inte- 
grantes o miembros de la Unidad Reguladora de Servi- 
cios de Energía y Agua (URSEA) podrían concurrir con 
el o los Ministros respectivos en calidad de asesores, 
siempre que el Senado y la Cámara de Representantes 
lo autoricen. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces es claro que no hay 
ninguna obligación. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Así es, señor Sena- 
dor. Si el Ministro desea concurrir solo a Sala y entien- 
de que cuenta con la información adecuada, puede ha- 
cerlo. Lo mismo sucede con los Entes Autónomos. Lo 
que ocurre es que normalmente, cuando se tratan temas 
técnicos y el Ministro no tiene toda la información, re- 
quiere los asesoramientos correspondientes. 


El otro instituto es el de la formación de las Comi- 
siones parlamentarias de investigación. Allí no hay nin- 
guna duda de que la competencia del Parlamento es 
absolutamente amplia y puede disponer la formación de 
una Comisión parlamentaria de investigación sobre cual- 
quier organismo del Estado; en este caso no hay ningu- 
na traba constitucional. 


El tercer punto que corresponde al planteamiento 
que formulaba el señor Senador Rubio tiene que ver 
con el pedido de datos e informes. Cuando el doctor 
Martín Sturla fue Presidente de la Cámara de Represen- 
tantes, en nuestro país se planteó una discusión porque 
entendió que el artículo 118 de la Constitución urugua- 
ya prevé el pedido de datos e informes exclusivamente 
a los Ministros de Estado, a la Suprema Corte de Justi- 
cia, a la Corte Electoral, al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo y al Tribunal de Cuentas. La Constitu- 
ción de la República -de acuerdo con la interpretación 
que en su momento le dio la Cámara de Representantes- 
establece en forma taxativa los organismos a los cuales 
un Legislador puede pedir informes. Eso fue motivado, 
fundamentalmente, por pedidos de datos e informes que 
diversos Legisladores habían realizado a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y a la Oficina Nacional de 
Servicio Civil. En tal sentido el Poder Legislativo le dio 
una solución legislativa al tema, de manera tal que in- 
cluyó en el pedido de datos e informes a la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y a la Oficina Nacional de 
Servicio Civil. Quiere decir que tratándose la URSEA 
de un órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo, ubi- 
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cado en la órbita de la Comisión de Planeamiento y 
Presupuesto, perfectamente los Legisladores pueden for- 
mular pedidos de datos e informes en base a la norma 
constitucional y legal que además aclaró el alcance del 
artículo 118 de la Constitución. 


SEÑOR RUBIO.- Dado que aquí, de alguna manera, 
se está innovando -digo esto porque se trata de órganos 
nuevos, de los cuales no existe experiencia en el país- 
en esta materia, pregunto si no se podría ser explícito 
con relación a estos problemas. Entiendo que se llama 
al Ministro, que se lo convoca e incluso que se puede 
hacer un pedido de informes, pero pienso que para no 
generar incertidumbre en este tema en el que, como 
recién señalé, no hay una experiencia anterior, tal vez 
sea conveniente aclararlo. 


SEÑOR GALLINAL.- Insistiendo en lo que había- 
mos planteado al comienzo de la sesión, me pregunto 
por qué no incluimos un artículo que establezca que la 
vinculación del organismo que estamos creando con el 
Poder Ejecutivo, si bien está en la órbita de la Comisión 
de Planeamiento y Presupuesto, se hace a través del 
Ministerio que entiende en el área correspondiente. De 
esa manera será a ese Ministerio a quien se le cursarán 
los pedidos de informes y el que, eventualmente, com- 
parecerá ante el Parlamento a efectos de lo que los Le- 
gisladores estimen conveniente. 


La única duda que tenía era la que le planteé al 
señor Senador Correa Freitas en el sentido de que si 
desde el punto de vista constitucional se puede aprobar 
una norma de esas características y a la que él me res- 
pondió que efectivamente era así. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Me sumo a las expresio- 
nes del señor Senador Gallinal en el entendido de que el 
Poder Ejecutivo, en uso de las facultades del artículo 
174 de la Constitución -que es el que le permite redis- 
tribuir competencias- fijará en un plazo mínimo de treinta 
días cuál es la vinculación con el Poder Ejecutivo. Allí 
se puede aclarar que en esa vinculación se ejercerá la 
facultad del artículo 118, que comprende al pedido de 
informes y a la responsabilidad política. De esta forma 
resolveríamos los dos temas; quedaría claro que hay 
una responsabilidad política, que existe vinculación para 
hacer llegar los pedidos de informes y obviamente otras 
cosas que son mayores. Quiero hacer notar que normal- 
mente los problemas se han dado con los pedidos de 
informes. Es decir que la vinculación con el Poder Eje- 
cutivo, y por lo tanto con el Poder Legislativo, lo resol- 
vemos en un artículo. 


SEÑOR ASTORI.- ¿Y el tema de la Rendición de 
Cuentas? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Me parece que cuando 
se habla de ordenador secundario de gastos, se puede 
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indicar que se debe rendir cuentas pero, en realidad, 
siempre tiene que hacerlo, aunque no hay problema en 
establecerlo. 


SEÑOR ASTORLI.- La propuesta refiere a relaciones 
del órgano a crearse por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Aquí nos encontra- 
mos con una dificultad, y quizás fui yo el responsable 
de crear la confusión. Desde el punto de vista orgánico 
e institucional, según el artículo 3* del proyecto de ley, 
la URSEA estará ubicada en la órbita de la Presidencia 
de la República, es decir, dentro del Inciso 02. Concre- 
tamente, la URSEA va a ser un órgano desconcentrado 
del Poder Ejecutivo pero que estará en la Comisión de 
Planeamiento y Presupuesto, literal O) de las Disposi- 
ciones Transitorias y Especiales de la Constitución. 


Entonces, la dificultad que se presenta en este mo- 
mento es la de cómo establecer que un órgano que se 
encuentra dentro de la Presidencia de la República se 
comunique con el Poder Ejecutivo a través de un Minis- 
terio. Podemos hacerlo, pero es un asunto que tenemos 
que pensar un poco más. Evidentemente, se trata de un 
órgano que está dentro de la propia Presidencia de la 
República, tal como lo están la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y la Oficina Nacional del Servicio Civil. 
Quiere decir que la comunicación es directa. 


Naturalmente, la Presidencia de la República no es 
el Poder Ejecutivo, porque la Constitución uruguaya de 
1967 distingue entre la Presidencia de la República, por 
un lado, y el Poder Ejecutivo, por otro. La Presidencia 
de la República es un órgano unipersonal que está a 
cargo del Presidente de la República, mientras que el 
Poder Ejecutivo es un órgano pluripersonal que está a 
cargo del Presidente de la República actuando en Con- 
sejo de Ministros o en acuerdo con uno o varios Minis- 
tros de Estado. Quizás, en ese ámbito de solución orgá- 
nico-institucional podamos establecer en este proyecto 
de ley que, sin perjuicio de esta dependencia institucio- 
nal de la URSEA, la comunicación con el Poder Ejecu- 
tivo se realice, según la materia, a través del Ministerio 
correspondiente. Como bien decía el señor Senador At- 
chugarry, eso lo puede perfectamente delimitar el Poder 
Ejecutivo en función de lo dispuesto por el artículo 174 
de la Constitución de la República. 


SEÑOR RUBIO.- Desde el punto de vista de la cla- 
ridad institucional, en realidad, este artículo 3%, que dice 
que funcionará operativamente en el ámbito de la Co- 
misión de Planeamiento y Presupuesto, ¿no introduce 
una complicación? Según la respuesta que dio el señor 
Senador Correa Freitas, se tiene que hacer un razona- 
miento muy elaborado para ver cómo este Órgano des- 
concentrado del Poder Ejecutivo, que surge del artículo 
1% a su vez funciona operativamente en el marco de la 
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Oficina de Planeamiento y Presupuesto, pero que va a 
estar institucionalmente dependiendo de un Ministro en 
sus relaciones con el Parlamento, de acuerdo con lo que 
disponga el Poder Ejecutivo, en uso del artículo 174 de 
la Constitución. Esto es extremadamente complicado de 
entender y quizás debería tomarse otro camino. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- El problema es que 
se le ha querido dar la debida jerarquía institucional a la 
URSEA, y la única forma de hacerlo que tiene el Legis- 
lador es ubicándola en la órbita de la Presidencia de la 
República, concretamente dentro de la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto. Sin perjuicio de ello, todos 
los constitucionalistas admiten claramente la distinción 
entre la Presidencia de la República y el Poder Ejecuti- 
vo. Eso surge con nitidez de la Constitución de la Repú- 
blica. De modo que nada impide que un organismo que 
está dentro de la órbita de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, se comunique con el Poder Ejecutivo a 
través del Ministerio competente, según la materia de 
que se trate. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Quiero hacer una sínte- 
sis de los artículos que hemos considerado hasta el mo- 
mento. Recogiendo lo planteado por los distintos seño- 
res Senadores y, más que nada, pensando en la Secreta- 
ría, digo que el artículo 1% quedaría configurado por sus 
incisos primero y tercero, pasando el inciso segundo al 
artículo 21 del último repartido del Poder Ejecutivo. El 
artículo 2”, por su parte, es el artículo 72 del Presupues- 
to Nacional, según comentó oportunamente el señor Se- 
nador Gallinal. Su redacción quedaría sin modificacio- 
nes. Con respecto al artículo 3*, que es el 74 propuesto 
por el señor Senador Gallinal, sugeriría en atención a lo 
que hemos venido discutiendo, que después del inciso 
primero se agregara un inciso intermedio en el cual se 
expresara algo parecido a lo siguiente: “El Poder Ejecu- 
tivo, en Consejo de Ministros, en uso de las facultades 
que le confiere el artículo 174 de la Constitución de la 
República, determinará la vinculación de la URSEA con 
el mismo, a todos los efectos, incluso los previstos en 
los artículos 118 y 119 de la Constitución”. 


SEÑOR GALLINAL.- Cuando armamos lo relativo 
al organismo regulador de las comunicaciones, nos pre- 
ocupó mucho el tema que planteó el señor Senador Ru- 
bio. De acuerdo con la conformación constitucional que 
tenemos en el país, podíamos armar un Ente Autónomo 
-que no deseábamos- establecer un Ministerio de Co- 
municaciones -lo que tampoco queríamos- fijar una fór- 
mula de este tipo o crear un organismo dependiente de 
un Ministerio, como era la Dirección Nacional de Co- 
municaciones; otra alternativa no teníamos y por eso 
llegamos a esta formulación. 


Si bien en este tema hay preocupaciones que tienen 
su importancia o su jerarquía, pienso que no lo tendría- 
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mos que mirar tanto desde la óptica del relacionamiento 
entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo; desde 
luego, es un tema importante, pero no es el único que 
pesa aquí. Lo que a mi entender aquí debería pesar más 
es el grado de independencia que le podemos otorgar a 
un organismo de estas características. Ese es el objetivo 
que se persigue cuando se crea un organismo de este 
tipo y por eso, muchas veces se habla del Ministerio. El 
máximo grado de jerarquía e independencia que le pu- 
dimos dar es, precisamente, este; otro no teníamos. Digo 
esto porque el problema se nos puede presentar -y por 
eso hacía la consulta al señor Senador Correa Freitas- 
cuando alguien intente impugnar o recurrir las decisio- 
nes que pueda tomar en el día de mañana este órgano o 
el organismo regulador de las comunicaciones. Allí hay 
intereses económicos muy fuertes y, además, estos or- 
ganismos tienen la potestad de aplicar sanciones y mul- 
tas muy importantes. Nos preocupa el hecho de si ma- 
ñana esa sanción aplicada por el organismo, cae en vir- 
tud de un recurso, no porque esté mal aplicada -porque 
no había fundamentos para aplicarla, en cuyo caso esta- 
ría bien que cayera- sino porque se interpone una suerte 
de inconstitucionalidad contra sus potestades o jerar- 
quías. 


Esta es la solución que encontramos. 


Lo mismo sucede con el tema de la venia que noso- 
tros queríamos. Lo discutimos largamente con el Poder 
Ejecutivo, y finalmente nos quedamos con lo principal 
y dejamos de lado lo accesorio. Nuestra intención era 
que se creara el organismo regulador y que viniera el 
proyecto -tal como sucedió- y transamos en lo que tiene 
que ver con la venia. 


Esto es lo que quería señalar, principalmente con 
respecto a la constitucionalidad del organismo que va- 
mos a crear, previendo las impugnaciones que en el 
futuro se puedan realizar contra sus decisiones. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Suscribo lo dicho por el 
señor Senador Gallinal, porque también participamos 
en el Presupuesto. Particularmente en este caso deseo 
que quede claro que la vinculación es con el Consejo de 
Ministros, ya que notoriamente esta es una Unidad, a 
diferencia de las otras, que tiene funciones más difusas 
dentro de los Ministerios. Además, comparto la preocu- 
pación en cuanto a jerarquizar la Unidad y darle cierto 
grado de independencia. También destaco la dificultad 
de encontrarle una ubicación en nuestro sistema en el 
que ya tenemos ese híbrido que es la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto. 


En cualquier caso, queda claro que la ley permite, a 
mi juicio, hacer esta desconcentración, y el organismo 
tendrá el respaldo que el Senado y el Poder Ejecutivo 
pretenden darle. Asimismo, creo que con esta mecánica, 


C.S.-677 


678-C.S. 


en la práctica, los Legisladores sentirán que no se trata 
de una especie de agujero negro -del que se habla en 
astronomía- sino que es posible pedir explicaciones, et- 
cétera. 


Por su parte, el artículo 4” quedaría como está, y 
habría un cambio en el artículo 5” que, según la redac- 
ción propuesta por el señor Senador Gallinal, diría: “Los 
integrantes de la Comisión podrán ser cesados por el 
Presidente de la República actuando en Consejo de Mi- 
nistros, mediante resolución fundada.” 


SEÑOR ASTORI.- Quisiera proponer algunos deta- 
lles muy pequeños en la redacción, para luego continuar 
con la lectura del artículo 3. 


Considero que quedaría mejor que en el artículo 1* 
se dijera: “Créase como órgano desconcentrado del Po- 
der Ejecutivo, sin perjuicio de la facultad de avocación 
de este último, la Unidad Reguladora de Servicios de 
Energía y Agua”. 


Además, quisiera saber por qué se dice, en el artícu- 
lo 3*, que la Unidad “funcionará operativamente”. En- 
tiendo que el término “operativamente” sobra, es redun- 
dante, y que sería más correcto decir: “funcionará en el 
ámbito de la Comisión”, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 3” tal 
como quedaría redactado. 


(Se lee:) 


“Artículo 3”.- La Unidad Reguladora de Servicios 
de Energía y Agua (URSEA) funcionará en el ámbito 
de la Comisión de Planeamiento y Presupuesto -literal 
O de las Disposiciones Transitorias y Especiales de la 
Constitución- y actuará con autonomía técnica. 


El Poder Ejecutivo actuando en Consejo de Minis- 
tros, en uso de las facultades que le confiere el artículo 
174 de la Constitución, determinará la vinculación de la 
URSEA con el mismo, a todos los efectos, inclusive los 
previstos en los artículos 118 y 119 de la Constitución. 


Podrá comunicarse directamente con los Entes Au- 
tónomos, Servicios Descentralizados y demás órganos 
del Estado.” 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero destacar que en el in- 
ciso final del artículo 4%, donde se dice “el Presidente 
de la URSEC”, debe decir “de la URSEA”. 


SEÑOR ASTORI.- Acabo de advertir una frase en 
el artículo 4”, que me genera muchas dudas. En ella se 
establece que los funcionarios “durarán seis años en el 
ejercicio de sus cargos, pudiendo ser designados nueva- 
mente, por igual período”, pero no queda claro si es por 
una sola vez o por varias. Creo que esto debe aclararse. 


CAMARA DE SENADORES 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Sanabria) 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Yo propondría que se 
estableciera que pueden ser designados nuevamente, y 
nada más. 


SEÑOR ASTORI.- Reitero que no me gusta la re- 
dacción, y sugiero que se diga que podrán ser designa- 
dos nuevamente sin limitaciones. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Los Directores de los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados pueden 
ser designados indefinidamente. 


SEÑOR BRAUSE.- Entonces, el texto diría que du- 
rarán seis años en el ejercicio de sus cargos, pudiendo 
ser designados nuevamente. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Para el artículo 6% no 
tengo modificaciones, por lo que quedaría igual al 77 
de la URSEC. Por su parte, para el artículo 7” tampoco 
tengo comentarios, y es igual al 78, así como el 8” es 
igual al 79. 


En el artículo 9% se dice: “La Comisión tendrá la 
calidad de ordenador secundario de gastos y pagos”. 
Allí podría agregarse un segundo inciso que dijera lo 
siguiente: “Presentará anualmente su rendición de cuen- 
tas al Poder Ejecutivo, el que la incluirá en el Inciso 02 
del Presupuesto Nacional”, o algo similar. En todo caso, 
este es el concepto; luego se puede mejorar la redac- 
ción, pero la idea es que la información llegue al Parla- 
mento y al Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR ASTORLI.- Nuevamente, tengo dudas sobre 
las incompatibilidades o inhibiciones que establece el 
artículo 6”, en el que se dice: “Los integrantes de la 
Comisión no podrán desempeñar actividades profesio- 
nales o de representación en el ámbito público o priva- 
do vinculadas a la competencia del órgano,” y me pre- 
gunto si sólo ésas. Después se agrega: “con excepción 
de la actividad docente”. En este caso, ¿a qué se refiere 
la excepción? ¿A la competencia del órgano o en térmi- 
nos generales? 


La primera pregunta que quiero hacer es si no debe- 
ríamos inhibirlos de toda actividad, ya que se trata de 
una Unidad Reguladora. ¿Qué pasa, por ejemplo, si se 
tiene una explotación rural? 


SEÑOR ATCHUGARRY -- La duda es válida, y dado 
que junto con el señor Presidente de la Comisión y 
otros señores Senadores estamos estudiando el tema ju- 
bilatorio, podemos decir que los únicos que tienen esa 
inhibición absoluta son los magistrados, es decir, los 
Jueces y Fiscales. 


SEÑOR ASTORI.- Desde cierto punto de vista, se- 
rán algo así como Jueces. 
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SEÑOR ATCHUGARRY.- La limitación es muy 
fuerte, y en el caso de los Jueces, ni siquiera pueden 
tener un quiosco, o sea que, por supuesto, no pueden 
ser productores rurales. 


Tengo la impresión de que con lo que se afirma es 
suficiente en el sentido de que no podrán desempeñar 
actividades que tengan vinculación con el área que re- 
gulan; “subir la apuesta”, me parece que es mucho. 


SEÑOR ASTORI.- Me resulta difícil establecer los 
límites, sobre todo en una macro Unidad de este tipo, 
que abarca a la energía eléctrica, los combustibles, el 
agua y el saneamiento. 


Desde el principio, planteamos que nos parecía de- 
masiado grande esta Unidad y que, por ejemplo, agua y 
saneamiento tendrían que estar en otra, cosa que ya se 
fundamentó. Obsérvese que, en la medida en que esto 
es algo muy grande, se dificulta el establecimiento de 
los límites. 


¿Qué quiere decir vinculado con la actividad de su 
competencia? Por ejemplo, ser productor rural de arroz 
estaría muy vinculado a la energía eléctrica y al agua, 
sin ninguna duda, así como a los combustibles. Por lo 
tanto, un arrocero tendría una triple vinculación con 
estos aspectos. 


El ejemplo de los Magistrados es útil, porque esta 
gente va a estar juzgando permanentemente y estable- 
ciendo definiciones, ya que se trata de una Unidad de 
control, por lo que creo que deberían tener una inhibi- 
ción total, con la excepción de la docencia. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Tengo fuertes dudas al 
respecto, pero es un planteo serio y haremos la consul- 
ta. En principio mantendría el texto que tenemos para la 
URSEC, porque además, en materia de regulación, no 
sé si no es más pesada la tarea de la URSEC, dada su 
naturaleza, aunque su ámbito sea relativamente menos 
amplio; son zonas donde la regulación tal vez incida 
más que en éstas. 


Sin perjuicio de ello, no me niego a generar una 
consulta, en el entendido de que en principio manten- 
dríamos este texto. 


SEÑOR ASTORI.- Aprovecho esta ocasión para se- 
ñalar nuevamente algo que ya había planteado en una 
sesión anterior: tenemos que hacer un esfuerzo para que 
haya correspondencia entre los textos relativos a las 
diversas Unidades Reguladoras. Me refiero a que el de 
la URSEC no contiene esto, y si se resolviera que debe 
figurar aquí, sin duda habrá que incluirlo en aquél. 


SEÑOR GALLINAL.- Estaba esperando la instan- 
cia oportuna para agregar un penúltimo artículo al pro- 
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yecto de ley, que dijera lo siguiente: “Modifícase el 
artículo 76 de la Ley de Presupuesto Nacional N* 17.296, 
de 21 de febrero de 2001, el que quedará redactado de 
la siguiente manera:”. Allí se agregaría el artículo 5 
que estamos aprobando hoy en cuanto a la forma de 
cese y aquellas otras modificaciones como las que pro- 
pone el señor Senador Astori. 


Me parece que el penúltimo artículo es el lugar más 
indicado para introducir todas las modificaciones que 
tienen que ver con el organismo regulador de las comu- 
nicaciones en la Ley de Presupuesto. El artículo conti- 
nuaría con el texto del artículo 5%, que dice: “Los inte- 
grantes de la Comisión podrán ser cesados por el Presi- 
dente de la República actuando en Consejo de Minis- 
tros, mediante resolución fundada.” 


Si después aparecieran otras modificaciones a estos 
artículos que estamos considerando, se agregarían a con- 
tinuación en este penúltimo artículo. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Para continuar con el or- 
den, habíamos llegado al 9* artículo, en el que se había 
sugerido un segundo inciso para incorporar. Me parece 
que los artículos 10, 11, 12 y 13 no ofrecen mayores 
dificultades. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero volver al tema que 
estaba planteando, porque lo que hemos hecho con el 
artículo 5” también deberíamos hacerlo con el 3%. O sea 
que la primera modificación tendría que hacerse con 
respecto al artículo 3” y luego la correspondiente al 5*, 
pero todo en la misma disposición. Por lo tanto, el 
artículo 3* diría: “Sustitúyese el artículo 74 de la Ley de 
Presupuesto N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, por 
el siguiente”, y luego se incluiría el texto correspon- 
diente. Dicho artículo quedaría redactado de la siguien- 
te manera: “La Unidad Reguladora de los Servicios de 
Comunicaciones (URSEC) funcionará”..., etcétera. Lue- 
go viene el resto de la redacción, tal cual fue aprobado 
en Comisión, incluso con el tema referido al Poder Eje- 
cutivo. 


SEÑOR BRAUSE.- Quiero volver al artículo 11, 
que refiere a los actos administrativos que dicte esta 
Unidad Reguladora, los que podrán ser recurridos de 
acuerdo con las disposiciones constitucionales. El ar- 
tículo 4% de la Ley N” 15.869 es correcto, pero me 
parece que además deberíamos indicar que ella, en cuan- 
to al cómputo de los plazos, fue modificada por la se- 
gunda Ley de Urgencia aprobada en febrero de este 
año. A título de ser prolijos desde el punto de vista 
legal, creo que deberíamos incorporar estos conceptos. 
Quiere decir que después de donde dice “22 de junio de 
1987”, tendríamos que continuar diciendo “con las mo- 
dificaciones introducidas en la segunda Ley de Urgen- 


” 
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SEÑOR COURIEL.- Creo que el artículo 7? se vin- 
cula con el primer inciso del artículo 6”. Si se va a hacer 
la consulta de si los integrantes de la Comisión pueden 
o no tener algún tipo de actividad al estilo de los Jue- 
ces, el artículo 7” prácticamente desaparecería. Planteo 
esta reflexión como una pregunta. 


SEÑOR ASTORI.- De todos modos, creo que cual- 
quiera sea la resolución que se tome respecto al primer 
inciso del artículo 6, convendría que esto permanecie- 
ra. Mi propuesta consiste en eliminar el artículo 7? y 
que éste sea el último inciso del artículo 6”, porque no 
puede ser un artículo separado. 


SEÑOR COURIEL.- Me pregunto si no generará 
confusión decir que no pueden hacer absolutamente nada 
y luego establecer que no pueden tener vinculación pro- 
fesional, como si pudiesen tenerla de otro tipo. Me pa- 
rece que si se aprobase una disposición por la cual no 
pueden tener ningún grado de participación, salvo en la 
actividad docente, el artículo 7” se achicaría. 


SEÑOR ASTORI.- Es probable. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Propongo que revisemos 
esto cuando tengamos la contestación. 


(Dialogados) 


-Hasta aquí, señor Presidente, estaríamos compren- 
didos dentro de los aspectos referidos al conjunto de 
artículos que sugirió el señor Senador Gallinal. Siguien- 
do la línea de este último repartido, que tomó la pro- 
puesta del señor Senador Gallinal, el artículo 2* del 
proyecto del Poder Ejecutivo pasaría a ser aquí el 
artículo 13. Entonces, propongo avanzar inciso por in- 
ciso porque aquí están incluidas las modificaciones plan- 
teadas por los señores Senadores del Foro Batllista y la 
opinión del superior Gobierno a propósito de las modi- 
ficaciones de las modificaciones. De modo que podría- 
mos continuar con este esquema de trabajo fechado el 
29 de noviembre a fin de tomar decisión en cada caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 


“Artículo 13.- La URSEA dispondrá de los siguien- 
tes cometidos y poderes jurídicos generales: 


a) controlar el cumplimiento de la presente ley, sus 
reglamentaciones, disposiciones emanadas de ella mis- 
ma y actos jurídicos habilitantes de la prestación de 
servicios comprendidos dentro de su competencia”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que ya hemos visto 
los artículos, si no hay inconveniente, haríamos su repa- 
so sin la lectura correspondiente. 
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SENOR ASTORI.- Quiero manifestar mi desacuer- 
do con la expresión “disposiciones emanadas de ella 
misma”, la que sustituiría por “sus propias disposicio- 


” 


nes”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se toma nota. 


Si no hay observaciones o inconvenientes con res- 
pecto al literal a), pasamos a considerar el b). 


Si no hay observaciones que indicar respecto de este 
literal, pasamos a considerar el literal c). 


Si no hay observaciones que formular en cuanto a 
este literal, pasamos a considerar el literal d). 


De no haber nada para observar respecto de dicho 
literal, pasamos a considerar el e). 


SEÑOR BRAUSE.- Con respecto a este literal ya 
habíamos dicho que en lugar de comenzar con el infini- 
tivo “Emitir”, lo hiciéramos diciendo “Dictar reglas ge- 
nerales”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 


De no haber objeciones a presentar al literal f) y 
también al literal g), pasamos a considerar el literal h). 


SEÑOR BRAUSE.- Respecto a este literal había- 
mos dicho que se podría decir: “Realizar las inspeccio- 
nes que se considere necesario”, etcétera. 


SEÑOR COURIEL.- Precisamente, nosotros había- 
mos pedido lo de mantener la veracidad. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése lectura del inciso por 
Secretaría tal como, según cree la Mesa, había sido acor- 
dado. 


SEÑORA SECRETARIA.- “h) Realizar las inspec- 
ciones que sean necesarias para el cumplimiento de sus 
cometidos”. 


Sí no hubiera inconveniente, la redacción quedaría 
tal como ha sido leída. 


SEÑOR ASTORI.- Pido disculpas, señor Presiden- 
te, pero antes de continuar quisiera proponer que se 
realizara una pequeña modificación al literal g). En rea- 
lidad, se trata de una inversión de la redacción, para 
que quede más clara. Concretamente, propongo que se 
exprese lo siguiente: “Controlar el cumplimiento de las 
normas jurídicas y técnicas aplicables por parte de los 
operadores públicos y privados ...”, etcétera. 


18 de Diciembre de 2001 


18 de Diciembre de 2001 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más aportes que 
realizar a dicha redacción, quedaría de esa forma. 


En lo que refiere al literal 1), la Mesa recuerda que 
había sido planteada una modificación. Dése lectura de 
dicho literal, a efectos de constatar si refleja la opinión 
de la Comisión. 


SEÑORA SECRETARIA.- “i) Recibir, instruir y re- 
solver las denuncias y reclamos de los usuarios y consu- 
midores vinculadas estrictamente a la prestación de los 
servicios comprendidos dentro de su competencia que 
no hayan sido atendidos por los prestadores”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay observaciones 
que realizar, el texto quedaría tal como está. 


Correspondería considerar el literal j), que también 
estaría reflejando lo conversado durante la anterior se- 
sión de esta Comisión. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Personalmente, coloca- 
ría, al inicio y antes del texto existente, lo siguiente: “en 
aquellos casos” o “en los casos que así lo prevea la 
reglamentación” y luego continuaría la redacción tal 
como está. Propongo esto porque no creo que todo liti- 
gio entre las partes deba terminar en un tribunal arbi- 
tral. 


SEÑOR ASTORI.- A mi juicio, sería mucho más 
sencillo agregar la expresión “cuando corresponda”. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- En lo personal, me pare- 
ce absolutamente adecuada la propuesta del señor Sena- 
dor Astori. 


SEÑOR BRAUSE.- En la misma línea de lo que 
aquí se acaba de señalar y a los efectos de lograr proliji- 
dad en la redacción, propondría que se estableciera lo 
siguiente: “constituir, cuando corresponda, el Tribunal 
Arbitral que dirimirá ...”, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores 
están de acuerdo, se aceptarán las modificaciones pro- 
puestas. 


En lo que tiene que ver con el literal k), la Mesa 
señala que su redacción también reflejaría, al parecer, 
las conversaciones mantenidas la semana pasada. 


En cuanto al literal 1), también había sido revisado, 
por lo que, si no hubiera observaciones, quedaría tal 
como está redactado. 


SEÑOR HEBER.- Perdón, señor Presidente, pero 
no me ha quedado del todo claro lo relativo al literal j). 
Si no he entendido mal, no sería por sorteo, sino que la 
URSEA constituiría un Tribunal Arbitral. 
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SEÑOR BRAUSE.- Así es, pero cuando correspon- 
da, señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- O sea que no es que la URSEA 
adquiera funciones de tribunal, sino que constituye uno. 


SEÑOR BRAUSE.- Confieso que a raíz del planteo 
formulado por el señor Senador Heber, han surgido en 
mí algunas dudas relacionadas con el acuerdo de partes 
en constituir el Tribunal y también con la forma como 
el mismo se habrá de constituir. Sí se acuerda un com- 
promiso arbitral entre las partes, no interviene la Uni- 
dad Reguladora; eso está claro. Simplemente, se esta- 
blece la necesidad de constituir tribunal, cuando corres- 
ponda, esto es, a mi entender, cuando no hay acuerdo 
entre partes. Esta es la instancia en la cual la Unidad se 
ve obligada a designar un tribunal. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Precisamente, señor Se- 
nador, es en ese entendido, y por eso no hay sorteo, 
porque aún en esos casos cada parte designa un árbitro 
-claro está que esto tendrá lugar eventualmente, o sea, 


cuando no haya habido acuerdo- hasta llegar a un tercer 
árbitro, designado por la URSEA 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta a los se- 
ñores Senadores sobre la posibilidad de trabajar hasta 
las 12 horas y 45 minutos y retomar la labor luego, a las 
15 horas. Si hubiera acuerdo, continuaríamos ahora has- 
ta terminar la consideración del artículo que está siendo 
tratado. 


Correspondería pasar a considerar el literal 1). 


SEÑOR HEBER.- Una vez más, pido disculpas, pero 
necesito realizar algunas consultas relacionadas con el 
literal anterior. 


Tengo entendido que la Ley N* 17.250 es la de De- 
fensa del Consumidor. Siendo así, quisiera saber cuál es 
la autoridad interviniente en la contienda de competen- 
cias Oo eventuales contradicciones en los actos. A mi 
juicio, verdaderamente esto no queda claro. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Por un lado, está la Uni- 
dad que depende del Ministerio de Economía y Finan- 
zas, que es la de Defensa del Consumidor y, por otro, 
esta otra Unidad. La pregunta que ha formulado el se- 
ñor Senador no es menor, señor Presidente. El asunto es 
muy claro. La única manera de que no haya conflicto 
interinstitucional es ésta. Lo que esta disposición hace 
es conferir la competencia a la URSEA y, por lo tanto, 
implícitamente, sacársela a la Unidad que depende del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Ahí no hay conflic- 
to de instituciones. Se podrá decir que es bueno o malo, 
mejor o peor. De todas maneras, generalmente, una de 
las funciones básicas que tienen las Unidades Regula- 
doras es defender al usuario. Si pensamos que no lo 
hará, entonces más vale, tal vez, no crearlas. 
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En realidad, creo que este artículo está queriendo 
decir que se quita la competencia a la Unidad que de- 
pende del Ministerio de Economía y Finanzas -creo que 
se llama de Defensa del Consumidor- y se le otorga a la 
Unidad Reguladora, con lo cual no habría conflicto des- 
de el punto de vista formal. 


SEÑOR BRAUSE.- Es correcta la interpretación ex- 
clusivamente en la materia que se le confiere a esta 
Unidad Reguladora. Respecto a esa materia, la defensa 
del consumidor le corresponde a la Unidad, es decir 
que se le excluye o se le quita al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas y a la Dirección de Comercio, sobre la 
que depende la Unidad de Defensa del Consumidor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Por supuesto que esta 
solución no es ajena a alguna crítica. Es clara institucio- 
nalmente, pero en términos de oportunidad y conve- 
niencia puede merecer algún reparo. 


SEÑOR ASTORLI.- Por razones de especialización, 
le corresponde. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere detener 
el trabajo en este momento y continuar en la tarde. 


Se levanta la sesión. 

(Así se hace. Es la hora 12 y 38 minutos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Así se hace. Es la hora 15 y 28 minutos) 


- En nombre de la Comisión Especial de Servicios 
Públicos tenemos el agrado de recibir a los representan- 
tes de la Unión de Vendedores de Nafta del Uruguay, 
quienes han pedido una entrevista con la finalidad de 
referirse al proyecto de ley sobre ANCAP. 


SEÑOR PARRELLA.- Me acompañan el señor Da- 
niel Añón, Secretario, y Guillermo Bandeira, Vicepresi- 
dente. Mi nombre es Héctor Parrella y soy el Presidente 
de la Unión de Vendedores de Nafta. 


Ante todo, quiero agradecer a la Comisión por ha- 
bernos recibido. Sabemos que los señores Senadores 
tienen un trabajo ímprobo y en este ámbito se procesan 
decisiones sumamente importantes, por lo que para no- 
sotros es un honor tener la oportunidad de conversar 
con los señores Senadores. 


En primer lugar, voy a hacerles perder un par de 
minutos explicándoles quiénes somos. 


La Unión de Vendedores de Nafta es una gremial 
que agrupa a casi el 80% de las 520 estaciones de 
servicio que existen en el país. Damos empleo direc- 
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to a aproximadamente 8.000 personas y, después de 
ANCAP, somos el segmento que tiene la mayor in- 
versión en el Uruguay: debe superar fácilmente los 
U$S 400:000.000. 


Al mismo tiempo, deseo destacar que las estaciones 
de servicio asociadas a nuestra gremial son, en general, 
empresas de índole familiar. No hay grandes empresa- 
rios; a lo sumo habrá uno que tenga dos o tres estacio- 
nes de servicio, pero en general todos atendemos nues- 
tros comercios y estamos al frente de ellos. A vía de 
ejemplo, una de las personas que me acompaña ha tra- 
bajado con su padre durante 40 años hasta hace una 
semana, cuando se jubiló; la otra trabajó durante muchí- 
simo tiempo con su hermano; y yo trabajo con mi her- 
mano desde hace aproximadamente 30 años. Quiere de- 
cir que no estamos hablando de un comercio golondri- 
na, sino que estamos afincados y trabajamos en nuestras 
empresas. 


También somos integrantes y cofundadores de un 
organismo que se llama CLAEC, Comisión Latinoame- 
ricana de Empresarios de Combustible, que agrupa a 
casi 75.000 estaciones de servicio desde México a Tie- 
rra del Fuego. Esta Comisión se formó en 1991, hace 
casi una década, a los efectos de estudiar los procesos 
de desregulación que se dieron en todos estos países. 
Todavía seguimos trabajando, y tenemos reuniones bi- 
anuales para analizar cómo van esos procesos en los 
diferentes países, que se iniciaron en 1973 en Chile. 


Es obvio decir que en esta materia tenemos una lar- 
ga experiencia, producto de ver las cosas in situ, lo cual 
es sumamente importante. 


Nosotros no nos oponemos en absoluto a que 
ANCAP se asocie con una empresa privada, a una des- 
regulación del sistema de distribución de combustibles, 
ni tampoco a una desmonopolización, siempre que sea 
en bien del país. Consideramos que, después de tanto 
tiempo, el Uruguay tiene la oportunidad histórica de 
llevar adelante un proceso bien hecho y ustedes, como 
Legisladores, tienen la obligación -aunque pueda sonar 
duro- de que sea así. 


Este tema del combustible no se comporta como otros 
agentes económicos en el mercado, y prácticamente está 
todo inventado. De todos modos, tenemos que ver los erro- 
res y los aciertos que se han cometido en todos esos proce- 
sos, y eventualmente adaptarlos a lo que vamos a hacer. 


Con respecto al tema desregulatorio, vemos que está 
faltando un elemento fundamental, como es el hecho de 
que se regule por ley el marco antes de seguir avanzan- 
do. Hemos visto que en muchos países, al no existir un 
marco regulatorio elaborado por ley, se crearon vacíos 
legales que hicieron que en el sistema de distribución 
de combustible, el consumidor, en definitiva, terminara 
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pagando más caro el producto y no recibiera el benefi- 
cio que debería haber tenido si el mercado se hubiera 
desregulado en forma correcta. En términos generales, 
es admitido por absolutamente todos los técnicos, que 
una buena desregulación debe basarse en tres aspectos 
fundamentales. En primer lugar, se debe prohibir la in- 
tegración vertical de las empresas para que haya una 
verdadera competencia, es decir, que la distribuidora 
debe funcionar en su nivel pero no puede tener estacio- 
nes de servicio, así como nosotros no pretendemos con- 
vertirnos en empresas mayoristas. En segundo término, 
debe haber una isonomía -término que no se utiliza mu- 
cho- que implica que el distribuidor mayorista tenga la 
obligación de venderle a su red al mismo precio y en las 
mismas condiciones de pago que a los demás, a fin de 
no elegir quién sobrevive en el mercado. En tercer lu- 
gar, debe haber una legislación como la que aquí se está 
procesando a nivel municipal, pero pensamos que po- 
dría ser más amplia, en el sentido de que no proliferen 
las estaciones de servicio. 


Cuando se habla de libertad de mercado, se piensa 
que van abrirse una cantidad de estaciones de servicio. 
Esto sucede, pero produce un efecto acordeón; se abren 
una cantidad de estaciones de servicio y después que- 
dan diseminados una infinidad de cadáveres y se vuelve 
al nivel primitivo de cuando empezó el proceso. Noso- 
tros, que tenemos un mercado absolutamente regulado, 
en 1973 contábamos con 840 estaciones de servicio, y 
en la actualidad tenemos 320. Quiere decir que el mis- 
mo mercado fue determinando que algunas estaciones 
fueran desapareciendo. 


En definitiva, dentro de ese esquema, nosotros deci- 
mos que lo primero que se debe hacer es crear el marco 
regulatorio y nombrar al Ente regulador por ley. A su 
vez, entendemos que de alguna manera nosotros debe- 
ríamos intervenir en el proceso. Tenemos una enorme 
experiencia que podríamos volcarla al Ente regulador, 
etcétera. La realidad es que hasta el momento no nos 
sentimos partícipes de un asunto que nos es de vital 
importancia, como también lo es para el país y para las 
8.000 personas a las que les estamos dando trabajo en 
forma directa. 


SEÑOR BANDEIRAS.- En primer término, deseo 
señalar que soy el Vicepresidente de la Unión de Ven- 
dedores de Nafta del Uruguay. 


Cuando se habla de procesos desregulatorios, siem- 
pre nos preguntamos para qué lo hacemos. Realmente, 
debemos partir de esa base. La experiencia nos indica 
que en todos los países donde se desreguló el mercado, 
el precio subió. Tenemos el ejemplo claro de la Argen- 
tina, donde antes de la desregulación la nafta costaba 
U$S 0,46 y hoy, que es productor de petróleo y expor- 
tador de crudo, el precio del combustible está en U$S 1. 
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Se habla mucho de la ineficiencia de ANCAP. No 
vamos a decir que sea un Ente perfecto, pero considera- 
mos que el precio del combustible en el Uruguay tiene 
poco que ver con la eficiencia o ineficiencia de ese 
organismo. Si comparamos los precios en puerta de re- 
finería de la Argentina y del Uruguay, vemos que hay 
una diferencia de diez centavos de dólar. Puede decirse 
que el factor principal del precio del combustible en 
nuestro país es la carga impositiva, aunque no nos com- 
pete a nosotros expresar si está bien o mal, porque la 
fija el Poder Ejecutivo. Lo que sí podemos afirmar 
-reitero- es que la diferencia de precios en puerta de 
refinería entre la Argentina y el Uruguay es de diez 
centavos de dólar. A eso hay que agregarle unos dos 
centavos del costo de distribución -lo que las compa- 
ñías mayoristas se llevan- y algún otro costo mínimo. 


Consideramos, pues, que una mejora sustancial 
del precio no se obtendría haciendo más eficiente a 
ANCAP. De pronto sí es necesario que ANCAP tenga 
un socio, pero porque de esa forma conseguiría merca- 
dos, que es más importante que tener productos. Indu- 
dablemente, hoy los productos se consiguen en todos 
lados, pero no ocurre lo mismo con los mercados. En- 
tonces, lo fundamental de que ANCAP realice una alian- 
za, es poder conseguir mercados, así como también una 
economía de escalas que, indudablemente, va a reducir 
un poco el costo de refinería. Sin embargo, estamos 
convencidos de que no significará un ahorro importante 
del precio para el consumidor uruguayo. 


SEÑOR COURIEL.- A modo de información puedo 
decir que esta Comisión está trabajando en un marco 
regulatorio, y probablemente la semana que viene el 
Senado lo apruebe. Por tanto, desde ese punto de vista 
está contemplada una de sus aspiraciones O preocupa- 
ciones. 


Creo que sería interesante conocer, desde el punto 
de vista de sus intereses, qué es lo que debería haber en 
ese marco regulatorio. Ustedes plantean tres cosas. Una 
de ellas es que no haya integración vertical, que en los 
hechos no está planteado y creo que uno de los cometi- 
dos fundamentales del Ente regulador es que eso no 
ocurra. Otro aspecto sería regular el número de estacio- 
nes, lo que también estaría en manos del Ente regula- 
dor. Por tanto, estarían contemplados esos dos temas. 
Por último, está lo que tiene que ver con el precio. Hay 
consenso entre todos los partidos en el sentido de que el 
precio de los combustibles sea competitivo con el pre- 
cio regional, es decir, que se venda al mismo precio. En 
esto hay dos componentes: el precio del combustible 
que sale de refinería y el precio final al consumidor, en 
el que no hay ninguna duda de que los impuestos están 
pesando enormemente. 


Quiero hacerles una pregunta para que me digan qué 
piensan. La idea que tengo es que mientras no haya 
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libertad de importar refinados -cosa que por un período 
no se podría hacer y quedaría en manos de una empresa 
de ANCAP- el precio que sale de refinería lo fijaría el 
Poder Ejecutivo, sobre la base de que no es posible que 
haya competencia entre refinerías. Entonces, habría una 
refinería única y, en ese período de tránsito, hasta que 
exista libertad para la importación de refinados, el Po- 
der Ejecutivo fijaría un precio máximo en defensa de 
los consumidores y habría una competencia entre distri- 
buidores, fleteros y estacioneros. Quisiera conocer la 
opinión de los invitados y saber qué objeciones les me- 
rece una propuesta de esta naturaleza. 


SEÑOR PARRELLA.- La objeción en esto es total. 
Me parece excelente que el Poder Ejecutivo fije un pre- 
cio máximo porque, de lo contrario, no tengo dudas de 
que se dispararía. Sé que se presentó algún proyecto 
donde, aun con la importación de refinados, el precio 
era máximo en todo el período. En algún momento se 
habló de eso y a nosotros nos parece perfecto que se 
establezca el precio máximo. 


Sin embargo, estamos pensando en dos cosas. La 
primera es el consumidor, que teóricamente se va a ver 
favorecido por la fijación del precio por parte del Esta- 
do; lo que hay que tener presente es que se verá favore- 
cido en el precio, pero no en el servicio, porque el 
esquema que se plantea es, como se dice vulgarmente, 
meter al zorro en el gallinero. ¿Quién me va a fijar el 
precio? Si lo fija la distribuidora, desaparecemos en dos 
días y se pierden muchos puestos de trabajo. En las 
famosas economías de escala que se aplican, la estación 
de servicio se transforma en un “self service” y el distri- 
buidor maneja toda la escala hasta el precio máximo, 
haciéndonos desaparecer como empresarios. Á su vez, 
hace desaparecer al flete y termina haciendo desapare- 
cer al empleado. Entonces, uno va a ir a la estación de 
servicio, se va a tener que poner un guante para despa- 
charse el combustible y hasta limpiarse los vidrios. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Usted está de acuerdo con que 
haya un precio máximo al consumidor? 


SEÑOR PARRELLA.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, ¿cómo se fijarían los 
precios en las estaciones de manera de salvar la instan- 
cia en que el distribuidor terminaría prácticamente con 
una especie de monopolio u oligopolio? 


SEÑOR PARRELLA.- No tengo la solución mági- 
ca. 


El Ente regulador fijaría un precio a la salida de la 
refinería y otro máximo. ¿Qué es lo que haría para esta- 
blecerlos? Un cálculo de lo que va a ganar el sector, 
observando cuánto ganaría el mayorista, cuánto el mi- 
norista y cuánto el fletero. Entonces, que luego lo deje 
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libre me parece insólito. Quiero que me lo fije. Quiero 
discutir con el Ente regulador. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, usted no quiere pre- 
cio máximo. 


SEÑOR PARRELLA.- Sí, lo quiero. 


SEÑOR COURIEL .- Si el Ente regulador fija el pre- 
cio máximo en un dólar, una estación de servicio tiene 
la posibilidad de decir, por ejemplo, que como está en 
condiciones de competir y quiere vender mucho más, lo 
comercializa a U$S 0,95, mientras que otra podrá ha- 
cerlo a U$S 0,96. De eso se trata el precio máximo; de 
lo contrario, se trataría del precio fijado por el Ente 
regulador como precio único. Si usted está aceptando el 
precio máximo, también tiene que acepar que haya al- 
gún tipo de competencia. Estamos buscando que haya 
competencia entre los que están desde la refinería hasta 
el consumidor final. 


SEÑOR BANDEIRA.- Entendemos que se fija un 
precio máximo a puerta de refinería y uno máximo de 
venta al público, con lo que estamos de acuerdo. Lo que 
ocurre es que la que compra a la refinería es la distri- 
buidora mayorista, y también es la que nos vende a 
nosotros. En estos momentos las tres compañías multi- 
nacionales que son distribuidoras mayoristas alegan que 
lo que ganan es poco, e indudablemente van a subir sus 
precios y nos van a comprimir contra el precio que se 
fija al público. De esa forma, las compañías mayoristas 
se van a quedar con nuestros márgenes. Se trata de un 
mercado muy particular, en el que no hay posibilidad de 
tener proveedores variados con diferentes precios, sino 
que hay uno solo; al no haber competencia no podemos 
quedar librados a que las compañías mayoristas fijen 
nuestras ganancias, y es indudable que ellas serían quie- 
nes lo fijarían. Si el mercado fuera perfecto y el precio 
pudiera ser libre -cosa que no queremos por una cues- 
tión de defensa del consumidor, ya que sabemos que el 
precio subiría- entonces podríamos competir entre no- 
sotros y hacer funcionar lo que es la economía de mer- 
cado. Sin embargo, en este tema específico de los com- 
bustibles, la economía de mercado no funciona; la ofer- 
ta es muy acotada y el mercado se “carteliza” tremenda- 
mente fácil. Esta es una experiencia que se da en todos 
los países de América, excepto en los Estados Unidos. 


Realmente no vemos otro camino que no sea el de 
que el Ente regulador nos fije los márgenes. Para noso- 
tros el ejemplo más claro de cómo debe funcionar el 
mercado uruguayo se puede extraer de la experiencia 
del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Ellos cuen- 
tan con una ley de regulación de mercado que creemos 
perfecta, a tal punto que 18 ó 19 Estados americanos ya 
adoptaron el sistema. La ley de Puerto Rico es muy 
extensa, por lo que vamos a dejar una copia a los seño- 
res Senadores para que puedan estudiarla. 
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Insisto en que dado el pequeño tamaño del mercado 
uruguayo y lo acotado de la oferta, en nuestro país no 
habrá más remedio que dejar que el Ente regulador fije 
las utilidades de los diferentes sectores. 


El ingeniero Altman, que fue Director de Ener- 
gía y asesoró en alguna oportunidad al Presidente 
de ANCAP, dijo que no podía poner al zorro a cuidar 
el gallinero. Todos conocen la forma de pensar del in- 
geniero Altman y sabrán que no nos estaba defendiendo 
a nosotros, sino que veía cuál era el problema y cómo 
se podía plantear. 


SEÑOR COURIEL.- Consulto si ustedes tienen li- 
bertad de comprar. 


SEÑOR PARRELLA.- No, señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Sería bueno que existiera li- 
bertad para poder comprar? Creo que si hubiera libertad 
habría competencia; de lo contrario, no. 


SEÑOR AÑON.- Quisiera aclarar brevemente dos 
aspectos. Hace un momento se hizo referencia al siste- 
ma que se utiliza en Puerto Rico y voy a dar una peque- 
ña explicación en lo que tiene que ver con el tema pre- 
cios, que es lo que más nos importa porque podemos 
llegar a desaparecer. 


Como bien dijo el señor Bandeira, una de las solu- 
ciones para que el sector siga funcionando -cuando digo 
“sector” me refiero tanto a las estaciones de servicio 
como a los empleados- consiste en que los márgenes 
sigan siendo fijados por el Estado a través de la Unidad 
Reguladora o cualquier otra. Existe otra posibilidad que 
es más compleja y para la cual debe existir una ley, que 
es precisamente la que se aplica en Puerto Rico. Luego 
de que se desreguló el mercado en 1979, vieron que con 
el paso de los años la ganancia de los pequeños empre- 
sarios se trasladó toda al sector mayorista, porque se 
integró verticalmente desde donde compraban en la re- 
finería hasta el puntero del surtidor. Así surgió un pro- 
yecto de ley -cuya exposición de motivos es muy intere- 
sante- en defensa de los pequeños empresarios y de los 
empleados, donde lo primero que se prohíbe es que los 
mayoristas tengan estaciones de servicio atendidas por 
ellos mismos o, en forma indirecta, por alguna empresa 
colateral, lo que se ha dado en muchos casos. 


Esta misma medida fue tomada en el Brasil en 1998, 
cuando se desreguló el mercado. Fue entonces que a los 
mayoristas se les otorgó dos años de plazo para que 
vendieran sus estaciones de servicio; no me refiero a la 
llave o a la propiedad física, sino al negocio en sí, pu- 
diendo alquilarlo a algún tercero. 


La posibilidad de que la estación sea dirigida por 
empresarios de ese país es algo que se maneja con total 
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libertad y con contratos cortos. Con esto último se quie- 
re decir que un estacionero, un pequeño empresario, 
firma contratos de cinco años a lo sumo. Tal vez pueda 
haber una excepción en los casos en que alguna compa- 
ñía mayorista hace una inversión muy grande en una 
estación de servicio, junto con el estacionero, firmando 
un contrato por algún tiempo más a fin de recuperar la 
inversión. Pero reitero que si la empresa mayorista no 
pone dinero en esa estación de servicio, los contratos 
son por cinco años. 


En cuanto al tema precios, que es lo fundamental, 
funciona de la siguiente manera. La mayorista compra 
en la refinería -en todos lados sucede lo mismo: hay tres 
o cuatro compañías mayoristas- y luego vende a sus 
agentes o estacioneros al mismo precio. La isonomía en 
el precio es un tema fundamental; por ejemplo, la com- 
pañía Shell, al día de hoy, vende a determinado precio y 
lo hace de la misma forma a todas las estaciones de 
servicio. Sin embargo, es libre el precio al que le puede 
vender a una estación de servicio y también lo es el 
precio final, aunque éste tiene un tope que está marcado 
por lo que paga el consumidor. Para ser gráfico voy a 
dar un ejemplo: en mi zona, un vecino vende a $ 16,20 
y yo lo hago a $ 16 o $ 16,10; la compañía Shell hoy 
vende a $ 15,50, lo que uno puede aceptar o no -en 
función de que al mercado le sirva- para seguir funcio- 
nando. Como decíamos hoy, Puerto Rico tiene una ley 
en la que el expendedor, el dueño de la estación de 
servicio, tiene que tener un mínimo de ganancia impres- 
cindible para poder subsistir; se hizo una ecuación de 
costos a fin de saber cuánto tiene que ganar la estación 
de servicio para subsistir, y se sabe que a menos de eso 
no puede vender y -entre comillas- “a más” de eso tam- 
poco puede, aunque a veces igual lo hace. De todas 
formas, también aquí hay una solución que se aplica 
mediante una ley, ya que si tiene que vender a un precio 
no competitivo en el mercado, cuenta con la posibilidad 
de comprar a otro mayorista, siempre y cuando al surti- 
dor por el que se va a vender se le quite el logo de la 
compañía. Se puede presentar la factura a la Justicia en 
el caso, por ejemplo, de que se venda a $ 16,20 al 
público cuando se vende a $ 16,10; Nadie se lo puede 
prohibir, aunque hace poco salió esta ley que mencioné 
antes, contra este tipo de casos. Entonces, se puede pre- 
sentar y comprarle a otra compañía mayorista a un pre- 
cio competitivo. 


Lo que tiene que quedar claro es que, lamentable- 
mente, las estaciones de servicio aquí no tenemos la 
posibilidad ni la libertad de comprarle a otro sello. Yo 
tengo que comprarle a la compañía Texaco; si estuviera 
el mercado libre y al gerente de esa compañía se le 
ocurriera venderme al mismo precio que yo lo hago al 
público -lo que podría hacer- mi vida en el negocio 
sería muy corta. Llevo 46 años en una estación de servi- 
cio y quiero seguir contando con ella, ganando lo nece- 
sario para poder subsistir y mantener a mis hijos; no 
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quiero que una compañía multinacional -o nacional, no 
interesa- se quede con mi ganancia. Desafortunadamen- 
te, en estos proyectos que estamos analizando, si se 
fijan los topes arriba y abajo, los márgenes del sector 
del medio también tendrán que ser fijados, porque quien 
me vende a mí es quien compra en la refinería. Enton- 
ces, al comprar en la refinería puede quedarse con mi 
margen y con el del flete. 


SEÑOR BANDEIRA.- En el día de hoy no teníamos 
previsto entrar en profundidad en el análisis de la regu- 
lación, porque este es un tema muy vasto. Sin embargo, 
otro aspecto fundamental para nosotros tiene que ver 
con las estaciones blancas, a las que los proyectos del 
señor Presidente de ANCAP se oponían -en la iniciativa 
del señor Senador Gallinal no existen- prohibiéndolas 
expresamente. Se considera “estaciones blancas” a aque- 
llas que no tienen sello, y están permitidas en todos 
aquellos lugares donde la desregulación funcionó me- 
dianamente bien, porque son un semillero de posibilida- 
des de creación de nuevas distribuidoras. Todos esta- 
mos atados a contratos a largo plazo con las distribui- 
doras, por lo que no tenemos capacidad de compra como 
para formar una distribuidora. Como las estaciones blan- 
cas tienen la libertad de comprar a la compañía que 
quieran, en algún momento se pueden reunir y formar 
una nueva distribuidora, con lo que se generaría compe- 
tencia y no sería tan fácil que el mercado se “carteliza- 
ra”. Por tal razón, defendemos la posibilidad de que 
haya estaciones blancas, es decir, sin sello. 


SEÑOR GALLINAL.- Me sorprendió enormemen- 
te una afirmación que han hecho quienes nos visitan 
que, de ser cierta, dejaría sin sentido el trabajo que 
venimos haciendo en la Comisión y el que ha desarro- 
llado ANCAP, por lo menos desde que se instaló su 
nuevo Directorio. Por eso me gustaría que revisaran un 
poco ese tema y en algún momento nos enviaran la 
información correspondiente. Concretamente me estoy 
refiriendo a sus dichos acerca de que el precio de los 
combustibles en el Uruguay es más elevado que en el 
resto de la región, pura y exclusivamente como conse- 
cuencia de los impuestos que los gravan y no de la 
ineficiencia de ANCAP ni de costos adicionales. Noso- 
tros tenemos la información exactamente inversa. Según 
los datos que yo poseo, entre la Argentina, el Brasil y el 
Uruguay hay una diferencia en los precios de los im- 
puestos en aproximadamente un 1,5 %. Además, los 
impuestos que existen en el Uruguay no son precisa- 
mente los más gravosos; antes bien, la diferencia en los 
precios está dada por un sobre costo adicional de refi- 
nación de los productos del petróleo que, para los barri- 
les que se refinan en el Uruguay, está en el orden de los 
U$S 170:000.000. Es decir que para nada está influyen- 
do en el precio superior que tiene el Uruguay respecto a 
la Argentina, el Brasil y el Paraguay, el tema de los 
impuestos. Por eso me sorprendió la afirmación que 
hicieron y que, de ser cierta, reitero, no tienen sentido 
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alguno los procesos que se están llevando adelante hoy 
en el país. 


SEÑOR PARRELLA.- Lamentablemente hoy no tra- 
jimos la descomposición del precio de la Argentina que 
nos remitiera la Secretaría de Industria y Energía de ese 
país. Sin embargo, puedo decirles de memoria la des- 
composición del precio en el Uruguay. Un litro de nafta 
supra que está al público a un precio de U$S 1,14, sale 
de ANCAP con U$S 0,38, donde está incluido el flete y 
los seguros de transporte. El distribuidor mayorista gana 
U$S 0,02, el minorista -o sea la estación de servicio- 
gana U$S 0,07 y la diferencia son impuestos, a saber el 
IMESI y el IVA. Por ejemplo, puedo decirles que el 
gas-oil, que en cierta forma está subsidiado por el com- 
bustible, es más barato acá que en la Argentina y en el 
Brasil. De modo que para nosotros es muy importante 
-y nos parece que tiene un gran peso- el tema de los 
impuestos. 


Aclaro que no objetamos en absoluto el impuesto 
porque es uno de los pocos que tiene evasión fiscal cero 
y que se cobra por adelantado, ya que si no pago cuan- 
do viene el camión, no me bajan el combustible. De 
todas formas con mucho gusto les puedo proporcionar 
la descomposición del precio en la Argentina y después 
la comparamos. 


SEÑOR ASTORI.- Creo que estos datos se pueden 
comparar y están a nuestra disposición. Me parece que 
las cargas tributarias directas al combustible juegan un 
papel muy importante, pero las hay muy grandes que 
están incidiendo en el costo y el precio de los combusti- 
bles y que son indirectas. Son las cargas tributarias a las 
que está sometida ANCAP como empresa, los aportes 
jubilatorios patronales que paga, el impuesto a la com- 
pra de moneda extranjera, etcétera. Seguramente, son 
cargas que en empresas de otros países de la región no 
existen, o por lo menos existen de una manera mucho 
más atenuada. Nosotros no podemos discutir este tema 
solamente analizando el impuesto al producto que, sin 
duda, está en el orden de un promedio del 50%, consi- 
derando todos los productos terminados, pues hay una 
enorme influencia de la carga indirecta, es decir de la 
utilización de ANCAP como empresa recaudadora de 
impuestos, característica que sobrellevan otras empre- 
sas públicas. Esto significa que también debemos tener 
en cuenta ese tema en un análisis comparativo. 


Aprovecho la ocasión para hacer una brevísima re- 
flexión sobre el tema que estaban analizando preceden- 
temente. Es evidente que las distribuidoras están en con- 
diciones de abusar de su posición dominante en el mer- 
cado. Esto es así porque está mucho más concentrada la 
oferta que la demanda. Por esa sencilla razón hay con- 
diciones fuertes de inequidad en la distribución del mar- 
gen entre el precio mínimo y el máximo, tema que sin 
duda debe ser tenido en cuenta. 
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SEÑOR COURIEL.- A los efectos de concretar es- 
tas ideas, diré que mi primer objetivo es la defensa del 
consumidor, y el segundo, que haya competencia real. 
Si la hay, significa que yo estoy dispuesto a buscar los 
mecanismos tendientes a que no se afecten los intereses 
de los estacioneros, que son pequeños. Vamos a supo- 
ner que me pongo totalmente del lado de ustedes. Lo 
primero que me parece haber entendido es que no quie- 
ren que haya integración vertical, es decir que las ma- 
yoristas y las distribuidoras tengan estaciones. En se- 
gundo lugar, ustedes dicen que quieren y aceptan el 
precio máximo, pero yo creo que no lo aceptan. Digo 
esto porque han afirmado que desean que el Ente regu- 
lador fije los márgenes de cada uno por temor a que el 
distribuidor se quede con la ganancia que corresponde- 
ría a ustedes. Entonces, por lo que estoy entendiendo, 
no quieren precio máximo; creen que no puede haber 
libre competencia y desearían que el Ente regulador fije 
el precio al consumidor final sobre la base de que ten- 
gan en ese precio asegurada una rentabilidad, que tie- 
nen temor de perder por la vía de los distribuidores. 


SEÑOR PARRELLA.- El señor Senador habló de 
precio de refinería y de precio al público, lo que quiere 
decir que entre uno y otro hay un margen. Usted des- 
compone el precio máximo, y después de hacer un estu- 
dio concienzudo me dice que la distribuidora puede ga- 
nar, por ejemplo, diez a precio de refinería y treinta en 
el precio al público. Dice que la distribuidora puede 
ganar hasta cinco, el fletero hasta tres y el estacionero 
hasta doce, precio máximo de cada uno. Entonces, en 
esa situación va a haber una verdadera competencia, 
porque si alguien quiere competir en servicio, calidad y 
precio, tiene margen para moverse. Eso es lo que noso- 
tros queremos. Si me habla de precio máximo, se lo 
acepto; de lo contrario, puede estar seguro de que no va 
a haber competencia. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Qué experiencia tienen acer- 
ca del funcionamiento de la nueva empresa DUCSA en 
estos meses? 


SEÑOR BANDEIRA.- Por nuestra parte, contra los 
pronósticos que se habían hecho, dada la rapidez y ver- 
tiginosidad con que empezó a funcionar, creemos que 
está trabajando correctamente. Es decir, se está prove- 
yendo en forma adecuada y no se han generado proble- 
mas de abastecimiento en ningún momento. Considera- 
mos que se trata de una empresa que está trabajando 
correctamente, dentro de los parámetros normales y ló- 
gicos del mercado uruguayo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador 
desea realizar planteamientos, la Subcomisión de la Co- 
misión Especial de Servicios Públicos del Senado agra- 
dece la información brindada por la Unión de Vendedo- 
res de Nafta del Uruguay y les hace saber que la versión 
taquigráfica de todo lo expresado en esta sesión será 
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entregada a los demás Legisladores miembros de la Co- 
misión. 


(Se retira de Sala la Delegación de la Unión de Ven- 
dedores de Nafta del Uruguay) 


(Es la hora 16 y 11 minutos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con el estu- 
dio del proyecto, pasamos a considerar el artículo 14. 


Léase. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 14.- Asimismo la URSEA dispondrá 
de los siguientes cometidos y poderes jurídicos especí- 
ficos: 


A) En materia de energía eléctrica, tendrá los si- 
guientes cometidos y poderes jurídicos específicos: 


a) velar por el cumplimiento de las normas sectoria- 
les específicas; 


b) ejercer los cometidos y poderes jurídicos atribui- 
dos por el artículo 3% de la Ley N* 16.832 de 17 de 
junio de 1997. 


B) En materia de gas, la URSEA tendrá los siguien- 
tes cometidos y poderes jurídicos específicos: 


a) velar por el cumplimiento de las normas sectoria- 
les específicas; 


b) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios así como de los 
materiales, instalaciones y dispositivos a utilizar en las 
diversas actividades que comprende la industria del gas; 


c) fijar los requisitos necesarios para la autorización 
de la prestación con seguridad de los servicios com- 
prendidos en la industria del gas, tanto por entidades 
públicas como por empresas privadas, controlando su 
cumplimiento; 


d) determinar reglas y procedimientos técnicos de 
medición y facturación de los consumos, así como de 
control y uso de medidores y reconexión de servicios; y 


e) fijar reglas y patrones industriales que aseguren el 
libre acceso a las redes de los agentes, así como el 
correcto y seguro funcionamiento de las conexiones, con- 
trolando su cumplimiento. 


C) En materia de combustibles derivados de hidro- 
carburos, la URSEA tendrá los siguientes cometidos y 
poderes jurídicos específicos: 
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a) velar por el cumplimiento de las normas sectoria- 
les específicas; 


b) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios, así como de los 
materiales, instalaciones y dispositivos a utilizar; y 


c) fijar las condiciones mínimas para la autorización 
de la prestación con seguridad de actividades del sector, 
tanto por entidades públicas como por empresas priva- 
das, controlando su cumplimiento. 


D) En materia de agua potable y saneamiento, la 
URSEA tendrá los siguientes cometidos y poderes jurí- 
dicos específicos: 


a) velar por el cumplimiento de las normas sectoria- 
les específicas; 


b) formular regulaciones en materia de calidad y 
seguridad de los productos y servicios así como de los 
materiales, instalaciones y dispositivos a utilizar; y 


c) determinar reglas y procedimientos técnicos de 
medición y facturación de los consumos, así como de 
control y uso de medidores y reconexión de servicios.” 


- En consideración. 


SEÑOR ASTORI.- Simplemente, quiero decir que 
creo que es inútil reiterar, en cada uno de los cuatro 
literales, la expresión “tendrá los siguientes cometidos y 
poderes jurídicos específicos”, porque ya está dicho en 
el acápite. Solamente hay que dejar, respectivamente, 
“En materia de energía eléctrica”; “En materia de gas”; 
“En materia de combustibles derivados de hidrocarbu- 
ros” y “En materia de agua potable y saneamiento”. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Complementado la 
observación del señor Senador Astori, creo que debe- 
rían agregarse dos puntos en lugar de coma; es decir 
que quedaría “En materia de energía eléctrica:”, y así 
sucesivamente. 


SEÑOR ASTORL.- El problema es que los dos pun- 
tos ya están en el acápite y son generales para todo el 
artículo, aunque no hago cuestión en eso. 


SEÑOR COURIEL.- Simplemente, deseo dejar una 
constancia. 


Tengo en mi poder un borrador proveniente de los 
gerentes de ANCAP. Si leemos ese borrador y lo que 
tenemos acá, nos da la sensación de que faltan incorpo- 
rar muchos elementos al proyecto de ley. Hay un capí- 
tulo de los operadores logísticos, uno sobre comerciali- 
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zación de combustibles líquidos, otro sobre la comer- 
cialización minorista. Por lo menos, habría que fijar en 
el texto algunos elementos básicos de condiciones para 
poder operar en este mercado. 


Dejo esta constancia para ver si el martes de mañana 
se pueden agregar algunos elementos; no se trata de 
modificar lo que está, sino de agregar elementos a la luz 
de este borrador que tengo aquí. 


En este momento no estoy en condiciones de expli- 
citar cuáles serían los agregados, pero siento que faltan 
las condiciones, por ejemplo, para instalar una refinería, 
para la autorización para ser distribuidor o para los fle- 
teros. Por lo que acabamos de escuchar de los estacio- 
neros, tal vez valga la pena dejar alguna constancia res- 
pecto a si es positivo o no que haya estaciones blancas. 
Pongo este tema sobre la mesa como elemento de discu- 
sión. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Sugiero que se conside- 
re la incorporación de un cuarto subliteral al literal C) 
del artículo 14. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión no tiene 
inconveniente, propongo identificar con números a los 
subliterales. 


SEÑOR ATCHUGARRY - De acuerdo; en ese caso, 
estaríamos agregando un literal C.4, que diría lo siguien- 
te: “regular el mercado, por medio de reglamentos y 
normas, conforme a las políticas que le encomiende el 
Poder Ejecutivo”. Si no agregamos esta facultad, no 
vamos a poder hacer nada de lo que hablamos, porque 
el abecé refiere siempre a cuestiones de seguridad. 


SEÑOR ASTORI.- Me pregunto si esto no es abso- 
lutamente obvio, porque estamos creando Unidades Re- 
guladoras con ese fin. 


Por otro lado, quisiera saber por qué se aprueba esta 
norma en materia de combustibles y no en los otros 
tres aspectos. Si se aceptara que esto debe ser así, la 
referencia tendría que ir en el acápite. En ese caso, el 
artículo debería comenzar diciendo: “Además de los 
reglamentos y normas que le permitan regular el mer- 
cado conforme a las directivas del Poder Ejecutivo, la 
URSEA dispondrá de los siguientes cometidos y pode- 
res jurídicos específicos”. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Tal vez lo que estoy di- 
ciendo no sea suficientemente claro, pero, por ejemplo, 
en la ley de mercado eléctrico hay toda una reglamenta- 
ción de cómo se reúne oferta y demanda y se conforman 
los precios. En tanto, en materia de agua, hay una liber- 
tad absoluta, salvo para la empresa del Estado, que tie- 
ne un mecanismo de fijación de precios sujeto a la apro- 
bación del Poder Ejecutivo. Pero el resto de los opera- 
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dores tiene precio libre, y el saneamiento también. En 
cambio, en este caso estamos pensando en la eventuali- 
dad de que le encomendemos, aunque sea en forma de 
transición, una muy fuerte regulación de precios y en 
materia de limitar y aún impedir el acceso al mercado. 
No quisiera establecerlo con tanta claridad, pero por lo 
menos hay que disponer que puede tener eventualmen- 
te, conforme a las políticas que se acuerden -para la 
transición o que podrán estar en la ley de ANCAP, 
etcétera- , poderes jurídicos superiores que para el resto 
de las situaciones, en función de la particularidad de 
este mercado. Si el señor Senador Astori no me ha com- 
prendido, seguramente es porque la redacción es mala y 
fue muy apresurada, pero el sentido es el que acabo de 
expresar. 


SEÑOR ASTORI.- Creo que es una buena respues- 
ta, porque la verdad es que tenemos una ley de marco 
regulatorio de energía eléctrica y, además, el mercado 
en materia de combustibles no funciona igual que en el 
área de agua y saneamiento. 


De todas maneras, me queda la duda de si no habría 
que hacer un agregado en materia de agua, si no igual, 
por lo menos atento a cómo funciona el mercado de 
agua potable y saneamiento. 


Finalmente, me gustaría repasar la redacción de esta 
propuesta en materia de combustibles, porque no estoy 
seguro de que sea la más adecuada. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Propongo que el texto 
definitivo quede pendiente en espera de una mejor re- 
dacción. Pero por lo menos quiero que quede clara la 
intención: otorgar poderes jurídicos especiales. Después 
veremos si hay que acotarlos en el tiempo o circunscri- 
birlos a lo que encomiende el Poder Legislativo o el 
Poder Ejecutivo. Tampoco tendría inconveniente en es- 
tablecer, para el caso del agua potable, un literal que le 
permitiera fijar precios máximos, habida cuenta de la 
especial condición del agua potable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión está de 
acuerdo, queda pendiente la redacción final de este 
artículo. 


Léase el artículo 15. 
(Se lee:) 


“Artículo 15.- Facúltase, con carácter de excepción 
a las limitaciones dispuestas en el artículo 20 de la 
Ley N* 15.903 de 10 de noviembre de 1987 con las 
modificaciones introducidas por el artículo 40 de la 
Ley N* 16.320 de 1” de noviembre de 1992, y en el 
artículo 33 de la Ley N* 16.736 de 5 de enero de 1996, 
el pase en comisión y la redistribución de funcionarios 
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públicos provenientes de cualquier dependencia estatal, 
a la URSEA, con un límite de diez funcionarios. 


El pase en comisión o la redistribución será dispues- 
to por el Poder Ejecutivo a propuesta fundada de la 
Comisión que dirige la Unidad Reguladora. 


En caso de redistribución, los funcionarios se incor- 
porarán en el escalafón, grado y denominación, que co- 
rrespondan según la estructura de puestos de trabajo de 
la Unidad. Si la remuneración del cargo o función de 
origen fuera inferior a la de destino, percibirán esta 
última, y si fuera superior mantendrán la remuneración 
de origen con todos sus componentes. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos prece- 
dentes, el personal de la URSEA podrá integrarse con 
quienes contrate el Poder Ejecutivo en función de los 
resultados de los concursos públicos realizados al efec- 
to, con bases formuladas por la URSEA y en las que 
podrán establecerse preferencias a favor de los funcio- 
narios provenientes de las Administraciones cuyos co- 
metidos son atribuidos a ella por la presente ley.” 


-En consideración. 


SEÑOR ASTORI.- Quisiera preguntar si este límite 
es global o parcial, es decir, si se aplica para el total o 
para cada dependencia estatal, porque la redacción no 
está clara. Si es para el total, me sabe a poco, porque 
esta es una Unidad Reguladora muy importante, y un 
límite total de diez funcionarios, me parece insuficiente. 


En cualquier caso, creo que la redacción no es la 
adecuada. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quiero hacer una con- 
sulta específica sobre este tema, porque naturalmente 
hay preocupación en algunas empresas públicas ante la 
posibilidad de que haya un desmantelamiento de ellas 
por parte de la URSEA. En otros términos, existe in- 
quietud, por ejemplo en UTE, frente a la eventualidad 
de que la URSEA le lleve su equipo gerencial, porque 
ya se le llevaron a su Gerente General, la ingeniera 
Julia Antmann. 


Actualmente, de acuerdo con la información que me 
ha brindado la UREE, tiene un total de trece empleados 
-es un organismo muy pequeño- y fui yo el responsable 
de sugerir una limitación, para terminar con las suspica- 
cias que pudiera generar o con las preocupaciones que 
habían aparecido en las empresas públicas por esta fa- 
cultad de pase en comisión y redistribución, sobre todo 
teniendo en cuenta los últimos ejemplos en los cuales 
los Legisladores hemos estado directamente involucra- 
dos por el número de pases en comisión. Entonces, creo 
que si sumamos a ello la reflexión del señor Senador 
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Astori, podría pensarse que son diez por materia, esto 
es, en cada uno de los sectores: diez en materia de 
energía, diez en materia de agua, etcétera. De todos 
modos, es un tema para pensar. 


SEÑOR ASTORLI.- En realidad, mi pregunta fue otra. 
Quiero saber si el límite juega para el origen del funcio- 
nario, porque en el texto se dice “de cualquier depen- 
dencia estatal, a la URSEA, con un límite de diez fun- 
cionarios”. A mi juicio, la redacción no es nada clara. 
Insisto, me parece que ese tope es insuficiente si tene- 
mos en cuenta la envergadura de esta Unidad. De todas 
maneras, si ese es el criterio hay que decirlo y estable- 
cer: “Con un límite total de diez funcionarios”. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pienso que una solución 
podría ser que el Poder Ejecutivo se encargara de la 
fijación de límites, tanto por dependencia como para la 
Unidad, por resolución fundada y, si se quiere, notifi- 
cando a la Asamblea General. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: 
creo que debemos establecer un límite, porque de lo 
contrario vamos a tener una URSEA con 400 emplea- 
dos. Una cosa es que tengamos un organismo regulador 
con un buen equipo de funcionarios, y otra que empece- 
mos a generar una nueva burocracia. Quienes tenemos 
experiencia en la Administración Pública sabemos que 
luego vendrán las presiones para pasar funcionarios en 
comisión y ser redistribuidos, máxime si son buenos los 
sueldos en esta Unidad. Esto lo afirmo en base a mi 
experiencia de diez años como Director del Servicio 
Civil y de 25 años como funcionario de la Oficina Na- 
cional del Servicio Civil. Sé que, permanentemente, los 
empleados que están en un lugar quieren pasar a otro. 
Entonces, creo que es bueno que acá pongamos un lími- 
te, que podrá ser de diez funcionarios por organismo o 
un total de cincuenta, sesenta o cien, pero sabiendo to- 
dos que hay un máximo para el pase en comisión o la 
redistribución. Esto va de la mano del hecho de que 
hemos puesto un límite al pase en comisión para los 
Legisladores, e incluso, hay un proyecto de ley que es- 
tablece similar criterio para el caso de los Ministros. 
Por lo tanto, para este organismo también debemos fi- 
jarlo. Como dije, de otra forma tendremos una URSEA 
con 200 ó 300 funcionarios, en la que al poco tiempo 
habrá nuevamente escándalo por los pases en comisión. 


SEÑOR ASTORI.- Comparto la afirmación del se- 
ñor Senador Correa Freitas en cuanto a que debe haber 
un límite. Aquí hay dos características a tener en cuen- 
ta: en primer lugar, se puede limitar la cantidad de 
funcionarios que salen de la organización de origen, 
para no perjudicar a ninguna, y en segundo término, se 
podría limitar la absorción total de funcionarios de la 
URSEA. Si el temor que el propio señor Senador expu- 
so antes de esta última intervención era que ninguna 
oficina de origen resultara muy deteriorada, el límite 
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por oficina de origen se fundamenta solo. Al mismo 
tiempo, insisto, puede establecerse un límite total o ge- 
neral que, confieso, no tengo idea cuál puede ser. Lo 
que sí tengo claro es que diez funcionarios en total me 
parece un número muy escaso para un organismo de 
este tipo. 


Repito, me parece bien que se limite el origen y el 
destino global. En tal sentido, podría hablarse de diez 
funcionarios de la oficina de origen, hasta un total de 
tantos funcionarios. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Heber) 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que los señores Sena- 
dores Correa Freitas y Astori han planteado temas inte- 
resantes, sobre todo en lo que refiere a la avidez que va 
a tener el organismo regulador en capturar funcionarios 
de organismos especializados en esta materia, como se- 
ría el caso de UTE en lo relativo a la energía. En todo 
caso, en la redacción podríamos establecer una suerte 
de opinión vinculante de la Oficina Nacional del Servi- 
cio Civil. Sería la manera de atender la necesidad del 
organismo regulador como la de aquel al que se pide el 
funcionario correspondiente. 


SEÑOR BRAUSE.- Con el mayor de los respetos 
por la opinión del señor Senador Gallinal, debo decir 
que la sugerencia lleva a complicar las cosas. No veo 
qué función va a cumplir la Oficina Nacional del Servi- 
cio Civil o su Director al opinar si en el caso de un 
funcionario corresponde su pase y en el de otro no. Al 
menos, permítaseme tener la duda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa tomará debida 
nota de las sugerencias vertidas en Sala y redactará un 
nuevo artículo, cuyo texto alternativo será puesto a con- 
sideración de los señores Senadores en una próxima 
oportunidad. 


Léase el artículo 16. 
(Se lee:) 


“Artículo 16.- Para el cumplimiento de sus cometi- 
dos, la URSEA dispondrá, en su ámbito, de las mismas 
fuentes de recursos previstas por la Ley N* 17.296 de 
21 de febrero de 2001 para la Unidad Reguladora de 
Servicios de Comunicaciones (URSEC), sin perjuicio 
de los atribuidos a la UREE que se transferirán de pleno 
derecho. 


Créase la Tasa de Control del Marco Regulatorio de 
Energía y Agua, que se devengará por la actividad de 
control de la participación en las actividades reguladas 
a que refiere la presente ley. Serán sujetos pasivos quie- 
nes desarrollen dichas actividades y serán agentes de 
retención o percepción los que el Poder Ejecutivo defi- 
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na, debiendo destinarse el monto total de lo recaudado, 
exclusivamente a la financiación del presupuesto apro- 
bado de la URSEA. 


El total de lo recaudado por dicha tasa en base a 
liquidaciones conforme a la reglamentación dictada por 
el Poder Ejecutivo, no podrá superar el 1% (uno por 
mil), del total de ingresos brutos de la industria respec- 
tiva. 


Exceptúase del pago de la tasa, a aquellas activida- 
des que a la fecha de vigencia de la presente ley, se 
encuentren gravadas por el mismo concepto en virtud 
de lo establecido en el contrato de concesión respecti- 
vo. Las sumas correspondientes se destinarán igual- 
mente a la financiación del presupuesto aprobado de 
la URSEA.” 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Creo que en la limita- 
ción que establece el proyecto en materia de recursos, 
tenemos la respuesta a las inquietudes cuantitativas de 
los señores Senadores. 


SEÑOR BRAUSE.- En aras de ser prolijos en la 
redacción, haría una sugerencia. El inciso primero del 
artículo 16 en su parte final dice “sin perjuicio de los 
atribuidos a la UREE que se transferirán de pleno dere- 
cho”, pero como con este proyecto de ley estamos eli- 
minando a la UREE, creo que sería mejor decir “sin 
perjuicio de los atribuidos en la Ley N* 16.832, de 17 
de junio de 1997, que se transferirán de pleno derecho”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa acepta la redac- 
ción sugerida. 


Léase el artículo 17. 
(Se lee:) 


“Artículo 17.- Créase en el Inciso 02 “Presidencia 
de la República” el Programa 006 “Regulación de Servi- 
cios de Energía y Agua”. 


Transfórmase la Unidad Ejecutora 006 “Unidad Re- 
guladora de la Energía Eléctrica” del Programa 002 “Pla- 
nificación, Desarrollo y Asesoramiento Presupuestal del 
Sector Público” del Inciso 02 “Presidencia de la Repú- 
blica? en la Unidad Ejecutora 006 “Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua”, encargada de la ejecu- 
ción del Programa 006 “Regulación de Servicios de Ener- 
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gía y Agua””. 


Si no hay observaciones, pasaríamos al artículo si- 
guiente. 


Léase el artículo 18. 


(Se lee:) 
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“Artículo 18.- Transfiéranse los créditos y car- 
gos presupuestales y recursos aprobados por la Ley 
N* 17.296, de 21 de febrero de 2001 para la Unidad 
Ejecutora 006 “Unidad Reguladora de la Energía Eléc- 
trica* del Programa 002 “Planificación Desarrollo Ase- 
soramiento Presupuesto Sector Público” del Inciso 02 
“Presidencia de la República” al Programa 006 *Regula- 
ción de Servicios de Energía, Agua y Saneamiento”, 
Unidad Ejecutora 006 “Unidad Reguladora de Servicios 
de Energía y Agua”, del mismo Inciso. 


Asígnase una partida anual de $ 19:042.000 (pesos 
uruguayos diecinueve millones cuarenta y dos mil) con 
destino a la Unidad Ejecutora 006 “Unidad Reguladora 
de Servicios de Energía y Agua”, complementaria de la 
transferida en el inciso primero de este artículo. 


Esta partida anual será financiada con cargo a la 
tasa creada por el artículo 6* de la presente ley. 


La URSEA comunicará a la Contaduría General de 
la Nación la desagregación de la referida partida en 
Proyectos de Inversión y Gastos de Funcionamiento, a 
nivel de Grupos y Objetos del Gasto. 


Incorpóranse al patrimonio de la URSEA, los bienes 
inmuebles, muebles y demás derechos afectados a la 
actual UREE. La URSEA tomará a su cargo todas las 
deudas y obligaciones contraídas por dicho Organismo, 
así como sus servicios, recibiendo los fondos o recursos 
afectados a los mismos.” 


SEÑOR ASTORI.- Debe cambiarse la palabra “trans- 
fiéranse” por “transfiérense” al principio del artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más observacio- 
nes, pasaríamos al artículo 19. 


Léase el artículo 19. 
(Se lee:) 


“Artículo 19.- UTE, ANCAP, OSE y demás órganos 
de control de las actividades reguladas a que refiere la 
presente ley, continuarán realizando el control operati- 
vo de dichas actividades cumplidas por ellos mismos o 
por agentes privados hasta tanto la URSEA asuma su 
desempeño, debiendo ajustarse a las instrucciones que 
esta les imparta, en la forma que disponga la reglamen- 
tación a dictarse por el Poder Ejecutivo, al que compete 
la fijación y control de las políticas sectoriales involu- 
cradas.” 


SEÑOR ASTORI.- ¿Qué significa “demás órganos 
de control? Hago esta pregunta porque UTE, ANCAP y 
OSE no lo son. Creo que esta redacción no corresponde 
porque los Entes mencionados no son órganos de con- 
trol. Por tanto, no existe lo de “demás órganos de con- 
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trol”. Entonces, salvo mejor opinión, me permito suge- 
rir una redacción que diga: “UTE, ANCAP y OSE con- 
tinuarán realizando el control operativo de las activida- 
des reguladas a que refiere la presente ley, cumplidas 
por ellos mismos o por agentes privados, hasta tanto la 
URSEA asuma sus cometidos”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece mejor esta re- 
dacción, pero quisiera consultar a quienes tienen forma- 
ción jurídica o conocen más que la Mesa el tema de 
fondo. ¿Qué significa hacer referencia a que es hasta 
tanto la URSEA no asuma su desempeño? ¿Significa 
que ANCAP, OSE y UTE no van a seguir brindando los 
servicios que prestan? 


SEÑOR ASTORI.- Significa que van a seguir pres- 
tando los servicios y que, además, van a controlar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Conceptualmente, lo que 
hace la URSEA es regular y no sustituir. 


SEÑOR ASTORI.- Según lo entiendo, el objeti- 
vo de este artículo es asegurar la transición entre el 
momento actual y la puesta en funcionamiento de la 
URSEA, desde el punto de vista del control operativo 
de las actividades cumplidas por esos organismos o por 
privados en el mismo ámbito, como lo dice el artículo. 
Entonces, ¿qué tenemos que decir? Que UTE, ANCAP 
y OSE continuarán -porque lo hacen ahora- realizando 
el control operativo de las actividades reguladas a que 
refiere la presente ley, prestadas por ellos mismos o por 
agentes privados, hasta tanto la URSEA asuma su des- 
empeño. Esa es mi propuesta. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que, tal vez, un 
ejemplo pueda ilustrar el asunto. En la actualidad, 
ANCAP controla el octanaje y las medidas de seguri- 
dad de las estaciones de servicio. 


SEÑOR ASTORLI.- OSE controla los contadores. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Eso es verdad y puede 
ser un elemento a tomar en cuenta, pero me refiero a 
funciones que son ajenas, que están para proteger al 
usuario aunque, naturalmente, no podemos olvidarnos 
de que ANCAP también es juez y parte, ya que es la 
que suministra el combustible. Entonces, si se supone 
que la nafta que no tiene plomo, sí lo tiene, habría un 
conflicto de intereses entre el funcionario que dice que 
la nafta sale mal y la empresa que quiere venderla. En- 
tonces, pienso que ese tipo de control operativo es pro- 
pio de una Unidad Reguladora y de control. Pero, segu- 
ramente, antes de que se pueda hacer todo por parte de 
la Unidad, va a pasar bastante tiempo. Pienso que esto 
es la administración de la transición, es decir que siguen 
prestando funciones hasta que la Unidad esté en condi- 
ciones de hacer lo propio. Quizás transcurran algunos 
años, porque estos controles son caros y extensos. 
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SEÑOR GALLINAL.- Creo que estamos frente a 
una pésima redacción que debemos revisar en su totali- 
dad. Además, entiendo que tampoco tendríamos que ha- 
cer una enumeración taxativa, porque no solamente UTE, 
ANCAP y OSE realizan controles a terceros, de activi- 
dades similares a las que el organismo presta -que es a 
lo que se refiere- sino que también el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
hace lo propio en lo que refiere al agua en muchos 
aspectos. Me parece que tenemos que establecer una 
referencia genérica y decir: “los organismos que reali- 
cen actividades de control ...”. 


Tan mal redactada está esta disposición que, más 
adelante, dice: “o por agentes privados hasta tanto la 
URSEA asuma su desempeño, debiendo ajustarse a las 
instrucciones que ésta les imparta”. Es una norma que 
intenta regular la transición -como dijo el señor Sena- 
dor Astori y me parece correcto- y me parece que la 
Mesa, junto con algún miembro de la Comisión, debería 
redactar un nuevo texto alternativo. 


SEÑOR BRAUSE.- Comparto la redacción propuesta 
por el señor Senador Astori, colocando un punto luego 
de la palabra “desempeño”. Creo que hasta ahí estaría- 
mos comprendiendo el período de transición y podría- 
mos eliminar el resto o continuar -a mi juicio esto sería 
sobreabundante- diciendo: “Una vez que la URSEA co- 
mience sus actividades, deberán ajustarse a las instruc- 
ciones que ésta les imparta”. Esta sería otra alternativa 
pero entiendo que es superflua porque, justamente, es la 
razón de ser del proyecto que estamos elaborando. Rei- 
tero que lo mejor sería colocar el punto luego de la 
palabra “desempeño”, poniendo así fin al artículo. 


SEÑOR ASTORI.- Estoy totalmente de acuerdo con 
el señor Senador Brause, porque todo lo demás es un 
pleonasmo o redundancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Los señores Senadores es- 
tarían de acuerdo con la redacción propuesta por los 
señores Senadores Astori y Brause? 


SEÑOR GALLINAL.- Antes que nada, no lo haría 
taxativo y pondría “los organismos”. Además, habría 
que modificar la redacción, porque no se controlan a sí 
mismos, aunque tienen la obligación de cumplir deter- 
minadas normas. 


SEÑOR BRAUSE.- El señor Senador Gallinal de- 
searía que se eliminaran “UTE, ANCAP y OSE”, que 
no son organismos sino personas públicas estatales. En- 
tonces, debería decirse: “Las personas públicas estata- 
les y los organismos”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere plantear 
otra interrogante, aunque no para complicar, sino para 
ayudar. En el caso de OSE, con respecto a las concesio- 
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nes que ha otorgado, queremos señalar que es el que las 
controla. De todos modos no me imagino qué es lo que 
va a ser controlado por la URSEA y me gustaría saber 
cómo funciona. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que en ese caso 
tendríamos que distinguir entre los compromisos con- 
tractuales que, por ejemplo, URAGUA tiene con OSE 
-que, obviamente, los controla la propia OSE- y aque- 
llas normas genéricas o el cumplimiento de determina- 
dos parámetros y normativas vinculadas al área corres- 
pondiente, que va a vigilar la Unidad Reguladora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, ¿quedaría con- 
templada esta sugerencia en la última redacción pro- 
puesta por el señor Senador Gallinal? 


SEÑOR ASTORI.- No escuché la propuesta del se- 
ñor Senador Gallinal, pero estaba elaborando un texto 
que contemplaba su inquietud, que diría lo siguiente: 
“Las personas públicas estatales y los organismos que 
actualmente tienen competencia en el control operati- 
vo de las actividades reguladas a que refiere la presen- 
te ley, mantendrán dicha competencia hasta tanto la 
URSEA asuma su desempeño”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, en líneas gene- 
rales, estaríamos de acuerdo con esta redacción. 


Léase el artículo 20. 
(Se lee:) 


“Artículo 20.- Los funcionarios públicos de la Ad- 
ministración Nacional de Usinas y Transmisiones Eléc- 
tricas (UTE) que a la fecha de vigencia de la presente 
ley prestan funciones en la Gerencia de División Despa- 
cho Nacional de Cargas y Planificación de la Explota- 
ción y Estudios, y que sean invitados a prestar funcio- 
nes en la Administración del Mercado Eléctrico (ADME) 
creada por el Art. 4” de la Ley N* 16.832 de 17 de junio 
de 1997, podrán optar por permanecer en UTE o por 
incorporarse a la ADME, dentro de un plazo máximo 
de noventa días a contar de la fecha en que esta asuma 
la operación de dicho Despacho en cumplimiento de lo 
establecido en el artículo 10 del Decreto - Ley N* 14.694 
de 1” de setiembre de 1977 en la redacción dada por el 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Falta solamente considerar 
este artículo, porque el siguiente ya fue analizado en la 
mañana de hoy. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- El penúltimo artículo ya 
lo habíamos tratado en oportunidad de cambiarse el se- 
gundo inciso del artículo 1”. Entonces, el último sería el 
artículo 22 al que ya se refirió el señor Senador Galli- 
nal, que obtuvo la aprobación de la Comisión. 


Para terminar con este aspecto, me gustaría incluir 
una iniciativa que en su momento los señores Senadores 
Heber, Gallinal y Larrañaga incorporaron en materia de 
reserva del cargo. Como lo hemos incorporado en el 
tema de ANCAP a través del proyecto presentado por 
los señores Senadores, entiendo oportuno incluirla en 
los mismos términos, esto es sin plazo, en esta circuns- 
tancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa a la Co- 
misión que la próxima reunión se va a celebrar el mar- 
tes próximo. El señor Senador Sanabria presentará al- 
gunos artículos sustitutivos y creo que sería importante 
que de aquí al martes pudiéramos estar en contacto para 
considerar posibles sugerencias de las que la Secretaría 
tomó debida nota. 


SEÑOR BRAUSE.- Se me ocurre que dado que la 
Mesa va a trabajar, podría adelantarnos un repartido 
sobre este tema. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará, señor Sena- 
dor. En definitiva, la Comisión sesionará el próximo 
martes a la hora 10. 

Se levanta la sesión. 

(Así se hace. Es la hora 17 y 15 minutos.) 
COMISION ESPECIAL DE SERVICIOS PUBLICOS 


(Sesión celebrada el día 4 de diciembre de 2001) 


ASISTENCIA 


Preside: Senador Wilson Sanabria. 
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artículo 6” de la Ley N* 16.832.” Miembros: Senadores Danilo Astori, Alejandro Atchu- 
garry, Alberto Brause, Ruben Correa Frei- 
tas, Alberto Couriel, Francisco Gallinal, Rei- 
naldo Gargano, Luis Alberto Heber, Jorge 
Larrañaga y Rafael Michelini. 


-En consideración. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Habría que agregar 

la fecha de esa ley. 
Concurren: Senador Manuel Núñez y Director General 
SEÑOR ASTORLI.- Puedo apreciar que estamos con Legislativo, Luis M. Paravis. 


problemas de quórum y quiero aprovechar para decir 
que debería retirarme en este momento. Secretarias: Raquel Suárez Coll y Josefina Reissig. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 39 minutos.) 
- Tiene la palabra el señor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Los medios de comunicación, 
que tienen mucho peso en nuestro país, han publicado 
en forma permanente noticias en cuanto a que nuestro 
movimiento político tomaría una resolución sobre el tema 
de ANCAP. Por lo tanto, creo que lo mejor es que lea 
la resolución que tomó el Frente Amplio. Dice así: “La 
Mesa Política del Frente Amplio en su sesión del día de 
la fecha con respecto al tema ANCAP, RESUELVE: 


1. Reitera su rechazo a la política económica del 
Gobierno y a las sucesivas propuestas y proyectos de 
ley referentes a ANCAP y al proyecto de creación de la 
Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua. 


2. Presenta ante la ciudadanía su proyecto alternati- 
vo concebido en el marco de la visión progresista de la 
transformación de la Sociedad y el Estado que propone 
nuestra fuerza política y que fuera aprobado por su IV 
Congreso. 


3. Es intención del Frente Amplio mejorar el funcio- 
namiento y la gestión de ANCAP, en base a los siguien- 
tes objetivos: alinear los precios de nuestros combusti- 
bles ex refinería con los precios de paridad de importa- 
ción, manteniendo la refinación dentro del país con la 
calidad adecuada, conservando los derechos laborales 
de sus trabajadores y asegurando su capacidad de gene- 
ración de recursos fiscales. 


4. En esta dirección, cualquier eventual asociación 
de ANCAP deberá: 


a. Ser precedida por un marco regulatorio del sector 
combustible, que vele por los eslabones más débiles de 
la cadena productiva; que defienda los intereses de los 
usuarios y el conjunto de la sociedad y que preserve 
para la actividad estatal segmentos estratégicos de la 
operativa y la logística. El organismo encargado de dic- 
tar las normas regulatorias debe estar bajo el control 
parlamentario y en el mismo deben estar representados, 
en el máximo nivel de dirección, los usuarios y los tra- 
bajadores. 


b. Cumplir las siguientes condiciones: 


. Todo el proceso tiene que darse por ley, votada 
por mayorías especiales. 


. La asociación es para crecer, lo que implica la no 
transferencia del dominio de activos del Ente a la nueva 
sociedad. Por tanto, implica no enajenar patrimonio pú- 
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blico, que debe quedar expresamente preservado y bajo 
el control de ANCAP. 


. Plan de negocios cuantificado y detallado, aproba- 
do por ANCAP, con estimaciones de plazos a ser con- 
cretados, así como nuevas inversiones en plantas indus- 
triales y bocas de expendio. 


. Independiente de la forma que adopte la asocia- 
ción, se debe asegurar una verdadera cogestión entre el 
Ente y su socio. Se trata de lograr un equilibrio en el 
que ANCAP (y a través de él, nuestro país) tenga las 
garantías necesarias de que la gestión será la adecuada 
y compatibilizará el interés comercial de la nueva em- 
presa con el interés general de la sociedad. Al respecto 
nuestra fuerza política está analizando aquellos aspec- 
tos vinculados a las decisiones de carácter estratégico 
en las que ANCAP debe tener participación decisiva. 


. Condiciones en las que permanecerán los trabaja- 
dores de la actual División Combustibles de ANCAP y 
que opten por pasar a la nueva empresa. 


. Plazo del negocio máximo de 20 años. Manteni- 
miento de la marca ANCAP en el país y la región. 


. Seguridad de que se procederá a la cesión del mo- 
nopolio de importación y refinación de crudo, que hoy 
posee ANCAP a la nueva sociedad que ésta integre por 
un plazo no menor de cinco años. 


Seguridad de que no se procederá a la desmonopoli- 
zación de importación de productos derivados y GLP 
hasta cinco años después de que la refinería en amplia- 
ción a 50.000 barriles diarios se encuentre operativa 
(aproximadamente marzo de 2008). 


La logística del Muelle de La Teja e instalaciones 
conexas quedarán en manos de ANCAP. 


5. El Frente Amplio seguirá atentamente el trata- 
miento del tema ANCAP, reservándose emprender las 
acciones políticas que considere adecuadas para que 
cumplan los criterios expuestos. 


APROBADA POR MAYORIA 
Montevideo, 3 de diciembre de 2001.” 


Mediante esta resolución, estaríamos solicitando lo 
siguiente. 


En primer lugar, que dejemos en “stand by” -para 
usar una expresión del Fondo- el tema de la Unidad 
Reguladora, sobre el cual ya hemos avanzado en las 
sesiones anteriores, y básicamente teníamos que votar 
en función de las nuevas propuestas que se presentaran. 
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Si los señores Senadores no tienen inconveniente, 
tendríamos que analizar el proyecto de ley de asocia- 
ción de ANCAP para el cual hemos presentado estos 
objetivos y condiciones, a los efectos de empezar a re- 
dactar en el día de hoy, en caso de que sea necesario, 
los elementos básicos para dicha asociación. 


SEÑOR ASTORLI.- Si la Comisión accede a discutir 
el tema de la asociación -que, a mi juicio, podría ser 
una buena metodología a seguir, para retomar después 
el de la Unidad Reguladora- nosotros podríamos pre- 
sentar una base para empezar a discutir el proyecto de 
ley que ha puesto sobre la mesa el Partido Nacional. De 
manera que podríamos tomar la estructura, el andamiaje 
que ha propuesto y analizar los puntos sustantivos que 
debería tener como sustancia fundamental. A tales efec- 
tos, tenemos propuestas concretas, como las que leyó el 
señor Senador Couriel hace unos instantes. Considero 
que algunas de esas iniciativas van a tener un rápido 
andamiento, en tanto otras podrán ser motivo de discu- 
sión. De todos modos, reitero, hay una base para que 
esta decisión tenga un amplio respaldo político partida- 
rio lo cual, a mi juicio, está necesitando el país. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Señor Presidente: desea- 
mos solicitar un cuarto intermedio a efectos de que los 
señores Senadores integrantes de la coalición podamos 
hacer una evaluación política del planteo que se ha he- 
cho. 


Desde hace mucho tiempo, quienes integramos la 
Comisión hemos procurado llegar a un entendimiento. 
También es cierto que desde el punto de vista estricta- 
mente de procedimiento, si la Comisión se aviniera a 
estudiar y alterar el orden del día, obligaría a que du- 
rante toda la semana próxima el Senado tuviera que 
atender el tema relacionado con ANCAP y la URSEA, 
a pesar de que, en principio, habíamos pensado que el 
Plenario dedicara una semana a cada asunto. 


En consecuencia, formulo moción para que la Comi- 
sión pase a cuarto intermedio por quince minutos -si es 
necesario, solicitaremos una prórroga- a efectos de adop- 
tar una posición política sobre este planteo que, sin duda, 
es relevante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
presentada por el señor Senador Atchugarry. 


(Se vota:) 

-10 en 10. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
La Comisión pasa a cuarto intermedio. 
(Así se hace.) 


-Habiendo número, continúa la sesión. 
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SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: el Partido 
Nacional ha estado analizando los hechos que han suce- 
dido en el transcurso de los últimos tiempos y tenemos 
la intención de generar una nueva instancia de diálogo 
con el propósito de lograr un mayor acercamiento. 


Dado que se ha leído la resolución política de la 
Mesa Política del Frente Amplio, me permito hacer una 
breve consideración que me parece muy importante. Si 
bien en el numeral 1% se rechaza la propuesta sobre 
ANCAP, también se hace referencia en los numerales 
siguientes a un conjunto de consideraciones que a juicio 
del Frente Amplio debería contener el proceso de aso- 
ciación, buena parte del cual está contenido en la inicia- 
tiva presentada por el Partido Nacional, que cuenta con 
el respaldo del Poder Ejecutivo y de la Bancada de 
Legisladores del Partido Colorado. Dentro de esos te- 
mas, por ejemplo, se habla de la necesidad de alinear 
los precios con los de la región que, a mi juicio, es el 
punto más importante que contiene el proyecto de ley. 
Lo que intentamos es establecer por ley que en el co- 
mienzo del año 2004 el Uruguay tenga precios de los 
combustibles similares a los de la región. 


Otro aspecto importante es el que refiere a la defen- 
sa de los derechos de los funcionarios públicos, que 
creo están muy bien defendidos en el proyecto de ley 
presentado por nuestra Bancada. 


En cuanto a la necesidad de defender el sello AN- 
CAP, estimamos que es una condición indispensable. 


En lo que refiere a que no se venda ni se ceda ningu- 
na parte del patrimonio de las empresas públicas o del 
Estado, nuestro proyecto prevé expresamente la figura 
del arrendamiento para que ANCAP ponga esos bienes 
a disposición de la sociedad y, además, para que los 
recupere íntegramente al final de la concesión. 


Quiere decir que en este pronunciamiento hay un 
conjunto de condicionantes que forman parte de los prin- 
cipios que hemos pretendido -y pretendemos- defender 
cuando trajimos el proyecto de ley a consideración y le 
dimos al tema estado parlamentario, lo cual fue un avance 
sustantivo para todo este proceso, ya que no solamente 
nos permite a todos tener la oportunidad de expresar 
nuestras opiniones, sino que, de aprobarse, va a generar 
un conjunto de certezas jurídicas para las futuras socie- 
dades, que son indispensables para su normal funciona- 
miento. 


Por consiguiente, estamos dispuestos a ingresar en 
una nueva discusión, a recoger la propuesta que formu- 
lara el señor Senador Couriel en el sentido de alterar el 
orden del día planeado por la Comisión y a estudiar, en 
primer lugar, el tema de ANCAP, a los efectos de ir 
considerando simultáneamente lo relativo al organismo 
regulador. 


C.S.-695 


696-C.S. 


También estamos dispuestos a aceptar lo propuesto 
por el señor Senador Astori en el sentido de tener como 
referencia, en las conversaciones que llevemos adelante 
en la Comisión, el proyecto de ley presentado por el 
Partido Nacional, lo cual nos va a ahorrar mucho cami- 
no, porque allí están contenidos numerosos objetivos y 
parte de las aspiraciones de todos. 


En ese sentido, proponemos seguir trabajando en el 
día de hoy hasta una hora razonable y, a los efectos de 
poder darnos el tiempo y el espacio suficientes para 
realizar las negociaciones y cumplir con otros objetivos 
que hemos planteado a la Comisión en otras circunstan- 
cias, continuar con el tratamiento del tema los días miér- 
coles, jueves y viernes de esta semana a partir de las 10 
de la mañana hasta la hora 12 y 30. De esta manera, 
podremos seguir profundizando tanto en el tema de AN- 
CAP como en lo referido al organismo regulador y al 
marco regulatorio al que se ha hecho referencia. 


SEÑOR BRAUSE.- En nombre del Partido Colora- 
do deseo manifestar que estamos abiertos al diálogo y, 
por consiguiente, dispuestos a continuar la discusión 
del proyecto de ley elaborado por el Partido Nacional, 
el que cuenta, sin duda, con nuestro acuerdo en general. 
Sin embargo, estamos abiertos a mejorarlo, si ello es 
posible. 


Asimismo, coincidimos con las manifestaciones rea- 
lizadas por el señor Senador Gallinal y queremos poner 
especial énfasis en el aspecto procesal, por cuanto ad- 
vertimos el escaso tiempo que tenemos por delante y la 
necesidad de abocarnos al estudio de este proyecto de 
ley y a las propuestas que sean necesarias para su mejo- 
ramiento; con el trabajo que se pueda desarrollar en 
esta semana, en la siguiente podremos ingresarlo a la 
consideración del Senado. Además, debemos tener pre- 
sente que luego de la media sanción hay que elevar la 
iniciativa a la Cámara de Representantes y darle el tiem- 
po suficiente a esa rama del Poder Legislativo para que 
la discuta y apruebe. 


En ese sentido, señalamos nuestro acuerdo con la 
propuesta del señor Senador Gallinal y reiteramos que 
estamos abiertos al diálogo. 


SEÑOR COURIEL.- Siento como declaraciones po- 
sitivas para el trabajo futuro de la Comisión, tanto las 
expresiones del Partido Nacional como las del Partido 
Colorado. 


Quisiera poner encima de la mesa todos los temas 
que entendemos debieran estar contenidos en el proyec- 
to de ley. Podría haber una expresión genérica, casi 
programática de objetivos -es decir, lo que se desea- en 
lo pueda contribuir ANCAP. Luego habría modificacio- 
nes de prácticamente todos los artículos que figuran en 
este proyecto de ley, salvo en los que tienen que ver 


CAMARA DE SENADORES 


con los funcionarios de ANCAP, que son los artículos 
5%, 6%, 79, 8 y 9%. Deseo hacer una referencia de carác- 
ter general, una introducción, para que se entienda lo 
que estamos analizando. Esto no tiene otro sentido. 


Creo que hay que hacer un agregado al artículo 1" 
porque en el proyecto de ley del Partido Nacional no se 
tiene en cuenta un problema que se puede dar en los 
hechos y es que no se consiga el socio en un plazo 
razonable. 


Reitero que mi idea es hacer una introducción de 
carácter general para ver cuáles son los temas que se 
pueden modificar o incorporar. Precisamente, en el ar- 
tículo 1” habría que decir que se deroga efectivamente 
el monopolio de la importación una vez que se haya 
concretado la sociedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar con la 
consideración del tema, la Mesa desea consultar a los 
señores Senadores si están de acuerdo con la metodolo- 
gía de trabajo planteada por el señor Senador Gallinal. 
Creemos entender que parte del planteamiento político, 
tanto del Partido Colorado como del Partido Nacional, 
está atado a los tiempos vinculados a la Comisión y a su 
trabajo. 


Por lo tanto, la Mesa tiene la obligación de poner a 
votación la moción presentada por el señor Senador Ga- 
llinal, vinculada a la idea de trabajar los días miércoles, 
jueves y viernes desde las 10 hasta las 12 y 30 horas. 


SEÑOR MICHELINI.- Si bien voy a acompañar esta 
moción, creo que más allá del trabajo que se haga en 
Comisión, si no conjugamos un esfuerzo de discusión 
en términos políticos a través de alguna subcomisión o 
grupo de trabajo conformado por integrantes de esta 
Comisión, donde están representados todos los partidos, 
no vamos a avanzar demasiado. Aquí no se trata sólo de 
textos, sino de voluntades políticas; hay cosas que no 
vamos a hacer en la Comisión ni con versión taquigráfi- 
ca. 


Por lo tanto, todo este esfuerzo que aquí se plantea 
me parece correcto, pero si al mismo tiempo no hay 
contactos políticos adicionales, a mi entender vamos a 
avanzar poco. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción presentada por el señor 
Senador Gallinal en el sentido de trabajar los días miér- 
coles, jueves y viernes a partir de las 10 horas y hasta 
las 12 y 30. 


(Se vota:) 


-10 en 11. Afirmativa. 
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SEÑOR ATCHUGARRY-.- A modo de cortesía, quie- 
ro señalar que esto no obsta a que los contactos políti- 
cos que señalaba el señor Senador Michelini, segura- 
mente como siempre, se vayan a dar. 


SEÑOR COURIEL.- Estaba haciendo un esfuerzo 
por tratar de poner arriba de la Mesa los temas que 
confluyen, a efectos de encontrar una resolución para 
esta asociación de ANCAP. 


En primer lugar, podría haber un artículo programá- 
tico que fije los objetivos sobre los que, en los hechos, 
prácticamente siempre hemos estado de acuerdo. Me 
refiero, por ejemplo, a alinear los precios de combusti- 
ble de refinería con los precios de paridad de importa- 
ción, mantenimiento de refinación y conservación de 
los derechos laborales, que se ve luego en artículos pos- 
teriores. Finalmente, a propuesta del señor Senador As- 
tori, hemos agregado otro aspecto, que es el asegurar la 
capacidad de generación de recursos fiscales también 
por parte de ANCAP. 


En el artículo 1%, donde se plantea la derogación del 
monopolio de la importación y refinación de petróleo 
crudo, a mi entender no se pensó que puede transcurrir 
un tiempo determinado antes de que se concrete la aso- 
ciación. De pronto se hace un llamado a licitación y los 
socios no aparecen O aparecen después. Entonces, ha- 
bría que definir que la derogación del monopolio se 
efectiviza en el momento en que se concreta la socie- 
dad, o sea, a partir de que se dé la sociedad, porque 
puede ocurrir que no haya sociedad y que a alguien se 
le ocurra instalar una refinería porque se derogó el mo- 
nopolio. Por lo tanto, habría que realizar aquí un agre- 
gado. 


En el artículo 2*, en la propuesta del Partido Nacio- 
nal aparece la característica de la licitación. Allí de pron- 
to podría explicitarse la necesidad de que ANCAP pre- 
sente un plan de negocios, que de alguna manera deno- 
minamos plan de negocios mínimos en una reunión an- 
terior, sobre la base de que no era sencillo un plan 
definitivo para cada una de las empresas que se puedan 
presentar, sobre todo si se trata de empresas internacio- 
nales que pueden definir decisiones en función de una 
estrategia regional y no nacional. Quiere decir que aquí 
también podríamos incluir este punto del plan de nego- 
cios. 


Por otro lado, en el segundo inciso de este artículo 
2” es donde entrarían las decisiones estratégicas que 
requieren que ANCAP tenga el 51%, llámense inversio- 
nes, venta de acciones, endeudamiento, etcétera. 


Si bien en el artículo 3” aparece un plazo, nosotros 
estamos planteando otro en vez de los treinta años. Ade- 
más, creo que en el literal a) habría que aprovechar para 
definir el tema de los precios en el período de transi- 
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ción hasta que se libere el monopolio o se dé la desmo- 
nopolización del combustible refinado. La idea que ha- 
bíamos expresado aquí era que el Poder Ejecutivo fije 
el precio del combustible en puerta de refinería, con 
asesoramiento de la Unidad Reguladora, y que el precio 
al consumidor final sea uno máximo. Lo que se busca 
es que haya competencia entre mayoristas, distribuido- 
res, fleteros y estacioneros, pero encontrando elementos 
por parte de la Unidad Reguladora para que exista una 
competencia real y no se dé una situación dominante 
por parte de los mayoristas o de los distribuidores; esta 
es una de las condiciones que allí están explicitadas y 
que podría incluirse como parte del literal a) del artícu- 
lo 3*. 


Con respecto a lo establecido en el literal b) del 
artículo 3%, no sé si es bueno obligar a que se mantenga 
la refinería de La Teja, porque de pronto, dentro de 
diez años se ve que, por condiciones medioambientales, 
se debe instalar una nueva en otro lugar por la misma 
sociedad. Entonces, preferiría que no se incluyera esta 
disposición, pero sí el literal c), que tiene que ver con 
los sellos o marcas relacionados con ANCAP. 


SEÑOR HEBER.- ¿Eso sería tal como está? 
SEÑOR COURIEL.- Efectivamente, señor Senador. 


Otro punto que habría que agregar es el relativo a la 
infraestructura, a la logística, que en este proyecto de 
ley no se menciona. Con respecto a ese tema -estoy 
pensando en voz alta- nosotros tenemos una posición 
en el sentido de que la infraestructura y la logística 
queden en manos de una empresa de ANCAP. Como 
el señor Senador Gallinal planteó aquí que podía exis- 
tir una contradicción o algo parecido entre el hecho de 
que ANCAP es socia de la nueva empresa y además 
importa refinado, de pronto a la misma empresa, aparte 
de la posibilidad de usar el muelle, los tanques y la 
boya, también le damos la función de importar refina- 
dos. Con esto salvamos la objeción a que hacía referen- 
cia el señor Senador Gallinal. 


Entonces, por un lado estamos diciendo que la 
empresa logística quede en manos de ANCAP. Ade- 
más -repito que estoy pensando en voz alta- en el pro- 
yecto de ley de asociación se podría establecer qué 
aporta ANCAP y qué se espera de la empresa socia. 
Probablemente se trate de elementos programáticos pero 
que pueden ayudar. El señor Senador Atchugarry plan- 
teó con anterioridad que lo que él esperaba del socio 
era gestión y mercados, y agregaba determinadas carac- 
terísticas, como la financiación o la posibilidad de reci- 
bir recursos de capital. A su vez, ANCAP estaría pre- 
sentando a la asociación la refinería y la comercializa- 
ción. Esto no figura entre los puntos de nuestra pro- 
puesta, pero pienso que tal vez ayudaría en la asocia- 
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ción que se explicitara qué aportan cada una de sus 
partes. 


Por otra parte, creo que no pueden existir ninguno 
de los dos plazos que menciona el proyecto de ley del 
Partido Nacional. Me refiero al del literal a) del artículo 
3”, esto es, el 31 de julio de 2004, y el del 1” de enero 
de 2006, porque no sé cuándo se va a concretar la so- 
ciedad. Habría que poner esto en términos de determi- 
nada cantidad de tiempo después de que se genere la 
sociedad. 


Como introducción, esto es todo. 


SEÑOR GARGANO.- Mi intervención será a título 
de aclaración, simplemente por el problema del método. 


Nosotros no hemos acordado que haya que trabajar 
sobre el proyecto de ley presentado por el Partido Na- 
cional, sino que la Resolución N* 1 de la Mesa Políti- 
ca del Frente Amplio establece nuestro rechazo a las 
sucesivas propuestas y proyectos de ley referentes a 
ANCAP y al de creación de la Unidad Reguladora de 
Servicios de Energía y Agua. No voy a estructurar mi 
intervención o mis opiniones exclusivamente sobre la 
base de ese proyecto de ley, porque lo que pretendo es 
que se discutan tanto esa iniciativa como la propuesta 
cuyas bases estableció nuestra Mesa Política. 


Estas consideraciones implican la defensa del patri- 
monio de ANCAP, su no enajenación o no arrenda- 
miento -habría que ver qué concepto tenemos nosotros 
sobre el tema del arrendamiento- y las áreas donde la 
asociación debe producirse. El proyecto de ley del Par- 
tido Nacional parte de la base de que la asociación es 
genérica sobre todo lo que hace a ANCAP. En mi opi- 
nión personal, esa no es la posición del Frente Amplio- 
Encuentro Progresista, que hace referencia a las áreas 
donde ANCAP no llega o aún no ha cubierto su presen- 
cia; por eso insiste en la expresión “asociarse para cre- 
cer”. A pesar de ello, es cierto que hay algunos capítu- 
los en los que, en los objetivos generales, parece haber 
coincidencia; por ejemplo, en el que trata del alinea- 
miento de los precios de los combustibles refinados en 
relación a la región. Sin embargo, este es un objetivo 
general anterior a la presentación de cualquiera de los 
proyectos de ley. 


También se incluyen mecanismos como, por ejem- 
plo, el de que la asociación que se articule con un priva- 
do se haga de conformidad con lo previsto en el inciso 
primero del artículo 188, que exige mayorías especia- 
les. 


SEÑOR COURIEL.- Eso no está en la resolución 
del Frente Amplio. 
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SEÑOR GARGANO.- Vamos a leer el apartado b) 
del punto 4. Dice: “Cumplir con las siguientes condicio- 
nes: todo el proceso tiene que darse por leyes votadas 
por mayorías especiales”. 


Estas mayorías están previstas en el inciso primero 
del artículo 188. Hay señores Senadores que me están 
acotando que no es así, por lo que pediría que me lo 
demostraran desde el punto de vista jurídico. A mi jui- 
cio, a esto es a lo que se refiere el texto. 


(Interrupciones) 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Por qué no vamos a discutir 
una resolución del Frente Amplio? La estamos discu- 
tiendo, lo estamos haciendo. ¿O acaso sólo el señor 
Senador puede opinar sobre la misma? Si el señor Sena- 
dor trae una propuesta a la Comisión, opinamos todos. 


SEÑOR GARGANO.- El señor Senador Gallinal pue- 
de opinar sobre lo que opina el Frente Amplio, pero no 
sobre las opiniones de sus distintos integrantes; tiene 
todo el derecho a opinar sobre todos los temas. 


De todas maneras, mi interpretación es que se re- 
quiere una mayoría especial de tres quintos -esto es lo 
que hemos visto siempre- y, por lo menos, aquí hay dos 
personas que pensamos lo mismo. 


Mi propuesta no consiste en discurrir o discutir en 
torno a la propuesta presentada por el Partido Nacional, 
sino más que nada sobre cuál va a ser la asociación, de 
qué naturaleza, cuál va a ser el mecanismo de protec- 
ción del patrimonio de ANCAP y cuáles serán los pla- 
zos para la eliminación del monopolio, porque el artícu- 
lo 1 de la propuesta del Partido Nacional dice: “Deró- 
gase el monopolio de la importación y refinación de 
petróleo”. 


Nosotros opinamos que eso puede ocurrir después 
de que se determine qué naturaleza debería tener una 
asociación, y no antes. 


En fin, ejemplifico a los efectos de que quede clara 
-por lo menos- mi opinión. 


SEÑOR ASTORL.- Creo que esta intervención del 
señor Senador Gargano, aunque está formulada desde 
una perspectiva distinta, no es contradictoria con la que 
tuvo antes el señor Senador Couriel, por lo siguiente. 
Me parece que si todos estamos dispuestos a buscar un 
acuerdo -y parto de la base de que es así- obviamente, 
el resultado será terminar con un proyecto diferente al 
que tenemos sobre nuestra mesa. Y en eso no hay dife- 
rencias de opinión entre los comentarios que hacía el 
señor Senador Couriel y los que acaba de formular el 
señor Senador Gargano, que repasan la resolución del 
Frente Amplio. Ahí tenemos un solo matiz de diferen- 
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cia: ayer fue expresamente quitada la referencia al artí- 
culo 188 a propuesta mía, y votada por toda la Mesa 
Política, porque su primer inciso es lo que no queremos 
hacer, es decir, admitir capitales privados en ANCAP. 
Por lo tanto, si no queremos hacer eso, no podemos 
referir a esa mayoría especial, sino a otra. En el caso 
del artículo 188, si no recuerdo mal, hay tres posibilida- 
des de mayoría especial. 


Pienso que eso no puede ser un obstáculo, porque si 
realmente logramos el acuerdo -que es lo que el país 
necesita- la mayoría especial se va a dar sola, tanto en 
el Senado como en la Cámara de Representantes. 


Creo que lo que tenemos que analizar con desapa- 
sionamiento y voluntad de acuerdo -eso sí, se requiere 
en las dos partes- son los aspectos sustanciales. Si lo 
logramos -ya ha habido un avance en la aceptación de 
parlamentarizar el tema, que es el gran mérito que tuvo 
la presentación del proyecto del Partido Nacional- esta- 
remos dando un paso adelante muy importante. 


Entonces, repasemos todos esos temas de análisis y 
de discusión. Comparto el comentario introductorio que 
hacía el señor Senador Couriel, en el sentido de plan- 
tear una agenda de trabajo posible -que puede tener 
cambios- y propongámonos, sobre esa base, elaborar 
entre todos un nuevo proyecto que nos permita concitar 
ese amplio apoyo que estamos buscando. 


SEÑOR GALLINAL.- En un primer análisis de las 
consideraciones que ha hecho el señor Senador Couriel, 
señalo que muchas de ellas son de recibo. En lo que 
refiere al artículo 1” y, concretamente, en lo que hace a 
la derogación del monopolio de la importación y refina- 
do del petróleo crudo, es obvio que todo esto se hace en 
función del llamado a licitación que realizará ANCAP 
con el propósito de formar una sociedad que, de allí en 
adelante, explote esos servicios establecidos expresa- 
mente en el artículo 3". 


Quiero recordar que se limita muy claramente la ac- 
tividad de la nueva sociedad. Esta no va a sustituir a 
ANCAP en todos sus cometidos, sino en actividades de 
importación, refinado del petróleo, distribución y co- 
mercialización de productos refinados, y agregaría -es 
una que nos faltó en el proyecto- la exportación de 
combustibles. ¿Por qué? Porque al haberse hecho una 
refinería en módulos... 


SEÑOR COURIEL.- Está incluido en la comerciali- 
zación, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Es cierto, pero también hay 
allí un monopolio de exportación de combustibles que 
lo tiene ANCAP. Eso no lo habíamos previsto y debía- 
mos haberlo hecho para, de esa manera, zanjar un pro- 
blema que se nos podría presentar en el futuro. 
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Es evidente que esos monopolios caerán en la medi- 
da en que comience a prestar sus actividades la nueva 
sociedad. En fin, ese es un tema a considerar, que no 
podemos dar por definido y que no me parece que alte- 
re sustantivamente la problemática. 


Lo mismo sucede con respecto a un conjunto de 
iniciativas que, si se presentan, habíamos previsto como 
objetivo que el precio de los combustibles tenía que 
bajar en determinada fecha. No habría mayor problema 
en que se establezca un plazo en función del momento 
en que se conforme la sociedad. 


Sí me parece importante lo que refiere a la sanción 
que habíamos establecido en cuanto a que, si la socie- 
dad no cumplía con ese objetivo, ANCAP se reservaba 
el derecho de importar combustibles ya refinados y, en- 
tonces, se iban a comercializar al valor de la región. Lo 
que ahora nos plantea el señor Senador Couriel es cómo 
hace ANCAP para importarlos si no cuenta con las ins- 
talaciones, la infraestructura que le permita llevar a la 
práctica ese negocio, porque forman parte de la socie- 
dad. Por lo tanto, lo que nos propone como alternativa 
es que la que tenga la facultad de importar sea la socie- 
dad y no ANCAP. Al parecer, no he entendido bien. 


SEÑOR COURIEL.- La idea es la siguiente. En una 
reunión anterior, el señor Senador Gallinal planteó si no 
había contradicción entre ANCAP Ente Autónomo im- 
portando combustible refinado y ANCAP socio de una 
sociedad. Lo que estoy planteando en este momento es 
una empresa que es filial de ANCAP, que se dedica a la 
logística y a la infraestructura, es decir, la que cumple 
con los servicios de la boya, de los depósitos y los 
tanques del muelle, a la que le damos la atribución de 
importación de refinado, con lo cual cubrimos exacta- 
mente lo mismo que ustedes están planteando. 


A lo que no hice ninguna referencia es al último 
inciso del literal a). Mi impresión es que no es necesa- 
rio -y aclaro que no estoy en contra- pero si los demás 
señores Senadores lo quieren dejar, no me molesta para 
nada. 


No sé si está clara mi posición. 
SEÑOR GALLINAL ..- Sí, señor Senador. 


Otras consideraciones que se han hecho se refieren a 
definir qué aportaría cada uno de los socios a la nueva 
sociedad, los precios hasta que se produzca la liberali- 
zación y la posibilidad de que los fije el Poder Ejecuti- 
vo. Creo que nosotros hemos ido mucho más allá de la 
fijación por parte de éste, puesto que los estamos esta- 
bleciendo por ley, lo que es una garantía muy importan- 
te para la comunidad. 
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SEÑOR ASTORI.- No los precios, sino el método. 
SEÑOR GALLINAL.- Así es, señor Senador. 


Estamos fijando un techo, un tope máximo en fun- 
ción del cual va a tener que moverse necesariamente la 
nueva sociedad, so pena de que le importen los combus- 
tibles, con lo cual no podrá comercializar nada, porque 
seguramente los van a importar a precios más baratos 
que a los que ellos están produciendo. 


En definitiva, creo que hay un acercamiento impor- 
tante que ameritaría una redacción. Entonces, pediría al 
señor Senador Couriel o a quienes comparten sus crite- 
rios que para la sesión de mañana nos traigan una re- 
dacción, que quizás podamos pulir conjuntamente -como 
lo propuso el señor Senador Michelini en la tarde de 
hoy- para seguir buscando acercamientos, que es la ma- 
nera de ir avanzando. Obviamente, tendremos que hacer 
las consultas pertinentes, pero creo que aquí no se ha 
planteado ningún tema que divida las aguas de modo tal 
que sea imposible un acercamiento. Me permito, pues, 
sugerir y ofrecer el trabajo de los Legisladores que inte- 
gramos la Bancada del Partido Nacional para recibir de 
los proponentes una redacción alternativa y, a su vez, 
realizar las consultas del caso en el correr de la tarde de 
hoy, que nos permitan avanzar hacia la sesión de maña- 
na. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: sin atar- 
nos a ningún proyecto de ley, deseo recordar que en 
varias oportunidades se ha manejado la idea de que la 
asociación difiera del momento en que se fijen interna- 
cionalmente los precios y de la desmonopolización del 
refinado. Me refiero a la posibilidad de importar pro- 
ductos refinados y comercializarlos sin ningún impedi- 
mento. Si bien estoy de acuerdo en que hay que hacerlo 
por separado, pienso que es necesario fijar los precios 
en términos internacionales lo antes posible. Esto puede 
erosionar el canon, o sea que quien se trate de asociar 
pagará uno determinado, pero si le advertimos que los 
precios internacionales estarán establecidos lo antes po- 
sible, naturalmente, abonará menos, porque quizás la 
refinería no esté hecha, aunque lo estamos obligando a 
que la construya, por así decirlo, a “marcha camión”. 
¿Por qué? Considero que lo que debemos analizar -más 
allá de la posibilidad de importar refinado, e indepen- 
dientemente de que estaríamos durante tres, cuatro o 
cinco años en una especie de monopolio mixto- es que 
la gente tenga un beneficio real y pueda adquirir com- 
bustible en términos internacionales. Si así fuera, se ve- 
rían beneficiadas nuestra producción y exportación, así 
como el turismo en general. Probablemente, esto impli- 
que que el Ministerio de Economía y Finanzas tenga 
menos recursos en sus arcas; pero creo que debemos 
optar y cuanto antes lo hagamos, mejor. Es necesario 
que los ciudadanos, las empresas y el turismo adquieran 
combustible a precios internacionales, a fin de competir 
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en mejores condiciones. Para esto, reitero, es necesario 
reducir aún más el plazo en que se van a fijar los pre- 
cios internacionales, los cuales deberían establecerse des- 
de el comienzo, aunque los cánones sean menores. No- 
toriamente, la refinería no va a estar pronta, pero insisto 
una vez más en que los precios internacionales deben 
estar fijados una vez que aquélla se haya construido. 
Evidentemente, alguien lo va a pagar y deseo que los 
ciudadanos cuenten con ese beneficio lo antes posible. 
Por supuesto que los recursos no están en el Presupues- 
to Nacional, por lo cual deberemos tener cuidado para 
no terminar pagando gastos corrientes con esos recur- 
sos, ya que sería preferible transferirlos directamente a 
la producción y a la competitividad. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Creo que el tema de la 
fecha a partir de la cual debe alinearse el precio ex- 
refinería con la paridad de importación es, a mi juicio, 
la base de la condicionalidad que supone el proyecto de 
ley presentado por el Partido Nacional. 


El Gobierno busca que la persistencia y fortaleza de 
ANCAP no estén en contradicción con los intereses del 
público en consumir combustible más barato. Esa es la 
esencia del planteo del Poder Ejecutivo. Dicho en otras 
palabras: cómo hacer para tener una ANCAP fuerte y 
que eso no vaya en desmedro de lo que pagamos los 
consumidores por el combustible. Se nos ocurrió que la 
única vía posible, poco ortodoxa, consistía en buscar 
una sociedad. 


En la lectura que hago sobre la iniciativa presentada 
por el Partido Nacional, se subió la apuesta, de manera 
de establecer una fecha cierta a esa condicionalidad para 
incentivar a la Administración a que no pierda el tiem- 
po y, efectivamente, lleve adelante la sociedad y otor- 
gue, en un plazo determinado, refinación y precios in- 
ternacionales. 


Coincido con lo que ha señalado el señor Senador 
Michelini. Además, estoy seguro de que ninguno de los 
cuatro Partidos vamos a tener diferencias con respecto a 
este objetivo. Todos percibimos claramente que el 
subproducto final de nuestra industria y el agro están en 
una competencia abierta. Por lo tanto, no le podemos 
transferir este problema, no sólo al público y a la fami- 
lia, sino en especial a los sectores que están en compe- 
tencia. 


Por eso creo que desde ahora hasta mañana podre- 
mos reflexionar acerca de la fijación de fechas. Me pa- 
rece que no podemos decirle a la Administración que lo 
haga cuando pueda, sino que tenemos que establecer un 
plazo y darle todas las herramientas posibles para que 
lo haga en tiempo y forma. 


Por último, deseo indicar que me parece que se han 
expresado opiniones de interés y que serán provechosas 
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a la hora de elaborar nuevas redacciones para trabajar 
en el día de mañana, a propósito de lo cual, desde ya 
adelanto que sólo podremos quedarnos hasta las 12 ho- 
ras, pero no tenemos inconveniente en comenzar más 
temprano. 


SEÑOR COURIEL.- En realidad, hablamos de un 
plazo a partir del momento en que se concrete la asocia- 
ción. En nuestro proyecto de ley hablamos de cinco 
años. Pero, en los hechos, esto depende del plan de 
negocios, puesto que será éste el que determine en qué 
momento se puede ser competitivo. Si concebimos una 
escala determinada para reducir los precios, y dicha es- 
cala está pronta en cinco años, entonces, en ese plazo es 
que se podrá concretar. Si las inversiones requeridas se 
hacen en dos años, será en ese período en el que se 
logrará. En última instancia, el plan de negocios que 
fije ANCAP está vinculado con esta fecha. 


Por otra parte, hay que tener en cuenta que tal vez 
para ese tiempo el elemento clave será el gas-oil, por- 
que es el que usan los tractores, el transporte de carga y 
pasajeros y las empresas constructoras. En cambio, la 
industria, como está ocurriendo ahora en todo el mun- 
do, en ese momento estará trabajando con gas. Por eso 
es necesario reducir el precio del gas-oil. El combusti- 
ble, la nafta, en última instancia, es para quienes tienen 
automóviles. Probablemente, los ingresos fiscales pue- 
dan provenir de allí. 


En síntesis, la preocupación por lograr precios com- 
petitivos debe estar referida al gas-oil que, como dije, 
es usado por el agro, el transporte y la construcción. 
Reitero que actualmente la industria utiliza fuel-oil, pero 
terminará empleando gas. El período de tiempo va a 
depender mucho de la característica del plan de nego- 
cios que haga ANCAP. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Señor Presidente: no hay 
diferencia de conceptos. Vuelvo a las palabras del señor 
Senador Michelini, es decir que nuestra prioridad es 
llegar a esa reducción de precios en determinada fecha. 
En consecuencia, como esto estará fijado antes de estu- 
diar los planes de negocios, estos deberán priorizar las 
inversiones O la búsqueda de mercados, lo cual tal vez 
vaya en desmedro del valor llave. Por eso, pienso que 
no hay una diferencia. El asunto radica en que si noso- 
tros ponemos una fecha fija estamos comprimiendo más 
el plan de negocios que si incluimos una fecha que 
también sea fija pero que se estipule a partir de determi- 
nado plazo. De esta forma, no estoy haciendo referencia 
a la libertad de importación, que es un tema secundario, 
sino a la paridad de la importación. 


Por tanto, entiendo que no hay una diferencia de 
sustancia en cuanto a lo que estamos señalando los tres 
señores Senadores, sino una igualdad en ese sentido. A 
su vez, el señor Senador también plantea estipular un 
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plazo a partir de la asociación. Por mi parte, creo que el 
plazo fijo no sólo acota el plan de negocios, sino que 
también hace lo propio con el tiempo del trámite buro- 
crático para llegar a la asociación que, si no lo apreta- 
mos, puede llegar a ser largo. Eso tiene que ver con el 
mecanismo que habilitamos para hacerlo. Todos cono- 
cemos algunos mecanismos que, sólo en lo que hace a 
los trámites, pueden llegar a durar mucho más que los 
plazos de los que estamos hablando. 


SEÑOR ASTORI.- Señor Presidente: esta última in- 
tervención del señor Senador Atchugarry aclara muchos 
conceptos, que comparto, sin introducir ninguna contra- 
dicción ni discrepancia respecto a lo que se había seña- 
lado antes. El hecho es saber cuál es la variable depen- 
diente, para hablar en términos matemáticos. Para mí, la 
variable dependiente es el plan de negocios y la inde- 
pendiente es lograr la reducción de los precios. Por eso 
creo que debemos discutir lo relativo a la fecha y es 
necesario estipularlo en la ley, en el sentido que ella 
conduzca este proceso de transformación a partir de 
esos objetivos. Por este motivo, había pedido previa- 
mente la palabra para reiterar un concepto ya vertido 
del señor Senador Couriel. Creo que sería fundamental 
que el proyecto de ley a elaborar -aunque parezca retó- 
rico o programático- comience por establecer los objeti- 
vos de esta transformación, señalándolo en el primer 
artículo. Pienso que eso va a ser compartido por todos. 
Luego, con el desarrollo de ese proyecto a elaborar, al 
resultar coherente con los objetivos planteados, que son 
los que hemos venido desarrollando desde el punto de 
vista de la resolución del Frente Amplio -allí se habla 
de la compatibilidad entre el desarrollo de la empresa, 
su crecimiento, naturalmente, la salvaguarda de los inte- 
reses laborales de los trabajadores, que han sido abor- 
dados en esta iniciativa, la reducción del precio de los 
combustibles y el mantenimiento de su capacidad de 
generación de recursos fiscales, lo que es importante ya 
no sólo para un Gobierno, sino para el país en su con- 
junto- si abrimos la iniciativa con esa definición, esta- 
ríamos dando un paso importante para encontrar las he- 
rramientas que nos permitan cumplir simultáneamente 
todos esos objetivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión pasa a cuarto 
intermedio hasta el día de mañana a las 10 horas. 


(Es la hora 12 y 33 minutos.) 
COMISION ESPECIAL DE SERVICIOS PUBLICOS 
(Sesión celebrada el día 5 de diciembre de 2001) 


ASISTENCIA 


Preside: Senador Wilson Sanabria. 


Miembros: Senadores Danilo Astori, Alejandro Atchu- 
garry, Alberto Brause, Ruben Correa Frei- 
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tas, Alberto Couriel, Francisco Gallinal, Rei- 
naldo Gargano, Luis Alberto Heber, Jorge 
Larrañaga, Rafael Michelini y Enrique Ru- 


ANCAP con otras empresas públicas o privadas, nacio- 
nales o extranjeras, a los efectos de producir y comer- 
cializar combustibles y otros derivados del petróleo. 


bio. 
Concurre: Secretario del Senado, Mario Farachio. 
Secretarias: Raquel Suárez Coll y Josefina Reissig 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 10 y 29 minutos) 


SEÑOR COURIEL.- Hemos hecho un esfuerzo al 
redactar la propuesta del Frente Amplio en términos de 
un proyecto de ley. Este consiste en una serie de artícu- 
los nuevos que incluyen, por ejemplo, la creación de 
una sociedad para la infraestructura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador: quisiera sa- 
ber si tenemos la posibilidad de contar con un reparti- 
do. 


SEÑOR COURIEL.- Lo haría con mucho gusto, pero 
todavía no es posible porque está en borrador. De todas 
maneras, lo vamos a analizar artículo por artículo. 


Voy a citar distintos ejemplos sobre los artículos 
que se incorporan -que son nueve- al proyecto que se ha 
presentado con anterioridad. 1%) Se plantean los objeti- 
vos concretos; 2%) Se plantea la necesidad de una em- 
presa 100% de ANCAP para la logística, la infraestruc- 
tura y la exportación de refinados. 3%) Se plantean las 
características de la asociación definiendo cuáles son 
las decisiones estratégicas que requieren mayoría de 
ANCAP. 4) Se establece la característica de que, en el 
período transitorio, el Poder Ejecutivo con asesoramiento 
de la Unidad Reguladora fijará el precio de refinería y 
el precio máximo al consumidor, intentando que la Uni- 
dad Reguladora también le dé marco de igualdad al 
regular la competencia entre mayoristas, estaciones de 
servicio y fleteros. 


Por lo tanto, si no hay inconveniente, empezaríamos 
a analizar artículo por artículo. 


Según mi borrador, el señor Senador Astori se va a 
referir a la redacción. 


SEÑOR ASTORI.- De acuerdo con la idea sobre la 
que conversamos informalmente en la Comisión el día 
de ayer, nos pareció importante que el artículo primero 
definiera objetivos que, según entiendo, son comparti- 
dos por todos. De esta manera, la redacción que propo- 
nemos sería la siguiente: “La presente ley tiene por ob- 
jeto establecer las características generales sobre cuya 
base habrá de operar cualquier eventual asociación de 


En cualquier caso, dicha asociación procurará mejo- 
rar el funcionamiento, la gestión y los resultados de las 
actividades de ANCAP, de modo de alinear los precios 
de los combustibles nacionales con los niveles interna- 
cionales, mantener la refinería en el Uruguay a niveles 
superiores de calidad, preservar los derechos laborales 
de los trabajadores de la empresa y asegurar su capaci- 
dad de generación de recursos fiscales”. 


Esto representa, simplemente, una declaración retó- 
rica, programática, de objetivos que entiendo que todos 
compartimos y que, de algún modo, marcan la cancha 
para luego establecer las disposiciones que se sucede- 
rán. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si fuera posible, la Mesa 
solicitaría una copia del texto propuesto. 


SEÑOR COURIEL.- El artículo 2? quedaría redac- 
tado de la siguiente manera: “Derógase el monopolio 
de la importación y refinación de petróleo crudo esta- 
blecido en beneficio de la Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP), por Ley 
N* 8.764, de 15 de octubre de 1931. Esta disposición se 
hará efectiva a partir de la concreción de la nueva so- 
ciedad con participación de ANCAP.” 


Por su parte, el artículo 3* diría: “La autorización a 
la que refiere el artículo 14 de la Ley N* 16.753, de 13 
de junio de 1996, respecto de las actividades del artícu- 
lo 1%, sólo podrá ejercerse mediante llamado a Licita- 
ción Pública Internacional. La asociación podrá reali- 
zarse con empresas nacionales, nacionales y extranjeras 
o extranjeras. A los efectos de esta asociación, ANCAP 
deberá definir un plan de negocios mínimo.” 


SEÑOR ASTORI.- Creo que es mejor que el señor 
Senador Couriel realice una exposición total de las pro- 
puestas. Simplemente, quería adelantar que en una ela- 
boración subsiguiente tenemos algunos cambios para pro- 
poner, fundamentalmente en el ordenamiento del dis- 
curso del proyecto; en cuanto a los conceptos y demás, 
no hay modificaciones sustanciales. Insisto, entiendo que 
lo más conveniente es que el señor Senador culmine su 
planteo para luego, sí, proponer nosotros esas modifica- 
ciones del desarrollo de la iniciativa, que a nuestro jui- 
cio pueden mejorar la claridad del proyecto. 


SEÑOR COURIEL.- A continuación, daré lectura al 
artículo 4”, el que luego será comentado por el señor 
Senador Astori. Dice así: “La mayoría accionaria de la 
sociedad así creada corresponderá a ANCAP, sin per- 
juicio de que podrá encomendar la gestión al socio en 
los términos y condiciones que se establezcan en el plie- 
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go del llamado a licitación.” Luego, se le haría un agre- 
gado -más allá de que tal vez el orden del artículo pue- 
da ser modificado- con relación a las consideraciones 
de carácter estratégico para que ANCAP tenga mayoría. 
El texto propuesto sería el siguiente: “Se considerarán 
decisiones de carácter estratégico: a) las que refieren a 
inversiones, planes de negocios y endeudamientos; b) 
las que autorizan el ingreso de nuevos socios o implican 
la venta total o parcial de acciones de propiedad de 
cualquiera de los accionistas; c) las que disponen la 
distribución de utilidades o el pago de dividendos; d) el 
aumento o la disminución del capital; e) la enajenación 
o gravamen total o parcial de los derechos concedidos a 
la nueva sociedad; f) la aprobación de actos en que uno 
o más Directores tengan interés personal o ejerzan la 
representación de intereses de terceros, personas físicas 
o jurídicas; g) la reforma de Estatutos de la sociedad 
que tuviera por objeto la modificación de las exigencias 
de mayorías especiales para la aprobación de resolucio- 
nes por parte de la Asamblea de Accionistas, o la modi- 
ficación de las disposiciones referentes a inhabilidades 
e incompatibilidades de los Directores; h) toda otra de- 
cisión, cualquiera fuera el órgano competente para adop- 
tarla, cuyo resultado u objetivo consistiere en alterar el 
equilibrio originalmente establecido entre ANCAP y su 
socio, o que implique supresión o disminución de las 
facultades o posibilidades de cogestión por parte de 
ANCAP.” 


¿Qué es esto? Son los temas estratégicos en los que 
se requiere mayoría de ANCAP. 


Por su parte, el artículo siguiente señala: “Para las 
decisiones de carácter estratégico a que refiere el ar- 
tículo anterior, ANCAP gozará de mayoría automática 
con el fin de asegurar que ninguna de ellas pueda ser 
adoptada sin su consentimiento y que en caso de discre- 
pancia con el socio o socios, primará la opinión de 
ANCAP. Si la decisión de que se trate fuere competen- 
cia de la Asamblea de Accionistas, ANCAP quedará 
automáticamente facultada para hacer uso del 3% del 
capital accionario que le otorga la mayoría del 51%.” 


Creo que esto del 3% habría que aclararlo. 


Continúo con la lectura: “Si la decisión fuere com- 
petencia de la nueva sociedad, ANCAP gozará de voto 
calificado, de modo que se dé cumplimiento al princi- 
pio indicado en el inciso primero de este artículo. Sin 
perjuicio de la obligatoriedad de las disposiciones de 
este artículo, dentro de los diez días inmediatos siguien- 
tes al de la constitución de la nueva sociedad, los accio- 
nistas otorgarán un pacto con idéntico contenido.” 


El próximo artículo quedaría redactado de la si- 
guiente manera: “Las disposiciones contenidas en los 
dos artículos precedentes deberán constar impresas al 
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dorso de todas y cada una de las acciones o títulos 
representativos del capital de la nueva sociedad que se 
emiten.” 


El artículo siguiente referiría a la creación de la em- 
presa de infraestructura, y diría: “Simultáneamente con 
la constitución de la nueva sociedad, se creará otra, 
también bajo la forma de sociedad anónima, cuyo capi- 
tal accionario y gestión corresponderán en un cien por 
ciento a ANCAP. 


Esta sociedad mantendrá la administración de la Boya 
Petrolera, oleoductos, parque de tanques de La Teja, 
Planta de Almacenamiento La Tablada y plantas de al- 
macenaje del interior: Durazno, Juan Lacaze, Treinta y 
Tres, y Paysandú. 


ANCAP prestará servicios de logística a aquellas 
empresas que la Unidad Reguladora habilite. 


Corresponderá asimismo y en forma exclusiva a di- 
cha sociedad la importación de combustible refinado 
mientras se mantenga el monopolio en la materia”. 


Aquí estoy tomando una preocupación del señor Se- 
nador Gallinal, en el sentido de que ANCAP sería socio 
de una sociedad y a su vez importaría. Entonces, le 
estoy generando a una nueva institución la calidad de 
poder importar el refinado. 


El artículo siguiente diría: “La sociedad que se con- 
forme de acuerdo a lo dispuesto por el artículo” -aquí 
hay que agregar el número- “podrá desarrollar por un 
plazo máximo de 20 años, actividades de importación y 
refinación de petróleo y distribución, comercialización 
y exportación de productos refinados y, sin perjuicio de 
lo que las partes acuerden en el contrato de sociedad, 
deberá implementarse bajo las siguientes condiciones: 


a) El precio máximo de venta al público de los com- 
bustibles en puerta de refinería sin considerar impues- 
tos, deberá ser igual al precio paridad de importación, a 
partir del tercer año de creada la nueva sociedad. A 
tales efectos se compararán productos de similar clase y 
calidad, y de no cumplirse esta condición, ANCAP pro- 
cederá por su cuenta y orden a la importación de refina- 
dos. Lo dispuesto sin perjuicio de la opinión que al 
respecto deberá emitir el organismo o autoridad regula- 
dora. 


b) En el período de transición desde la creación de 
la nueva sociedad hasta la derogación del monopolio 
de importación de productos refinados derivados del 
petróleo, el precio del combustible de refinería será 
fijado por el Poder Ejecutivo con el asesoramiento de 
la URSEA. El Poder Ejecutivo en el mismo período de 
transición establecerá también precios máximos para la 
venta al público de combustibles con el asesoramiento 
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de la URSEA. Esta regulará la competencia para garan- 
tizar igualdad de condiciones entre distribuidores ma- 
yoristas, fleteros y estaciones de servicio. 


c) Las marcas de comercio (“sello”) que utilice la 
nueva sociedad para distinguir, presentar, publicitar, dis- 
tribuir y comercializar sus productos, utilizarán el nom- 
bre y el logo de ANCAP, sin perjuicio de incluir en la 
marca el nombre del o de los socios”. 


Los artículos 4” al 9” del proyecto del señor Senador 
Gallinal se mantienen, y el último artículo diría: “Deró- 
gase el monopolio de importación de productos refina- 
dos derivados del petróleo a partir del quinto año de 
funcionamiento de la nueva sociedad”. 


SEÑOR ASTORI.- Ante todo, quiero decir que nos 
comprometemos a presentar un texto escrito ordenado, 
porque razonar sobre discursos verbales es un poco 
difícil. De modo que, así como entregamos el primer 
artículo, presentaríamos un proyecto total a la breve- 
dad, en lo posible en el curso del día de hoy; ahora 
estamos exponiendo las ideas generales. 


Lo que voy a hacer ahora es proponer una modifica- 
ción de orden y algún detalle, prácticamente sobre la 
misma estructura; la idea es, simplemente, tornar aún 
más ordenado y claro el proyecto. 


El artículo 1%, que refiere a los objetivos, ya fue 
leído, y el artículo 2", que es el relativo a la derogación 
del monopolio de la importación y refinación de com- 
bustible, quedaría tal cual lo señaló el señor Senador 
Couriel. 


Ahora bien, en el artículo 3* haríamos algún cambio, 
porque diría: “La autorización prevista por el artículo 
14 de la Ley N* 16.753, de 13 de junio de 1996, cuando 
refiera a la formación de la asociación mencionada en 
los artículos precedentes, requerirá la realización de un 
llamado a licitación pública internacional para operar 
efectivamente”. Luego agregaría: “ANCAP tendrá la 
mayoría accionaria de la sociedad a través de la cual se 
formalice dicha asociación, sin perjuicio de la participa- 
ción del socio en la gestión de la misma”. Más adelante 
se va a decir cómo es la participación del socio. Y el 
artículo finalizaría: “A los efectos de la constitución de 
la asociación, ANCAP deberá aprobar un plan básico 
de negocios”. 


Luego vendría otro artículo que, para evitar entrar a 
Operar con tecnicismos en materia de tipos de acciones 
en la ley, diría lo siguiente: “Ninguna decisión de carác- 
ter estratégico de la sociedad a constituir podrá ser adop- 
tada sin el consentimiento de ANCAP. En caso de dis- 
crepancias entre ANCAP y el socio, tanto en la Asam- 
blea de Accionistas como en el seno del Directorio de 
la sociedad, cuando corresponda” -depende del tipo de 
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decisión- “predominará la opinión de ANCAP”. Y agre- 
garía: “Sin perjuicio de la obligatoriedad de las disposi- 
ciones de este artículo, dentro de los diez días inmedia- 
tos siguientes a la constitución de la nueva sociedad, los 
accionistas otorgarán un pacto con idéntico contenido”. 


El artículo siguiente diría: “Se consideran decisio- 
nes de carácter estratégico”, y aquí vendría la lista que 
acaba de leer el señor Senador Couriel, sin ningún cam- 
bio. 


Desde este punto de vista, creo que avanza mucho 
mejor el planteo legal de cómo operaría la gestión, ya 
no la distribución de las acciones, porque decir que 
ANCAP tendrá la mayoría queda librado al planteo ad- 
ministrativo, extralegislativo, del tema. En esta redac- 
ción se prevé que ANCAP tendrá la mayoría y que no 
podrá ser ignorada en cierto conjunto de decisiones, 
que se enumeran. 


Y después continúa el ordenamiento que expuso el 
señor Senador Couriel, con la inserción de los artículos 
correspondientes a los trabajadores, que se mantendrían 
sin modificaciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Más allá de lo expresado por 
el señor Senador Astori en el sentido de entregar esa 
propuesta por escrito para analizarla, a raíz de lo que 
hemos escuchado -y vemos que hay detrás un trabajo y 
un esfuerzo serios- se me ocurre plantear una observa- 
ción, que ya formulé en el día de ayer, vinculada al 
tema de los precios internacionales. 


Si ANCAP hace el plan de negocios -naturalmente 
está de por medio la reestructura de la planta- y va a 
tener precios internacionales dentro de equis plazo, los 
socios futuros van a pagar un canon. Ahora bien, si 
nosotros decimos que esos precios internacionales tie- 
nen que estar antes, van a hacer un esfuerzo de inversio- 
nes para poner la planta en condiciones también mucho 
antes y, naturalmente, el canon va a ser menor. Por lo 
tanto, independientemente de las dificultades fiscales 
que el propio Ministerio de Economía y Finanzas y el 
país tengan, creo que no hay que mirar la situación 
desde ese punto de vista, y cuanto antes se tengan 
precios internacionales vamos a mejorar la competiti- 
vidad de nuestra producción. Se habló de posibles tres 
años -lo veremos cuando esté escrito- pero yo trataría 
de sacrificar el canon en beneficio de tener cuanto antes 
los precios internacionales. Habrá que conversarlo en- 
tonces, pero lo peor de todo esto es que el país reciba 
algo, termine tapando los déficit y en definitiva no me- 
joremos la capacidad de la producción, que creo es y 
debería ser el objetivo. 


SENOR GARGANO.- Señor Presidente: como hay 
muchos elementos nuevos con los cuales recién entro en 
contacto, me interesaría que me explicaran en qué con- 
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siste el llamado a Licitación Pública Internacional y 
qué se plantea. En los borradores del Presidente de 
ANCAP, el Gobierno habló de subasta o pago de ca- 
non, más allá de un plan de negocios. Suponiendo que 
esto se aprobara, traería como consecuencia un llamado 
a licitación cuyas bases contendrían la propuesta del 
futuro socio que tendría que ofrecer un precio o un 
canon -no sé qué modalidad se adoptaría- para incorpo- 
rarse como socio minoritario a un emprendimiento que 
abarcaría las actividades de importación, refinación, dis- 
tribución, comercialización y exportación de petróleo. 
Supongo que se distingue comercialización de exporta- 
ción, para diferenciar lo que se hace en el país de lo que 
se pueda hacer en el resto del mundo. 


En otras palabras, cuando se llama a licitación, ¿qué 
contenido tiene ésta? Entiendo que en la licitación se va 
a pedir a quien comparezca en ella que, además de un 
plan, ofrezca un precio para ganarla. Quiero que quede 
constancia afirmativa o negativa al respecto. Nada más 
que eso. 


SEÑOR ASTORI.- No soy el único que puede con- 
testar esta pregunta, ya que creo que todos lo comparti- 
mos. Comenzando por el final, Licitación Pública Inter- 
nacional significa que se trata de un llamado abierto a 
firmas, desde luego, nacionales y del exterior, con un 
planteo de condiciones que debería estar asociado al 
llamado de expresiones de interés que se realizó previa- 
mente y que hoy se viene desarrollando, y en el que, por 
otra parte, hay que ofrecer dos tipos de cosas. En pri- 
mer lugar, una propuesta de actividades concretas, que 
a tenor de la propuesta del artículo 1%, consisten en 
producir y comercializar combustibles y otros deriva- 
dos del petróleo. La comercialización puede ser interna, 
externa, y a su vez puede tener diferentes niveles de 
cobertura, es decir que puede ser mayorista, minorista, 
etcétera. Creo que en la ley no habría que entrar en 
detalles al respecto. Producción y comercialización son 
dos conceptos que a mi juicio cubren todas esas posibi- 
lidades. Luego debe haber también una oferta de condi- 
ciones económicas. 


En ese sentido entiendo yo el concepto de Licitación 
Pública Internacional. Luego hay que competir y tiene 
que ganar el mejor, de acuerdo con ambas categorías, 
sea el proyecto de actividades cuanto la oferta de condi- 
ciones económicas. 


SEÑOR MICHELINI.- Más allá de que a iguales 
propuestas va a incidir el precio, el tema naturalmente 
está vinculado a la opción de negocios que se presente 
y a las propuestas que hagan los futuros socios. Si se 
pone el énfasis en obtener un buen precio, todas las 
obras van a llevar un plazo; si se pone el énfasis en que 
cuanto antes la producción tenga precios internaciona- 
les, ello obligará a hacer esas obras y esas inversiones 
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mucho más rápido, y notoriamente todas las propuestas 
de los futuros socios -aunque gane la mejor- van a ser 
más bajas. 


El problema es dónde se pone el énfasis: si se quiere 
cobrar mucho, va a insumir un cierto plazo, y si se 
quiere que haya precios internacionales rápidamente, la 
llave, el canon o el precio de todos los posibles oferen- 
tes va a ser notoriamente más bajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Presidente: en pri- 
mer lugar, quiero hacer una reflexión. Como miembro 
de la Comisión aprecio -y lo digo con sinceridad- el 
esfuerzo de traer un planteo serio como este, sobre el 
cual se podrá estar más o menos de acuerdo, pero que 
sin ninguna duda representa un elemento constructivo. 


Por otra parte, puedo señalar que con los objetivos 
que se han explicitado en este artículo que tendría que 
quedar como primero de la ley, hay una absoluta coinci- 
dencia. Compartimos que haya determinado requerimien- 
to de la voluntad de ANCAP para modificar lo que 
podría ser la estructura básica del negocio y las decisio- 
nes estratégicas. Pienso que tal vez lo equilibrado sería 
que se requiriera el consentimiento, porque en una so- 
ciedad tampoco es bueno que un socio prime sobre el 
otro, de modo que no se pueda cambiar nada si ANCAP 
no lo acepta. Por lo demás, pasarse al otro lado tal vez 
sería como decir que al final siempre va a decidir AN- 
CAP lo que se va a hacer, y entonces también sea difícil 
encontrar un socio en esas circunstancias. Pero sí coin- 
cido en cuanto a que, en lo que tiene que ver las deci- 
siones estratégicas, de estructura y de control de la em- 
presa, las reglas de juego no puedan ser cambiadas sin 
el voto conforme de las partes. Creo que en ese punto 
hay una absoluta coincidencia, ya que se plantea una 
sociedad logística y tengo claro que en algún momento 
se pensó en temas del estilo. Por lo tanto, considero que 
es un asunto que vale la pena analizar, sin ninguna duda. 


En resumen, señor Presidente, opino que es perti- 
nente señalar la valoración positiva cuando una fuerza 
política hace un planteo absolutamente serio y construc- 
tivo; por otro lado, debemos manifestar que coincidi- 
mos con los objetivos y, por ende, necesitamos tiempo 
para analizar en detalle las propuestas. Pude ser que en 
algunos aspectos sugiramos cambios o hagamos acota- 
ciones pero, sin duda, se trata de un material sobre el 
que se puede trabajar con confianza y entusiasmo. Digo 
esto porque, habiendo objetivos que son compartibles, 
considero que en el trabajo legislativo podemos llegar a 
acuerdos, respetando los tiempos a los que aludía el 
señor Senador Michelini, punto con el que coincido ple- 
namente. 


Como pienso que no estamos lejos en muchos as- 
pectos, reitero que miraremos los textos y que tal vez 
hagamos alguna acotación que nos han sugerido desde 
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ANCAP, a los efectos de facilitar arreglos menores de 
texto a propósito de prever cosas, pero que no constitu- 
yen lo sustantivo. Por ejemplo, en el camino intermedio 
entre la situación que estamos hoy y la que se va a 
generar, sería necesario establecer alguna facultad para 
seguir regulando por contrato las relaciones entre distri- 
buidores y estaciones, tema que creo que está en la 
mente de todos, ya que nadie quiere hacer un cambio 
brusco en la materia. Tal vez sería necesario redactar 
alguna frase que deje en claro que hasta que entre a 
pleno la regulación y la posibilidad de importar refina- 
dos, ANCAP tiene cierto campo de acción con sus con- 
tactos, tal como ha sido la regulación uruguaya en estos 
últimos setenta años. 


Es cuanto quería decir, por lo que quedamos a la 
espera de los textos y les haremos llegar alguna inquie- 
tud. Quizás mañana podríamos apuntar a culminar el 
trabajo de la Comisión, avanzando hasta donde sea po- 
sible. 


SEÑOR MICHELINI- Quería formular unas pre- 
guntas -no sé si me puede responder el señor Senador 
Astori o, tal vez, el señor Senador Couriel- con respecto 
a los asuntos programáticos. 


Por un lado, en la medida en que aquí figura todo, 
pregunto si no sería conveniente incorporar algo que 
aluda al medio ambiente. Lo propongo sólo a los efec- 
tos de tenerlo en cuenta. 


Por otro lado, cuando se habla de los recursos fisca- 
les -lo cual me parece importante y novedoso- quisiera 
saber si se hace en forma genérica o se refiere a las 
estaciones de sello libre o blancas, que en la Argentina 
son elemento de controversia y de evasión fiscal muy 
importante, e incluso implica una pérdida en la calidad 
del producto, porque nadie se hace responsable. De no 
hacerse referencia a esto, creo que sería importante, más 
adelante, establecer algo al respecto, porque si bien uno 
podría decir que es conveniente dejar el mercado libre, 
cuando se dan estas estaciones de sello libre o blancas, 
se genera todo tipo de complicaciones, entre las que 
podemos mencionar graves problemas fiscales. Consi- 
dero que es un punto a conversar con el resto de la 
Comisión ya que, reitero, puede darse un grave proble- 
ma fiscal. 


SEÑOR COURIEL.- En lo que respecta a los objeti- 
vos, me parece correcto hacer algún agregado referido 
al medio ambiente. 


SEÑOR ASTORLI.- Si bien está implícito en el tema 
de la calidad del producto, no me opongo a hacer una 
referencia explícita. 


SEÑOR COURIEL.- Con respecto al otro tema, pue- 
do decir que es parte de la función de la Unidad Regu- 
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ladora. Lo que establecimos fue que la Unidad Regula- 
dora, el Ente, regulará la competencia para fijar condi- 
ciones de igualdad entre los mayoristas distribuidores, 
los fleteros y las estaciones. El otro día estuvieron aquí 
representantes de las estaciones de servicio y se mostra- 
ron quejosos y temerosos de que los mayoristas distri- 
buidores les “coman” la rentabilidad que ellos puedan 
tener, al fijarse un precio máximo. Habría que buscar, 
entonces, elementos de competencia. De pronto, las pro- 
pias estaciones de servicio pueden instalar una distri- 
buidora y competir con las ya existentes. No tengo nin- 
guna duda de que se trata de un tema a discutir. La 
Unidad Reguladora debería fijar si se pueden establecer 
o no nuevas estaciones, ya que de pronto surgen dema- 
sladas, y no tiene sentido. El hecho de que puedan exis- 
tir estaciones de servicio de línea blanca, que no tienen 
sello, quizá resulte positivo dentro de la regulación para 
que pueda generarse competencia. 


Lo único que establecimos en el texto es la función 
de la Unidad Reguladora; si hay que agregar algo, no 
tengo inconveniente. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- En el texto que tenía- 
mos a consideración, en lo que respecta a combustibles 
figuraba un literal d) -que luego pasó a ser un numeral, 
por lo que sería el 4)- en el que se incorporaba la frase 
“facultad de regular el mercado”. En cualquier caso, me 
parece que aquí se va a dar una transición y nos gustaría 
que fuera lo menos brusca posible para el sector. Es por 
ello que más temprano dijimos que tal vez habría que 
dejar en claro -no sé si con una frase o una palabra- que 
la regulación contractual que tiene ANCAP debería per- 
durar, al menos en los temas a los que aludía el señor 
Senador Michelini, es decir, la no existencia de estacio- 
nes blancas y crear cierta dificultad de acceso al merca- 
do para no hacer una explosión de estaciones. Creo que 
esto debería mantenerse así hasta llegar a la libertad de 
importación de refinados, porque tampoco tiene gran 
sentido una explosión de estaciones si, en definitiva, el 
proveedor es único. Esto no generaría beneficio de 
competencia y tampoco daría tiempo a que el mercado 
se acomode. Hoy las estaciones tienen valor llave, etcé- 
tera, y si mañana surge una nueva regulación -que segu- 
ramente tendrá que darse- sería bueno una transición 
pausada en esos términos. Entonces, creo que este 
asunto se resuelve con la frase que se incorporó en la 
URSEA -“facultad de regular el mercado, de acuerdo a 
las políticas que fije el Poder Ejecutivo”, etcétera- y, 
eventualmente, dejando autorizada la excepción a la ley 
de defensa de la competencia, al menos en el camino 
del medio, para permitir que perdure esa regulación con- 
tractual tan vieja que tiene la ANCAP, a fin de no hacer 
una transición demasiado abrupta; de esta manera, mien- 
tras se va terminando la refinería se va armando la so- 
ciedad, dejando este mercado sin demasiado cambio. 
Luego, la Unidad Reguladora irá estructurando la regu- 
lación con el Parlamento y el Poder Ejecutivo, y se 
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llevará a cabo una segunda etapa en la cual se estable- 
cerán reglas de juego, avisadas uno o dos años antes 
para que todo el mundo pueda acomodar sus asuntos 
adecuadamente. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente quería resaltar los 
conceptos que ha vertido el señor Senador Couriel -y 
creo que en el mismo sentido lo ha hecho el señor Sena- 
dor Atchugarry- en cuanto a que este es, notoriamente, 
un tema de la Unidad Reguladora que estamos por vo- 
tar. Personalmente, no me gustaba lo que habíamos vis- 
to en uno de los borradores de ANCAP con relación a 
aquella intervención de la Administración en los contra- 
tos de los privados -en lo que podían ser las compañías 
de competencia- con las estaciones de servicio. En di- 
cho borrador se establecía una regulación hacia el futu- 
ro y no me parecía que esto fuera parte del negocio. 
Considero que se trata de un tema de la Unidad Regula- 
dora que, tomando decisiones claras, parejas y objeti- 
vas, puede dar la posibilidad que expresaba el señor 
Senador Couriel, teniendo en cuenta los cuidados que 
mencionaba el señor Senador Atchugarry. Estoy de 
acuerdo con eso, pero pienso que se trata de un tema 
de la Unidad Reguladora y no de la sociedad ni de 
ANCAP. 


Quería dejar esto establecido, de modo de ir coinci- 
diendo en aquello que se va manifestando. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Existe una realidad ya 
regulada contractualmente, por lo que uno debe ordenar 
la transición, incluso hasta para cuidar al Estado de de- 
mandas. Esto es menos complicado en el caso de las 
distribuidoras, porque su plazo contractual es de próxi- 
mo vencimiento, pero no sucede lo mismo con las esta- 
ciones, donde existen plazos de hasta 10 ó 15 años. 


Creo que es razonable decir expresamente que hay 
una transición contractual por determinado período, que 
puede ser de dos, tres o cuatro años. Simplemente, digo 
que se trata de habilitar a que perdure, sin cumplir es- 
trictamente con las reglas de defensa de competencia. 
Digo esto porque, en última instancia, aun con monopo- 
lio, si el señor Senador Heber el día de mañana pone 
una estación y demanda por la ley de defensa de la 
competencia que ANCAP le suministre combustible, 
quiero ver cómo se le dice que no. Con la legislación 
vigente, de acuerdo con la ley de defensa de la compe- 
tencia, le tienen que vender combustible. Existe toda 
una regulación contractual y nadie quiere que mañana 
haya 500 estaciones más, porque se fundirían todas; 
tampoco quiere decir que nunca más haya una estación 
nueva, pues todos los extremos son malos. 


Me parece que hay que incluir medio artículo -ni 
siquiera llegaría a un artículo entero- en el que se ex- 
prese que hay una transición y que durante ese lapso se 
respeta esa regulación contractual que viene de ANCAP 
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-en la medida que no sea más gravoso para el público ni 
una forma de alterar- hasta que la URSEA esté en con- 
diciones de regularlo. Insisto en que esto es totalmente 
independiente de que haya o no monopolio y, en reali- 
dad, es una transición de la ley de defensa del consumi- 
dor, mucho más que de las leyes de la ANCAP. 


SEÑOR HEBER.- Es decir que siempre va a estar 
regulado; aunque exista un período de transición, siem- 
pre habrá regulación y no se tendrá libertad para poner 
la estación de servicio donde se quiera. 


SEÑOR MICHELINI.- Como reflexión para dejar a 
la Comisión en cuanto al tema del medio artículo, debo 
decir que la otra parte de dicha disposición debería te- 
ner en cuenta que puede ocurrir, de repente, que entre 
algún otro sello al mercado. Digo esto porque puede 
suceder que se haga la asociación, la empresa esté en 
condiciones de refinar y vender combustible afuera, y 
en la Argentina o en otros lugares pidan simetría o que 
puedan irse incorporando algunos sellos de la región. 
Considero que esto debe ser estudiado con un poco más 
de detalle, ya que aunque se diga que todo va a quedar 
igual hasta que puedan ingresar los productos refinados, 
puede entrar algún sello más; incluso, lo puede pedir la 
propia asociación que estamos creando. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- No hay problema con la 
distribución, pues no existe un compromiso en el senti- 
do de que haya “numerus clausus” y se quedan sin con- 
trato este mes; el tema tiene que ver con las estaciones 
pues, aunque por interpósita persona de los distribuido- 
res -y sin interpósita, pues DUCSA es DASA- tienen 
contrato a cinco, diez y quince años. Reitero que esto 
no ocurre con las distribuidoras, pues el contrato vence 
a fin de año y será renovado por un período corto. 


En cuanto a los subcontratos, en ningún momento se 
dice que no puede haber más distribuidores; sin embar- 
go, hay un problema de facto: para poder ser distribui- 
dor hay que conseguir estaciones. Aquí el tema que me 
parece central es el de las estaciones; si quieren venir 
diez distribuidores más, pueden hacerlo, pero el proble- 
ma es que para hacerlo necesitan estaciones. Actual- 
mente, las estaciones están todas atadas contractualmente, 
en períodos promedio de diez a quince años, a los dis- 
tribuidores. 


SEÑOR ASTORI.- Aun cuando los distribuidores 
posean escaso número de ellas. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Mi preocupación central 
-y creo que lo es también la de todos los aquí presentes- 
es dar un cierto clima de estabilidad y transición a los 
minoristas. 


SEÑOR ASTORLI.- Quisiera solicitar un cuarto in- 
termedio de 30 minutos, a efectos de ultimar algunos 
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detalles y limpiar un poco este texto, que está muy su- 
cio; en ese tiempo puedo hacer entrega del material a 
Secretaría, que se encargaría de repartirlo. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quiero aclarar que no- 
sotros tenemos un compromiso a la hora 12. 


SENOR ASTORI.- En ese caso, creo que sería con- 
veniente levantar la sesión. Por mi parte, me compro- 
meto a entregar el trabajo a la Secretaría en unos minu- 
tos. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quisiera hacer entre- 
ga de un repartido que tiene que ver con facultar a 
los organismos del Estado a tomar funcionarios de 
ANCAP, pues actualmente esto está prohibido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo tanto, el trabajo de 
la Comisión continuaría en el día de mañana, a la hora 
10. 


Se levanta la sesión. 

(Así se hace. Es la hora 11 y 23 minutos) 
COMISION ESPECIAL DE SERVICIOS PUBLICOS 
(Sesión celebrada el día 6 de diciembre de 2001) 

ASISTENCIA 


Presiden: Senadores Wilson Sanabria y Luis A. He- 
ber, Presidente de la Comisión y Presidente 
ad hoc, respectivamente. 


Miembros: Senadores Danilo Astori, Alejandro Atchu- 
garry, Alberto Brause, Victorio Casartelli, 
Ruben Correa Freitas, Alberto Couriel, Fran- 
cisco Gallinal, Reinaldo Gargano, Jorge La- 
rrañaga, Rafael Michelini y Enrique Rubio. 


Concurren: Senador Guillermo García Costa, Represen- 
tante Nacional Ronald Pais y Director Gene- 
ral Legislativo, Luis M. Paravis. 


Secretarias: Raquel Suárez Coll y Josefina Reissig 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 39 minutos) 


SEÑOR GALLINAL.- En el día de ayer recibimos 
una propuesta elaborada por los señores Senadores 
Couriel y Astori. 


SEÑOR COURIEL.- Quiero aclarar que dicha pro- 
puesta no fue elaborada solamente por el señor Senador 
Astori y por quien habla, sino que también participó el 
señor Senador Rubio. 


SEÑOR GALLINAL.- Yo conocía solamente que 
los señores Senadores Astori y Couriel eran quienes 
habían elaborado la propuesta. Ahora el señor Senador 
Couriel me dice que también participó el señor Senador 
Rubio. En todo caso, luego ellos se encargarán de infor- 
mar quiénes intervinieron y son los responsables de la 
propuesta. 


En la tarde de ayer, primero los Legisladores del 
Partido Nacional junto con los técnicos que nos aseso- 
ran y luego en coordinación con Senadores del Partido 
Colorado, el Presidente de ANCAP y algunos miem- 
bros del Directorio, hicimos un trabajo en conjunto que 
culminó en una nueva redacción que simplemente se 
limita a modificar, desde nuestro punto de vista, la pro- 
puesta que se nos entregara. En unos instantes, la Secre- 
taría me traerá una copia de la nueva alternativa elabo- 
rada, de manera que la Mesa podrá proceder a su distri- 
bución a todos los señores Legisladores. Sin perjuicio 
de ello, si a los miembros de la Comisión les parece 
pertinente, podríamos ir avanzando en la explicación de 
algunas de las modificaciones que hemos introducido. 


Desconozco si todos los señores Senadores cuentan 
con la propuesta que se nos entregó en el día de ayer. 
De ser así, mientras se prepara la fotocopia del reparti- 
do, estaríamos en condiciones de hacer el seguimiento 
de las modificaciones introducidas por nosotros. 


Con respecto al artículo 19, estamos de acuerdo con 
su redacción. Se trata, más bien, de un conjunto de 
normas de carácter programático. La única modifica- 
ción que proponemos es en el segundo renglón; donde 
se expresa: “La presente ley tiene por objeto establecer 
las características generales sobre cuya base habrá de 
operar cualquier eventual asociación ...”, deberá decir: 
“La presente ley tiene por objeto establecer las caracte- 
rísticas generales sobre cuya base habrá de constituirse y 
operar cualquier eventual asociación...”. Reitero que no 
tenemos otras modificaciones a señalar al artículo 1*. 


En cuanto al artículo 2”, agregaríamos en el primer 
inciso, la derogación del monopolio de la exportación, 
porque es una tarea que también va a asumir la nueva 
sociedad. El texto sería el siguiente: “Derógase el mo- 
nopolio de la importación, exportación y refinación de 
petróleo crudo establecido ...”, etcétera. 


En el inciso segundo, cuando se establece que la 
derogación del monopolio se hará efectiva a partir del 
comienzo de las actividades, nosotros la adelantamos 
un poco más en el tiempo y proponemos la siguiente 
redacción: “Esta disposición se hará efectiva a partir del 
acto administrativo de adjudicación del proceso referi- 
do en el artículo 3? de la presente ley”. 


SEÑOR COURIEL.- Ese planteo fue producto de 
una preocupación. Antes se planteaba la derogación del 
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monopolio de importación y refinación sin el segundo 
inciso. ¿Qué puede ocurrir si nosotros en el Parlamento 
votamos una ley en la cual se deroga el monopolio y 
ANCAP sale a buscar el socio y no lo encuentra?, por- 
que puede suceder que pase mucho tiempo sin que lo 
encuentre. Creo que puede ocurrir que, de pronto, al- 
guien piense que como no hay monopolio, se anima a 
hacer una refinería. En los hechos, a nosotros lo que 
nos importa es que siga habiendo una sola refinería, 
donde ANCAP tenga determinadas características. Por 
lo tanto, estamos buscando que se efectivice la deroga- 
ción del monopolio cuando esté funcionando la nueva 
empresa asociada a ANCAP, y no antes, debido a ese 
temor de que pudiese aparecer la posibilidad de una 
refinería con independencia de la que tiene ANCAP, 
con lo cual esta última quedaría muy afectada. Enton- 
ces, me pregunto cuál es la diferencia entre lo que está 
establecido y lo que propone el señor Senador Gallinal, 
a la luz de esta preocupación que planteo. 


SEÑOR GALLINAL.- Precisamente, caerían los mo- 
nopolios en el momento en que ANCAP encuentre su 
socio, y esto ocurre desde el momento en que adjudica 
la licitación o el proceso licitatorio, en función del cual 
lo estaba buscando. Se trata de una diferencia en el 
tiempo muy menor y, por lo que hablamos en el día de 
ayer con el Presidente de ANCAP, se trataría de un 
lapso de dos a tres meses. 


SEÑOR COURIEL.- Quisiera saber cuál es la ven- 
taja. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Me parece que la venta- 
ja tiene que ver con la certeza jurídica. Digo esto por- 
que cuando estamos hablando de establecer una fecha 
para la caída del monopolio, o sea, para una situación 
jurídica nueva, la certeza jurídica es importante. El co- 
mienzo de actividades es un asunto material; de lo con- 
trario, tendríamos que labrar un acta con un escribano, 
publicarla y decir que en tal fecha comienza a funcio- 
nar. Sin embargo, la adjudicación es un acto jurídico, 
con fecha cierta, que normalmente refiere a la aproba- 
ción del Poder Ejecutivo y, en consecuencia, cualquier 
particular o ciudadano tiene claro cuándo se hizo la 
adjudicación y a partir de qué día cayó el monopolio. 
Se trata simplemente de eso y, como decía bien el señor 
Senador Gallinal, en términos prácticos no hay diferen- 
cias, pues nadie construye una refinería en dos meses de 
diferencia. 


SEÑOR GARGANO.- De acuerdo con lo que exa- 
minamos con los compañeros de Bancada, la disposi- 
ción, tal como venía redactada -pero ahora más con lo 
que se modifica por parte de la coalición de gobierno- 
ignora un hecho que es sumamente importante, cual es 
el de poner en funcionamiento la derogación del mono- 
polio quizás un par de años antes de que la refinería de 
ANCAP esté en condiciones de refinar petróleo. Con 
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esto, la derogación del monopolio y la apertura del mer- 
cado se haría para el resto de las empresas con una 
antelación muy grande. En la resolución de la Mesa 
Política está expresamente considerado este tema, por 
lo que quería dejar constancia de ello. Es decir que si 
antes esto se daba cuando comenzaban las actividades 
de la asociación y ahora desde el momento del acto 
administrativo, que puede ser seis meses o un año antes 
-creo que en uno de los borradores se hablaba de que el 
acto administrativo de la entrada en funcionamiento de 
la asociación era seis meses antes- podemos estar ha- 
blando de dos años antes de que la refinería esté en 
condiciones de refinar petróleo. 


SEÑOR GALLINAL .- Por nuestra parte, y dadas las 
conversaciones que tuvimos ayer con el Presidente de 
ANCAP y sus asesores, llegamos a la conclusión -de 
acuerdo, básicamente, con lo que dijeron sus autorida- 
des- de que entre la adjudicación de la licitación y el 
momento en que la sociedad efectivamente empezara a 
operar, transcurriría un lapso de aproximadamente 60 a 
90 días. Pero creo que esto debemos atarlo a los demás 
plazos establecidos en el proyecto de ley. Por ejemplo, 
nosotros vamos a insistir con que el precio de los com- 
bustibles, ex refinería, deba estar a nivel de paridad de 
importación a comienzos del año 2004. Con esto, nece- 
sariamente la sociedad deberá constituirse lo antes posi- 
ble para disponer del lapso suficiente para poder enca- 
rar un objetivo de esas características. 


Por otra parte, la refinería está operativa hoy y lo va 
a seguir estando; lo que va a suceder es que va a cam- 
biar su volumen de operatividad o su capacidad de refi- 
nación, en términos de cierta importancia, en los plazos 
a los que hacía referencia el señor Senador Gargano, 
pero esto no quiere decir que no va a ser operativa en 
forma inmediata, como lo está hoy, y con capacidad 
suficiente para abastecer el mercado interno. 


Continuando con el análisis de las disposiciones, debo 
decir que en el artículo 3” introducimos alguna modifi- 
cación, por lo que quedaría redactado de la siguiente 
manera: “La formación de la sociedad mencionada en 
los artículos precedentes requerirá la realización de un 
llamado a Licitación Pública Internacional para operar 
efectivamente. El procedimiento licitatorio podrá incluir 
etapas de puja pública en la determinación de las ofer- 
tas.” 


Sin perjuicio de lo que puedan agregar los demás 
Senadores que participaron en su redacción, quiero de- 
cir que se le da esta redacción porque tal como está 
pensado -y esto lo saben los miembros de la Comisión- 
el llamado a Licitación Pública Internacional tiene eta- 
pas que son propiamente de Licitación Pública Interna- 
cional y otras que son de las denominadas pujas públi- 
cas, remates o subastas. 
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El Presidente de ANCAP explicó en la Comisión el 
procedimiento de subasta inglesa para la determinación 
de la oferta. La regulación que existe en nuestro Dere- 
cho, en el TOCAF, establece la posibilidad de recurrir a 
la Licitación Pública Internacional o al remate, por lo 
que un concepto sería excluyente del otro. En este caso 
se pretende utilizar los dos procedimientos para definir, 
en las distintas etapas, a quién se va a adjudicar la lici- 
tación correspondiente. Por estas razones llegamos a 
esta redacción. 


SEÑOR COURIEL..- El señor Senador Michelini me 
hace un comentario y tiene razón, pero estamos hacien- 
do el esfuerzo de avanzar en el tratamiento del tema y 
oír la propuesta del señor Senador Gallinal. 


Una de las propuestas del artículo 4* del proyecto de 
ley que hemos presentado y que fue varias veces anali- 
zada acá, tiene que ver con que una de las formas con 
que se solucionaba la adjudicación, era la puja. En una 
primera instancia, prevalecía el que pagara más, se estu- 
diaba el plan de negocios y si éste no era aceptado, se 
iba a la segunda oferta. Me estoy acordando un poco de 
memoria lo que se había planteado. Sin embargo, existe 
la posibilidad de que se presenten cinco propuestas - 
cosa que no creo, pero puede darse- y, quizás, el mejor 
plan de negocios estuviese en la quinta, la que quedaría 
afuera. Por otra parte, si se plantea abrir el plan de 
negocios antes, están los problemas que genera la licita- 
ción en cuanto a las demandas, que no se terminan nun- 
ca. Eso también lo entendí. Pero estábamos planteando 
que ANCAP explicitara un plan de negocios, al que en 
el proyecto se llama “plan básico de negocios”; en otro 
momento hablamos de “plan mínimo”, por la referencia 
que había hecho el señor Senador Atchugarry en cuanto 
a que fuese una especie de plan de negocios único y a la 
dificultad que puedan tener las empresas que se presen- 
ten. En definitiva, la pregunta concreta es: ¿qué sucede 
con la posibilidad de incorporar en el proyecto de ley 
un plan de negocios elaborado por ANCAP? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Como bien decía el se- 
ñor Senador Gallinal, en realidad estamos ante una lici- 
tación que tiene tres etapas o tres sobres. El primero es 
de precalificación. En cuanto al segundo, hay dos ma- 
neras de hacerlo: o bien cada oferente presenta un sobre 
y entonces no hay puja, no hay mejora del precio, o 
puede haber una etapa de puja en la que cada uno pre- 
senta su oferta, pero se sigue hasta ver si se mejoran. 


Con respecto a la pregunta del señor Senador Couriel, 
el pliego de licitación ya tiene plan mínimo o básico - 
como se le quiera denominar- al que, seguramente, se 
va a referir el señor Senador Gallinal y que está recogi- 
do en el artículo 4” del proyecto de ley presentado por 
los señores Senadores Couriel y Astori, al que no con- 
travenimos, sino todo lo contrario, ya que es básico 
para nosotros que exista un plan mínimo que, en reali- 
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dad, supone un proceso de actividad industrial mayor al 
actual. 


SEÑOR ASTORI.- En vez de hablar de plan míni- 
mo, preferiría hablar de plan básico. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Estoy de acuerdo, señor 
Senador, pero me interesa señalar que lo que está pen- 
sando ANCAP en el pliego es que aspira a la plena 
utilización de la nueva refinería, lo que supone un in- 
cremento del 40 % de la capacidad industrial que hoy 
existe. Es decir que el llamado plan básico en realidad 
supone el desafío de encontrar trabajo y hacer funcionar 
una capacidad industrial un 40 % mayor a la que hoy 
existe. En realidad, el término mínimo es utilizado, sim- 
plemente, en el sentido de básico, o sea, a partir del 
cual el oferente tiene que mejorar, pero que en sí mismo 
es ambicioso, porque supone un plan de negocios que, 
en términos industriales, es un 40 % mayor al que tiene 
ANCAP en la actualidad. 


SEÑOR RUBIO.- ¿De cuántos galones estamos ha- 
blando? 


SEÑOR ATCHUGARRY .- De 50.000 galones, más 
la mejora del proceso industrial del gas-oil, que no au- 
menta el volumen, pero mejora la calidad. Ese es el 
piso. 


Este era el comentario que quería hacer respecto de 
los planes de ANCAP. 


SEÑOR ASTORLI.- Es verdad que la referencia es 
de 50.000 barriles, pero no deberíamos descartar, en la 
medida de las posibilidades, mayores escalas de pro- 
ducción que, a su vez, traerían consigo notorias venta- 
jas en la operación de ANCAP. Por lo tanto, tomemos 
el número de 50.000 barriles como una referencia que, 
incluso, puede ser una etapa en el camino. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiere decir que, desde el 
punto de vista legal, este artículo pretende superar una 
dificultad que nos plantea la legislación vigente. De 
acuerdo con las normas actuales, deberíamos optar en- 
tre la licitación pública internacional y el remate. En- 
tonces, deberíamos hacer una licitación, o el remate, 
subasta o puja pública; tendríamos que utilizar uno u 
otro camino, pero de esta manera se logra que se em- 
pleen ambos. No tendríamos inconveniente en estable- 
cer en forma un poco más detallada el procedimiento 
que deberá llevarse adelante, teniendo la precaución de 
que ese detalle que se puede hacer en ese artículo debe 
dejarle a ANCAP la flexibilidad suficiente como para 
adecuar las etapas a los mejores intereses de la futura 
asociación, sobre todo mirado desde el punto de vista 
del Estado y, en el caso particular, de ANCAP. 
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Como decían los señores Senadores, esto se comple- 
menta con el artículo 4” -ahora sí todos disponen del 
texto- donde se establece el plan de negocios que dice: 
“A los efectos de la constitución de la asociación, AN- 
CAP deberá aprobar un plan básico de negocios y ten- 
drá la mayoría accionaria de la sociedad a través de la 
cual se formalice dicha asociación.” De esta manera, se 
elimina el último renglón que decía: “sin perjuicio de la 
participación del socio en la gestión de la misma”, que 
queda comprendido en los artículos siguientes. 


En el artículo 5” se recoge el objetivo que buscaba 
la propuesta anterior y dice: 


“La participación de ANCAP en la gestión asegura- 
rá que las decisiones estratégicas de la sociedad a cons- 
tituirse deberán contar con su consentimiento.” Este ar- 
tículo es muy claro en su redacción y, a renglón segui- 
do, en el artículo 6” se define cuáles son las decisiones 
estratégicas. Allí se recogen todas las que estaban esta- 
blecidas en el proyecto de ley, con dos modificaciones. 


Me permito señalar que ayer terminamos de trabajar 
un poco tarde, por lo que hoy, con apuro, realizamos 
los cambios correspondientes. Por esta razón, donde dice 
“f) Igual” y “g) Igual”, significa que se mantiene la 
redacción de la propuesta inicial. 


Los cambios son, en el literal a) donde se sustituye: 
“Las que refieren a inversiones, planes de negocios y 
endeudamientos.” por: “Las que refieren a planes de 
negocios, incluyendo sus inversiones y endeudamien- 
to.” 


Los otros literales se mantienen en todos sus térmi- 
nos, salvo en el h), en el que se propone la siguiente 
redacción: “Toda otra decisión, cualquiera fuere el ór- 
gano competente para adoptarla, cuyo resultado u obje- 
tivo vulnere el equilibrio originalmente establecido en- 
tre ANCAP y su socio o altere las condiciones fijadas 
en el pliego y los contratos respectivos.” 


SEÑOR BRAUSE.- Quiero dejar una breve cons- 
tancia. Cuando en el literal h) se refiere al pliego, ha- 
bría que ser preciso y hablar de “pliego de condicio- 


” 


nes”. 
SEÑOR GALLINAL.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere hacer una 
consulta. En el artículo 6”, ¿se entiende que la decisión 
de compra de crudo, por ejemplo, está dentro de las 
decisiones estratégicas? 


SEÑOR ASTORI.- Quiero hacer una simple refe- 
rencia. En mi opinión, sí queda comprendida, ya que es 
una parte absolutamente sustancial del plan de nego- 
cios. Ese es mi criterio. 
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SEÑOR ATCHUGARRY -- Señor Presidente: si bien 
nadie ha hecho el análisis de cada parte de la operativa, 
creo que el concepto general es que tiene que haber una 
clara injerencia entre lo que significa tomar la Internet - 
lo que antes era el télex- y hacer una compra concreta y 
lo que representa tomar la decisión estratégica de cómo 
es el plan de compras o la orientación de contratar. Es 
decir, los fletes, la compra de crudo, ¿la vamos a hacer 
a través de un bloque o de qué? ¿Vamos a dar prioridad 
a un intercambio compartido? La decisión estratégica es 
parte del plan de negocios, y por eso el primer literal 
del artículo se ha centrado en el plan de negocios. A 
nuestro juicio, el plan de negocios lo incluye todo: polí- 
tica comercial, política de compras, política de inver- 
sión y política de endeudamiento. De ahí el cambio de 
reacción, ya que no veíamos el endeudamiento y la in- 
versión como aspectos diferentes del plan, sino forman- 
do parte de él. 


Quiero dejar esa constancia para no pensar que des- 
pués tiene que ser el Directorio de la ANCAP el que 
toma el télex o la Internet para hacer la operación con- 
creta. Será un funcionario de la sociedad y se manejará 
con esos términos. 


SEÑOR ASTORI.- Mi comentario iba exactamente 
en el mismo sentido del concepto expuesto por el señor 
Senador Atchugarry. 


SEÑOR GALLINAL.- Me permito agregar una con- 
sideración más, señor Presidente. Creo que es muy peli- 
groso y no tenemos todavía elementos suficientes para 
empezar a señalar que cada una de las actividades en 
concreto significa o no decisiones estratégicas. En el 
caso concreto del petróleo, yo diría que sí es una deci- 
sión estratégica si al socio se le ocurre comprar una 
cantidad de petróleo que supera ampliamente la capaci- 
dad de refinado que tienen nuestras instalaciones o las 
necesidades del mercado. Sin embargo, para el socio de 
pronto es un buen negocio venderlo a la sociedad. 


De modo que me parece que las consideraciones 
que aquí se incluyen son absolutamente de recibo y nos 
dan un marco de garantía muy importante. Que el ingre- 
so de nuevos socios es una decisión estratégica -como 
se plantea en la propuesta- es absolutamente evidente; 
lo mismo sucede con el aumento o disminución de capi- 
tal y distribución de las utilidades. 


Luego, cuando este proyecto se convierta en ley, a 
la luz del pliego del contrato respectivo se podrá pro- 
fundizar e interpretar más acabadamente, en cada caso 
concreto, cuáles son decisiones estratégicas, y algunas 
que no lo son hoy, muy probablemente podrán serlo 
mañana. 


SEÑOR COURIEL.- Hay modificaciones en el lite- 
ral h) que probablemente no alteren el fondo de la cues- 
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tión. De pronto, tienen que ver también con la certeza 
jurídica, como sucedía anteriormente, pero me gustaría 
escuchar una breve fundamentación del cambio. 


SEÑOR GALLINAL.- Nosotros intentamos mejorar 
un poco la redacción y establecer en forma más acaba- 
da, sobre todo en el literal a), las condiciones, y creo 
que no hemos alterado en absoluto la filosofía que ani- 
maba a los proponentes. De todos modos, reitero lo que 
señalé al comienzo: esta redacción que ofrecemos se 
puede perfectamente volver a conversar e, incluso, se 
pueden buscar otros textos alternativos. 


SEÑOR ASTORLI.- En mi interpretación, esta pro- 
puesta va incluso más lejos que la que habíamos hecho 
nosotros, que dice: “o que implique supresión o dismi- 
nución de las facultades o posibilidades de cogestión”, 
mientras que la propuesta del señor Senador Gallinal 
dice: “o que altere los pliegos de condiciones”. Esto me 
parece aún más ambicioso que la propuesta que había- 
mos entregado en el día de ayer, puesto que aquí no 
sólo se incluye entre las decisiones estratégicas las que 
podrían -según la propuesta precedente- implicar supre- 
sión o disminución de las facultades o posibilidades de 
cogestión por parte de ANCAP, sino también cualquier 
alteración a los pliegos de condiciones, porque se supo- 
ne que las posibilidades de cogestión de ANCAP van a 
estar en los pliegos de condiciones. Esta es mi interpre- 
tación del texto que propone el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: en línea con 
la interpretación que acaba de formular el señor Sena- 
dor Astori -que comparto- debo decir que el propósito 
perseguido es respetar, en primer lugar, la redacción 
como originalmente fue prevista por sus autores. 


Además, quisiera precisar algún término desde el 
punto de vista jurídico. El literal h) comienza diciendo: 
“Toda otra decisión, cualquiera fuere el órgano compe- 
tente para adoptarla, cuyo resultado u objetivo consis- 
tiere en alterar el equilibrio”, etcétera. Pues bien; noso- 
tros utilizamos la palabra “vulnerar” en lugar de “alte- 
rar”, lo que nos parece más correcto. 


Por último, como bien señalaba el señor Senador 
Astori, se suprime la parte final del literal sustituyéndo- 
la por una mejor precisión jurídica desde el punto de 
vista de quien tenga que conocer cuáles son las condi- 
ciones, estableciéndose que son las que se incluyen en 
el pliego de condiciones y en los contratos respectivos, 
donde naturalmente va a estar el plan de negocios, la 
gestión, etcétera. De manera que desde el punto de vista 
jurídico queda más correcto. 


SEÑOR GALLINAL.- El artículo 7%, que es el 
artículo 8” en la redacción anterior, lleva en su primer 
párrafo la siguiente redacción: 
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“La sociedad a la que refieren los artículos prece- 
dentes, podrá desarrollar actividades de importación, ex- 
portación y refinación de petróleo crudo, así como de 
distribución y comercialización de productos refinados 
y otros derivados, por un plazo máximo de 25 años.” 


Queremos puntualizar que establecimos un plazo in- 
termedio entre el ofrecido por la propuesta anterior y el 
que sugería el proyecto inicial; uno planteaba que fue- 
ran 20 años y el otro 30. 


Me permitiría, señor Presidente, hacer aquí alguna 
consideración de carácter general. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿El texto es el mismo, señor 
Senador? 


SEÑOR GALLINAL.- No, señor Senador; ha expe- 
rimentado cambios. 


Con respecto al plazo, quisiera hacer alguna consi- 
deración referente a la asociación. Nosotros considera- 
mos que en los distintos proyectos que están a estudio 
se recogen diversas condicionantes muy importantes que 
defienden los derechos del país en una materia tan im- 
portante como ésta y que buscan asegurarnos un precio 
determinado de los combustibles en un plazo también 
determinado. Por lo menos desde nuestro punto de vis- 
ta, ese es el objetivo más importante de todo este proce- 
so, pero algunas de las condiciones son para los poten- 
ciales socios un poco pesadas, difíciles de llevar. 


SEÑOR COURIEL.- Quiero aclarar que en la reso- 
lución de la Mesa Política del Frente Amplio no hay 
ninguna vinculación con la situación de la Argentina, de 
manera que lo que voy a decir tiene un carácter absolu- 
tamente personal. 


Cuando estuve trabajando en el proyecto, se me plan- 
teó el tema; uno está pensando que la nueva sociedad 
va a importar, refinar, distribuir, comercializar y ex- 
portar. En la comercialización hay una empresa con- 
creta en manos de ANCAP en este momento, que se 
llama DUCSA, y en esta materia está incluido todo lo 
relativo al tema de la Argentina. Ojalá lo pudiéramos 
incluir en el proyecto de ley, pero sinceramente no ten- 
go elementos para atreverme a incorporar algo de esta 
naturaleza en una ley. Toda la información que tengo es 
extremadamente negativa, con absoluta independencia 
de la situación general argentina. Aquí se han cometido 
errores garrafales en el tema de la Argentina y no sé 
qué se está pensando en términos de si se incorpora o 
no al negocio, ni quién paga los costos, que son extre- 
madamente altos. A veces estamos pidiendo el Seguro 
de Paro para algunos trabajadores y la solución se com- 
plica porque tiene un costo, por ejemplo, de U$S 
1:000.000, pero en este caso estamos hablando de ope- 
raciones multiplicadas por 100, de las que el Estado, de 
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pronto, se tendría que hacer cargo. Es muy grave lo que 
ha pasado con ANCAP en la Argentina. Lo estoy dejan- 
do como una constancia; no sé cómo se incluye el tema 
de la Argentina en este paquete, pero me gustaría cono- 
cer qué se está pensando sobre este tema. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En primer lugar, voy a 
referirme al tema del plazo y luego voy a realizar algún 
comentario sobre lo que decía el señor Senador Couriel. 


El plazo, que originalmente fue planteado en 30 años 
y ahora viene en 25, se debe a que pensamos que hay 
que dejar las puertas abiertas para que haya un proceso 
fuerte de inversión, como todos esperamos. Todos co- 
nocemos que la Corporación Interamericana de Inver- 
siones, que depende tanto del Banco Mundial como del 
BID, y los préstamos internacionales en general, tienen 
un horizonte usual de 25 años cuando se trata de inver- 
siones importantes de infraestructura. Por lo tanto, no 
sería oportuno dar a la sociedad un plazo menor del que 
se otorga para los préstamos que podría tratar de obte- 
ner. Son dos conceptos de negocio distintos: puede ha- 
ber un negocio de corto plazo, de operar lo que hay, de 
caja, etcétera, o puede haber un negocio con un fuerte 
proceso de inversión -que es a lo que aspiramos noso- 
tros- de largo plazo, tendiente a consolidar las activida- 
des de manejo de combustibles y las actividades indus- 
triales asociadas. 


En consecuencia, por lo menos no nos gustaría dejar 
cerrada de antemano la puerta a que pueda haber un 
fuerte proceso de inversión. Los tiempos dirán después 
si este es posible o no, pero sí se establece un plazo más 
corto del usual para cualquier préstamo de infraestruc- 
tura, de alguna manera se está hasta dificultando que 
haya un proceso de inversión importante, porque insisto 
que cuando el país toma préstamos para infraestructura, 
nunca los toma a menos de 20 ó 25 años. 


Con respecto al planteamiento del señor Senador 
Couriel, creo que ANCAP está claramente planteando 
la transferencia del 100% del paquete de la Argentina. 
Y diría que, en cualquier caso, aun cuando las condicio- 
nes del negocio -que por cierto no son buenas- original- 
mente no hubieran sido malas -voy a hacer el planteo 
inverso al que hacía el señor Senador Couriel, aunque 
comparto que las condiciones originales son malas- el 
manejar el negocio en un mercado extremadamente com- 
petitivo y que además está en crisis de pago absoluta, 
desde Montevideo y con reglas de Derecho Público, es 
muy difícil. El objetivo de ANCAP cuando entró en 
este negocio -por lo menos el expresado- era colocar el 
excedente de nafta que necesariamente le produce pro- 
cesar el crudo. Pero insisto: es muy difícil, en un merca- 
do de esa naturaleza, operar con una pequeña empresa 
estatal uruguaya y andar “cuerpeando” en la distribu- 
ción, máxime cuando, además, hay que comprar parte 
del combustible a otros operadores de plaza. 
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SEÑOR MICHELINI.- Independientemente del tema 
de la Argentina, respecto del cual comparto lo que dice 
el señor Senador Couriel, me parece que habría un pro- 
blema de redacción en el artículo 7* propuesto por el 
señor Senador Gallinal, que hace también al artículo 22. 
Concretamente, este artículo 7* dice: “La sociedad a la 
que refieren los artículos precedentes, podrá desarrollar 
actividades de importación,” -estamos hablando de pe- 
tróleo crudo- “exportación” -entiendo que también esta- 
mos hablando de petróleo crudo- “y refinación de pe- 
tróleo crudo”. Si es así, aquí hay algo que está mal 
redactado, porque si bien podría suceder que la socie- 
dad traiga petróleo crudo y, de repente, como tiene 
“stock” y subió el precio del petróleo, le convenga ven- 
derlo, parecería que toda la reestructura de ampliación 
de la planta es para vender y exportar petróleo refinado 
y no crudo. 


Entonces, si estamos levantando el monopolio de la 
exportación, tendría que ser para petróleo crudo y para 
petróleo refinado. Por tanto, habría que estudiar la re- 
dacción del artículo 7%, y aunque en este momento no 
tengo la solución, pienso que debería referirse a la im- 
portación y refinación del petróleo crudo, así como tam- 
bién a la exportación de petróleo crudo y refinado. No 
neguemos que se pueda traer petróleo al Uruguay y 
exportarlo sin refinar. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente quería señalar 
que tiene razón el señor Senador Michelini, pues se 
trata de un error en el texto; pienso que la redacción 
correcta sería la original, es decir, la que señala que la 
sociedad a la que refieren los artículos precedentes po- 
drá desarrollar actividades de importación y refinación 
de petróleo crudo, así como de distribución, comerciali- 
zación interna y exportación de productos refinados y 
otros derivados por un plazo máximo de 25 años. No 
había ninguna intención de derogar el monopolio de la 
exportación a que se hacía referencia, que además no sé 
si existe; habría que ver en la Ley de ANCAP. 


SEÑOR MICHELINI.- En esa redacción original, 
¿no se corta la posibilidad de que esta empresa exporte 
el petróleo crudo? Me parece que debería decirse: im- 
portación, exportación y refinación de petróleo crudo, y 
luego seguiría la redacción original que plantearon los 
señores Senadores Couriel y Astori, que en su artículo 8 
dice: “así como de distribución, comercialización inter- 
na y exportación de productos refinados”, etcétera. 


SEÑOR GALLINAL.- Introduciríamos el concepto 
de la exportación de petróleo crudo, que no me parece 
que complique sino que, por el contrario, hasta podría 
ser un negocio en el día de mañana. 


SEÑOR MICHELINL.- También habría que analizar 
el artículo 2* con atención a los efectos de la Ley de 
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ANCAP, para ver sí es que la exportación a la que nos 
referíamos está prohibida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está incluida. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, creo que debería- 
mos ajustar el artículo 2* de este proyecto. 


SEÑOR GALLINAL.- Vamos a pasar ahora a las 
condicionantes establecidas en los literales del artículo 
correspondiente. 


SEÑOR COURIEL.- En la propuesta que plantea- 
mos ayer, hay un artículo, el 7”, que hace referencia al 
pacto de accionistas, y en él se expresa que deberán 
constar impresas al dorso de todas y cada una de las 
acciones o títulos representativos del capital, las carac- 
terísticas. 


No soy abogado, y si bien trabajé bastante en este 
tema, está disposición del artículo 7” fue redactada por 
un abogado que conoce del pacto de accionistas y por 
eso lo estableció. Por ese motivo, quisiera saber por 
qué se elimina. 


SEÑOR ASTORI.- Quisiera complementar la pre- 
gunta del señor Senador Couriel. En realidad, la refe- 
rencia al pacto figura en el artículo 5% de la propuesta 
efectuada precedentemente, y eso complementa la im- 
presión de condiciones al dorso de la acción, que está 
en el artículo 7” y que, aparentemente, fue eliminado de 
la propuesta que ahora está realizando el señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Desde luego, incluimos cuá- 
les son las decisiones estratégicas en la ley y, por su- 
puesto, ello va a estar incluido en el contrato. Las apre- 
claciones que aquí se hacen respecto al artículo 7” no 
tendrían mayores inconvenientes. Sería abundar sobre 
algo que ya está preestablecido, pero no habría proble- 
ma en incluirlas. Estamos de acuerdo con las condicio- 
nantes tal como están en la ley y probablemente formen 
parte del contrato, pero si se cree que es una garantía 
adicional la del artículo 7%, no habría inconveniente en 
incluirla. 


En el artículo 7* se dice: “Sin perjuicio de lo que las 
partes acuerden en el contrato respectivo, la sociedad 
operará en base a las siguientes condiciones:”. La pri- 
mera condición es la del literal a), y quiero señalar que 
se eliminó la referencia que se hacía con relación al 
público, pues es contradictoria. El precio máximo de 
venta de los combustibles en puerta de refinería no es al 
público. O sea que en cuanto al precio máximo de venta 
de los combustibles en puerta de refinería, sin conside- 
rar impuestos, nosotros insistimos con nuestra propues- 
ta de condicionar, y además bajamos la fecha estable- 
ciendo que ya tendríamos esos precios al 31 de marzo 
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de 2004. Por tanto, modificamos lo que se había pro- 
puesto en cuanto a que era al tercer año de creada la 
nueva sociedad. Allí hay un año, aproximadamente, de 
diferencia. Reitero que la única diferencia es la que 
acabo de mencionar. Si se supone que la sociedad va a 
estar constituida en junio de 2002, como señala el Pre- 
sidente de ANCAP, habría un año y dos meses de dife- 
rencia. 


SEÑOR MICHELINI.- Este es un punto en el que 
he insistido, porque la fecha en que los combustibles 
van a estar en puerta de refinería sin considerar impues- 
tos, a precios internacionales, es directamente propor- 
cional al precio o al canon que se va a pagar. Entonces, 
si la fecha es muy lejana con respecto a la del contrato, 
se va a pagar mucho, y lo que se va a estar adelantando 
al Ministerio de Economía y Finanzas y a las arcas del 
Estado es la renta monopólica de esos meses o años. En 
cambio, si se acorta la fecha y es bien cercana a la firma 
del contrato, quien va a tener el plan de negocios -hay 
que tener en cuenta que no habría competidores- va a 
pagar menos y no se va a adelantar la renta monopólica. 


En definitiva, me parece que hay que tomar una de- 
cisión: o le damos al Ministerio de Economía y Finan- 
zas, a las arcas del Estado, ese adelanto o renta mono- 
pólica, o lo transferimos directamente a los consumido- 
res -no hablo sólo de los ciudadanos, sino también de 
las empresas, productores rurales y demás- que, en defi- 
nitiva, van a tener un combustible más barato y comen- 
zarán a mover la economía, porque se trata de un insu- 
mo muy importante. 


Me parece que, más allá de lo que se decida y de los 
consensos que se puedan lograr, cuanto antes se pueda 
establecer la fecha de los precios internacionales sería 
mejor, porque significaría un mecanismo de reactiva- 
ción de la economía y del empleo. 


SEÑOR HEBER.- Apoyado. 


SEÑOR GALLINAL.- En buena medida, es como 
señala el señor Senador Michelini, pero esto se comple- 
menta con la caída del monopolio de la importación de 
combustibles. Nosotros hemos establecido, en uno de 
los artículos finales, que el 1% de enero de 2006 -la 
propuesta anterior decía que cinco años después de cons- 
tituida la nueva sociedad- cae el monopolio de la im- 
portación del combustible, que es el monopolio que im- 
porta. 


Por lo menos desde el punto de vista del Partido 
Nacional -supongo que los integrantes del Partido Co- 
lorado lo comparten, aunque seguramente opinarán lue- 
go sobre el tema- ese artículo tiene dos objetivos: en 
primer lugar, proteger a ANCAP, es decir, darle un 
tiempo suficiente para que se prepare, a través de la 
sociedad, para una futura competencia; en segundo tér- 
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mino, tiene una incidencia muy importante lo que aca- 
ba de expresar el señor Senador Michelini, porque el 
día que caiga el monopolio de la importación de com- 
bustible, hay grandes probabilidades de que los distri- 
buidores de combustibles en el Uruguay, que no son 
DUCSA, importen su combustible y, en consecuencia, 
la sociedad pierda una parte del mercado que hoy re- 
presenta el 60%. Hoy DUCSA distribuye el 40% de 
los combustibles que se consumen en el Uruguay. O 
sea que ese lapso hasta el 2006 en la caída del mono- 
polio de importación tiene un efecto positivo en lo que 
respecta al canon, porque el socio sabe que hasta ese 
año tiene el 100% del mercado de combustible que se 
vende en el país, y que a partir de ese momento empie- 
za a correr el riesgo de que las otras distribuidoras - 
que ahora son tres: Texaco, Shell y Esso- lo traigan 
refinado, lo que es una eventualidad, pero que se pue- 
de concretar. Ahí está el objetivo del artículo. 


SEÑOR MICHELINI.- Hasta 2006, o el plazo que 
se determine, la empresa asociada va a tener el cien 
por ciento del mercado. Entonces, cuanto antes tenga 
precios internacionales a la salida de la refinería, no 
sólo va a transferir beneficios al consumidor y a los 
productores, sino que rápidamente va a hacer la refor- 
ma de la refinería y, además, va a mejorar sus condi- 
ciones de servicio para las otras empresas. Varias de 
ellas -por lo menos las que consulté- me han trasmiti- 
do que si ANCAP les da un buen servicio, van a com- 
prarle a ella, porque en el traslado de combustible, 
sobre todo del refinado, siempre hay problemas. En- 
tonces, si a las empresas les dan precios internaciona- 
les -y cuanto antes se los den, mejor- van a seguir 
comprándole a ANCAP. Difícilmente ANCAP, asocia- 
da en la refinación, pierda el mercado si trabaja bien; 
reitero que cuanto antes se tengan los precios, mejor, 
para que incluso vaya corrigiendo algunas fallas que 
pueda tener, y el día que esté en competencia siga con 
el 100% del mercado. 


SEÑOR GALLINAL.- Estamos de acuerdo. 


SEÑOR COURIEL.- Quería analizar dos puntos. En 
primer lugar, me parece que lo que dijo el señor Sena- 
dor Michelini es correcto, y lo comparto al igual que el 
señor Senador Gallinal. Sólo quería poner arriba de la 
mesa que la capacidad de competitividad de la nueva 
empresa depende del nivel de inversiones que se haga y 
de lo que ponga ANCAP en el plan de negocios. Por lo 
tanto, en el plan de negocios mínimo o básico que pon- 
ga ANCAP es donde se define el período que se requie- 
re para tener la competitividad internacional o llegar a 
precios internacionales. Vuelvo a insistir en que el tema 
clave del precio internacional es el gas-oil, que tiene 
tanto que ver con el transporte de carga y de pasajeros, 
con los tractores, con las empresas constructoras, etcé- 
tera. Probablemente la empresa que usa fuel-oil, maña- 
na va a terminar usando gas. 
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En lo que tiene que ver con el precio final del com- 
bustible al consumidor -para quienes tenemos auto- siem- 
pre van a influir los impuestos que ponga el Estado. 


El otro tema en el que quisiera insistir -aunque sé 
que no tuvo aceptación- es que si se llama a licitación y 
no se concreta en 2002 ni 2003, se está poniendo un 
plazo fijo sin saber si realmente se está en condiciones 
de tener socio. De acuerdo con la información que reci- 
bo, a veces tengo dudas -y lo digo con honestidad- de 
que puedan haber socios en tan corto tiempo. Hay siete 
empresas que aparentemente se interesaron, pero no sé 
cuántas puedan realmente tener interés. Entonces, ¿qué 
puede pasar? Que durante todo el año 2002 no haya una 
sociedad; quizás haya en 2003, pero resulta que el pla- 
zo que se fija es 2004. Por el temor de que no haya 
socio, planteaba que el plazo fuese a partir de una certe- 
za jurídica determinada. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: luego con- 
sideraríamos lo que señala el señor Senador Couriel 
respecto a no poner fecha fija, sino un plazo a partir de 
la constitución de la sociedad. 


Respecto al literal b) del proyecto que hemos repar- 
tido hoy, rescatamos el original. Se podría eliminar lo 
de La Teja y, en su lugar, poner “en la refinería propie- 
dad de ANCAP”, porque eso nos asegura la actividad 
industrial de refinación. Este es un pedido que nos han 
hecho los Directores nacionalistas de ANCAP, que nos 
parece prudente. Es decir, sacar lo del lugar geográfico 
“La Teja”, pero que se mantenga la actividad de refina- 
ción en la refinería propiedad de ANCAP, porque si no 
podría entenderse que dicha actividad se mantiene en la 
refinería de otro país. 


El literal c) es el mismo que el anterior, con un solo 
cambio. De acuerdo con lo que nos expresaron los téc- 
nicos de ANCAP, donde decía “logo”, debe decir “lo- 
gotipo e isotipo”. 


Se agrega el literal d), que dice: “Regula la transi- 
ción: en redacción”. Dice “en redacción”, porque no la 
teníamos, pero ahora la Secretaría ha hecho un reparti- 
do. Es el texto que se propone para la etapa de transi- 
ción y corresponde al sustitutivo, artículo 8, literal b). 


El literal b) que nos entregaron los señores Senado- 
res Couriel, Astori y Rubio apunta a regular el período 
de transición. En todo caso lo estudiaríamos en el mo- 
mento en que se considere oportuno y, si les parece, 
ahora seguiríamos adelante. 


SEÑOR MICHELINI.- Se plantea otro problema has- 
ta que se elimine el monopolio por completo, que qui- 
zás sea en 2006. Hay componentes del petróleo refina- 
do que la empresa nueva va a distribuir pero que toda- 
vía no puede refinar, ya sea porque la refinería no está 
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en condiciones de hacerlo -como en el caso de la eco 
supra- o porque le falta, como el caso del gas-oil, ya 
que no puede seguir comprando crudo para sólo refinar 
gas-oil, teniendo en cuenta que la venta de nafta tiene 
un límite. Ahí hay un tema que el proyecto del Frente 
Amplio lo resuelve, pero habría que ver si es por esa 
vía. Entonces, cuando por alguna razón no se puede 
refinar, ¿quién importa? ¿ANCAP, a través de esa em- 
presa que se plantea en la propuesta de los señores Se- 
nadores Couriel, Astori y Rubio, o esta sociedad? 


SEÑOR GARGANO.- En el mismo sentido de la 
pregunta que formuló el señor Senador Michelini, me 
parece pertinente saber quién va a hacer la importación 
durante ese período. De acuerdo con la arquitectura de 
los proyectos que han sido volcados en la Comisión, 
habría tres empresas. Una de ellas sería la nueva socie- 
dad que va a refinar, comercializar, importar crudo, ex- 
portar refinados, etcétera; esto es, la asociación. Otra 
sería la sociedad que se llama “estratégica” en uno de 
los proyectos y en el otro no sé si tiene nombre o se la 
denomina de forma distinta, que es la que administraría 
la infraestructura de los depósitos y el oleoducto. Por 
último, estaría ANCAP, Ente Autónomo, que sería la 
que importaría los combustibles. Me pregunto con qué 
mecanismos haría esto, porque no va a disponer de los 
instrumentos para llevar adelante la importación y dis- 
tribución; va a ser una entidad jurídica sin infraestructu- 
ra, puesto que ésta la habrá pasado a las otras socieda- 
des. 


SEÑOR GALLINAL.- Al no caer el monopolio de 
la importación de combustibles, éste sigue en manos de 
ANCAP. Quiere decir que en cualquiera de las dos even- 
tualidades, importaría ANCAP. En la hipótesis que plan- 
tea el señor Senador Michelini en cuanto a que en el día 
de mañana, por cualquier razón, la sociedad tenga difi- 
cultades en la refinería y deba detener las actividades 
durante un tiempo e importar, sería ANCAP la que im- 
portaría, pues es quien tiene la facultad para hacerlo. La 
sociedad no puede importar combustibles. 


En el otro caso, se hace referencia a un tema que 
veremos a continuación. 


En nuestro proyecto habíamos establecido que a prin- 
cipios del año 2004 los combustibles en el mercado 
deberían tener un determinado valor, y que si eso no se 
concretaba ANCAP recuperaba la potestad de importar- 
los. Pero evidentemente se va a enfrentar con la dificul- 
tad que menciona el señor Senador: puso sus bienes a 
disposición de la nueva sociedad y no cuenta con la 
infraestructura necesaria para llevar adelante la impor- 
tación. A esto hay que darle una solución. Hay una que 
ofrece el proyecto que presentaron los señores Senado- 
res Astori, Couriel y Rubio, que en principio es buena, 
más allá de que a nuestro juicio pueda merecer algunos 
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retoques. El Presidente de ANCAP -en nombre del Di- 
rectorio- nos pidió expresamente que le permitiéramos 
estudiar durante el día de hoy alguna alternativa a la 
propuesta que se ha hecho. Estamos hablando de la po- 
sibilidad de establecer una nueva sociedad que sea cien 
por ciento de ANCAP, que sería la que intermediaría en 
la concreción de esa operación. Por lo tanto, pedimos a 
la Comisión que se otorgue ese plazo al Directorio de 
ANCAP, a fin de que nos haga llegar una redacción 
alternativa. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- En lo que tiene que ver 
con efectivizar el control de ANCAP -Estado uruguayo- 
y establecer que será la que importe si la empresa no 
cumple, nos parece que más allá del oleoducto y la 
boya -que refieren exclusivamente al crudo y, por lo 
tanto, a la actividad de refinación- debería incorporarse 
el manejo del muelle de La Teja -sin perjuicio de la Ley 
de Puertos- que ha construido ANCAP, porque en defi- 
nitiva es por allí que ingresan los refinados. Una de las 
ideas que se maneja es tener en cuenta alguna parte de 
La Tablada -los tanques de La Teja no, porque allí al- 
macena la refinería- necesaria para despachar el com- 
bustible y, eventualmente, las plantas de distribución 
del interior. De ese modo, habría una cadena que que- 
daría cien por ciento en manos de ANCAP y que en la 
práctica permitiría, de un día para otro, pasar a distri- 
buir combustible importado. De cualquier manera, esto 
va a estar en manos del control estatal. El Estado no va 
a violar los contratos que tenga con el socio, pero si 
este último sí lo hace, existiría una llave efectiva de 
control. Pensemos que en lo relativo a los combustibles 
no se pueden dejar pasar más de cuarenta y ocho horas; 
de este modo, al otro día habría una barcaza con com- 
bustible para repartir. Digo esto, más allá de los plan- 
teos ante un Tribunal y del pedido de indemnización. 


De todas formas, reitero lo manifestado por el señor 
Senador Gallinal en el sentido de que el Directorio soli- 
citó tiempo para analizar esto. 


SEÑOR GALLINAL.- Respecto a este tema, enton- 
ces, pediríamos una prórroga para recibir la propuesta 
alternativa. 


En lo que tiene que ver con el literal b) del artículo 
8” del proyecto de los señores Senadores Astori, Couriel 
y Rubio, simplemente quería señalar que compartimos 
el criterio. Hay un período de transición que va desde el 
momento en que se constituye la asociación hasta el 
momento en que se concreta, suponiendo que se esta- 
bleciera lo del comienzo en el año 2004. Ese período de 
transición debe estar regulado y, por lo tanto, debe exis- 
tir un precio máximo fijado por el Poder Ejecutivo, vía 
organismo regulador. En todo caso, habrá que definirlo. 
Me da la impresión de que sólo se trata de un problema 
de redacción que habría que pulir. 
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(Ocupa la Presidencia el señor Senador Heber) 


SEÑOR COURIEL.- Creo que es compartible la pro- 
puesta del sustitutivo del literal b) del artículo 8%. Lo 
único que establecíamos nosotros era que debía haber 
posibilidades de competencia en el precio final de ven- 
ta; al haberla, el Ente regulador asesoraría para la fija- 
ción de un precio máximo. En cambio, en la venta de la 
refinería al distribuidor, habiendo una sola refinería, de- 
bería haber un precio único y no máximo, porque si no 
se le estaría dando mucha ventaja a la sociedad. 


SEÑOR ASTORI.- Quisiera dejar una constancia 
para analizar posteriormente, y pido disculpas por vol- 
ver un poco atrás. 


En el terreno de la fijación de precios, entre los 
límites que podríamos llamar mínimo y máximo -aun- 
que no son estas las palabras más justas- en ese margen 
que queda para distribución, transporte y estaciones, a 
mi juicio cabría la posibilidad de considerar el régimen 
de franjas. Insisto una vez más que es solamente por el 
margen. En realidad, es mejor hablar de bandas que de 
franjas, porque estas últimas constituyen el concepto 
cuando se determina un precio fijo, mientras que las 
bandas son un precio de flotación que protege los esla- 
bones más débiles de la cadena pero, al mismo tiempo, 
los obliga a competir para que no descansen en ninguna 
protección implícita. 


Reitero que este es un tema que sugiero para consi- 
derar cuando llegue el momento. 


SEÑOR GALLINAL.- En el proyecto de ley que 
teníamos a consideración, en el artículo 9” se establecía 
la constitución de aquella nueva sociedad. La incorpo- 
ración de ese artículo significó la eliminación, por parte 
de los proponentes, de aquel que legislaba la facultad 
para ANCAP de arrendar sus bienes a la nueva socie- 
dad o a las sociedades que conforme. 


Por un lado pretendemos buscar una solución alter- 
nativa para esta sociedad que se pretende constituir y, 
por otro, introducimos el artículo 8%, en el que se define 
que el derecho de propiedad de los bienes de ANCAP 
lo mantiene ANCAP, quien en las formas jurídicas pue- 
de poner -siempre respetando ese derecho de propiedad 
en manos de ANCAP- esos bienes a disposición de las 
nuevas sociedades. Esas formas pueden ser, por ejem- 
plo, el arrendamiento o el contrato de uso; el usufructo 
quedaría fuera de los posibles instrumentos jurídicos 
que se utilicen en el futuro. Esta es la intención del 
artículo que estamos proponiendo. 


Sobre el artículo 9 ya hemos conversado y daría- 
mos un plazo al Directorio de ANCAP para que nos 
acerque una propuesta alternativa. 
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Luego ingresamos a los artículos que refieren a los 
funcionarios de ANCAP, que han quedado iguales. Sim- 
plemente, podríamos señalar lo que creo que en algún 
momento se mencionó en la Comisión. Como integran- 
tes del Partido Nacional habíamos presentado un pro- 
yecto de ley que refería exclusivamente a los funciona- 
rios públicos y al derecho a la reserva del cargo sin 
plazo. Eso valía para todos los funcionarios públicos, y 
en ese sentido era necesario aplicar el artículo 63 de la 
Constitución que, en la modificación del Estatuto de los 
Funcionarios Públicos, requiere una mayoría especial. 
En este caso queda restringido solamente a los funcio- 
narios de ANCAP, a través de una facultad que se otor- 
ga a esta Administración para brindar el beneficio de la 
reserva del cargo, de manera de obviar el artículo 64 de 
la Constitución de la República y facilitar la implemen- 
tación de un beneficio de estas características que, lo 
reconozco, ha tenido sus bemoles y ha merecido una 
discusión pública muy fuerte. Hay editoriales de prensa 
de algunos medios escritos que han sido muy duros; sin 
embargo, me atrevo a señalar que aquí no se otorga un 
beneficio adicional al que ya tienen los funcionarios de 
ANCAP, quienes, por disposiciones legales, son inamo- 
vibles en tanto sólo pueden ser destituidos por inepti- 
tud, omisión o delito. En todo caso, lo que estamos 
haciendo con esto es sacar un fruto, un rendimiento a 
esa disposición legal que dice que son inamovibles, que 
ya existe, de manera tal que el Estado, en esta nueva 
sociedad, se pueda beneficiar con una rebaja muy im- 
portante de egresos. Digo esto porque estamos hablan- 
do de la posibilidad de llegar a cerca de mil funciona- 
rios que se acojan a beneficios de estas características, 
lo que va a significar para el Estado, y en particular 
para ANCAP, una reducción sustantiva de su presu- 
puesto. De otra manera esto sería inviable. Si hacemos 
todo este negocio, permitimos que se realice la asocia- 
ción, pero después ANCAP tiene que mantener el pre- 
supuesto en materia de funcionarios con las mismas ca- 
racterísticas que hoy tiene y, a su vez, la sociedad debe 
pagar -como tendrá que hacerlo- un presupuesto impor- 
tante por concepto de empleados, entonces no es viable 
ni tiene ningún sentido. 


Creo que es discutible el tema de los plazos, desde 
luego, y quizá haya quienes crean que sería conveniente 
establecer un límite. Personalmente no lo haría, porque 
de esa forma estaríamos quitando la motivación para 
ingresar a la sociedad, ya que el funcionario siempre va 
a preferir la tranquilidad de un cargo público que, entre 
otras cosas, no está sometido a la posibilidad del despi- 
do, lo que constituye hoy un gran temor para él, espe- 
cialmente si se trata de los funcionarios de Minas y 
Paysandú, que actualmente temen más por el tema del 
portland que por esta asociación que está a estudio, en 
ciernes, o en el proceso de un proyecto de ley que qui- 
zás se apruebe. En esos casos las preocupaciones son 
mucho más fuertes, y fue allí, precisamente, donde nos 
inspiramos para llegar a una norma de estas característl- 
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cas. Y agrego que si bien el artículo 1* del proyecto de 
ley que estamos discutiendo dice, a iniciativa de los 
proponentes, que la presente ley tiene por objeto esta- 
blecer las características generales sobre combustibles, 
estas normas de los funcionarios irían más allá de los 
combustibles. Es por eso que expresamente se señala: 
“de las sociedades que conforme”. Es decir que estas 
normas serían aplicables a la asociación de ANCAP en 
materia de combustibles, así como de alcoholes y de 
portland, tanto en lo que tiene que ver con los funciona- 
rios como en lo que refiere al artículo 8. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que no tenemos que 
entrar en una discusión de lo que es el proyecto en 
general y lo que pueden ser normas específicas que da- 
rían una buena solución al tema. 


Pregunto si, de lograrse las mayorías, en lugar de 
dar una facultad a ANCAP, se podría hacer en forma 
expresa y otorgar más garantías a los funcionarios. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quisiera formular dos 
tipos de observaciones a estos artículos que tienen que 
ver con el tema del personal o con los funcionarios de 
ANCAP. 


Por un lado, me voy a referir al artículo 10, que 
dice: “Facúltase a ANCAP a incorporar a los funciona- 
rios de sus dependencias como empleados de las socie- 
dades que conforme”, porque creo que esto no es así. 
La ANCAP no dispone de los funcionarios; éstos, si 
quieren, van. ¿Pero cómo ANCAP va a incorporar a 
los funcionarios? Deberíamos establecer en la ley que 
ANCAP podrá facultar a los empleados que quieran 
incorporarse, pero no utilizar la expresión “facultar a 
ANCAP”. A mi entender, ANCAP no puede disponer 
de los funcionarios, sino que son éstos los que de por sí 
decidirán si se incorporan o no. 


(Intervenciones fuera de micrófono) 


- Esto figura en el artículo 10 que tengo en mi po- 
der, que dice: “Facúltase a ANCAP a incorporar”. Esto 
no puede ser así, sino que debería establecer -repito- 
“Facúltase a los funcionarios de ANCAP”. Esta es la 
primera precisión que quería indicar. 


La segunda observación a la que deseo referirme 
tiene que ver con la reserva del cargo. En su momento, 
el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
en nombre del Poder Ejecutivo realizó muy fuertes ob- 
servaciones al tema de la reserva del cargo. En este 
sentido, concretamente queremos decir que no es con- 
veniente este sistema del derecho a la reserva del cargo 
sin plazo. Lo decimos con absoluta honestidad. Estima- 
mos que no es oportuno ni conveniente. Estamos dis- 
puestos sí a manejar el instituto de la reserva del cargo 
con un plazo, que podrá ser de tres o cinco años, pero 
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insistimos en que no establecerle un plazo no es conve- 
niente. Nos parece que llega un momento en que hay 
que tomar decisiones, y no nos parece bueno mantener 
un sistema en el cual la persona es a la vez funcionario 
público y privado. Puede suceder que cuando no le con- 
viene más estar en la actividad privada, acceda nueva- 
mente al cargo de Gerente de ANCAP y siga percibien- 
do el sueldo de esta Administración, mientras que en su 
momento ANCAP tuvo que designar otro Gerente. De 
esta manera, vamos a tener en lugar de cuatrocientos 
Gerentes, ochocientos. Este es un tema que lo tenemos 
que pensar y sinceramente creo que es un tema a consi- 
derar. Si se van Gerentes de ANCAP que ganan $ 40.000 
a la nueva sociedad, aunque reserven el cargo, esta Ad- 
ministración necesitará nombrar otro jerarca. Sin em- 
bargo, después de cuatro, cinco o diez años pueden 
volver y, entonces, después de ese lapso vamos a tener 
-como dije- en lugar de 400 Gerentes, 800, ganando, 
además, sumas importantes. Repito que este tema lo 
tenemos que pensar. 


Por otra parte, las observaciones que hizo en su mo- 
mento el Director de la Oficina de Planeamiento y Pre- 
supuesto en nombre del Poder Ejecutivo, las suscribi- 
mos totalmente y creemos que son sumamente impor- 
tantes. 


SEÑOR GALLINAL.- Respeto la serenidad de siem- 
pre pero, en la medida en que el Poder Ejecutivo a 
través de la Dirección de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y, en este caso, los señores Senadores de la 
Bancada del Foro Batllista mantengan esa objeción, te- 
nemos enormes posibilidades de que no salga este pro- 
yecto de ley, porque el Partido Nacional no va a acom- 
pañar. Nosotros creemos que tenemos que defender los 
derechos de los funcionarios y, además, motivar para 
que se den estas situaciones. 


Voy a complementar algunos temas que están direc- 
tamente vinculados con lo que está planteando el señor 
Senador Correa Freitas. En primer lugar, la facultad que 
se le otorgaría a ANCAP es necesaria porque va a tener 
que dar su voluntad positiva, justamente pare evitar lo 
que señala el señor Senador. Entonces, ANCAP puede 
manifestar su rechazo a que determinado Gerente pre- 
tenda pasar a la nueva sociedad en atención a este 
artículo y, a mi entender, esto es de gran utilidad y me 
niego a que no sea de esta manera. Además, la voluntad 
de los funcionarios está comprendida en el artículo 11; 
va de suyo que el funcionario tiene que estar de acuerdo 
con pasar o no a la nueva sociedad y no lo podemos 
obligar. No solamente no lo podemos obligar porque 
las leyes nos lo impiden, sino que además tampoco co- 
rresponde hacerlo. 


SEÑOR ASTORI.- ANCAP no puede obligar, pero 
sí puede retener. 
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SEÑOR GALLINAL.- Exacto, señor Senador. Es 
más; serán las motivaciones que les demos las que per- 
mitirán que esto suceda. A todo esto se suma un artículo 
que ha agregado el señor Senador Atchugarry -que figu- 
ra en un repartido- que está con el número 16 en el 
proyecto de ley y da la posibilidad al Poder Ejecutivo 
de redistribuir funcionarios de ANCAP. Esta posibili- 
dad se podrá aplicar, en buena medida, siempre y cuan- 
do aquellos funcionarios que tuvieran la oportunidad de 
pasar a la nueva sociedad con la garantía de reserva del 
cargo, no acepten; en ese caso, entonces, el Poder Eje- 
cutivo estaría en condiciones de proceder a la redistri- 
bución. 


Más allá de la consideración política de este hecho, 
que para nosotros es un punto fundamental -me refiero 
al tema de la reserva del cargo, sin plazo o con plazo, 
que puede estar atado a la vigencia de la sociedad, por 
lo que estaríamos hablando de 25 años- esta normativa 
no se le impone a ANCAP, ni a la sociedad, ni al fun- 
cionario. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Sanabria) 


-En definitiva, se necesita una voluntad afirmativa 
de ANCAP que manifieste si está dispuesta a prescindir 
de ese funcionario -precisamente establecemos que en 
el pliego licitatorio deberá presentarse una cláusula que 
nos asegure que van a ir a la nueva sociedad porque, de 
otra manera, corremos el riesgo de que no la integren- 
y, por último, del funcionario porque “manu militari” 
no se va a obligar a nadie a dar ese paso. 


SEÑOR BRAUSE.- Para contemplar lo que acaba 
de decir el señor Senador Gallinal -que comparto y que 
efectivamente es así- en cuanto a lo que manifestó el 
señor Senador Correa Freitas, se podría incorporar en el 
inciso primero del artículo 10 propuesto ese concepto. 
Diría así: “Facúltase a ANCAP a incorporar a los fun- 
cionarios de sus dependencias que así lo soliciten, como 
empleados de las sociedades que conforme”. Me parece 
que si bien está sobreentendido, aclara el punto. 


SEÑOR GALLINAL.- Incluso esto se puede regla- 
mentar y establecerse que ciertos funcionarios con de- 
terminados sueldos no tengan esta posibilidad. Me pa- 
rece que en este sentido sí se puede aplicar un criterio 
distinto. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: me parece que 
este tema es muy importante y participo, naturalmente, 
de todos los comentarios que ha hecho en nombre del 
Partido Nacional el señor Senador Gallinal. Si no bus- 
camos una solución para el tema de los funcionarios es 
inviable la sociedad. Incluso vamos a duplicar los cos- 
tos internos, además de necesitar otros funcionarios. 
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Por otra parte, con respecto a las opiniones del 
Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
-que brindó aquí en Sala y en esta Comisión- quiero 
decir que el mismo Poder Ejecutivo que un día nos dice 
que no cuando presentamos alguna iniciativa, la encuen- 
tra válida, por ejemplo, para la solución de la Dirección 
General Impositiva. Estas disposiciones que nosotros 
establecemos son las mismas que se vienen implemen- 
tando para dicha Dirección. No me parece válido que 
cuando el Poder Ejecutivo estudia un proyecto de ley 
como el que presentamos nosotros, lo encuentre con 
problemas y, después, cuando busca una solución para 
los funcionarios de la Dirección General Impositiva, pre- 
senta la misma idea. Con lo que acabo de manifestar, 
quería salvar al señor Senador Correa Freitas de las 
opiniones del Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto que, de alguna manera, no lo comprometen 
porque es el mismo Poder Ejecutivo que le manda un 
proyecto con disposiciones iguales. Precisamente, en el 
Banco La Caja Obrera, con la posibilidad de la venta, 
los funcionarios que eran privados se han estatizado y 
han generado la inamovilidad que antes no tenían en esa 
institución. En el Puerto se pagó U$S 600 por mes y 
por funcionario durante 10 años. Me parece que esta es 
la solución más barata para el Estado, porque la inamo- 
vilidad -como se dijo- ya la tienen. Además, esto nos da 
la oportunidad de aflojar lo que pueden significar los 
costos que tenemos por exceso de funcionarios en estas 
áreas. 


Entonces, si con esta coma que sugiere el señor Se- 
nador Brause, solucionamos un problema en la viabili- 
dad de estas disposiciones, me parece importante, por- 
que también sería viable para la sociedad y el país. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En primer lugar, señor 
Presidente, tenemos un proyecto presentado por los se- 
ñores Senadores del Partido Nacional, que seguramente 
recibirá algunos aportes -algunos de ellos son los mis- 
mos que el señor Senador Gallinal ha hecho al proyecto 
del Frente Amplio- y que, en principio, es el que cuenta 
con nuestros votos. 


Hay un segundo proyecto, que es el presentado por 
los señores Senadores Astori, Couriel y Rubio, que con 
los aportes que ha señalado el señor Senador Gallinal, 
también contaría con nuestro apoyo, si eso supone lle- 
gar a un consenso o a una votación más amplia que la 
que obtendría el primer proyecto que he mencionado. 
Tal como ya hemos afirmado, desde el punto de vista 
estrictamente político, para nosotros es un elemento muy 
valioso que se ensanche la base de apoyo a este proyec- 
to. En ese sentido, debo decir que así como no nos 
gustan algunas normas relativas a los plazos a aplicar a 
las reservas de cargos, a pesar de los aportes enriquece- 
dores que ha realizado el señor Senador Gallinal, esta- 
mos conscientes de que en estos asuntos siempre debe 
hacerse una evaluación acerca de lo que se gana y se 
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pierde. Repito que para nosotros resulta un elemento 
muy significativo la ampliación de la base de apoyo a 
este proyecto, lo cual nos permite aceptar aspectos que 
en otras circunstancias no admitiríamos. 


En definitiva, hemos consolidado una base con el 
Partido Nacional a través del proyecto que sus Senado- 
res han planteado, con el enriquecimiento de que ha 
sido objeto. Por su parte, el segundo proyecto que ha 
presentado el señor Senador Gallinal contaría con nues- 
tra aceptación, en la medida en que se nos permita reali- 
zarle aportes a partir del acuerdo político con las otras 
fuerzas aquí representadas. En este sentido, por ejem- 
plo, lo relativo a la reserva del cargo es un aspecto que 
me gustaría analizar a la luz del apoyo político con que 
se cuente. Asimismo, quiero destacar que algunas partes 
del proyecto que no me gustan, pero ha sido enriqueci- 
do con nuevos aportes, debemos considerarlo teniendo 
en cuenta el apoyo que reciba. Si tiene mucho apoyo 
recibirán nuestra adhesión. 


SEÑOR ASTORI.- Agradecemos la transparencia de 
sus conceptos, señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Entiendo que es nuestra 
obligación ser claros en nuestra posición. 


SEÑOR ASTORI.- Sin duda ha sido absolutamente 
claro y lo agradecemos. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Con respecto al régimen 
de trabajo, considero que tendríamos que trabajar un 
poco más sobre el tema de la URSEA, ya que si bien lo 
hemos analizado, hay dos o tres aportes que los repre- 
sentantes del Partido Nacional y del Partido Colorado 
quisiéramos hacer. En todo caso, señor Presidente, una 
de las alternativas que se nos presenta es la de continuar 
y culminar esta tarde con el tratamiento del proyecto, 
que no hay que votar -entre otras razones porque tene- 
mos estructurado un “Plan A” y un “Plan B”, por decir- 
lo de alguna manera- a fin de no forzar una aprobación 
cuando todavía hay fuerzas políticas que no están en 
condiciones de expresarse. La otra alternativa que po- 
demos manejar es la de continuar mañana, de modo que 
esta tarde se puedan llevar a cabo las consultas políticas 
necesarias. 


SEÑOR ASTORL.- Señor Presidente: por nuestra parte 
no estamos en condiciones de votar debido a que, como 
ha dicho el señor Senador Atchugarry tenemos la necesi- 
dad de hacer ciertas consultas políticas en nuestra Banca- 
da. Por consiguiente, proponemos que continuemos el 
tratamiento de este proyecto mañana a la hora 10. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo acuerdo por parte 
de todos los señores Senadores, se levanta la sesión. 
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(Así se hace. Es la hora 12 y 21 minutos) 
COMISION ESPECIAL DE SERVICIOS PUBLICOS 


(Sesión celebrada el día 7 de diciembre de 2001) 


ASISTENCIA 
Presiden: Senador Wilson Sanabria Presidente de la 
Comisión. 
Miembros: — Senadores Danilo Astori, Alejandro Atchu- 


garry, Alberto Brause, Victorio Casartelli, 
Ruben Correa Freitas, Alberto Couriel, Fran- 
cisco Gallinal, Luis Alberto Heber, Rafael 
Michelini y Enrique Rubio. 


Concurren: Representante Nacional Ronald Pais y Di- 
rector General Legislativo Luis M. Paravis. 


Secretarias: Raquel Suárez Coll y Josefina Reissig. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 34 minutos.) 


SEÑOR GALLINAL .- En el día de hoy estamos con- 
vocados para continuar con la consideración del tema 
Unidad Reguladora. Sin perjuicio de ello quería seña- 
lar, respecto al proyecto del cual hablamos en el día de 
ayer sobre la asociación de ANCAP, que hoy de maña- 
na tuve una conversación con los señores Representan- 
tes Iván Posada, Ricardo Falero y Pablo Mieres, quie- 
nes me sugirieron un artículo que, por lo menos a juicio 
del Partido Nacional, no hay inconveniente en agregar. 
Aclaro que sólo tuve oportunidad de consultar al señor 
Senador Atchugarry. 


En este artículo se pretende establecer que aquellos 
que representen a ANCAP en el Directorio de la nueva 
sociedad tengan la misma incompatibilidad que la que 
hoy tienen los Directores del Banco de Previsión So- 
cial, es decir, que no puedan ser candidatos hasta trans- 
currido un período de Gobierno. Esta es la única suge- 
rencia que me han hecho. 


Si no hubiera objeción, esta propuesta estaría inclui- 
da en el artículo 10 del proyecto, o sea, el artículo 
anterior referido a los funcionarios públicos 


SEÑOR COURIEL.- Hemos recibido en el día de 
ayer una respuesta del Partido Colorado y del Partido 
Nacional a la propuesta que realizamos los Senadores 
del Frente Amplio. Quisiera comunicar a la Comisión 
que, según se había resuelto, el martes se votaría y que, 
por lo tanto, el Frente Amplio el día lunes tomaría una 
posición definitiva en sus organismos correspondientes. 
A tales efectos, nos gustaría poder llevar el texto más 
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limpio posible de la respuesta que están dando los dos 
partidos tradicionales para ser considerado. 


En este momento estamos agregando el artículo 10 y 
estoy borrando la palabra “La Teja” del artículo 7” lite- 
ral b), que quedaría redactado de la siguiente manera: 
“Durante el plazo en que se desarrolle la actividad de la 
nueva sociedad se mantendrá la actividad de refinación 
en la refinería de propiedad de ANCAP.” 


Quisiera leer el literal b) del artículo 8” y una redac- 
ción lo más aproximada posible del artículo 9, que se 
refiere a la nueva sociedad para la logística e infraes- 
tructura. 


SEÑOR MICHELINI.- Desearía saber qué texto fue 
el que se tomó como base. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un texto con fecha 6 
de diciembre de 2001 que repartiríamos a efectos de 
trabajar sobre el mismo dado que, a criterio de la Mesa, 
está más limpio que los demás. 


Por otro lado, estaríamos planteando una modifica- 
ción a introducir en el artículo 1” del proyecto mencio- 
nado, o sea, del 6 de diciembre. Concretamente en lugar 
de “refinado” proponemos poner “mantener la refina- 
ción”, lo que gramaticalmente sería más adecuado. 


En realidad, la palabra “refinería” estaba asociada a 
La Teja y, como ésta no figura, proponemos ese cam- 
bio. 


Por otro lado, quisiera saber si estamos de acuerdo 
con la expresión “asegurar el suministro”. También se 
habla de preservar los derechos laborales de los trabaja- 
dores de la empresa y mantener su capacidad de genera- 
ción de recursos fiscales. 


La idea apunta a que mañana el socio, en la nueva 
sociedad, puede decir que no está comprometido a cum- 
plir. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que hoy vamos a hacer 
un esfuerzo por obtener un borrador de conceptos, pero 
sobre la letra final se va a trabajar el día lunes o, en 
todo caso, el martes. Creo que no debemos intentar lo- 
grar redacciones perfectas, sino alcanzar un articulado 
limpio en los aspectos conceptuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cabe recordar que este 
planteo fue registrado en la propuesta del Encuentro 
Progresista-Frente Amplio, en la que se dice: “y asegu- 
rar su capacidad de creación de recursos fiscales”. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- A los efectos de las con- 
sultas políticas que se tienen que formular, y aunque no 
contamos aún con una respuesta formal de ANCAP res- 
pecto a lo que en este proyecto era el artículo 9” referi- 
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do a la sociedad vinculada a la logística o infraestructu- 
ra -o como se desee denominar- desearía arriesgar una 
tentativa para que por lo menos puedan realizarse con 
una mejor aproximación. 


En el artículo 9” de la redacción original -que no 
figura en el material que nos acaban de entregar porque, 
como puede verse, dice “En consulta con Sanguinetti”, 
por lo que para acceder al texto original hay que remi- 
tirse al proyecto también originalmente presentado por 
los señores Senadores Couriel y Astori- que es el 9” bis 
en el repartido que recibimos en este momento, sugerl- 
ríamos que se dijera: “Simultáneamente con la constitu- 
ción de la nueva sociedad, se creará otra, también bajo 
la forma de sociedad anónima, cuyo capital accionario 
y gestión corresponderán en un 100% (cien por ciento) 
a ANCAP.” 


Hasta aquí la redacción que tenía originalmente el 
texto. Luego, diría: “Esta sociedad mantendrá la admi- 
nistración del muelle de La Teja y de las plantas de 
almacenaje del interior situadas en Juan Lacaze, Duraz- 
no, Treinta y Tres y Paysandú”, y seguiría: “y en forma 
parcial el parque de tanques de La Teja y la planta de 


almacenamiento de La Tablada.” 


Cabe aclarar que decimos “parcial” porque el par- 
que de tanques de La Teja y la planta de almacenamien- 
to de La Tablada también son de uso necesario por la 
refinería, y el propósito de esta sociedad es diferenciar 
la administración y manejo, así como mantener control 
-aunque bajo la forma de sociedad anónima, a ser cien 
por ciento de ANCAP- de una sociedad que habilite, 
por ejemplo, a que si el socio no cumple, pueda hacer 
una importación directa. De alguna manera, con esta 
expresión se estaría independizando esa área logística 
de la sociedad del privado. ¿Por qué no se incluye la 
boya petrolera y los oleoductos? Porque sólo son de 
utilización por quien refina. 


El segundo inciso del artículo 9* bis, diría: “ANCAP 
prestará servicios de logística a aquellas empresas que 
el organismo regulador habilite.” 


El tercer inciso expresaría: “A solicitud de ANCAP 
corresponderá a dicha sociedad prestar los servicios a la 
importación de combustible refinado mientras se man- 
tenga el monopolio en la materia”. ¿Cuál es el porqué 
de esto? Porque el monopolio está jurídicamente ubica- 
do en ANCAP, Administración Nacional de Combusti- 
bles, Ente Autónomo, que lo sigue teniendo; la sociedad 
va a brindar el servicio material necesario. Por esa ra- 
zÓn es preciso que tenga la administración del muelle 
de La Teja, sin perjuicio de la Ley de Puertos; tal vez 
sea preciso agregarlo en alguna parte de la Ley. 


Reitero que esta sería una redacción tentativa, 
porque probablemente no tengamos la respuesta de 
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ANCAP hasta el lunes próximo. En consecuencia, 
me pareció de interés mencionarlo. 


SEÑOR ASTORI.- Quiere decir que estaríamos eli- 
minando del artículo la administración de la boya petro- 
lera y los oleoductos. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Exactamente, señor Se- 
nador, y se estaría incluyendo al muelle de La Teja. 


SEÑOR COURIEL.- En forma parcial se estaría in- 
cluyendo al parque de tanques de La Teja. 


SEÑOR ASTORI.- Así es, señor Senador; y también 
a la planta de almacenamiento de La Tablada. 


Adelanto -lo podremos ver después- que la expre- 
sión “en forma parcial” es un poco ambigua, por lo que 
habría que buscar algún equivalente conceptual. Advierto 
el concepto, pero reitero que desde el punto de vista 
legislativo esa expresión es ambigua, por lo que debe- 
ríamos buscar otra más precisa. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Concuerdo en cuanto a 
que tendríamos que buscar otra expresión. De todos mo- 
dos, el concepto es que la sociedad tenga pleno y direc- 
to acceso a parte de estas instalaciones; sin embargo, 
como también son de uso necesario por la refinación, 
habría que buscar otro término. Sin perjuicio de ello, 
aclaro que “parcial” quiere decir algo parecido a “com- 
partido”, aunque ninguna de las dos son expresiones 
adecuadas en este caso, pero todos tenemos claro el 
concepto. Supongo que alguno de los señores Senado- 
res podremos suministrar una reflexión sobre el tema. 


Aclaramos que estas precisiones las hacemos a los 
efectos de poder realizar la consulta del caso y que es 
más o menos lo que habíamos hablado los señores Se- 
nadores que revisamos este proyecto, pero que quedó 
en consulta con ANCAP. Reitero que trasmito lo que a 
los Legisladores que realizamos la consulta -esto es los 
señores Senadores Gallinal, Heber, Brause, entre otros- 
nos pareció la mejor salida. 


SEÑOR RUBIO.- Se parte de la idea de que habría 
una especie de monopolio natural de refinación por par- 
te de la sociedad y, de acuerdo con eso, se hace -si 
entiendo bien la propuesta- una división técnica de la 
infraestructura, en cuanto a que la importación de crudo 
queda en la órbita de la sociedad y la que corresponde a 
la importación de refinado permanecería en la sociedad 
logística asociada. Se plantea la dificultad de unos tan- 
ques, que son de uso compartido, porque sirven para 
ambas finalidades. 


SEÑOR ASTORI.- ¿El concepto de utilización par- 
cial se extiende también a las plantas de almacenaje del 
interior? 
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SEÑOR COURIEL.- No, señor Senador. 


SEÑOR ASTORI.- Entonces, hay que elaborar con 
cuidado la redacción; inclusive, solicitaría una lectura 
adicional. 


SEÑOR COURIEL.- Dice: “Simultáneamente con la 
constitución de la nueva sociedad, se creará otra, tam- 
bién bajo la forma de sociedad anónima, cuyo capital 
accionario y gestión corresponderán en un 100% (cien 
por ciento) a ANCAP. Esta sociedad mantendrá la ad- 
ministración del muelle de La Teja y las plantas de 
almacenaje del interior situadas en Juan Lacaze, Duraz- 
no, Treinta y Tres y Paysandú, y en forma parcial el 
parque de tanques de La Teja y la planta de almacena- 
miento de La Tablada”. 


El segundo inciso dice: “ANCAP prestará servicio 
de logística a aquellas empresas que el organismo regu- 
lador habilite. A solicitud de ANCAP corresponderá a 
dicha sociedad prestar los servicios de importación de 
combustible refinado mientras se mantenga el monopo- 
lio en la materia”. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Si concluimos con este 
asunto, me gustaría pasar a otro tema. 


En el día de ayer, la Presidencia, en su magnanimi- 
dad, tuvo a bien repartirnos una hoja encabezada de la 
siguiente manera. “Diciembre 6 de 2001. Hora 11:02 
AM.” A continuación se dice “Artículo sin número. Sus- 
titutivo artículo 8” literal d).” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso está incluido en el pro- 
yecto del 6 de diciembre. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Concretamente, se ha in- 
corporado al final de la página 2 del Repartido que hace 
referencia al texto tentativo del 6 de diciembre. Se ha 
incorporado, aclaro, con la diligencia que caracteriza a 
nuestra excelente Secretaría. 


Dice: “Hasta la fecha efectiva en que deje de ser 
monopolio la importación de combustibles derivados 
del petróleo, compete al Poder Ejecutivo, con el aseso- 
ramiento de la URSEA (Organo Regulador), la fijación 
de los precios máximos de venta en toda la cadena de 
comercialización de dichos productos. 


A partir de la fecha efectiva en que deje de ser mo- 
nopolio la importación de combustible derivado del pe- 
tróleo, el Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la 
URSEA (Organo Regulador), fijará los precios máxi- 
mos de venta en toda la cadena de comercialización 
cuando los mismos se encuentren desalineados respecto 
de la región o la paridad de importación referida en el 
literal anterior o se sospeche la existencia de conductas 
abusivas o colusivas en el operador del mercado. 
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El Organo Regulador regulará la competencia para 
garantizar igualdad de condiciones entre los distribui- 
dores mayoristas, fleteros y estaciones de servicio.” 


Más allá de las redacciones -que seguramente ame- 
ritan un trabajo- quería señalar que esto atiende a la 
propuesta original de los señores Senadores Couriel y 
Astori y que, a pedido de los Senadores de la coalición, 
nos han hecho llegar los abogados de ANCAP. Este es, 
pues, el origen de este asunto. 


SEÑOR MICHELINI.- Aquí se dice: “Hasta la fe- 
cha efectiva en que deje de ser monopolio la importa- 
ción de combustibles derivados del petróleo, compete al 
Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la URSEA 
(Organo Regulador), la fijación de los precios máxi- 
mos”, etcétera. ¿Qué quiere decir esto? ¿Que una vez 
que haya libre importación, el Poder Ejecutivo no podrá 
fijar precios máximos? 


Quiero ser cuidadoso en habilitar algo en la licita- 
ción que luego no tenga retroceso. Me parece que el 
Poder Ejecutivo, asesorado por la URSEA, debe tener 
alguna potestad, porque estamos hablando de un servi- 
cio público. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con respecto a la estruc- 
tura -que, insisto, seguramente merece alguna claridad 
mayor- entiendo que el Poder Ejecutivo estaría obliga- 
do a fijar precios en todos los eslabones de la cadena de 
comercialización -o sea ex planta- al distribuidor; de 
éste a la estación y, por último, de ésta al público, mien- 
tras dure el monopolio de la importación de refinados, 
que en los proyectos de los que estamos hablando supo- 
ne hasta el quinto año. 


A partir de esa fecha, la fijación no es preceptiva; ni 
siquiera es, digamos, arbitraria. Es decir que no a sim- 
ple gusto del Poder Ejecutivo puede fijarlo, sino que se 
establecen las hipótesis de intervención administrativa 
en los precios, cuando estén desalineados, como se dice 
aquí. Esto es así a pesar de que va a estar obligado 
contractualmente a estar alineado con la paridad de im- 
portación durante toda la vida de la concesión. Pero 
supongamos que eso no se cumpliera, igual lo puede 
fijar y, en especial, puede participar en la fijación de los 
márgenes de la cadena. Por ello, creo que a eso va la 
expresión “cuando haya conductas abusivas”, porque evi- 
dentemente se está pensando entre una parte de la cade- 
na de comercialización y la otra, o referidas al público. 


En consecuencia, creo que también hay que leer esto 
con el segundo inciso, que dice que regulará la compe- 
tencia para garantizar la igualdad de condiciones entre 
distribuidores mayoristas, fleteros y estaciones de servi- 
cio. 


Como esta regulación no es sólo en materia de pre- 
cios, imaginemos qué puede ocurrir en el 2008 o en el 
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2010. ¿Las estaciones pueden constituir, a su vez, un 
distribuidor, como ha ocurrido en Chile, e importar o 
negociar directamente con el refinador? Esa es una hi- 
pótesis. ¿Puede o no haber estaciones blancas? Eso es 
todo lo que tendrá que regular la Unidad a partir del 
2006 ó 2007. Entre esas facultades, aparentemente la 
propuesta es que también en algún caso pueda llegar a 
regular los márgenes -si los hubiera- o los precios. 


SEÑOR ASTORI.- Solamente quería señalar dos co- 
sas. 


De la redacción de este sustitutivo del literal d) del 
artículo 8” se desprende que tácitamente podría haber 
en el desarrollo de la cadena, esto es, entre los dos 
extremos, lo que ayer denominábamos bandas de pre- 
cios, lo cual me parece el mejor método para asegurar, 
s1 no una equidad, por lo menos, que se evite que allí 
haya abusos de posiciones dominantes. 


En segundo término, siguiendo las líneas genera- 
les del proyecto de ley, sugeriría no utilizar la sigla 
“URSEA”, sino la expresión “Organismo Regulador”. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Sin perjuicio de los es- 
fuerzos de redacción que seguramente se harán en cuan- 
to al texto, quisiera señalar que en el mismo repartido 
proveniente de la ANCAP también se nos hizo llegar 
una preocupación. En realidad, se ha plasmado esta in- 
quietud en forma de artículo. En el período comprendi- 
do entre la aparición de esa regulación y la caída del 
monopolio correspondiente, ANCAP desearía contar con 
algún aval para poder seguir regulando parte de sus 
contratos, a condición de que no sean más gravosos. 


Adelanto que no voy a hacer referencia a este artícu- 
lo porque, a mi juicio, debería redactarse de otra mane- 
ra. De todos modos, considero que es legítimo darle 
certeza jurídica para que se pueda mantener esta larga 
historia contractual que aún perdura, porque hay esta- 
ciones que tienen plazos contractuales por diez o quince 
años. 


Considero que es una preocupación sana, buena y 
legítima de los señores abogados de ANCAP el querer 
otorgar determinada certeza, independientemente de la 
forma en que se puede interpretar la norma, ya que 
puede seguir funcionando hasta que haya una regula- 
ción efectiva que introduzca un cambio. Por tanto, qui- 
zás se podría introducir alguna frase en el literal d) que 
deje claro que esos contratos no han quedado sin marco 
normativo. 


Reitero que considero válida y correcta la preocupa- 
ción que nos han hecho llegar, por lo que cuando ajus- 
temos la redacción de esta disposición será necesario 
incorporar alguna frase que deje claro que esos contra- 
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tos siguen amparados por la sobrevida del régimen an- 
terior legislativo. 


SEÑOR COURIEL.- Si me permiten, quisiera seña- 
lar dos aspectos. 


Por un lado, reitero que en varias oportunidades plan- 
teé la necesidad de no establecer fechas fijas, sino hacer 
referencia a un período de tiempo a partir de la adjudi- 
cación, ya sea en el 2004 o en el 2006. Aclaro que lo 
digo para que quede constancia, ya que puede solucio- 
narse después. 


Por otra parte, solicitaría que lo antes posible pudié- 
ramos contar con una versión limpia de estas disposi- 
ciones y que, donde dice “texto Sanguinetti”, se agre- 
guen el artículo que leyó el señor Senador Atchugarry y 
el 10/1 que acaba de presentar el señor Senador Galli- 
nal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará, señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- A pesar de que en Co- 
misión realizamos un trabajo importante referido a la 
URSEA -donde quedó más o menos armado el texto- 
indudablemente todos nos damos cuenta de que si se 
van a hacer consultas políticas, sobre ANCAP no po- 
dremos avanzar demasiado. 


De todos modos, como se trata de cuestiones muy 
técnicas que en su momento el propio señor Presidente 
y el señor Senador Correa Freitas nos hicieron llegar -y 
cuyo origen es la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to- solicitaría que por lo menos se incorporara este tex- 
to que se ha repartido en el proyecto tentativo que en su 
momento la Mesa nos hará llegar sobre la URSEA. Asi- 
mismo, cuando se dice que se sugiere modificar el se- 
gundo inciso de determinada manera, debería hacerse 
referencia al artículo 2*. 


Por otra parte, en la segunda hoja de este repartido 
figura una modificación al artículo 17 relativa al nom- 
bre que va a tener el Programa. Una cosa es el nombre 
de la Unidad y otra el del programa. Lo aclaro a fin de 
que los señores Senadores adviertan que no existe una 
consideración política en este tema. 


Por tanto, sugeriría que estos textos se incorporaran 
porque son estrictamente de buen orden administrativo. 
Los otros aspectos que se planteen podrán ser conside- 
rados el próximo martes, cuando se analice lo relativo a 
la Unidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará, señor Sena- 
dor. 


CAMARA DE SENADORES 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera compartir con los 
integrantes de la Comisión una inquietud que, precisa- 
mente, me trasladó el señor Senador Correa Freitas en 
el día de ayer, a nombre del Foro Batllista. Concreta- 
mente, me indicó que ellos no compartían la reserva de 
cargos sin plazo; a su juicio, debería fijarse un plazo de 
cinco años. 


Recogiendo una idea que también ellos sugirieron 
-en el sentido de que serían partidarios de dar incenti- 
vos para reducir la plantilla de funcionarios- pensé que 
podríamos incluir un artículo en este proyecto que fa- 
cultara a ANCAP a otorgar incentivos a los funciona- 
rios, de tal modo que estos deban optar entre la reserva 
del cargo y el incentivo, pero no ambos. Pienso que esta 
medida sería una suerte de atenuante y viabilizaría el 
voto de los representantes del Foro Batllista, en el que 
estamos muy interesados en cuanto a este proyecto, al 
igual que el de todos los demás señores Senadores. 


SEÑOR MICHELINI.- Si el señor Senador Gallinal 
va a trabajar en ese tema, creo que sería conveniente 
disponer que esa decisión pudiera ser tomada al año, 
porque según la norma se genera una incertidumbre para 
el funcionario en cuanto a qué va a pasar. En cambio, si 
esto sucede al año, podrá optar entre un incentivo y la 
reserva de su cargo, porque ya tendrá ciertas garantías o 
habrá hecho sus propias evaluaciones. Entonces, sugie- 
ro que esto no se tenga que hacer cuando el funcionario 
asuma, sino luego de un plazo que permita que la norma 
sea viable. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: va- 
loramos mucho el esfuerzo que han hecho el señor Se- 
nador Gallinal y la Bancada del Partido Nacional com- 
prendiendo el planteo político que hemos realizado en 
el día de ayer, con el mejor espíritu, por supuesto, a 
favor de los intereses del país y del Estado. 


Nos preocupa que estos temas, que naturalmente lue- 
go son objeto de análisis por parte de la ciudadanía y de 
los medios de comunicación, no se reflejen como una 
debilidad de los parlamentarios y del sistema político, 
que benefician exclusivamente a un grupo de funciona- 
rios, como los públicos, a quienes de alguna manera se 
les da cierta estabilidad, que no tienen los empleados 
privados. 


Nos parece que la solución que plantea el señor Se- 
nador Gallinal es viable y estamos de acuerdo con ella; 
sin perjuicio de ello, continuaremos trabajando para fle- 
xibilizar esta norma, pero pensamos que es una buena 
vía de entendimiento que estamos dispuestos a apoyar. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Señor Presidente: en este 
estado de cosas, propongo hacer un cuarto intermedio 
hasta el próximo martes a las 10 de la mañana con el 
propósito indefectible de buscar el pronunciamiento a 
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través del voto de la Comisión, en función de lo que 
oportunamente nos quedó como plazo, ya que en la 
semana entrante tendrán lugar las últimas sesiones de 
este Período. En consecuencia, con el propósito de lle- 
var a Sala el informe de la Comisión y a la espera de 
obtener el trabajo de la Secretaría, sugiero pasar a cuar- 
to intermedio, claro está, no sin antes escuchar al señor 
Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: en el pro- 
yecto de la Unidad Reguladora habría que agregar la 
tarea de perforación y exploración del petróleo crudo. 


Por otro lado, en este momento hay una Unidad Pla- 
nificadora en la UTE que determina las inversiones para 
asegurar el suministro de energía a largo plazo frente a 
cualquier problema que pueda surgir. Por ello, tiene una 
idea acerca de cuánto crece la demanda y garantiza el 
suministro de energía frente a algunos problemas que se 
puedan dar. Pregunto si esa Unidad Planificadora sigue 
quedando en UTE, al igual que esa tarea. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Sí, señor Senador. Le res- 
pondo con total seguridad porque ya existe y tiene un 
papel regulador. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero señalar que el texto que se 
está distribuyendo incorpora la modificación que pro- 
puso el señor Senador Astori en el sentido de que no se 
hablara de la URSEA sino del Organismo Regulador. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: en el ánimo 
de colaborar en la mejor redacción del proyecto que 
refiere al órgano de control o regulador, sugiero dos 
correcciones que, a mi juicio, son importantes. 


En el inciso segundo del artículo 1” del texto tentati- 
vo se dice que comprenden a esta Unidad Reguladora 
las competencias de contralor y control. A mi modo de 
ver, el término “contralor” está de más; tendría que que- 
dar solamente la expresión “competencias de control”. 
Indudablemente, existe un uso, a mi entender desafortu- 
nado, del léxico en el sentido de utilizar la palabra “con- 
tralor” cuando se quiere hablar de control. Nunca está 
de más acudir al diccionario, al que sé que habitualmen- 
te también recurre el señor Senador Astori. Precisamen- 
te, el diccionario define la palabra “contralor” como: 
“Oficio honorífico de la casa real según la etiqueta de la 
de Borgoña, equivalente a lo que, según la de Castilla, 
llamaban veedor. Intervenía las cuentas de los gastos, 
las libranzas, los cargos de alhajas y muebles, y ejercía 
otras funciones importantes”. También, como otra acep- 
ción, dice: “En el cuerpo de artillería y en los hospitales 
del ejército, el que interviene en la cuenta y razón de 
los caudales y efectos”. Como vemos, esto no concuer- 
da con lo que se quiere decir y, por ello, habrá que ser 
más precisos en el uso del lenguaje, que reconozco es 
muy dinámico y cambia constantemente. No obstante, 
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aquí tendríamos que conservar la palabra “control” y 
eliminar el término “contralor”. 


(Apoyado) 


-Además, en el artículo 22 del texto tentativo se da 
una nueva redacción a los artículos 74 y 76 de la Ley 
N* 17.296, lo que está bien porque se quiere plantear 
una simetría entre la URSEC y lo que hoy en día esta- 
mos previendo legislar sobre la URSEA. Por lo tanto, 
los señores Senadores podrán apreciar que en el inciso 
segundo del artículo 74, que obtiene una nueva redac- 
ción de acuerdo con el artículo 22, se hace referencia a 
la URSEA, cuando en realidad debería aludirse a la 
URSEC. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con respecto al inciso 
tercero del artículo 16, tal vez los miembros de la Co- 
misión recuerden que había una propuesta que se refería 
al tres por mil, mientras quien habla había sugerido el 
uno por mil. Después de amables intercambios con el 
contador Davrieux, se acordó poner en el texto que no 
se podrá superar el dos por mil. 


SEÑOR GALLINAL.- Continuando con la misma 
tónica de los señores Senadores Brause y Atchugarty, 
en primer lugar quisiera hacer una pregunta. 


En el artículo 1%, inciso segundo, donde se estable- 
cen las competencias de control de la URSEA, ¿no de- 
beríamos ampliar el concepto en el sector combustibles 
derivados de hidrocarburos e incluir el petróleo y sus 
derivados? De lo contrario, me parece que estaríamos 
cercenando las posibilidades en este tema que no debe- 
ría abarcar solamente a los combustibles derivados de 
hidrocarburos. Si vamos a aplicar las condiciones técni- 
cas y de calidad en el contralor del petróleo que ingrese 
al país, por lo menos deberíamos establecerlo. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Podría establecerse: 
“petróleo, combustibles y otros derivados de hidrocar- 
buros”. 


SEÑOR GALLINAL.- Esto serviría para hacer los 
ajustes también en el literal c) del artículo 14, donde 
iría una redacción de características similares, aunque 
tal vez haya otro artículo que ahora no recuerdo. 


Por otro lado, quiero dejar una constancia porque no 
pretendo volver atrás en la discusión del tema, pero en 
el momento en que se discutió, olvidé hacer este funda- 
mento. En el artículo 22 de la Ley de Presupuesto mo- 
dificamos las normas referidas a la Unidad Reguladora 
de Servicios de Comunicaciones para alinearlas con los 
mismos conceptos que tienen que ver con la URSEA. 
Para ello establecimos que los integrantes, tanto de la 
URSEC como de la URSEA, podrán ser cesados por el 
Presidente de la República actuando en Consejo de Mi- 
nistros mediante resolución fundada. 


C.S.-725 


726-C.S. 


Sólo intento dejar este fundamento; si los señores 
Senadores consideran que vale la pena reestudiarlo, lo 
haremos. En realidad, cuando propusimos un período 
de gobierno de seis años para los integrantes de la 
URSEC pretendíamos que en su independencia técnica 
estuvieran desvinculados, en el tiempo de sus mandatos, 
de los Gobiernos. Por la misma razón establecíamos 
que para su cese tenían que darse determinados requisi- 
tos y condiciones porque, de lo contrario, habría una 
libre voluntad de cesar a los miembros de las Unidades 
Reguladoras, que se contradice con el fundamento en 
función del cual fueron creadas. Esto estaría dentro de 
los límites constitucionales que tenemos en el país, don- 
de necesariamente todo cuenta con la última palabra del 
Poder Ejecutivo, pero de todas maneras queríamos que 
existiera el máximo posible de independencia técnica. 
Adelanto que votaré en estas condiciones y que voy a 
acompañar el proyecto de ley tal cual está, pero deseaba 
dejar esta constancia porque, reitero, cuando introduje 
este concepto en la definición de los seis años y los 
fundamentos para el cese pretendí otorgar una indepen- 
dencia técnica que ahora estamos perdiendo en alguna 
medida. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En la misma línea de 
razonamiento del señor Senador Gallinal, creo que se 
trata de una decisión política que tendremos que adop- 
tar en cuanto a si realmente queremos que los integran- 
tes de la URSEC y de la URSEA tengan un período de 
seis años. 


Es evidente que basta un cambio de Gobierno para 
que, de acuerdo con esta normativa, sean cesados por 
resolución fundada, más allá de que los fundamentos de 
la resolución puedan decir que se trata de razones de 
mejor servicio o de política que hacen necesario el cam- 
bio. Tal vez, lo que podemos hacer es mantener esta 
redacción y agregar: “por las causales de ineptitud, omi- 
sión o delito, o actos que afecten la dignidad de su 
cargo”. Esto sería algo parecido a lo que figura en la 
redacción de los artículos 197 y 198 de la Constitución, 
en lo que tiene que ver con los Directores de los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En relación con lo que 
dijo el señor Senador Gallinal, debo señalar que esa 
situación, sin duda, nos ha pesado a todos. Estábamos 
convencidos de que el manual del buen regulador parte 
de la base de cierto grado de independencia. 


Por su parte, quisiera recordar al señor Senador Co- 
rrea Freitas que cambiamos esto porque también se plan- 
teó algo tan legítimo como, por ejemplo, qué grado de 
control o de responsabilidad ante el Parlamento se tie- 
ne. Razonablemente, si el Poder Ejecutivo no está en 
condiciones de sustituir a quien genera las políticas, 
tampoco puede ser responsable, en especial cuando se 
trate de un nuevo Gobierno. Por ejemplo, dados ciertos 
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reguladores nombrados por el Gobierno anterior, tam- 
bién tendrán políticas de ese Gobierno, por lo que el 
actual no puede hacerse responsable. 


Creo que ambos aspectos son valiosos, pero entre 
elegir que tengan un poco menos de independencia y 
que no haya una responsabilidad política en el actuar, 
en el sentido más superior en cuanto a que haya una 
expresión del Parlamento a propósito de si la política 
de hidrocarburos cuenta con su respaldo -o sea, que 
estamos hablando de las grandes líneas políticas y no de 
problemas menores- se optó por el actual. ¿Puede haber 
un organismo regulador cuya política sea totalmente di- 
ferente y aun contrapuesta con la del Gobierno en el 
sentido amplio, es decir, Parlamento y Poder Ejecutivo? 
Parecería que no. Insisto en que ambas cosas son valio- 
sas y por eso en cierta medida sacrificamos una de ellas. 


Quiero decir al señor Senador Gallinal que compar- 
to su punto de vista y su constancia, así como recordar 
al señor Senador Correa Freitas que sacrificamos un 
poco ese punto de vista en aras del otro que también era 
valioso. 


Quiero agregar que en el momento en que no tenga- 
mos más comentarios para hacer, plantearía un cuarto 
intermedio hasta el próximo martes a la hora 10, en el 
buen entendido de que estaríamos tratando de promover 
una sesión extraordinaria para ese mismo día, a fin de 
comenzar el tratamiento de todos estos asuntos que se- 
guramente insumirán más de una sesión, sin perjuicio 
de que además hay un compromiso con el señor Sena- 
dor Pereyra a propósito de un tema diferente. 


Quería dejar esta constancia para que todos poda- 
mos armar la agenda de trabajo de la semana que viene. 


SEÑOR RUBIO.- Este tema de la inserción institu- 
cional, a mi juicio, es el punto clave de las Unidades 
Reguladoras porque, en realidad, todo lo demás es una 
literatura que puede ser más extensa o más breve, pero 
depende del marco de competencias y responsabilida- 
des de dichas Unidades y de sus miembros. Entonces, 
acá se optó por ese camino, el de la responsabilidad 
política. 


El problema radica -y creo que en esto hay amplia 
experiencia internacional- en que es muy difícil estable- 
cer el límite entre lo técnico y lo político. Por ese moti- 
vo después suceden cosas como ésta y es necesario ela- 
borar proyectos de ley que regulen la regulación, como 
el que acaba de proponer el señor Senador Correa Frei- 
tas y que en lo personal comparto. Esto se origina en 
textos que como éste, por ejemplo, dicen que no podrán 
establecerse regulaciones discriminatorias para los En- 
tes Autónomos y Servicios Descentralizados del domi- 
nio industrial y comercial del Estado que los coloque en 
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inferioridad de condiciones con respecto a sus competi- 
dores privados, etcétera. 


En consecuencia, reitero, el límite entre lo técnico y 
lo político es muy difícil de establecer. Incluso creo que 
a los miembros de las Unidades Reguladoras se les crea- 
rían situaciones personalmente complicadas. Si bien las 
únicas causales son las de ineptitud, omisión o delito o 
el equivalente, de pronto se puede haber hecho una bue- 
na gestión y lo que hay es una discrepancia sobre las 
orientaciones que se sustentan. 


Por todo esto pienso que ese camino, en cuanto al 
fondo del tema, es el mejor. 


SEÑOR ASTORI.- Deseo señalar que por dos veces 
se mantiene la palabra URSEA en el proyecto de ley 
cuando, en realidad, habíamos propuesto poner “Orga- 
nismo Regulador”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que la expre- 
sión “URSEA” va a ser sustituida por “Organismo Re- 
gulador”. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Cuando en el inciso se- 
gundo del artículo 1” se habla de asegurar y mantener, 
creo que sería preferible dejar la palabra asegurar. El 
día martes podremos hacer una lectura más detenida, 
incluso en lo que refiere a la palabra «URSEA” porque 
creo que habría una propuesta en el mismo sentido. De 
todos modos, para no discutir ahora sobre las expresio- 
nes “asegurar y mantener”, creo que el señor Presidente 
dentro de determinada elasticidad puede mantener la 
palabra “asegurar” y el próximo martes lo analizaría- 
mos con más detenimiento. 


SEÑOR MICHELINI.- Pienso que la redacción tie- 
ne que ser más pulida. En realidad, este es el borrador 
más limpio, pero el martes hay que afinar mucho más el 
tema de la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese sentido se actuará y 
el próximo martes culminaremos el trabajo. 


SEÑOR GALLINAL.- Señalo que el artículo 10.1 
pasaría a ser el 11 y cambiaríamos la numeración de 
todos los otros. 


Por otro lado, estamos pensando en la posibilidad 
de convocar al Senado para la próxima semana en régi- 
men de sesión extraordinaria. Simplemente quería trans- 
mitir esta idea a los compañeros de la Comisión porque 
seguramente no tendremos tiempo suficiente de discutir 
s1 se mantienen las sesiones ordinarias con hora previa. 
Es más, hay un pedido de exposición del señor Senador 
Pereyra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- El pedido de exposición 
solicitado por el señor Senador Pereyra ya fue presenta- 
do a la Secretaría del Senado y el Cuerpo será convoca- 
do para el día martes a las 15 horas. 


De todos modos, si interpreto bien lo planteado por 
el señor Senador Gallinal, presentaríamos una nota con- 
vocando a una sesión extraordinaria con régimen espe- 
cial para tratar los dos proyectos de ley que la Comisión 
seguramente aprobará el martes en la mañana. 


SEÑOR GALLINAL.- Por nuestra parte también es- 
tamos a la espera de una decisión que se tomará el lunes 
a la tarde. 


A su vez pediríamos, si es posible, que esta Comi- 
sión se reúna el martes a la hora 11. En realidad no 
tenemos mucho trabajo por delante; además, tenemos 
una reunión de agrupación parlamentaria prevista para 
la hora 10 de ese día. Seguramente, en el correr de la 
tarde de hoy y en la jornada del lunes podremos seguir 
puliendo el texto de los proyectos y, en consecuencia, 
no habría inconvenientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es trabajar el mar- 
tes a partir de la hora 11, a efectos de culminar el traba- 
jo de la Comisión y darle una hora o una hora y media a 
la Secretaría para que pueda imprimir el texto definiti- 
vo. Estaríamos trabajando, aproximadamente, hasta las 
14 horas, intentando redondear todos los aportes que se 
han hecho. 


Se levanta la sesión. 

(Así se hace. Es la hora 11 y 48 minutos.) 
COMISION ESPECIAL DE SERVICIOS PUBLICOS 
(Sesión celebrada el día 11 de diciembre de 2001) 

Preside: Senador Wilson Sanabria. 


Miembros: Senadores Marina Arismendi, Danilo Astori, 
Alejandro Atchugarry, Alberto Brause, Ru- 
ben Correa Freitas, Alberto Couriel, Francis- 
co Gallinal, Reinaldo Gargano, Luis Alberto 
Heber, Jorge Larrañaga, Rafael Michelini y 
Enrique Rubio. 


Concurre: Director General Legislativo Luis M. Para- 
vis. 


Secretarias: Raquel Suárez Coll y Josefina Reissig. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 14 y 40 minutos.) 


- La Mesa consulta a los señores Senadores acerca 
del régimen de trabajo en esta reunión, en la que se 
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aspira a presentar el proyecto de ley que la coalición de 
Gobierno está dispuesta sustentar y votar. 


En virtud de que se había pedido la hora, la Presi- 
dencia solicita a los compañeros que comprendan la 
situación generada y la demora consecuente, vinculada 
a la redacción y complementación de la propuesta, todo 
lo cual nos llevó a postergar el horario de comienzo de 
esta sesión. Dado que las postergaciones anteriores se 
plantearon con más tiempo y pudimos avisar, y en vir- 
tud de que en este caso, además, ha transcurrido media 
hora más de la última prórroga, reiteramos nuestra soli- 
citud de comprensión de los compañeros que legítima- 
mente, y en su momento, reclamaron la hora. Les plan- 
teo si no hay inconveniente en trabajar ahora durante 
media hora, y hasta las 15:00, en que está citado el 
Senado. 


SEÑOR MICHELINI.- Entiendo que la Comisión se 
levantó; por lo tanto, no perdamos de vista los aspectos 
formales. Si se quiere tomar ésta como una segunda 
convocatoria, no tengo ningún problema, pero reitero 
que la otra sesión se levantó. 


Un Senador pidió la hora y la sesión se levantó. Si 
quieren, celebramos otra, pero no estoy dispuesto a lle- 
varme por delante el Reglamento. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa entiende que si 
los señores Senadores están de acuerdo, desde el punto 
de vista reglamentario, la Comisión puede sesionar ofi- 
cialmente. En consecuencia, creo que corresponde pa- 
sar a votar si se sesiona a partir de este momento. 


SEÑOR GARGANO.- Yo vine a las 11 de la maña- 
na y comprendí el pedido de la Presidencia para sesio- 
nar a partir de la hora 12; pero llegado ese momento se 
nos dijo que se solicitaba la extensión de la prórroga 
hasta las 14 horas. Tampoco en ese momento hicimos 
cuestión, y estuvimos aquí en hora. Ahora bien, a las 14 
y 25, el señor Senador Michelini planteó el pedido de la 
hora. Eso está formalmente cumplido. Por eso pregunto 
qué necesita la mayoría de la Comisión. ¿Sesionar ofi- 
cialmente para aprobar en Comisión el proyecto de ley 
o dar cuenta de su contenido? Pregunto esto porque 
también se puede pedir que se lo plantee directamente 
en el Senado. ¿El señor Senador Gallinal quiere sesio- 
nar? 


SEÑOR GALLINAL .- Sí, quiero sesionar para apro- 
barlo. 


SEÑOR GARGANO.- No tengo inconveniente en 
aceptar que se sesione en otra reunión; esto es, convo- 
cada la Comisión por parte del Presidente, votar si se 
celebra sesión. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se celebra 
sesión. 


(Se vota:) 
- 12 en 12. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 14 y 43 minutos.) 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Ante todo, aclaramos que 
hemos pedido a la Secretaría de la Comisión que se 
realice el repartido correspondiente. 


En función de las novedades políticas y de que está 
programado trabajar en las últimas dos sesiones de este 
Período del Senado sobre este tema, hemos procurado 
en estas horas confeccionar un proyecto de ley. Tal como 
habíamos adelantado originalmente, si la iniciativa que 
se analizó en la Comisión en última instancia no logra- 
ba la base de aceptación política, íbamos a retornar al 
proyecto que también se había estudiado y que había 
sido presentado por el Partido Nacional. No obstante 
-de ahí el trabajo de estas horas- pareció del caso incor- 
porar numerosas normas del proyecto que en su mo- 
mento plantearon los señores Senadores Astori, Couriel 
y Rubio, en torno al cual trabajamos. 


En definitiva, lo que vamos a presentar hoy, en sí, 
tiene poca cosa nueva. Concretamente, hay una incor- 
poración de varias normas que, repito, ya fueron estu- 
diadas en lo que hace al proyecto del Partido Nacional. 


Este trabajo prevé un primer artículo relativo a la 
derogación de los monopolios de importación y refina- 
ción de petróleo crudo, a lo que se ha agregado también 
la derogación del monopolio de la exportación de pe- 
tróleo crudo y de refinados. 


Su artículo 2* es igual al presentado por el Partido 
Nacional, vinculado a la autorización para crear la so- 
ciedad a través de un llamado a licitación pública inter- 
nacional, y que recoge el artículo 3% del proyecto del 
señor Senador Couriel. 


Por su parte, el artículo 3” tiene que ver con la nece- 
sidad de aprobación de un plan básico de negocios, 
tema incorporado, también, de este último proyecto. 


El artículo 4” es igual al 5” de la última iniciativa 
analizada en Comisión, que establece que las decisiones 
estratégicas de la sociedad deben requerir el consenti- 
miento de ANCAP. 


El artículo 5* es igual al 6” del último proyecto, en 
él se señalan cuáles son las decisiones estratégicas, con 
algún pequeño acomodamiento de redacción, aunque bá- 
sicamente es idéntico a aquél. 
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El artículo 6* es idéntico al 8” del proyecto de ley 
considerado en Comisión. 


El artículo 7* otorga autorización al Poder Ejecutivo 
para fijar precios en toda la cadena que fue sugerida por 
ANCAP, lo que figuraba como literal d) del artículo 8* 
del proyecto que se trató en Comisión. 


Por su parte, el artículo 8” tiene una nueva redacción 
mediante la cual se establece que todos los aportes de 
bienes que ANCAP ingrese a la sociedad deberán ser 
realizados mientras dure ésta y que les serán restituidos 
a su finalización. Asimismo, se indica que ANCAP re- 
tendrá, al menos, el derecho de nuda propiedad en aque- 
llos bienes que pongan a disposición las sociedades en 
las que participa. 


El artículo 9 se refiere al aporte realizado en cuanto 
a las inhibiciones de los Directores, que figuraba con el 
número 10/1 del proyecto que se estudió en Comisión. 


En el artículo 10 se hace referencia a la creación de 
una sociedad de infraestructura o afiliada, o como se la 
quiera llamar. Esta norma es igual a la anterior; simple- 
mente, se ha mejorado la redacción en cuanto a las 
facilidades de acceso a los tanques de La Teja y La 
Tablada, ya que antes se utilizaba el término “parcial”, 
que no se entendía mucho. 


Con respecto al artículo 11, aclaro que aquí está 
repetido. 


Los artículos 12, 13, 14, 15, 16 y 17 refieren a fun- 
cionarios y han sido tomados tal cual tanto del último 
proyecto tratado en Comisión como del original presen- 
tado por el Partido Nacional, con la variante presentada 
por los señores Senadores Correa Freitas y Michelini. 


SEÑOR GALLINAL.- La variante a la que se refie- 
re al señor Senador Atchugarry es la que establece la 
posibilidad de dar incentivos a los funcionarios que, en 
el plazo de un año, se encuentren prestando tareas den- 
tro de la sociedad como empleados. En caso de que 
acepten los incentivos, quedaría sin efecto la reserva 
del cargo sin plazo. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Aclaro que, naturalmen- 
te, será necesario modificar toda la numeración. 


El artículo 18 se refiere a la derogación, en enero de 
2006, del monopolio de importación, que es igual a lo 
que establece el artículo 17 del último proyecto que se 
trató en Comisión. 


Por su parte, el artículo 19, que es nuevo, se presen- 
tó a solicitud de los servicios de ANCAP y dice que la 
regulación del mercado de los combustibles contenida 
en los actuales contratos de distribución regirá hasta 
que sea sustituida por la que dicte el organismo regula- 
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dor. Lo que se pretende es otorgar el marco jurídico a 
lo que, de hecho, hace actualmente ANCAP que desde 
hace muchos años establece sus contratos de distribu- 
ción mediante determinadas normas que, en el fondo, 
son regulaciones de mercado. Pero, en última instancia, 
se desea dar certeza jurídica en cuanto a que, hasta que 
exista esa regulación dictada por el organismo compe- 
tente -que aún no hemos creado- continuarán funcionan- 
do estas reglamentaciones. 


Estas son las líneas generales bajo las cuales se ha 
trabajado. A mi juicio, en su inmensa mayoría se han 
incorporado las normas del último proyecto analizado 
en Comisión, de fecha 7 de diciembre. Mayormente, se 
han incorporado algunos temas, como los que hemos 
leído expresamente, que eran nuevos -aunque considero 
que son de detalle- y, en algunos casos, se ha vuelto a 
redacciones que figuraban en el proyecto original pre- 
sentado por el Partido Nacional. 


En líneas generales, esta es la presentación del tra- 
bajo que se ha realizado en Comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: la coali- 
ción de Gobierno tomó una decisión respetable y legíti- 
ma -tal como suele suceder en el trabajo parlamentario- 
de volver a su proyecto original en virtud de que no 
lograba consenso. Sin perjuicio de ello, incorporó algu- 
nos artículos sobre los que se trabajó en Comisión. En 
definitiva, decidió no trabajar sobre ellos en el día de 
hoy y presentar un proyecto. 


En realidad, nosotros aspirábamos a que se adoptara 
el proyecto tentativo del 7 de diciembre. Así se lo trans- 
mitimos a algunos de los integrantes de la coalición de 
Gobierno que forman parte de esta Comisión. Sin em- 
bargo, se nos dijo que eso no era posible. Ese proyecto 
del 7 de diciembre toma como base la propuesta de los 
señores Senadores Couriel y Astori que, a mi juicio, es 
muy buena. Por tanto, vamos a hacer nuestro ese pro- 
yecto y lo vamos a presentar, aunque sea en minoría, 
con el fin de que se pueda discutir en el Senado. Aclaro 
que esa iniciativa tiene una pequeña modificación que 
figura en negritas. He hecho copias para cada una de las 
Bancadas y solicito que se reparta por Secretaría. En 
consecuencia, entrego a la Mesa el documento con las 
copias correspondientes y el disquete para que sea dis- 
tribuido entre los señores Senadores. En su momento, 
evaluaremos los puntos que sean similares. En el pro- 
yecto que se va a presentar en el Senado se sacó el 
primer artículo que, a mi juicio, eran sustancial y se 
tomó como base la iniciativa de los señores Senadores 
Astori y Couriel que, posteriormente, se fue enrique- 
ciendo en Comisión. 


Por último, deseo indicar que en Comisión y en el 
Senado vamos a votar este proyecto de ley que estamos 
entregando a la Mesa. 
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SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: en 
Comisión quisiera dejar en claro una precisión jurídica, 
sin perjuicio de que podamos trabajar sobre este tema 
en el Senado. 


En el artículo 1” del proyecto que estamos conside- 
rando se dice que se deroga el monopolio de la importa- 
ción, exportación y refinación de petróleo crudo y el de 
la exportación de derivados de petróleos administrados 
por ANCAP, de acuerdo con la Ley N* 8.764, de 15 de 
octubre de 1931. Ahora bien, la Ley de Creación de 
ANCAP estableció el monopolio a favor del Estado. 
Entonces, creo que sería bueno precisar que se deroga 
el monopolio del Estado porque, de lo contrario, podría 
interpretarse que se deroga el monopolio administrado 
por ANCAP. Creo que la voluntad jurídica y política es 
esa. 


SEÑOR GALLINAL.- Por supuesto que tuvimos en 
cuenta el razonamiento del señor Senador Correa Frei- 
tas; la ley de creación de ANCAP establece el monopo- 
lio a favor del Estado y le da su administración a la 
Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y 
Portland. Por eso, creo que la redacción es correcta, 
aunque podría generar algún grado de equivocación de 
acuerdo con el razonamiento que hace el señor Senador 
Correa Freitas. Digo que es correcta porque deroga el 
monopolio; es decir que en el Uruguay desaparece ese 
monopolio. En particular, queda sin efecto la adminis- 
tración de ese monopolio, que le correspondía a la Ad- 
ministración Nacional de Combustibles, Alcohol y Port- 
land. Quizás, sería mucho más ajustado, técnicamente, 
establecer la derogación del monopolio sin hacer refe- 
rencia a ANCAP. Entonces, habría que eliminar la refe- 
rencia “administrado por”. 


Por ahora, creo que podríamos dejar el artículo de 
esta manera y luego, en Sala, hacer las correcciones 
correspondientes para dejar en claro que lo que señala 
el señor Senador Correa Freitas es precisamente así. 


Señor Presidente: por otro lado y siguiendo la línea 
de razonamiento del señor Senador Atchugarry en su 
presentación de la última edición del proyecto que va- 
mos a considerar en el Senado de la República, quisiera 
señalar que en la Comisión y en declaraciones públicas 
nosotros habíamos adelantado que todas las negociacio- 
nes que se llevaron a cabo tenían el propósito de buscar 
acercamiento con los distintos sectores a los efectos de 
tener hoy una posición común. Esto significaba consta- 
tar que había un terreno fértil para encontrar acuerdos, 
pero quiero aclarar que cuando llegamos a ellos, no 
fueron producto de una transacción ni de una abdica- 
ción de principios o ideas de cada uno de nosotros por- 
que, en ese caso, el proyecto sería un híbrido sin senti- 
do. Se llegó, entonces, a un proyecto que reunía las 
condicionantes necesarias para una asociación de estas 
características y creo que se cedió en lo que era posible. 
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Habíamos anunciado que si se llegaba al acuerdo; 
perfecto, y así se votaba; de lo contrario, nos reservába- 
mos el derecho de volver atrás al proyecto original pre- 
sentado por el Partido Nacional. 


En el correr de las últimas horas hemos hecho ajus- 
tes de redacción y las bases principales de aquel texto 
articulado del 7 de diciembre están contenidas en esta 
iniciativa; no hay ninguna diferencia de importancia en- 
tre lo que se acordó en esa fecha y lo que estamos 
llevando adelante en el día de hoy. Sí se eliminó el 
artículo 1” que, básicamente, era de carácter programá- 
tico o enunciativo, pues fijaba en un ligero resumen los 
objetivos que muy claramente se marcan en el resto del 
articulado, que sí se mantiene. 


Finalmente, quiero señalar que lo que era bueno para 
nosotros en el texto del 7 de diciembre lo sigue siendo 
hoy, 11 de diciembre, motivo por el cual lo mantene- 
mos en esta iniciativa. 


SEÑOR MICHELINI.- La intervención del señor Se- 
nador Gallinal, en mi opinión, puede llevar a confusión. 
Hechas las consultas a dos integrantes de la coalición 
de Gobierno que integran la Comisión, me plantearon 
que no iban a tomar como base el proyecto del 7 de 
diciembre y que volvían al proyecto original, aunque 
tomarían en cuenta algunos de los artículos. Expresa- 
mente les señalé que, a mi modo de ver, así no se con- 
templaba mi opinión. Si fueran iguales, no hubiera exis- 
tido problema en cuanto a que se tomara el texto del 7 
de diciembre. Por tanto, existe alguna diferencia. Y en 
la medida en que los integrantes de la Comisión que 
están impulsando esta segunda versión son personas in- 
teligentes, no estarían tomando esta última versión sino 
que se basarían en la del 7 de diciembre. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero aclararle al señor Se- 
nador Michelini que en este tema -entiendo que no tuvo 
tiempo de leer este material porque nosotros estuvimos 
trabajando en él en el correr de las últimas horas- hay 
diferencias. Nosotros pretendíamos que la sociedad fue- 
ra por 30 años y, en el texto del 7 de diciembre, luego 
de una transacción que no alteraba valores sustantivos, 
se acordó que fuera por 25, ya que algunos Senadores 
planteaban un plazo de 20 años. Al dejar sin efecto 
aquel principio de allanamiento, volvemos al plazo de 
30 años. 


También había diferencias en cuanto al momento en 
que se debía bajar el precio de los combustibles en el 
país. A nuestro juicio, debía ser el 31 de marzo de 2004 
y al de los proponentes, 3 años después de constituida 
la asociación. Ahora se vuelve a aquélla fecha. 


En cuanto a los otros temas, no existen mayores 
diferencias. 
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Vale la pena hacer una referencia porque, por lo 
menos a nosotros, nos causó cierta confusión que el 
señor Senador Michelini haya declarado que nuestro pro- 
yecto era muy malo y muy bueno el de los señores 
Senadores Couriel y Astori. Siguiendo esa línea de ra- 
zonamiento, todo se hace posible. 


SEÑOR GARGANO.-- Si se va a poner a votación la 
propuesta que trajo a la Comisión el señor Senador At- 
chugarry, quiero adelantar que, de conformidad con lo 
resuelto por el órgano de dirección política del Frente 
Amplio en la noche de ayer, vamos a votar en contra en 
general y en particular el texto de la iniciativa. No voy a 
abundar en las razones del caso, porque son conocidas 
por todos y, en su defecto, las daremos en Sala cuando 
se trate el tema. Nos basamos en la explicación dada 
por los señores Senadores, ya que, por mi parte, no he 
tenido tiempo de leer el texto del proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
-7 en 13. Afirmativa. 


Se va a votar, con informe en minoría, el proyecto 
del señor Senador Michelini. 


(Se vota:) 
-1 en 13. Negativa. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Simplemente, quiero de- 
jar constancia de que el artículo 19 pasaría a ser 11. 


SEÑOR HEBER.- En realidad, la Comisión estaría 
informando sobre dos proyectos de ley. Además, en lo 
que tiene que ver con la votación sobre la URSEA, no 
sé si vamos a celebrar una sesión extraordinaria. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que lo que plantea 
el señor Senador Heber es acertado, pero me da la im- 
presión de que ello no va a ser posible. En todo caso, 
haríamos consultas informales con los miembros de la 
Mesa sobre qué procedimiento aplicar con respecto a la 
URSEA. Como todos recordamos, en la Comisión ha- 
bíamos llegado a un texto cuya consideración se sus- 
pendió el día en que lo íbamos a votar para entrar al 
tema ANCAP, por lo que sería necesario realizar una 
votación formal. Tampoco desearíamos hacerlo en este 
momento; en todo caso, podemos llevar el tema directa- 
mente a Sala, porque el texto hace días que está a dis- 
posición de los señores Senadores. Quizá sea posible 
realizar una reunión mañana por la mañana; pero como 
estamos cerca de la hora de inicio de la sesión extraor- 
dinaria del Senado, hablaríamos luego con los miem- 
bros de la Comisión para coordinar el procedimiento a 
seguir. 
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SEÑOR HEBER.- Mociono para que el Miembro 
Informante del proyecto de ley relativo a ANCAP sea el 
señor Senador Gallinal y el del proyecto correspondien- 
te a la URSEA, que se apruebe en el futuro, sea el señor 
Senador Atchugarry. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada por el señor Senador Heber. 


(Se vota:) 
- 7en 13. Afirmativa. 


La Mesa consulta a los señores Senadores respecto a 
si la Comisión está en condiciones de votar en bloque 
los 18 artículos del proyecto de ley presentado por el 
señor Senador Atchugarry. 


(Apoyados) 


-En consecuencia, se va a votar en bloque los artícu- 
los 19 a 18. 


(Se vota:) 
- 7en 13. Afirmativa. 


No habiendo otros asuntos a considerar, se levanta 
la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 6 minutos.)» 
9) SESION EXTRAORDINARIA 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Mociono pasar a cuarto intermedio 
hasta el día de mañana, a las 17 horas, a efectos de agotar el 
orden del día de esta sesión, para lo cual será necesario reali- 
zar una sesión extraordinaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La moción del señor Senador Sa- 
nabria es de cuarto intermedio hasta las 17 horas del día de 
mañana -momento en que se supone que habremos terminado 
con la Comisión General que sesionará a partir de la mañana- 
para continuar con el orden del día. 


SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: había dos o tres 
temas que estaban consensuados, que vienen con media san- 
ción de la Cámara de Representantes y que aspirábamos que 
figuraran como 6” y 7” punto del orden del día. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente hay una moción 
presentada por el señor Senador Michelini, en el sentido de 
integrar algunos temas al orden del día, así como una propues- 
ta que posteriormente va a hacer el señor Senador Mujica, 
sobre un proyecto de ley. 


Léase la moción del señor Senador Michelini. 
(Se lee:) 


“Incorporar como punto 6* y 7* del orden del día los 
siguientes asuntos que tienen ya media sanción de la 
Cámara de Representantes: Declarar el año 2002 como 
“Año de la Educación Vial” -Carp. N* 493/2001 Distri- 
buido 979/2001- y un proyecto de ley que establece que 
en las obras edilicias efectuadas por convenio se deberá 
facilitar el acceso a personas con capacidades diferentes 
(Carp. N* 614/2001)” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada por el señor Senador Mi- 
chelini. 


(Se vota:) 
-26 en 28. Afirmativa. 


Tal como ya se adelantó también hay una moción presenta- 
da por el señor Senador Mujica para incorporar en el orden del 
día el proyecto de ley que ya fue tratado por el Senado y viene 
con modificaciones de la Cámara de Representantes sobre pe- 
queños préstamos al consumo y topes de mora. 


SEÑOR MUJICA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: este proyecto ha sido 
aprobado por unanimidad en la Cámara de Representantes, por 
50 votos presentes, de todos los sectores políticos. Tiene que 
ver con una injusticia muy flagrante de acotar situaciones de 
pequeñas deudas, todas menores de U$S 1.000, donde en el 
sistema de créditos se dan casos, por ejemplo, de alguien que 
debiendo $ 14, le terminan cobrando U$S12.500, etcétera. No 
se trata de una voluntad de cesión financiera, sino de controlar 
un abuso. En ese sentido, el proyecto establece que en estas 
pequeñas deudas no se pueda trasvasar un límite de 5, 6, 6 7 
veces. Debe haber un tope para que no se cometan estos abu- 
sos. ¿Dónde está el apuro? Existen varias viviendas en vías de 
ejecución en este momento, de tal manera que si esto no salie- 
ra habrá gente muy humilde que se verá severamente afectada. 


Pienso que este fue el sentido común en base al cual todas 
las Bancadas de Legisladores del Parlamento consensuaron este 
proyecto de ley, por lo que solicitaría que se trate en el día de 
mañana. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar la moción presentada por el señor Senador Mujica. 


(Se vota:) 
- 23 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR SANABRIA.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA.- Mociono para que también se incor- 
pore en el orden del día de mañana el nombramiento de dos 
liceos, uno de ellos en Montevideo y el otro en San Carlos. El 
de Montevideo llevaría el nombre de Luis Hierro Gambardella 
y doctor Luis Barrios Tassano, el de San Carlos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada. 


(Se vota:) 
- 23 en 24. Afirmativa. 
10) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar la moción presentada anteriormente, en el sentido 
de pasar a cuarto intermedio hasta el día de mañana a las 17 
horas. 


(Se vota:) 
- 22 en 25. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio hasta mañana a la hora 
1%: 


(Así se hace a la hora 20 y 8 minutos, presidiendo el señor 
Hierro López y estando presentes los señores Senadores Aris- 
mendi, Astori, Atchugarry, Brause, Correa Freitas, de 
Boismenu, Fau, Gallinal, García Costa, Gargano, Heber, 
Korzeniak, Lescano, Michelini, Millor, Mujica, Núñez, 
Pereyra, Pou, Riesgo, Rubio, Sanabria, Scarpa y Singer.) 


Sr. LUIS HIERRO LOPEZ 
PRESIDENTE 


Sr. Mario Farachio 
Arq. Hugo Rodríguez Filippini 
Secretarios 


Sr. Freddy A. Massimino 
Director General del Cuerpo de Taquígrafos 


Corrección y Control 
División Publicaciones del Senado 
Dep. Legal N* 205147/01 


